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I. Tratados y Convenios Internacionales
1- DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO

(Revolución Francesa)

Los representantes del pueblo francés, 
constituidos en Asamblea Nacional, con-
siderando que la ignorancia, el olvido y el 
desprecio de los derechos del hombre, son 
la únicas causas de las desgracias públicas 
y de la corrupción de los Gobiernos, han 
resuelto exponer, en una declaración so-
lemne, los derechos naturales, inalienables 
y sagrados del hombre, a fin de que esta 
declaración constantemente presente a 
todos los miembros del cuerpo social, les 
recuerde sin cesar sus derechos y sus de-
beres, y que los actos del Poder Legislativo 
y del Poder Ejecutivo, puedan ser a cada 
instante comparados con el objeto de toda 
institución política, y sean más respetados; 
a fin de que las reclamaciones de los ciu-
dadanos, fundadas en adelante sobre prin-
cipios simples e incontestables, se dirijan 
siempre al mantenimiento de la Constitu-
ción y a la felicidad de todos.

En consecuencia, la Asamblea Nacio-
nal reconoce y declara, en presencia y bajo 
los auspicios del Ser Supremo, los derechos 
siguientes del hombre y del ciudadano:

Artículo 1o.- Los hombres nacen y per-
manecen libres e iguales en derechos. Las 
distinciones sociales no pueden fundarse 
sino sobre la utilidad común.

Artículo 2o.- El objeto de toda aso-
ciación política es la conservación de los 
derechos naturales e imprescriptibles del 
hombre. Estos derechos son la libertad, la 
propiedad, la seguridad y la resistencia a la 
opresión.

Artículo 3o.- El principio de esta so-
beranía reside esencialmente en la nación. 

Ningún cuerpo, ningún individuo puede 
ejercer autoridad que no emane expresa-
mente de ella.

Artículo 4o.- La libertad consiste en 
poder hacer todo lo que no dañe a otro; 
así, el ejercicio de los derechos naturales 
de cada hombre, no tiene más límites que 
los que aseguran a los miembros de la so-
ciedad el goce de estos mismos derechos. 
Tales límites no se pueden determinar sino 
por la ley.

Artículo 5o.- La ley no puede prohibir 
sino las acciones dañosas a la sociedad. 
Todo lo que no es prohibido por la ley no 
puede ser impedido, y nadie puede ser obli-
gado a hacer lo que ella no manda.

Artículo 6o.- La ley es la expresión de 
la voluntad general. Todos los ciudadanos 
tienen derecho a concurrir personalmente 
o por sus representantes, a su formación. 
Ella debe ser la misma para todos, sea que 
proteja o que castigue. Todos los ciudada-
nos, siendo iguales a sus ojos, son igual-
mente admisibles a todas las dignidades, 
puestos y empleos, sin otra distinción que 
la de sus talentos y virtudes.

Artículo 7o.- Ningún hombre puede 
ser acusado, detenido ni arrestado, sino en 
los casos determinados por la ley, y según 
las fórmulas que ella ha prescrito. Los que 
solicitan, expiden, ejecutan o hacen eje-
cutar órdenes arbitrarias, deben ser casti-
gados; pero todo ciudadano llamado, o 
cogido en virtud de la ley, debe obedecer 
al instante; de no hacerlo, se hace culpable 
por la resistencia.

Artículo 8o.- La ley no debe establecer 
sino penas estrictas y evidentemente nece-
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sarias, y ninguno puede ser castigado sino 
en virtud de una ley establecida y promul-
gada anteriormente al delito, y legalmente 
aplicada.

Artículo 9o.- Todo hombre se presume 
inocente hasta que haya sido declarado cul-
pable; si se juzga indispensable su arresto, 
cualquier rigor que no sea sumamente ne-
cesario para asegurar su persona, debe ser 
severamente reprimido por la ley.

Artículo 10.- Ninguno debe ser moles-
tado por sus opiniones, aunque sean reli-
giosas, con tal de que su manifestación no 
turbe el orden público establecido por la 
ley.

Artículo 11.- La libre comunicación de 
los pensamientos y de las opiniones es uno 
de los derechos más preciados del hombre: 
todo ciudadano, en consecuencia, puede 
hablar, escribir, imprimir libremente, de-
biendo sí responder de los abusos de esta 
libertad en los casos determinados por la 
ley.

Artículo 12.- La garantía de los dere-
chos del hombre y del ciudadano necesi-
ta una fuerza pública: esta fuerza, pues, se 
instituye para la ventaja de todos, y no para 
la utilidad particular de aquellos a quienes 
se confía.

Artículo 13.- Para la manutención de 
la fuerza pública y los gastos de adminis-
tración es indispensable una contribución 
común: ella debe repartirse igualmente en-
tre todos los ciudadanos en razón de sus 
aptitudes.

Artículo 14.- Todos los ciudadanos tie-
nen derecho de hacerse constar, o pedir ra-
zón de sí mismos, o por sus representantes, 
de la necesidad de la contribución pública, 
de consentirla libremente, de saber su em-
pleo, y de determinar la cuota, el lugar, el 
cobro y la duración.

Artículo 15.- La sociedad tiene dere-
cho de pedir cuenta de su administración 
a todo agente público.

Artículo 16.- Toda sociedad en la cual 
la garantía de los derechos no esté asegura-
da, ni la separación de los Poderes determi-
nada, no tiene Constitución.

Artículo 17.- Siendo las propiedades un 
derecho inviolable y sagrado, ninguno pue-
de ser privado de ellas, sino cuando la ne-
cesidad pública, legalmente hecha constar, 
lo exige evidentemente, y bajo la condición 
de una previa y justa indemnización.

2- CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS
Declaración Universal de Derechos Humanos. Adoptada y proclamada por la 

Asamblea General en su resolución 217A (III), de 10 de diciembre de 1948

preámbulo
Considerando que la libertad, la justicia 

y la paz en el mundo tienen por base el re-
conocimiento de la dignidad intrínseca y de 
los derechos iguales e inalienables de todos 
los miembros de la familia humana;

Considerando que el desconocimiento 
y el menosprecio de los derechos humanos 
han originado actos de barbarie ultrajantes 
para la conciencia de la humanidad; y que 
se ha proclamado, como la aspiración más 
elevada del hombre, el advenimiento de 

un mundo en que los seres humanos, libe-
rados del temor y de la miseria, disfruten 
de la libertad de palabra y de la libertad de 
creencias;

Considerando esencial que los dere-
chos humanos sean protegidos por un ré-
gimen de Derecho, a fin de que el hombre 
no se vea compelido al supremo recurso de 
la rebelión contra la tiranía y la opresión;

Considerando también esencial pro-
mover el desarrollo de relaciones amistosas 
entre las naciones;



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

Considerando que los pueblos de las 
Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en los derechos fundamenta-
les del hombre, en la dignidad y el valor 
de la persona humana y en la igualdad de 
derecho de hombres y mujeres; y se han 
declarado resueltos a promover el progre-
so social y a elevar el nivel de vida dentro 
de un concepto más amplio de la libertad;

Considerando que los Estados Miem-
bros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con la Organización de las 
Naciones Unidas, el respeto universal y 
efectivo a los derechos y libertades funda-
mentales del hombre; y

Considerando que una concepción co-
mún de estos derechos y libertades es de la 
mayor importancia para el pleno cumpli-
miento de dicho compromiso;

La Asamblea General
Proclama la presente Declaración 

Universal de Derechos Humanos como 
ideal común por el que todos los pueblos 
y naciones deben esforzarse, a fin de que 
tanto los individuos como las institucio-
nes, inspirándose constantemente en ellas, 
promuevan, mediante la enseñanza y la 
educación, el respeto a estos derechos y 
libertades, y aseguren, por medidas progre-
sivas de carácter nacional e internacional, 
su reconocimiento y aplicación universales 
y efectivos, tanto entre los pueblos de los 
Estados Miembros como entre los de los 
territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1º
Todos los seres humanos nacen libres 

e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están de razón y conciencia, deben 
comportarse fraternalmente los unos con 
los otros.

Artículo 2º
1. Toda persona tiene todos los dere-

chos y libertades proclamados en esta De-
claración, sin distinción alguna de raza, co-
lor, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de cualquier otra índole, origen nacional 

o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición.

2. Además, no se hará distinción alguna 
fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya 
jurisdicción dependa persona, tanto si se 
trata de un país independiente, como de 
un territorio bajo administración fiduciaria, 
no autónomo o sometido a cualquier otra 
limitación de soberanía.

Artículo 3º
Todo individuo tiene derecho a la vida, 

a la libertad y a la seguridad de su persona.
Artículo 4º
Nadie estará sometido a esclavitud ni 

a servidumbre; la esclavitud y la trata de 
esclavos están prohibidas en todas sus for-
mas.

Artículo 5º
Nadie será sometido a torturas ni a pe-

nas o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes.

Artículo 6º
Todo ser humano tiene derecho, en to-

das partes, al reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica.

Artículo 7º
Todos son iguales ante la ley y tienen, 

sin distinción, derecho a igual protección 
de la ley. Todos tienen derecho a igual pro-
tección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda pro-
vocación a tal discriminación.

Artículo 8º
Toda persona tiene derecho a un recur-

so efectivo, ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos 
que violen sus derechos fundamentales re-
conocidos por la constitución o por la ley.

Artículo 9º
Nadie podrá ser arbitrariamente dete-

nido, preso ni desterrado.
Artículo 10
Toda persona tiene derecho, en con-

diciones de plena igualdad, a ser oída pú-
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blicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la deter-
minación de sus derechos y obligaciones 
o para el examen de cualquier acusación 
contra ella en materia penal.

Artículo 11
1. Toda persona acusada de delito tie-

ne derecho a que se presuma su inocen-
cia mientras no se pruebe su culpabilidad, 
conforme a la ley y en juicio público en el 
que se le hayan asegurado todas las garan-
tías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u 
omisiones que en el momento de come-
terse no fueron delictivos según el derecho 
nacional o internacional. Tampoco se im-
pondrá pena más grave que la aplicable en 
el momento de la comisión del delito.

Artículo 12
Nadie será objeto de injerencias arbi-

trarias en su vida privada, su familia, su do-
micilio o su correspondencia, ni de ataques 
a su honra o a su reputación. Toda persona 
tiene derecho a la protección de la ley con-
tra tales injerencias o ataques.

Artículo 13
1. Toda persona tiene derecho a circu-

lar libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de 
cualquier país, incluso del propio, y a regre-
sar a su país.

Artículo 14
1. En caso de persecución, toda perso-

na tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 
de él, en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invoca-
do contra una acción judicial realmente 
originada por delitos comunes o por actos 
opuestos a los propósitos y principios de 
las Naciones Unidas.

Artículo 15
1. Toda persona tiene derecho a una 

nacionalidad.

2. A nadie se privará arbitrariamente de 
su nacionalidad ni del derecho a cambiar 
de nacionalidad.

Artículo 16
1. Los hombres y las mujeres, a partir 

de la edad núbil, tienen derecho, sin res-
tricción alguna por motivos de raza, nacio-
nalidad o religión, a casarse y fundar una 
familia; y disfrutarán de iguales derechos 
en cuanto al matrimonio, durante el matri-
monio y en caso de disolución del matri-
monio.

2. Sólo mediante libre y pleno consen-
timiento de los futuros esposos podrá con-
traerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho 
a la protección de la sociedad y del Estado.

Artículo 17
1. Toda persona tiene derecho a la pro-

piedad, individual y colectivamente.
2. Nadie será privado arbitrariamente 

de su propiedad.
Artículo 18
Toda persona tiene derecho a la liber-

tad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad 
de cambiar de religión o de creencias, así 
como la libertad de manifestar su religión 
o su creencia, individual y colectivamente, 
tanto en público como en privado, por la 
enseñanza, la práctica, el culto y la obser-
vancia.

Artículo 19
Todo individuo tiene derecho a la li-

bertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a 
causa de sus opiniones, el de investigar y 
recibir informaciones y opiniones, y el de 
difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión.

Artículo 20
1. Toda persona tiene derecho a la li-

bertad de reunión y de asociación pacíficas.
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2. Nadie podrá ser obligado a pertene-
cer a una asociación.

Artículo 21
1. Toda persona tiene derecho a partici-

par en el gobierno de su país, directamente 
o por medio de representantes libremente 
escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de 
acceso, en condiciones de igualdad, a las 
funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base 
de la autoridad del poder público; esta vo-
luntad se expresará mediante elecciones 
auténticas que habrán de celebrarse perió-
dicamente, por sufragio universal e igual 
y por voto secreto u otro procedimiento 
equivalente que garantice la libertad del 
voto.

Artículo 22
Toda persona, como miembro de la so-

ciedad, tiene derecho a la seguridad social, 
y a obtener, mediante el esfuerzo nacio-
nal y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de 
cada Estado, la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales, indispen-
sables a su dignidad y al libre desarrollo de 
su personalidad.

Artículo 23
1. Toda persona tiene derecho al traba-

jo, a la libre elección de su trabajo, a condi-
ciones equitativas y satisfactorias de trabajo 
y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin dis-
criminación alguna, a igual salario por tra-
bajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene dere-
cho a una remuneración equitativa y satis-
factoria, que le asegure, así como a su fami-
lia, una existencia conforme a la dignidad 
humana y que será completada, en caso 
necesario, por cualesquiera otros medios 
de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar 
sindicatos y a sindicarse para la defensa de 
sus intereses.

Artículo 24
Toda persona tiene derecho al descan-

so, al disfrute del tiempo libre, a una limita-
ción razonable de la duración del trabajo y 
a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25
1. Toda persona tiene derecho a un 

nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, 
y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servi-
cios sociales necesarios; tiene asimismo 
derecho a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez 
y otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Todos los niños, nacidos de matrimonio 
o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social.

Artículo 26
1. Toda persona tiene derecho a la edu-

cación. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a la instrucción 
elemental y fundamental. La instrucción 
elemental será obligatoria. La instrucción 
técnica y profesional habrá de ser genera-
lizada; el acceso a los estudios superiores 
será igual para todos, en función de los mé-
ritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el 
pleno desarrollo de la personalidad hu-
mana y el fortalecimiento del respeto a los 
derechos humanos y a las libertades fun-
damentales; favorecerá la comprensión, 
la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y todos los grupos étnicos o re-
ligiosos; y promoverá el desarrollo de las 
actividades de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho prefe-
rente a escoger el tipo de educación que 
habrá de darse a sus hijos.

Artículo 27
1. Toda persona tiene derecho a tomar 

parte libremente en la vida cultural de la 



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

comunidad, a gozar de las artes y a partici-
par en el progreso científico y en los bene-
ficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de los intereses morales y materia-
les que le correspondan por razón de las 
producciones científicas, literarias o artísti-
cas de que sea autora.

Artículo 28
Toda persona tiene derecho a que se es-

tablezca un orden social internacional en el 
que los derechos y libertades proclamados 
en esta Declaración se hagan plenamente 
efectivos.

Artículo 29
1. Toda persona tiene deberes respec-

to a la comunidad puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su 
personalidad.

2. En el ejercicio de su derechos y en 
el disfrute de sus libertades, toda persona 

estará solamente sujeta a las limitaciones 
establecidas por la ley con el único fin de 
asegurar el reconocimiento y el respeto de 
los derechos y libertades de los demás, y de 
satisfacer las justas exigencias de la moral, 
del orden público y del bienestar general 
en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no po-
drán en ningún caso ser ejercidos en opo-
sición a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas.

Artículo 30
Nada en la presente Declaración podrá 

interpretarse en el sentido de que confiere 
derecho alguno al Estado, a un grupo o a 
una persona, para emprender y desarrollar 
actividades o realizar actos tendientes a la 
supresión de cualquiera de los derechos y 
libertades proclamados en esta Declara-
ción.

3- PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES  
    Y CULTURALES

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. entrada en vigor: 3 de enero 
de 1976, de conformidad con el artículo 27.

preámbulo
Los Estados Partes en el presente Pacto

Considerando que, conforme a los 
principios enunciados en la Carta de las 
Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la 
paz en el mundo tienen por base el recono-
cimiento de la dignidad inherente a todos 
los miembros de la familia humana y de sus 
derechos iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se 
desprenden de la dignidad inherente a la 
persona humana,

Reconociendo que, con arreglo a la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, no puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, liberado del temor y de la 
miseria, a menos que se creen condiciones 
que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos económicos, sociales y culturales, 

tanto como de sus derechos civiles y po-
líticos,

Considerando que la Carta de las Na-
ciones Unidas impone a los Estados la 
obligación de promover el respeto univer-
sal y efectivo de los derechos y libertades 
humanos,

Comprendiendo que el individuo, por 
tener deberes respecto de otros individuos 
y de la comunidad a que pertenece, está 
obligado a procurar la vigencia y obser-
vancia de los derechos reconocidos en este 
Pacto,

Convienen en los artículos siguientes:
PARTE I

Artículo 1º
1. Todos los pueblos tienen el derecho 

de libre determinación. En virtud de este 
derecho establecen libremente su condi-
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ción política y proveen asimismo a su desa-
rrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los 
pueblos pueden disponer libremente de 
sus riquezas y recursos naturales, sin per-
juicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional ba-
sada en el principio de beneficio recípro-
co, así como del derecho internacional. En 
ningún caso podría privarse a un pueblo de 
sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente 
Pacto, incluso los que tienen la responsa-
bilidad de administrar territorios no autó-
nomos y territorios en fideicomiso, pro-
moverán el ejercicio del derecho de libre 
determinación y respetarán este derecho 
de conformidad con las disposiciones de la 
Carta de las Naciones Unidas.

PARTE II
Artículo 2º
1. Cada uno de los Estados Partes en 

el presente Pacto se compromete a adop-
tar medidas, tanto por separado como 
mediante la asistencia y la cooperación in-
ternacionales, especialmente económicas y 
técnicas hasta el máximo de los recursos 
de que disponga, para lograr progresiva-
mente, por todos los medios apropiados, 
inclusive en particular la adopción de me-
didas legislativas, la plena efectividad de los 
derechos aquí reconocidos.

2. Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a garantizar el ejer-
cicio de los derechos que en él se enuncian, 
sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.

3. Los países en vías de desarrollo, 
teniendo debidamente en cuenta los de-
rechos humanos y su economía nacional, 
podrán determinar en qué medida garan-
tizarán los derechos económicos reconoci-
dos en el presente Pacto a personas que no 
sean nacionales suyos.

Artículo 3º
Los Estados Partes en el presente Pac-

to se comprometen a asegurar a los hom-
bres y a las mujeres igual título a gozar de 
todos los derechos económicos, sociales y 
culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 4º
Los Estados Partes en el presente Pac-

to reconocen que, en el ejercicio de los de-
rechos garantizados conforme al presente 
Pacto por el Estado, éste podrá someter 
tales derechos únicamente a limitaciones 
determinadas por ley, solo en la medida 
compatible con la naturaleza de esos dere-
chos y con el exclusivo objeto de promover 
el bienestar general en una sociedad demo-
crática.

Artículo 5º
1. Ninguna disposición del presente 

Pacto podrá ser interpretada en el sentido 
de reconocer derecho alguno a un Estado, 
grupo o individuo para emprender acti-
vidades o realizar actos encaminados a la 
destrucción de cualquiera de los derechos 
o libertades reconocidos en el Pacto, o a su 
limitación en medida mayor que la prevista 
en él.

2. No podrá admitirse restricción o 
menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos 
o vigentes en un país en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, 
a pretexto de que el presente Pacto no los 
reconoce o los reconoce en menor grado.

PARTE III
Artículo 6º
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto reconocen el derecho a trabajar, que 
comprende el derecho de toda persona 
de tener la oportunidad de ganarse la vida 
mediante un trabajo libremente escogido 
o aceptado y tomarán medidas adecuadas 
para garantizar este derecho.

2. Entre las medidas que habrá de 
adoptar cada uno de los Estados Partes en 
el presente Pacto para lograr la plena efec-
tividad de este derecho deberá figurar la 
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orientación y formación técnico-profesio-
nal, la preparación de programas, normas 
y técnicas encaminadas a conseguir un de-
sarrollo económico, social y cultural cons-
tante y la ocupación plena y productiva, en 
condiciones que garanticen las libertades 
políticas y económicas fundamentales de la 
persona humana.

Artículo 7º
Los Estados Partes en el presente Pac-

to reconocen el derecho de toda persona al 
goce de condiciones de trabajo equitativas 
y satisfactorias que le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione 
como mínimo a todos los trabajadores:

i) Un salario equitativo e igual por tra-
bajo de igual valor, sin distinciones de nin-
guna especie; en particular, debe asegurar-
se a las mujeres condiciones de trabajo no 
inferiores a las de los hombres, con salario 
igual por trabajo igual;

ii) Condiciones de existencia dignas 
para ellos y para sus familias conforme a 
las disposiciones del presente Pacto;

b) La seguridad y la higiene en el tra-
bajo;

c) Igual oportunidad para todos de ser 
promovidos, dentro de su trabajo, a la ca-
tegoría superior que les corresponda, sin 
más consideraciones que los factores de 
tiempo de servicio y capacidad;

d) El descanso, el disfrute del tiempo 
libre, la limitación razonable de las horas 
de trabajo y las vacaciones periódicas paga-
das, así como la remuneración de los días 
festivos.

Artículo 8º
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto se comprometen a garantizar:
a) El derecho de toda persona a fundar 

sindicatos y a afiliarse al de su elección, con 
sujeción únicamente a los estatutos de la 
organización correspondiente, para pro-
mover y proteger sus intereses económicos 
y sociales. No podrán imponerse otras res-
tricciones al ejercicio de este derecho que 

las que prescriba la ley y que sean necesa-
rias en una sociedad democrática en interés 
de la seguridad nacional o del orden públi-
co, o para la protección de los derechos y 
libertades ajenos;

b) El derecho de los sindicatos a for-
mar federaciones o confederaciones nacio-
nales y el de éstas a fundar organizaciones 
sindicales internacionales o a afiliarse a las 
mismas;

c) El derecho de los sindicatos a fun-
cionar sin obstáculos y sin otras limitacio-
nes que las que prescriba la ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática en 
interés de la seguridad nacional o del orden 
público o para la protección de los dere-
chos y libertades ajenos;

d) El derecho de huelga, ejercido de 
conformidad con las leyes de cada país.

2. El presente artículo no impedirá 
someter a restricciones legales el ejercicio 
de tales derechos por los miembros de las 
fuerzas armadas, de la policía o de la admi-
nistración del Estado.

3. Nada de lo dispuesto en este artículo 
autorizará a los Estados Partes en el Con-
venio de la Organización Internacional 
del Trabajo de 1948 relativo a la libertad 
sindical y a la protección del derecho de 
sindicación a adoptar medidas legislativas 
que menoscaben las garantías previstas en 
dicho Convenio o a aplicar la ley en forma 
que menoscabe dichas garantías.

Artículo 9º
Los Estados Partes en el presente Pac-

to reconocen el derecho de toda persona a 
la seguridad social, incluso al seguro social.

Artículo 10
Los Estados Partes en el presente Pac-

to reconocen que:
1. Se debe conceder a la familia, que 

es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad, la más amplia protección y 
asistencia posibles, especialmente para su 
constitución y mientras sea responsable 
del cuidado y la educación de los hijos a 
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su cargo. El matrimonio debe contraerse 
con el libre consentimiento de los futuros 
cónyuges.

2. Se debe conceder especial protec-
ción a las madres durante un período de 
tiempo razonable antes y después del par-
to. Durante dicho período, a las madres 
que trabajen se les debe conceder licencia 
con remuneración o con prestaciones ade-
cuadas de seguridad social.

3. Se deben adoptar medidas especia-
les de protección y asistencia en favor de 
todos los niños y adolescentes, sin discri-
minación alguna por razón de filiación o 
cualquier otra condición. Debe protegerse 
a los niños y adolescentes contra la explo-
tación económica y social. Su empleo en 
trabajos nocivos para su moral y salud, o 
en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, 
será sancionado por la ley. Los Estados 
deben establecer también límites de edad 
por debajo de los cuales quede prohibido y 
sancionado por la ley el empleo a sueldo de 
mano de obra infantil.

Artículo 11
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto reconocen el derecho de toda per-
sona a un nivel de vida adecuado para sí 
y su familia, incluso alimentación, vesti-
do y vivienda adecuados, y a una mejora 
continua de las condiciones de existen-
cia. Los Estados Partes tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de 
este derecho, reconociendo a este efecto 
la importancia esencial de la cooperación 
internacional fundada en el libre consen-
timiento.

2. Los Estados Partes en el presente 
Pacto, reconociendo el derecho fundamen-
tal de toda persona a estar protegida contra 
el hambre, adoptarán, individualmente y 
mediante la cooperación internacional, las 
medidas, incluidos programas concretos, 
que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, 
conservación y distribución de alimentos 
mediante la plena utilización de los co-

nocimientos técnicos y científicos, la di-
vulgación de principios sobre nutrición y 
el perfeccionamiento o la reforma de los 
regímenes agrarios de modo que se logren 
la explotación y la utilización más eficaces 
de las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitati-
va de los alimentos mundiales en relación 
con las necesidades, teniendo en cuenta los 
problemas que se plantean tanto a los paí-
ses que importan productos alimenticios 
como a los que los exportan.

Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto reconocen el derecho de toda perso-
na al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental.

2 Entre las medidas que deberán adop-
tar los Estados Partes en el Pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este dere-
cho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y 
de la mortalidad infantil, y el sano desarro-
llo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspec-
tos de la higiene del trabajo y del medio 
ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las 
enfermedades epidémicas, endémicas, pro-
fesionales y de otra índole, y la lucha contra 
ellas;

d) La creación de condiciones que ase-
guren a todos asistencia médica y servicios 
médicos en caso de enfermedad

Artículo 13
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto reconocen el derecho de toda per-
sona a la educación. Convienen en que la 
educación debe orientarse hacia el pleno 
desarrollo de la personalidad humana y del 
sentido de su dignidad, y debe fortalecer 
el respeto por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Convienen asi-
mismo en que la educación debe capacitar 
a todas las personas para participar efec-
tivamente en una sociedad libre, favorecer 
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la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las naciones y entre todos los 
grupos raciales, étnicos o religiosos, y pro-
mover las actividades de las Naciones Uni-
das en pro del mantenimiento de la paz.

2. Los Estados en el presente Pacto re-
conocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obli-
gatoria y asequible a todos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus 
diferentes formas, incluso la enseñanza 
secundaria técnica y profesional, debe ser 
generalizada y hacerse accesible a todos, 
por cuantos medios sean apropiados, y en 
particular por la implantación progresiva 
de la enseñanza gratuita.

c) La enseñanza superior debe hacerse 
igualmente accesible a todos, sobre la base 
de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular, 
por la implantación progresiva de la ense-
ñanza gratuita;

d) Debe fomentarse o intensificarse, en 
la medida de lo posible, la educación fun-
damental para aquellas personas que no 
hayan recibido o terminado el ciclo com-
pleto de instrucción primaria;

e) Se debe proseguir activamente el 
desarrollo del sistema escolar en todos los 
ciclos de la enseñanza, implantar un siste-
ma adecuado de becas, y mejorar continua-
mente las condiciones materiales del cuer-
po docente.

3. Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar la li-
bertad de los padres y, en su caso, de los 
tutores legales, de escoger para sus hijos 
o pupilos escuelas distintas de las creadas 
por las autoridades públicas, siempre que 
aquéllas satisfagan las normas mínimas que 
el Estado prescriba o apruebe en materia 
de enseñanza, y de hacer que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa o 
moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este artículo 
se interpretará como una restricción de la 
libertad de los particulares y entidades para 
establecer y dirigir instituciones de ense-
ñanza, a condición de que se respeten los 
principios enunciados en el párrafo 1 y de 
que la educación dada en esas instituciones 
se ajuste a las normas mínimas que prescri-
ba el Estado.

Artículo 14
Todo Estado Parte en el presente Pacto 

que, en el momento de hacerse parte en él, 
aún no haya podido instituir en su territo-
rio metropolitano o en otros territorios so-
metidos a su jurisdicción la obligatoriedad 
y la gratuidad de la enseñanza primaria, se 
compromete a elaborar y adoptar, dentro 
de un plazo de dos años, un plan detalla-
do de acción para la aplicación progresiva, 
dentro te un número razonable de años fi-
jado en el plan, del principio de la enseñan-
za obligatoria y gratuita para todos.

Artículo 15
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto reconocen el derecho a toda persona 
a:

a) Participar en la vida cultural;
b) Gozar de los beneficios del progreso 

científico y de sus aplicaciones;
c) Beneficiarse de la protección de los 

intereses morales y materiales que le co-
rrespondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora.

2. Entre las medidas que los Estados 
Partes en el presente Pacto deberán adop-
tar para asegurar el pleno ejercicio de este 
derecho, figurarán las necesarias para la 
conservación, el desarrollo y la difusión de 
la ciencia y de la cultura.

3. Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar la in-
dispensable libertad para la investigación 
científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados Partes en el presente 
Pacto reconocen los beneficios que deri-
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van del fomento y desarrollo de la coope-
ración y de las relaciones internacionales 
en cuestiones científicas y culturales.

PARTE IV
Artículo 16
1. Los Estados Partes en el presen-

te Pacto se comprometen a presentar, en 
conformidad con esta parte del Pacto, in-
formes sobre las medidas que hayan adop-
tado, y los progresos realizados, con el fin 
de asegurar el respeto a los derechos reco-
nocidos en el mismo.

a) Todos los informes serán presenta-
dos al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien transmitirá copias al Conse-
jo Económico y Social para que las exami-
ne conforme a lo dispuesto en el presente 
Pacto.

b) El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas transmitirá también a los orga-
nismos especializados copias de los infor-
mes, o de las partes pertinentes de estos, 
enviados por los Estados Partes en el pre-
sente Pacto que además sean miembros de 
esos organismos especializados, en la me-
dida en que tales informes o partes de ellos 
tengan relación con materias que sean de 
la competencia de dichos organismos con-
forme a sus instrumentos constitutivos.

Artículo 17
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto presentarán sus informes por eta-
pas, con arreglo al programa que estable-
cerá el Consejo Económico y Social en el 
plazo de un año desde la entrada en vigor 
del presente Pacto, previa consulta con los 
Estados Partes y con los organismos espe-
cializados interesados.

2. Los informes podrán señalar las cir-
cunstancias y dificultades que afecten el 
grado de cumplimiento de las obligaciones 
previstas en este Pacto.

3. Cuando la información pertinente 
hubiera sido ya proporcionada a las Na-
ciones Unidas o a algún organismo es-
pecializado por un Estado Parte, no será 
necesario repetir dicha información, sino 

que bastara hacer referencia concreta a la 
misma.

Artículo 18
En virtud de las atribuciones que la 

Carta de las Naciones Unidas le confiere 
en materia de derechos humanos y liberta-
des fundamentales, el Consejo Económico 
y, Social podrá concluir acuerdos con los 
organismos especializados sobre la presen-
tación por tales organismos de informes 
relativos al cumplimiento de las disposicio-
nes de este Pacto que corresponden a su 
campo de actividades. Estos informes po-
drán contener detalles sobre las decisiones 
y recomendaciones que en relación con ese 
cumplimiento hayan aprobado los órganos 
competentes de dichos organismos.

Artículo 19
El Consejo Económico y Social podrá 

transmitir a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para su estudio y recomendación 
de carácter general, o para información, 
según proceda, los informes sobre dere-
chos humanos que presenten los Estados 
conforme a los artículos 16 y 17, y los in-
formes relativos a los derechos humanos 
que presenten los organismos especializa-
dos conforme al artículo 18.

Artículo 20
Los Estados Partes en el presente Pac-

to y los organismos especializados intere-
sados podrán presentar al Consejo Eco-
nómico y Social observaciones sobre toda 
recomendación de carácter general hecha 
en virtud del artículo 19 o toda referencia 
a tal recomendación general que conste en 
un informe de la Comisión de Derechos 
Humanos o en un documento allí mencio-
nado.

Artículo 21
El Consejo Económico y Social podrá 

presentar de vez en cuando a la Asamblea 
General informes que contengan reco-
mendaciones de carácter general, así como 
un resumen de la información recibida de 
los Estados Partes en el presente Pacto y 
de los organismos especializados acerca de 
las medidas adoptadas y los progresos rea-
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lizados para lograr el respeto general de los 
derechos reconocidos en el presente Pacto.

Artículo 22
El Consejo Económico y Social podrá 

señalar a la atención de otros órganos de 
las Naciones Unidas, sus órganos subsidia-
rios y los organismos especializados intere-
sados que se ocupen de prestar asistencia 
técnica, toda cuestión surgida de los infor-
mes a que se refiere esta parte del Pacto 
que pueda servir para que dichas canti-
dades se pronuncien, cada una dentro de 
su esfera de competencia, sobre la conve-
niencia de las medidas internacionales que 
puedan contribuir a la aplicación efectiva y 
progresiva del presente Pacto.

Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Pac-

to convienen en que las medidas de or-
den internacional destinadas a asegurar el 
respeto de los derechos que se reconocen 
en el presente Pacto comprenden pro-
cedimientos tales como la conclusión de 
convenciones, la aprobación de recomen-
daciones, la prestación de asistencia técnica 
y la celebración de reuniones regionales y 
técnicas, para efectuar consultas y realizar 
estudios, organizadas en cooperación con 
los gobiernos interesados.

Artículo 24
Ninguna disposición del presente Pac-

to deberá interpretarse en menoscabo de 
las disposiciones de la Carta de las Nacio-
nes Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las 
atribuciones de los diversos órganos de las 
Naciones Unidas y de los organismos es-
pecializados en cuanto a las materias a que 
se refiere el presente Pacto.

Artículo 25
Ninguna disposición del presente Pac-

to deberá interpretarse en menoscabo del 
derecho inherente de todos los pueblos a 
disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales.

PARTE V
Artículo 26
1. El presente Pacto estará abierto a la 

firma de todos los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas o miembros de algún 
organismo especializado, así como de todo 
Estado Parte en el Estatuto de la Corte In-
ternacional de Justicia y de cualquier otro 
Estado invitado por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas a ser parte en el 
presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratifi-
cación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.

3. El presente Pacto quedará abierto a 
la adhesión de cualquiera de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del presente 
artículo.

4. La adhesión se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de adhesión 
en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

5. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas informará a todos los Estados 
que hayan firmado el presente Pacto, o se 
hayan adherido a él, del depósito de cada 
uno de los instrumentos de ratificación o 
de adhesión.

Artículo 27
1. El presente Pacto entrará en vigor 

transcurridos tres meses a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el trigésimo 
quinto instrumento de ratificación o de ad-
hesión en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el pre-
sente Pacto o se adhiera a él después de 
haber sido depositado el trigésimo quinto 
instrumento de ratificación o de adhesión, 
el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratifica-
ción o de adhesión.

Artículo 28
Las disposiciones del presente Pacto 

serán aplicables a todas las partes compo-



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

nentes de los Estados federales, sin limita-
ción ni excepción alguna.

Artículo 29
1. Todo Estado Parte en el presente 

Pacto podrá proponer enmiendas y depo-
sitarlas en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. El Secretario Gene-
ral comunicará las enmiendas propuestas 
a los Estados Partes en el presente Pacto, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que 
se convoque una conferencia de Estados 
Partes con el fin de examinar las propues-
tas y someterlas a votación. Si un tercio al 
menos de los Estados se declara a favor 
de tal convocatoria, el Secretario General 
convocará una conferencia bajo los auspi-
cios de las Naciones Unidas. Toda enmien-
da adoptada por la mayoría de Estados 
presentes y votantes en la conferencia se 
someterá a la aprobación de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vi-
gor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 
y aceptadas por una mayoría de dos tercios 
de los Estados Partes en el presente Pacto, 
de conformidad con sus respectivos proce-
dimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en 
vigor serán obligatorias para los Estados 

Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones del presente Pac-
to y por toda enmienda anterior que hayan 
aceptado.

Artículo 30
Independientemente de las notificacio-

nes previstas en el párrafo 5 del artículo 
26, el Secretario General de las Naciones 
Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo 
artículo:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes conformes con lo dispuesto en el artí-
culo 26;

b) La fecha en que entre en vigor el 
presente Pacto conforme a lo dispuesto en 
el artículo 27, y la fecha en que entren en 
vigor las enmiendas a que hace referencia 
el artículo 29.

Artículo 31
1. El presente Pacto, cuyos textos en 

chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en 
los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas enviará copias certificadas del 
presente Pacto a todos los Estados men-
cionados en el artículo 26.

4- PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 

resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 entrada en vigor: 23 de marzo de 
1976, de conformidad con el artículo 4.  

preámbulo

Los Estados Partes en el presente Pacto,
Considerando que, conforme a los 

principios enunciados en la Carta de las 
Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la 
paz en el mundo tienen por base el recono-
cimiento de la dignidad inherente a todos 
los miembros de la familia humana y de sus 
derechos iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se 
derivan de la dignidad inherente a la per-
sona humana,

Reconociendo que, con arreglo a la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, no puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, en el disfrute de las liberta-
des civiles y políticas y liberado del temor y 
de la miseria, a menos que se creen condi-
ciones que permitan a cada persona gozar 
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de sus derechos civiles y políticos, tanto 
como de sus derechos económicos, socia-
les y culturales,

Considerando que la Carta de las Na-
ciones Unidas impone a los Estados la 
obligación de promover el respeto univer-
sal y efectivo de los derechos y libertades 
humanos,

Comprendiendo que el individuo, por 
tener deberes respecto de otros individuos 
y de la comunidad a que pertenece, tiene 
la obligación de esforzarse por la consecu-
ción y la observancia de los derechos reco-
nocidos en este Pacto,

Convienen en los artículos siguientes:
PARTE I

Artículo 1º
1. Todos los pueblos tienen el derecho 

de libre determinación. En virtud de este 
derecho establecen libremente su condi-
ción política y proveen asimismo a su desa-
rrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los 
pueblos pueden disponer libremente de 
sus riquezas y recursos naturales, sin per-
juicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional ba-
sada en el principio de beneficio recípro-
co, así como del derecho internacional. En 
ningún caso podría privarse a un pueblo de 
sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente 
Pacto, incluso los que tienen la responsa-
bilidad de administrar territorios no autó-
nomos y territorios en fideicomiso, pro-
moverán el ejercicio del derecho de libre 
determinación, y respetarán este derecho 
de conformidad con las disposiciones de la 
Carta de las Naciones Unidas.

PARTE II
Artículo 2º
1. Cada uno de los Estados Partes en el 

presente Pacto se compromete a respetar y 
a garantizar a todos los individuos que se 
encuentren en su territorio y estén sujetos 

a su jurisdicción, los derechos reconocidos 
en el presente Pacto, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
nión política o de otra índole, origen na-
cional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social.

2. Cada Estado Parte se compromete 
a adoptar, con arreglo a sus procedimien-
tos constitucionales y a las disposiciones 
del presente Pacto, las medidas oportunas 
para dictar las disposiciones legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos los derechos reconocidos 
en el presente Pacto y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas 
o de otro carácter.

3. Cada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto se compromete a garantizar 
que:

a) Toda persona cuyos derechos o li-
bertades reconocidos en el presente Pacto 
hayan sido violados podrá interponer un 
recurso efectivo, aún cuando tal violación 
hubiera sido cometida por personas que 
actuaban en ejercicio de sus funciones ofi-
ciales;

b) La autoridad competente, judicial, 
administrativa o legislativa, o cualquiera 
otra autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado, decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga 
tal recurso, y desarrollara las posibilidades 
de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cum-
plirán toda decisión en que se haya estima-
do procedente el recurso.

Artículo 3º
Los Estados Partes en el presente Pac-

to se comprometen a garantizar a hombres 
y mujeres la igualdad en el goce de todos 
los derechos civiles y políticos enunciados 
en el presente Pacto.

Artículo 4º
1. En situaciones excepcionales que 

pongan en peligro la vida de la nación y 
cuya existencia haya sido proclamada ofi-
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cialmente, los Estados Partes en el presen-
te Pacto podrán adoptar disposiciones que, 
en la medida estrictamente limitada a las 
exigencias de la situación, suspendan las 
obligaciones contraídas en virtud de este 
Pacto, siempre que tales disposiciones no 
sean incompatibles con las demás obliga-
ciones que les impone el derecho interna-
cional y no entrañen discriminación alguna 
fundada únicamente en motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión u origen social.

2. La disposición precedente no autori-
za suspensión alguna de los artículos 6, 7, 8 
(párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18.

3. Todo Estado Parte en el presente 
Pacto que haga uso del derecho de suspen-
sión deberá informar inmediatamente a los 
demás Estados Partes en el presente Pacto, 
por conducto del Secretario General de las 
Naciones Unidas, de las disposiciones cuya 
aplicación haya suspendido y de los moti-
vos que hayan suscitado la suspensión. Se 
hará una nueva comunicación por el mis-
mo conducto en la fecha en que haya dado 
por terminada tal suspensión.

Artículo 5º
1. Ninguna disposición del presente 

Pacto podrá ser interpretada en el sentido 
de conceder derecho alguno a un Estado, 
grupo o individuo para emprender acti-
vidades o realizar actos encaminados a la 
destrucción de cualquiera de los derechos 
y libertades reconocidos en el Pacto o a su 
limitación en mayor medida que la prevista 
en él.

2. No podrá admitirse restricción o 
menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos o 
vigentes en un Estado Parte en virtud de 
leyes, convenciones, reglamentos o cos-
tumbres, so pretexto de que el presente 
Pacto no los reconoce o los reconoce en 
menor grado.

PARTE III
Artículo 6º
1. El derecho a la vida es inherente a la 

persona humana. Este derecho estará pro-
tegido por la ley. Nadie podrá ser privado 
de la vida arbitrariamente.

2. En los países que no hayan abolido la 
pena capital sólo podrá imponerse la pena 
de muerte por los más graves delitos y de 
conformidad con leyes que estén en vigor 
en el momento de cometerse el delito y 
que no sean contrarias a las disposiciones 
del presente Pacto ni a la Convención para 
la prevención y la sanción del delito de ge-
nocidio. Esta pena sólo podrá imponerse 
en cumplimiento de sentencia definitiva de 
un tribunal competente.

3. Cuando la privación de la vida cons-
tituya delito de genocidio se tendrá en-
tendido que nada de lo dispuesto en este 
artículo excusará en modo alguno a los Es-
tados Partes del cumplimiento de ninguna 
de las obligaciones asumidas en virtud de 
las disposiciones de la Convención para la 
prevención y la sanción del delito de ge-
nocidio.

4. Toda persona condenada a muerte 
tendrá derecho a solicitar el indulto o la 
conmutación de la pena. La amnistía, el in-
dulto o la conmutación de la pena capital 
podrán ser concedidos en todos los casos.

5. No se impondrá la pena de muerte 
por delitos cometidos por personas de me-
nos de 18 años de edad, ni se la aplicará a 
las mujeres en estado de gravidez.

6. Ninguna disposición de este artículo 
podrá ser invocada por un Estado Parte en 
el presente Pacto para demorar o impedir 
la abolición de la pena capital.

Artículo 7º
Nadie será sometido a torturas ni a pe-

nas o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes. En particular, nadie será sometido 
sin su libre consentimiento a experimentos 
médicos o científicos.

Artículo 8º
1. Nadie estará sometido a esclavitud. 

La esclavitud y la trata de esclavos estarán 
prohibidas en todas sus formas.

2. Nadie estará sometido a servidum-
bre.

3. a) Nadie será constreñido a ejecutar 
un trabajo forzoso u obligatorio;

b) El inciso precedente no podrá ser in-
terpretado en el sentido de que prohíbe, en 
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los países en los cuales ciertos delitos pue-
den ser castigados con la pena de prisión 
acompañada de trabajos forzados, el cum-
plimiento de una pena de trabajos forzados 
impuesta por un tribunal competente;

c) No se considerarán como “trabajo 
forzoso u obligatorio”, a los efectos de este 
párrafo:

i) Los trabajos o servicios que, aparte 
de los mencionados en el inciso b, se exijan 
normalmente de una persona presa en vir-
tud de una decisión judicial legalmente dic-
tada, o de una persona que habiendo sido 
presa en virtud de tal decisión se encuentre 
en libertad condicional;

ii) El servicio de carácter militar y, en 
los países donde se admite la exención por 
razones de conciencia, el servicio nacional 
que deben prestar conforme a la ley quie-
nes se opongan al servicio militar por razo-
nes de conciencia;

iii) El servicio impuesto en casos de pe-
ligro o calamidad que amenace la vida o el 
bienestar de la comunidad;

iv) El trabajo o servicio que forme par-
te de las obligaciones cívicas normales.

Artículo 9º
1. Todo individuo tiene derecho a la li-

bertad y a la seguridad personales. Nadie 
podrá ser sometido a detención o prisión 
arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su 
libertad, salvo por las causas fijadas por ley 
y con arreglo al procedimiento establecido 
en ésta.

2. Toda persona detenida será infor-
mada, en el momento de su detención, de 
las razones de la misma, y notificada, sin 
demora, de la acusación formulada contra 
ella.

3. Toda persona detenida o presa a cau-
sa de una infracción penal será llevada sin 
demora ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funcio-
nes judiciales, y tendrá derecho a ser juz-
gada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad. La prisión preventiva de 

las personas que hayan de ser juzgadas no 
debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que 
aseguren la comparecencia del acusado en 
el acto del juicio, o en cualquier otro mo-
mento de las diligencias procesales y, en su 
caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de 
libertad en virtud de detención o prisión 
tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, 
a fin de que éste decida a la brevedad posi-
ble sobre la legalidad de su prisión y orde-
ne su libertad si la prisión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegal-
mente detenida o presa, tendrá el derecho 
efectivo a obtener reparación.

Artículo 10
1. Toda persona privada de libertad será 

tratada humanamente y con el respeto de-
bido a la dignidad inherente al ser humano.

2. a) Los procesados estarán separados 
de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tra-
tamiento distinto, adecuado a su condición 
de personas no condenadas;

b) Los menores procesados estarán 
separados de los adultos y deberán ser lle-
vados ante los tribunales de justicia con la 
mayor celeridad posible para su enjuicia-
miento.

3. El régimen penitenciario consistirá 
en un tratamiento cuya finalidad esencial 
será la reforma y la readaptación social de 
los penados. Los menores delincuentes 
estarán separados de los adultos y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su 
edad y condición jurídica.

Artículo 11
Nadie será encarcelado por el solo he-

cho de no poder cumplir una obligación 
contractual.

Artículo 12
1. Toda persona que se halle legalmente 

en el territorio de un Estado tendrá dere-
cho a circular libremente por él y a escoger 
libremente en él su residencia.
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2. Toda persona tendrá derecho a salir 
libremente de cualquier país, incluso del 
propio.

3. Los derechos antes mencionados no 
podrán ser objeto de restricciones salvo 
cuando éstas se hallen previstas en la ley, 
sean necesarias para proteger la seguridad 
nacional, el orden público, la salud o la mo-
ral públicas o los derechos y libertades de 
terceros, y sean compatibles con los demás 
derechos reconocidos en el presente Pacto.

4. Nadie podrá ser arbitrariamente pri-
vado del derecho a entrar en su propio país.

Artículo 13
El extranjero que se halle legalmente en 

el territorio de un Estado Parte en el pre-
sente Pacto sólo podrá ser expulsado de él 
en cumplimiento de una decisión adoptada 
conforme a la ley; y, a menos que razones 
imperiosas de seguridad nacional se opon-
gan a ello, se permitirá a tal extranjero ex-
poner las razones que lo asistan en contra 
de su expulsión, así como someter su caso 
a revisión ante la autoridad competente o 
bien ante la persona o personas designadas 
especialmente por dicha autoridad compe-
tente, y hacerse representar con tal fin ante 
ellas.

Artículo 14
1. Todas las personas son iguales ante 

los tribunales y cortes de justicia. Toda 
persona tendrá derecho a ser oída pública-
mente y con las debidas garantías por un 
tribunal competente, independiente e im-
parcial, establecido por la ley, en la substan-
ciación de cualquier acusación de carácter 
penal formulada contra ella o para la de-
terminación de sus derechos u obligacio-
nes de carácter civil. La prensa y el público 
podrán ser excluidos de la totalidad o parte 
de los juicios por consideraciones de mo-
ral, orden público o seguridad nacional en 
una sociedad democrática, o cuando lo exi-
ja el interés de la vida privada de las partes 
o, en la medida estrictamente necesaria en 
opinión del tribunal, cuando por circuns-

tancias especiales del asunto la publicidad 
pudiera perjudicar a los intereses de la jus-
ticia; pero toda sentencia en materia penal 
o contenciosa será pública, excepto en los 
casos en que el interés de menores de edad 
exija lo contrario, o en las actuaciones refe-
rentes a pleitos matrimoniales o a la tutela 
de menores.

2. Toda persona acusada de un delito 
tiene derecho a que se presuma su inocen-
cia mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme a la ley.

3. Durante el proceso, toda persona 
acusada de un delito tendrá derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas.

a) A ser informada sin demora, en un 
idioma que comprenda y en forma detalla-
da, de la naturaleza y causas de la acusación 
formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los me-
dios adecuados para la preparación de su 
defensa y a comunicarse con un defensor 
de su elección;

c) A ser juzgada sin dilaciones indebi-
das;

d) A hallarse presente en el proceso y 
a defenderse personalmente o ser asistida 
por un defensor de su elección; a ser in-
formada, si no tuviere defensor, del dere-
cho que le asiste a tenerlo, y, siempre que 
el interés de la justicia lo exija, a que se le 
nombre defensor de oficio, gratuitamente, 
si careciere de medios suficientes para pa-
garlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los 
testigos de cargo y a obtener la compare-
cencia de los testigos de descargo y que 
estos sean interrogados en las mismas con-
diciones que los testigos de cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un 
intérprete, si no comprende o no habla el 
idioma empleado en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí 
misma ni a confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los 
menores de edad a efectos penales se ten-
drá en cuenta esta circunstancia y la impor-
tancia de estimular su readaptación social.
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5. Toda persona declarada culpable de 
un delito tendrá derecho a que el fallo con-
denatorio y la pena que se le haya impuesto 
sean sometidos a un tribunal superior, con-
forme a lo prescrito por la ley.

6. Cuando una sentencia condenatoria 
firme haya sido ulteriormente revocada, o 
el condenado haya sido indultado por ha-
berse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de 
un error judicial, la persona que haya su-
frido una pena como resultado de tal sen-
tencia deberá ser indemnizada, conforme a 
la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse 
revelado oportunamente el hecho desco-
nocido.

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancio-
nado por un delito por el cual haya sido 
ya condenado o absuelto por una sentencia 
firme de acuerdo con la ley y el procedi-
miento penal de cada país.

Artículo 15
1. Nadie será condenado por actos u 

omisiones que en el momento de come-
terse no fueran delictivos según el derecho 
nacional o internacional. Tampoco se im-
pondrá pena más grave que la aplicable en 
el momento de la comisión del delito. Si 
con posterioridad a la comisión del delito 
la ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello.

2. Nada de lo dispuesto en este artículo 
se opondrá al juicio ni a la condena de una 
persona por actos u omisiones que, en el 
momento de cometerse, fueran delictivos 
según los principios generales del derecho 
reconocidos por la comunidad internacio-
nal.

Artículo 16
Todo ser humano tiene derecho, en to-

das partes, al reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica.

Artículo 17
1. Nadie será objeto de injerencias ar-

bitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, 

ni de ataques ilegales a su honra y reputa-
ción.

2. Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de la ley contra esas injerencias o 
esos ataques.

Artículo 18
1. Toda persona tiene derecho a la li-

bertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de 
tener o de adoptar la religión o las creen-
cias de su elección, así como la libertad 
de manifestar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en pú-
blico como en privado, mediante el culto, 
la celebración de los ritos, las practicas y la 
enseñanza.

2. Nadie será objeto de medidas coer-
citivas que puedan menoscabar su liber-
tad de tener o de adoptar la religión o las 
creencias de su elección.

3. La libertad de manifestar la propia 
religión o las propias creencias estará suje-
ta únicamente a las limitaciones prescritas 
por la ley que sean necesarias para proteger 
la seguridad, el orden, la salud o la moral 
públicos, o los derechos y libertades fun-
damentales de los demás.

4. Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar la liber-
tad de los padres y, en su caso, de los tu-
tores legales, para garantizar que los hijos 
reciban la educación religiosa y moral que 
esté de acuerdo con sus propias conviccio-
nes.

Artículo 19
1. Nadie podrá ser molestado a causa 

de sus opiniones.
2. Toda persona tiene derecho a la liber-

tad de expresión; este derecho compren-
de la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmen-
te, por escrito o en forma impresa o artís-
tica, o por cualquier otro procedimiento de 
su elección.

3. El ejercicio del derecho previsto en 
el párrafo 2 de este artículo entraña de-
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beres y responsabilidades especiales. Por 
consiguiente, puede estar sujeto a ciertas 
restricciones, que deberán, sin embargo, 
estar expresamente fijadas por la ley y ser 
necesarias para:

a) Asegurar el respeto a los derechos o 
a la reputación de los demás;

b) La protección de la seguridad nacio-
nal, el orden público o la salud o la moral 
públicas.

Artículo 20
1. Toda propaganda en favor de la gue-

rra estará prohibida por la ley.
2. Toda apología del odio nacional, ra-

cial o religioso que constituya incitación a 
la discriminación, la hostilidad o la violen-
cia estará prohibida por la ley.

Artículo 21
Se reconoce el derecho de reunión pa-

cífica. El ejercicio de tal derecho sólo po-
drá estar sujeto a las restricciones previstas 
por la ley que sean necesarias en una socie-
dad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad pública o del or-
den público, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades 
de los demás.

Artículo 22
1. Toda persona tiene derecho a aso-

ciarse libremente con otras, incluso el de-
recho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos 
para la protección de sus intereses.

2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá 
estar sujeto a las restricciones previstas por 
la ley que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad na-
cional, de la seguridad pública o del orden 
público, o para proteger la salud o la mo-
ral públicas o los derechos y libertades de 
los demás. El presente artículo no impe-
dirá la imposición de restricciones legales 
al ejercicio de tal derecho cuando se trate 
de miembros de las fuerzas armadas y de 
la policía.

3. Ninguna disposición de este artículo 
autoriza a los Estados Partes en el Conve-

nio de la Organización Internacional del 
Trabajo de 1948, relativo a la libertad sin-
dical y a la protección del derecho de sindi-
cación, a adoptar medidas legislativas que 
puedan menoscabar las garantías previstas 
en él ni a aplicar la ley de tal manera que 
pueda menoscabar esas garantías.

Artículo 23
1. La familia es el elemento natural y 

fundamental de la sociedad y tiene derecho 
a la protección de la sociedad y del Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y 
de la mujer a contraer matrimonio y a fun-
dar una familia si tiene edad para ello.

3. El matrimonio no podrá celebrarse 
sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes.

4. Los Estados Partes en el presente 
Pacto tomarán las medidas apropiadas para 
asegurar la igualdad de derechos y de res-
ponsabilidades de ambos esposos en cuan-
to al matrimonio, durante el matrimonio y 
en caso de disolución del mismo. En caso 
de disolución, se adoptarán disposiciones 
que aseguren la protección necesaria a los 
hijos.

Artículo 24
1. Todo niño tiene derecho, sin discri-

minación alguna por motivos de raza, co-
lor, sexo, idioma, religión, origen nacional 
o social, posición económica o nacimiento, 
a las medidas de protección que su condi-
ción de menor requiere, tanto por parte de 
su familia como de la sociedad y del Es-
tado.

2. Todo niño será inscrito inmediata-
mente después de su nacimiento y deberá 
tener un nombre.

3. Todo niño tiene derecho a adquirir 
una nacionalidad.

Artículo 25
Todos los ciudadanos gozarán, sin nin-

guna de las distinciones mencionadas en el 
artículo 2, y sin restricciones indebidas, de 
los siguientes derechos y oportunidades:
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a) Participar en la dirección de los asun-
tos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones 
periódicas, auténticas, realizadas por sufra-
gio universal e igual y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de la voluntad 
de los electores;

c). Tener acceso en condiciones gene-
rales de igualdad, a las funciones públicas 
de su país.

Artículo 26
Todas las personas son iguales ante la 

ley y tienen derechos sin discriminación a 
igual protección de la ley. A este respecto, 
la ley prohibirá toda discriminación y ga-
rantizará a todas las personas protección 
igual y efectiva contra cualquier discrimi-
nación por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.

Artículo 27
En los Estados en que existan minorías 

étnicas, religiosas o lingüísticas, no se nega-
rá a las personas que pertenezcan a dichas 
minorías el derecho que les corresponde, 
en común con los demás miembros de su 
grupo, a tener su propia vida cultural, a 
profesar y practicar su propia religión y a 
emplear su propio idioma.

PARTE IV
Artículo 28
1. Se establecerá un Comité de Dere-

chos Humanos (en adelante denominado 
el Comité). Se compondrá de dieciocho 
miembros, y desempeñará las funciones 
que se señalan más adelante.

2. El Comité estará compuesto de na-
cionales de los Estados Partes en el presen-
te Pacto, que deberán ser personas de gran 
integridad moral, con reconocida compe-
tencia en materia de derechos humanos. 
Se tomará en consideración la utilidad de 
la participación de algunas personas que 
tengan experiencia jurídica.

3. Los miembros del Comité serán 
elegidos y ejercerán sus funciones a título 
personal.

Artículo 29
1. Los miembros del Comité serán ele-

gidos por votación secreta de una lista de 
personas que reúnan las condiciones pre-
vistas en el artículo 28 y que sean propues-
tas al efecto por los Estados Partes en el 
presente Pacto.

2. Cada Estado Parte en el presente 
Pacto podrá proponer hasta dos personas. 
Estas personas serán nacionales del Estado 
que las proponga.

3. La misma persona podrá ser pro-
puesta más de una vez.

Artículo 30
1. La elección inicial se celebrará a más 

tardar seis meses después de la fecha de en-
trada en vigor del presente Pacto.

2. Por lo menos cuatro meses antes de 
la fecha de la elección del Comité, siempre 
que no se trate de una elección para llenar 
una vacante declarada de conformidad con 
el artículo 34, el Secretario General de las 
Naciones Unidas invitará por escrito a los 
Estados Partes en el presente Pacto a pre-
sentar sus candidatos para el Comité en el 
término de tres meses.

3. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos que hubieren 
sido presentados, con indicación de los Es-
tados Partes que los hubieren designado, 
y la comunicará a los Estados Partes en el 
presente Pacto a más tardar un mes antes 
de la fecha de cada elección.

4. La elección de los miembros del 
Comité se celebrará en una reunión de los 
Estados Partes convocada por el Secreta-
rio General de las Naciones Unidas en la 
Sede de la Organización. En esa reunión, 
para la cual el quórum estará constituido 
por dos tercios de los Estados-Partes, que-
darán elegidos miembros del Comité los 
candidatos que obtengan el mayor número 
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de votos y la mayoría absoluta de los votos 
de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes.

Artículo 31
1. El Comité no podrá comprender 

más de un nacional de un mismo Estado.
2. En la elección del Comité se tendrá 

en cuenta una distribución geográfica equi-
tativa de los miembros y la representación 
de las diferentes formas de civilización y de 
los principales sistemas jurídicos.

Artículo 32
1. Los miembros del Comité se elegirán 

por cuatro años. Podrán ser reelegidos si 
se presenta de nuevo su candidatura. Sin 
embargo, los mandatos de nueve de los 
miembros elegidos en la primera elección 
expirarán al cabo de dos años. Inmediata-
mente después de la primera elección, el 
Presidente de la reunión mencionada en el 
párrafo 4 del artículo 30 designará por sor-
teo los nombres de estos nueve miembros.

2. Las elecciones que se celebren al 
expirar el mandato se harán con arreglo a 
los artículos precedentes de esta parte del 
presente Pacto.

Artículo 33
1. Si los demás miembros estiman por 

unanimidad que un miembro del Comité 
ha dejado de desempeñar sus funciones 
por otra causa que la de ausencia temporal, 
el Presidente del Comité notificará este he-
cho al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien declarará vacante el puesto 
de dicho miembro.

2. En caso de muerte o renuncia de un 
miembro del Comité, el Presidente lo noti-
ficará inmediatamente al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas, quien declarará 
vacante el puesto desde la fecha del falleci-
miento o desde la fecha en que sea efectiva 
la renuncia.

Artículo 34
1. Si se declara una vacante de confor-

midad con el artículo 33 y si el mandato 
del miembro que ha de ser sustituido no 

expira dentro de los seis meses que sigan 
a la declaración de dicha vacante, el Secre-
tario General de las Naciones Unidas lo 
notificará a cada uno de los Estados Partes 
en el presente Pacto, los cuales, para llenar 
la vacante, podrán presentar candidatos en 
el plazo de dos meses, de acuerdo con lo 
dispuesto en el párrafo 2 del artículo 29.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos así designados 
y la comunicará a los Estados Partes en el 
presente Pacto. La elección para llenar la 
vacante se verificará de conformidad con 
las disposiciones pertinentes de esta parte 
del presente Pacto.

3. Todo miembro del Comité que haya 
sido elegido para llenar una vacante decla-
rada de conformidad con el artículo 33 
ocupará el cargo por el resto del mandato 
del miembro que dejó vacante el puesto en 
el Comité conforme a lo dispuesto en ese 
artículo.

Artículo 35
Los miembros del Comité, previa apro-

bación de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, percibirán emolumentos 
de los fondos de las Naciones Unidas en 
la forma y condiciones que la Asamblea 
General determine, teniendo en cuenta la 
importancia de las funciones del Comité.

Artículo 36
El Secretario General de las Naciones 

Unidas proporcionará el personal y los ser-
vicios necesarios para el desempeño eficaz 
de las funciones del Comité en virtud del 
presente Pacto.

Artículo 37
1. El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas convocará la primera reunión 
del Comité en la Sede de las Naciones Uni-
das.

2. Después de su primera reunión, el 
Comité se reunirá en las ocasiones que se 
prevean en su reglamento.
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3. El Comité se reunirá normalmente 
en la Sede de las Naciones Unidas o en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Gine-
bra.

Artículo 38
Antes de entrar en funciones, los miem-

bros del Comité declararán solemnemente 
en sesión pública del Comité que desempe-
ñarán su cometido con toda imparcialidad 
y conciencia.

Artículo 39
1. El Comité elegirá su Mesa por un 

período de dos años. Los miembros de la 
Mesa podrán ser reelegidos.

2. El Comité establecerá su propio re-
glamento, en el cual se dispondrá, entre 
otras cosas, que:

a) Doce miembros constituirán quó-
rum;

b) Las decisiones del Comité se toma-
rán por mayoría de votos de los miembros 
presentes.

Artículo 40
1. Los Estados Partes en el presente 

Pacto se comprometen a presentar infor-
mes sobre las disposiciones que hayan 
adoptado y que den efecto a los derechos 
reconocidos en el Pacto y sobre el progre-
so que hayan realizado en cuanto al goce 
de esos derechos:

a) En el plazo de un año a contar de 
la fecha de entrada en vigor del presente 
Pacto con respecto a los Estados Partes 
interesados;

b) En lo sucesivo, cada vez que el Co-
mité lo pida.

2. Todos los informes se presentarán al 
Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien los transmitirá al Comité para exa-
men. Los informes señalarán los factores y 
las dificultades, si los hubiere, que afecten a 
la aplicación del presente Pacto.

3. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas, después de celebrar consultas 
con el Comité, podrá transmitir a los or-
ganismos especializados interesados copias 

de las partes de los informes que caigan 
dentro de sus esferas de competencia.

4. El Comité estudiará los informes 
presentados por los Estados Partes en el 
presente Pacto. Transmitirá sus informes, 
y los comentarios generales que estime 
oportunos, a los Estados Partes. El Comité 
también podrá transmitir al Consejo Eco-
nómico y Social esos comentarios, junto 
con copia de los informes que haya recibi-
do de los Estados Partes en el Pacto.

5. Los Estados Partes podrán presentar 
al Comité observaciones sobre cualquier 
comentario que se haga con arreglo al pá-
rrafo 4 del presente artículo.

Artículo 41
1. Con arreglo al presente artículo, 

todo Estado Parte en el presente Pacto 
podrá declarar en cualquier momento que 
reconoce la competencia del Comité para 
recibir y examinar las comunicaciones en 
que un Estado Parte alegue que otro Es-
tado Parte no cumple las obligaciones que 
le impone este Pacto. Las comunicaciones 
hechas en virtud del presente artículo sólo 
se podrán admitir y examinar si son pre-
sentadas por un Estado Parte que haya he-
cho una declaración por la cual reconozca 
con respecto a sí mismo la competencia 
del Comité. El Comité no admitirá ningu-
na comunicación relativa a un Estado Par-
te que no haya hecho tal declaración. Las 
comunicaciones recibidas en virtud de este 
artículo se tramitarán de conformidad con 
el procedimiento siguiente:

a) Si un Estado Parte en el presente 
Pacto considera que otro Estado Parte no 
cumple las disposiciones del presente Pac-
to, podrá señalar el asunto a la atención de 
dicho Estado mediante una comunicación 
escrita. Dentro de un plazo de tres meses, 
contado desde la fecha de recibo de la co-
municación, el Estado destinatario pro-
porcionará al Estado que haya enviado la 
comunicación una explicación o cualquier 
otra declaración por escrito que aclare el 
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asunto, la cual hará referencia, hasta donde 
sea posible y pertinente; a los procedimien-
tos nacionales y a los recursos adoptados, 
en trámite o que puedan utilizarse al res-
pecto.

b) Si el asunto no se resuelve a satisfac-
ción de los dos Estados Partes interesados 
en un plazo de seis meses contado desde 
la fecha en que el Estado destinatario haya 
recibido la primera comunicación, cual-
quiera de ambos Estados Partes interesa-
dos tendrá derecho a someterlo al Comité, 
mediante notificación dirigida al Comité y 
al otro Estado.

c) El Comité conocerá del asunto que 
se le someta después de haberse cerciorado 
de que se han interpuesto y agotado en tal 
asunto todos los recursos de la jurisdicción 
interna de que se pueda disponer, de con-
formidad con los principios del derecho 
internacional generalmente admitidos. No 
se aplicará esta regla cuando la tramitación 
de los mencionados recursos se prolongue 
injustificadamente.

d) El Comité celebrará sus sesiones a 
puerta cerrada cuando examine las comu-
nicaciones previstas en el presente artículo.

e) A reserva de las disposiciones del in-
ciso c, el Comité pondrá sus buenos oficios 
a disposición de los Estados Partes intere-
sados a fin de llegar a una solución amis-
tosa del asunto, fundada en el respeto de 
los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales reconocidos en el presente 
Pacto.

f) En todo asunto que se le someta, el 
Comité podrá pedir a los Estados Partes 
interesados a que se hace referencia en el 
inciso b que faciliten cualquier informa-
ción pertinente.

g) Los Estados Partes interesados a 
que se hace referencia en el inciso b ten-
drán derecho a estar representados cuan-
do el asunto se examine en el Comité y a 
presentar exposiciones verbalmente, o por 
escrito, o de ambas maneras.

h) El Comité, dentro de los doce meses 
siguientes a la fecha de recibo de la notifi-
cación mencionada en el inciso b, presen-
tará un informe en el cual:

i) Si se ha llegado a una solución con 
arreglo a lo dispuesto en el inciso e, se limi-
tará a una breve exposición de los hechos y 
de la solución alcanzada;

ii) Si no se ha llegado a una solución 
con arreglo a lo dispuesto en el inciso e, 
se limitará a una breve exposición de los 
hechos, y agregará las exposiciones escritas 
y las actas de las exposiciones verbales que 
hayan hecho los Estados Partes interesa-
dos.

En cada asunto, se enviará el informe a 
los Estados Partes interesados.

2. Las disposiciones del presente artícu-
lo entrarán en vigor cuando diez Estados 
Partes en el presente Pacto hayan hecho las 
declaraciones a que se hace referencia en el 
párrafo 1 del presente artículo. Tales decla-
raciones serán depositadas por los Estados 
Partes en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien remitirá copia 
de las mismas a los demás Estados Par-
tes. Toda declaración podrá retirarse en 
cualquier momento mediante notificación 
dirigida al Secretario General. Tal retiro 
no será obstáculo para que se examine 
cualquier asunto que sea objeto de una 
comunicación ya transmitida en virtud de 
este artículo; no se admitirá ninguna nueva 
comunicación de un Estado Parte una vez 
que el Secretario General de las Naciones 
Unidas haya recibido la notificación de re-
tiro de la declaración, a menos que el Esta-
do Parte interesado haya hecho una nueva 
declaración.

Artículo 42
1. a) Si un asunto remitido al Comité 

con arreglo al artículo 41 no se resuelve a 
satisfacción de los Estados Partes intere-
sados, el Comité, con el previo consenti-
miento de los Estados Partes interesados, 
podrá designar una Comisión Especial de 
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Conciliación (denominada en adelante la 
Comisión). Los buenos oficios de la Comi-
sión se pondrán a disposición de los Esta-
dos Partes interesados a fin de llegar a una 
solución amistosa del asunto, basada en el 
respeto al presente Pacto.

b) La Comisión estará integrada por 
cinco personas aceptables para los Esta-
dos Partes interesados. Si, transcurridos 
tres meses, los Estados Partes interesados 
no se ponen de acuerdo sobre la composi-
ción, en todo o en parte, de la Comisión, 
los miembros de la Comisión sobre los que 
no haya habido acuerdo serán elegidos por 
el Comité, de entre sus propios miembros, 
en votación Secreta y por mayoría de dos 
tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejer-
cerán sus funciones a título personal. No 
serán nacionales de los Estados Partes in-
teresados, de ningún Estado que no sea 
parte en el presente Pacto, ni de ningún 
Estado Parte que no haya hecho la declara-
ción prevista en el artículo 41.

3. La Comisión elegirá su propio Pre-
sidente y aprobará su propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisión se 
celebraran normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en la Oficina de las Na-
ciones Unidas en Ginebra. Sin embargo, 
podrán celebrarse en cualquier otro lugar 
conveniente que la Comisión acuerde en 
consulta con el Secretario General de las 
Naciones Unidas y los Estados Partes in-
teresados.

5. La secretaría prevista en el artículo 
36 prestará también servicios a las comi-
siones que se establezcan en virtud del pre-
sente artículo.

6. La información recibida y estudiada 
por el Comité se facilitará a la Comisión, y 
ésta podrá pedir a los Estados Partes inte-
resados que faciliten cualquier otra infor-
mación pertinente.

7. Cuando la Comisión haya examina-
do el asunto en todos sus aspectos, y en 

todo caso en un plazo no mayor de doce 
meses después de haber tomado conoci-
miento del mismo, presentará al Presidente 
del Comité un informe para su transmisión 
a los Estados Partes interesados:

a) Si la Comisión no puede completar 
su examen del asunto dentro de los doce 
meses, limitará su informe a una breve ex-
posición de la situación en que se halle su 
examen del asunto;

b) Si se alcanza una solución amistosa 
del asunto basada en el respeto a los dere-
chos humanos reconocidos en el presente 
Pacto, la Comisión limitará su informe a 
una breve exposición de los hechos y de la 
solución alcanzada;

c) Si no se alcanza una solución en el 
sentido del inciso b, el informe de la Co-
misión incluirá sus conclusiones sobre to-
das las cuestiones de hecho pertinentes al 
asunto planteado entre los Estados Partes 
interesados, y sus observaciones acerca de 
las posibilidades de solución amistosa del 
asunto; dicho informe contendrá también 
las exposiciones escritas y una reseña de las 
exposiciones orales hechas por los Estados 
Partes interesados;

d) Si el informe de la Comisión se pre-
senta en virtud del inciso c, los Estados 
Partes interesados notificarán al Presiden-
te del Comité, dentro de los tres meses 
siguientes a la recepción del informe, si 
aceptan o no los términos del informe de 
la Comisión.

8. Las disposiciones de este artículo no 
afectan las funciones del Comité previstas 
en el artículo 41.

9. Los Estados Partes interesados com-
partirán por igual todos los gastos de los 
miembros de la Comisión, de acuerdo con 
el cálculo que haga el Secretario General de 
las Naciones Unidas.

10. El Secretario General de las Na-
ciones Unidas podrá sufragar, en caso ne-
cesario, los gastos de los miembros de la 
Comisión, antes de que los Estados Partes 
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interesados reembolsen esos gastos con-
forme al párrafo 9 del presente artículo

Artículo 43
Los miembros del Comité y los miem-

bros de las comisiones especiales de con-
ciliación designados conforme al artículo 
42 tendrán derecho a las facilidades, pri-
vilegios e inmunidades que se conceden 
a los expertos que desempeñan misiones 
para las Naciones Unidas, con arreglo a lo 
dispuesto en las secciones pertinentes de la 
Convención sobre los privilegios e inmuni-
dades de las Naciones Unidas.

Artículo 44
Las disposiciones de aplicación del pre-

sente Pacto se aplicarán sin perjuicio de 
los procedimientos previstos en materia 
de derechos humanos por los instrumen-
tos constitutivos y las convenciones de las 
Naciones Unidas y de los organismos es-
pecializados en virtud de los mismos, y no 
impedirán que los Estados Partes recurran 
a otros procedimientos para resolver una 
controversia, de conformidad con conve-
nios internacionales generales o especiales 
vigentes entre ellos.

Artículo 45
El Comité presentará a la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, por con-
ducto del Consejo Económico y Social, un 
informe anual sobre sus actividades.

PARTE V
Artículo 46
Ninguna disposición del presente Pac-

to deberá interpretarse en menoscabo de 
las disposiciones de la Carta de las Nacio-
nes Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las 
atribuciones de los diversos órganos de las 
Naciones Unidas y de los organismos es-
pecializados en cuanto a las materias a que 
se refiere el presente Pacto.

Artículo 47
Ninguna disposición del presente Pac-

to deberá interpretarse en menoscabo del 

derecho inherente de todos los pueblos a 
disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales.

PARTE VI
Artículo 48
1. El presente Pacto estará abierto a la 

firma de todos los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas o miembros de algún 
organismo especializado, así como de todo 
Estado Parte en el Estatuto de la Corte In-
ternacional de Justicia y de cualquier otro 
Estado invitado por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas a ser parte en el 
presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratifi-
cación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.

3. El presente Pacto quedará abierto a 
la adhesión de cualquiera de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del presente 
artículo.

4. La adhesión se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de adhesión 
en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

5. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas informará a todos los Estados 
que hayan firmado el presente Pacto, o se 
hayan adherido a él, del depósito de cada 
uno de los instrumentos de ratificación o 
de adhesión.

Artículo 49
1. El presente Pacto entrará en vigor 

transcurridos tres meses a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el trigésimo 
quinto instrumento de ratificación o de ad-
hesión en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el pre-
sente Pacto o se adhiera a él después de 
haber sido depositado el trigésimo quinto 
instrumento de ratificación o de adhesión, 
el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado 
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haya depositado su instrumento de ratifica-
ción o de adhesión.

Artículo 50
Las disposiciones del presente Pacto 

serán aplicables a todas las partes compo-
nentes de los Estados federales, sin limita-
ción ni excepción alguna.

Artículo 51
1. Todo Estado Parte en el presente 

Pacto podrá proponer enmiendas y depo-
sitarlas en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. El Secretario Gene-
ral comunicará las enmiendas propuestas 
a los Estados Partes en el presente Pacto, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que 
se convoque a una conferencia de Estados 
Partes con el fin de examinar las propues-
tas y someterlas a votación. Si un tercio al 
menos de los Estados se declara en favor 
de tal convocatoria, el Secretario General 
convocará una conferencia bajo los auspi-
cios de las Naciones Unidas. Toda enmien-
da adoptada por la mayoría de Estados 
presentes y votantes en la conferencia se 
someterá a la aprobación de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vi-
gor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 
y aceptadas por una mayoría de dos tercios 
de los Estados Partes en el presente Pacto, 
de conformidad con sus respectivos proce-
dimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en 
vigor, serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones del presente Pac-
to y por toda enmienda anterior que hayan 
aceptado.

Artículo 52
Independientemente de las notificacio-

nes previstas en el párrafo 5 del artículo 
48, el Secretario General de las Naciones 
Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo 
artículo:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes conformes con lo dispuesto en el artí-
culo 48;

b) La fecha en que entre en vigor el 
presente Pacto conforme a lo dispuesto en 
el artículo 49, y la fecha en que entren en 
vigor las enmiendas a que hace referencia 
el artículo 51.

Artículo 53
1. El presente Pacto, cuyos textos en 

chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en 
los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas enviará copias certificadas del 
presente Pacto a todos los Estados men-
cionados en el artículo 48.

5- PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE  
      DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de  diciembre de 1966.

Los Estados Partes en el presente  
Protocolo,

Considerando que para asegurar el 
logro de los depósitos del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos (en 
adelante denominado el Pacto) y la aplica-
ción de sus disposiciones sería conveniente 

facultar al Comité de Derechos Humanos 
establecido en la parte IV del Pacto (en 
adelante denominado el Comité) para re-
cibir y considerar, tal como se prevé en 
el presente Protocolo, comunicaciones 
de individuos que aleguen ser víctimas de 
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violaciones de cualquiera de los derechos 
enunciados en el Pacto,

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1º
Todo Estado Parte en el Pacto que lle-

gue a ser parte en el presente Protocolo 
reconoce la competencia del Comité para 
recibir y considerar comunicaciones de in-
dividuos que se hallen bajo la jurisdicción 
de ese Estado y que aleguen ser víctimas 
de una violación, por ese Estado Parte, de 
cualquiera de los derechos enunciados en 
el Pacto. El Comité no recibirá ninguna 
comunicación que concierna a un Estado 
Parte en el Pacto que no sea parte en el pre-
sente Protocolo.

Artículo 2º
Con sujeción a lo dispuesto en el ar-

tículo 1°, todo individuo que alegue una 
violación de cualquiera de sus derechos 
enumerados en el Pacto y que haya agota-
do todos los recursos internos disponibles 
podrá someter a la consideración del Co-
mité una comunicación escrita.

Artículo 3º
El Comité considerará inadmisible 

toda comunicación presentada de acuerdo 
con el presente Protocolo que sea anónima 
o que, a su juicio, constituya un abuso del 
derecho a presentar tales comunicaciones 
o sea incompatible con las disposiciones 
del Pacto.

Artículo 4º
1. A reserva de lo dispuesto en el ar-

tículo 3°, el Comité pondrá toda comuni-
cación que le sea sometida en virtud del 
presente Protocolo, en conocimiento del 
Estado Parte del que se afirme que ha 
violado cualquiera de las disposiciones del 
Pacto.

2. En un plazo de seis meses, ese Esta-
do deberá presentar al Comité por escrito 
explicaciones o declaraciones en las que se 
aclare el asunto y se señalen las medidas 
que eventualmente haya adoptado al res-
pecto.

Artículo 5º
1. El Comité examinará las comunica-

ciones recibidas de acuerdo con el presente 
Protocolo tomando en cuenta toda la in-
formación escrita que le hayan facilitado el 
individuo y el Estado Parte interesado.

2. El Comité no examinará ninguna co-
municación de un individuo a menos que 
se haya cerciorado de que:

a) El mismo asunto no ha sido some-
tido ya a otro procedimiento de examen o 
arreglo internacionales;

b) El individuo ha agotado todos los 
recursos de la jurisdicción interna. No se 
aplicará esta norma cuando la tramitación 
de los recursos se prolongue injustificada-
mente.

3. El Comité celebrará sus sesiones a 
puerta cerrada cuando examine las comu-
nicaciones previstas en el presente Proto-
colo.

4. El Comité presentará sus observa-
ciones al Estado Parte interesado y al in-
dividuo.

Artículo 6º
El Comité incluirá en el informe anual 

que ha de presentar con arreglo al artículo 
45 del Pacto, un resumen de sus activida-
des en virtud del presente Protocolo.

Artículo 7º
En tanto no se logren los objetivos de 

la resolución 1514 (XV) de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, de 14 
de diciembre de 1960, relativa a la Decla-
ración sobre la concesión de la indepen-
dencia a los países y pueblos coloniales, las 
disposiciones del presente Protocolo no 
limitarán de manera alguna el derecho de 
petición concedido a esos pueblos por la 
Carta de las Naciones Unidas y por otros 
instrumentos y convenciones internacio-
nales que se hayan concertado bajo los 
auspicios de las Naciones Unidas o de sus 
organismos especializados.

Artículo 8º
1. El presente Protocolo estará abierto 

a la firma de cualquier Estado que haya fir-
mado el Pacto.
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2. El presente Protocolo está sujeto a 
ratificación por cualquier Estado que haya 
ratificado el Pacto o se haya adherido al 
mismo. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder del Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abier-
to a la adhesión de cualquier Estado que 
haya ratificado el Pacto o se haya adherido 
al mismo.

4. La adhesión se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de adhesión 
en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

5. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas informará a todos los Estados 
que hayan firmado el presente Protocolo, o 
se hayan adherido a él, del depósito de cada 
uno de los instrumentos de ratificación o 
de adhesión.

Artículo 9º
1. A reserva de la entrada en vigor del 

Pacto, el presente Protocolo entrará en vi-
gor transcurridos tres meses a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el déci-
mo instrumento de ratificación o de adhe-
sión en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el pre-
sente Protocolo o se adhiera a él después 
de haber sido depositado el décimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión, el 
presente Protocolo entrará en vigor trans-
curridos tres meses a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su propio 
instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 10º
Las disposiciones del presente Pro-

tocolo serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin 
limitación ni excepción alguna.

Artículo 11º
1. Todo Estado Parte en el presente 

Protocolo podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas. El Secretario 

General comunicará las enmiendas pro-
puestas a los Estados Partes en el presente 
Protocolo, pidiéndoles que le notifiquen si 
desean que se convoque una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar 
las propuestas y someterlas a votación. Si 
un tercio al menos de los Estados se decla-
ra en favor de tal convocatoria el Secretario 
General convocará una conferencia bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas. Toda 
enmienda adoptada por la mayoría de los 
Estados presentes y votantes en la confe-
rencia se someterá a la aprobación de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor 
cuando hayan sido aprobadas por la Asam-
blea General y aceptadas por una mayoría 
de dos tercios de los Estados Partes en el 
presente Protocolo, de conformidad con 
sus respectivos procedimientos constitu-
cionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en 
vigor serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones del presente Pro-
tocolo y por toda enmienda anterior que 
hubiesen aceptado.

Artículo 12º
1. Todo Estado Parte podrá denunciar 

el presente Protocolo en cualquier mo-
mento mediante notificación escrita diri-
gida al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia surtirá efecto tres me-
ses después de la fecha en que el Secretario 
General haya recibido la notificación.

2. La denuncia se hará sin perjuicio de 
que las disposiciones del presente Proto-
colo sigan aplicándose a cualquier comu-
nicación presentada, en virtud del artículo 
2, antes de la fecha de efectividad de la de-
nuncia.

Artículo 13º
Independientemente de las notifica-

ciones formuladas conforme al párrafo 
5 del artículo 8 del presente Protocolo, el 
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Secretario General de las Naciones Unidas 
comunicará a todos los Estados mencio-
nados en el párrafo 1 del artículo 48 del 
Pacto:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes conformes con lo dispuesto en el ar-
tículo 8;

b) La fecha en que entre en vigor el 
presente Protocolo conforme a lo dispues-
to en el artículo 9, y la fecha en que entren 
en vigor las enmiendas a que hace referen-
cia el artículo 11;

c) Las denuncias recibidas en virtud del 
artículo 12.

Artículo 14º
1. El presente Protocolo, cuyos textos 

en chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado 
en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas enviará copias certificadas del 
presente Protocolo a todos los Estados 
mencionados en el artículo 48 del Pacto.

6- SEGUNDO PROTOCOLO ADICIONAL AL PACTO INTERNACIONAL  
    DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS RELATIVO A LA ABOLICIÓN  
    DE LA PENA DE MUERTE

Los Estados partes en el presente

Protocolo,
Considerando que la abolición de la 

pena de muerte contribuye al fortaleci-
miento de la dignidad humana y al progre-
sivo desarrollo de los derechos humanos,

Recordando el artículo 3 de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos 
adoptada el 10 de diciembre de 1948 y el 
artículo 6° del Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos adoptado el 16 de 
diciembre de 1966,

Destacando que el artículo 6 del Pac-
to internacional de derechos y políticos 
se relaciona con la abolición de la pena de 
muerte en términos que sugiere poderosa-
mente que la abolición es deseable,

Convencidos de que todas las medidas 
de abolición de la pena de muerte serían 
consideradas como progreso en el disfrute 
del derecho a la vida,

Deseosos de emprender mediante una 
tarea internacional la abolición de la pena 
de muerte,

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1º
1. Ninguna persona dentro de la juris-

dicción de un Estado parte en el presente 
Protocolo será ejecutada.

2. Cada Estado parte tomará todas las 
medidas necesarias para abolir la pena de 
muerte dentro de su jurisdicción.

Artículo 2º
1. Ninguna reserva es admisible al pre-

sente Protocolo, excepto cuando una re-
serva hecha al momento de ratificación o 
accesión prevea la aplicación de la pena de 
muerte en tiempo de guerra seguida de una 
acusación para el máximo delito de natura-
leza militar cometido en tiempo de guerra.

2. El Estado parte que haga tal reser-
va comunicará al Secretario General de las 
Naciones Unidas en el momento de la rati-
ficación o accesión las disposiciones perti-
nentes en su legislación nacional aplicables 
en tiempo de guerra.

3. El Estado parte que haya hecho tal 
reserva deberá notificar al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas de cualquier 
comienzo o terminación de un estado de 
guerra aplicable a su territorio.

Artículo 3º
Los Estados partes en el presente Pro-

tocolo incluirán en sus informes que pre-
senten al Comité de Derechos Humanos, 
de acuerdo con el artículo 40 del Pacto, 
información sobre las medidas que ellos 
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hayan adoptado para dar efecto al presente 
Protocolo.

Artículo 4º
En relación con los Estados partes en 

el Pacto que hayan hecho una declaración 
bajo el artículo 41, la competencia del Co-
mité de Derechos Humanos para recibir 
y considerar comunicaciones cuando un 
Estado parte alegue que otro Estado par-
te no está cumpliendo sus obligaciones la 
extenderá a las disposiciones del presente 
Protocolo, a menos que el Estado parte in-
volucrado haya hecho una declaración en 
contrario en el momento de la ratificación 
o accesión.

Artículo 5º
En relación con los Estados partes en 

el primer Protocolo Adicional al Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos 
adoptado el 16 de diciembre de 1966, la 
competencia del Comité de Derechos Hu-
manos para recibir y considerar comunica-
ciones de personas sujetas a su jurisdicción 
se extenderá a las disposiciones del presen-
te Protocolo, a menos que el Estado parte 
involucrado haya hecho una declaración 
en contrario al momento de ratificación o 
accesión.

Artículo 6º
1. Las disposiciones del presente Pro-

tocolo se aplicarán como disposiciones 
adicionales al Pacto.

2. Sin perjuicio a la posibilidad de una 
reserva bajo el artículo 2, del presente Pro-
tocolo, el derecho garantizado en el artícu-
lo 1, parágrafo 1, del presente Protocolo 
no será objeto de ninguna derogación bajo 
el artículo 4 del Pacto.

Artículo 7º
1. El presente Protocolo es abierto para 

la firma de cualquier Estado que haya sus-
crito el Pacto.

2. El presente Protocolo es objeto de 
ratificación por cualquier Estado que haya 
ratificado el Pacto o accedido a él. Los ins-
trumentos de ratificación serán deposita-

dos con Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

3. El presente Protocolo estará abierto 
a la accesión de cualquier Estado que haya 
ratificado el Pacto o haya accedido al mis-
mo.

4. Las accesiones serán efectuadas me-
diante el depósito de un instrumento de 
accesión al Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

5. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas informará a todos los Estados 
que hayan suscrito el presente Protocolo 
o accedido al mismo del depósito de cada 
instrumento de ratificación o accesión.

Artículo 8º
1. El presente Protocolo entrará en 

vigor tres meses después de la fecha del 
depósito al Secretario General de las Na-
ciones Unidas del décimo instrumento de 
ratificación o accesión.

2. Para cada Estado ratificante al pre-
sente Protocolo o que acceda al mismo 
después del depósito del décimo instru-
mento de ratificación o accesión, el presen-
te Protocolo entrará en vigor tres meses 
después de la fecha del depósito de su pro-
pio instrumento de ratificación o accesión.

Artículo 9º
Las disposiciones del presente Proto-

colo se extenderán a todas las partes de los 
Estados federales sin limitación o excep-
ción.

Artículo 10
El Secretario General de las Naciones 

Unidas informará a todos los Estados a 
que se refiere el artículo 48, parágrafo 1, 
del Pacto de las siguientes particularidades:

a. Reservas, comunicaciones y notifica-
ciones bajo el artículo 2 del presente Pro-
tocolo;

b. Declaraciones hechas bajo los artícu-
los 4 o 5 del presente Protocolo;

c. Firmas, ratificaciones y accesiones 
bajo el artículo 7 del presente Protocolo.
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d. La fecha de entrada en vigor del pre-
sente Protocolo bajo el citado artículo 8.

Artículo 11
1. El presente Protocolo, cuyos textos 

en árabe, chino, inglés, francés, ruso y es-
pañol son igualmente auténticos, serán de-

positados en los archivos de las Naciones 
Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas enviará copias certificadas del 
presente Protocolo a todos los Estados a 
que se refiere el Artículo 48 del Pacto.

7- DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN DE VIENA
Aprobada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, el 25 de junio de 1993.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos, 

Considerando que la promoción y 
protección de los derechos humanos es 
una cuestión prioritaria para la comunidad 
internacional y que la Conferencia cons-
tituye una oportunidad única de efectuar 
un análisis exhaustivo del sistema inter-
nacional de derechos humanos y de los 
mecanismos de protección de los dere-
chos humanos, a fin de potenciar y pro-
mover una observancia más cabal de esos 
derechos, en forma justa y equilibrada,

Reconociendo y afirmando que todos 
los derechos humanos tienen su origen 
en la dignidad y el valor de la persona hu-
mana, y que ésta es el sujeto central de los 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales, por lo que debe ser la principal 
beneficiaria de esos derechos y libertades 
y debe participar activamente en su reali-
zación,

Reafirmando su adhesión a los propó-
sitos y principios enunciados en la Carta 
de la Naciones Unidas y en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos,

Reafirmando el compromiso asumido 
en el Artículo 56 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas de tomar medidas conjunta 
o separadamente, insistiendo particular-
mente en el desarrollo de una cooperación 
internacional eficaz para la realización de 
los propósitos consignados en el Artículo 
55, incluidos el respeto universal y la ob-
servancia de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de todos,

Subrayando la responsabilidad de to-
dos los Estados, de conformidad con la 

Carta de las Naciones Unidas, de fomen-
tar y propiciar el respeto de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de 
todos, sin hacer distinción alguna por mo-
tivos de raza, sexo, idioma o religión,

Recordando el Preámbulo de la Car-
ta de las Naciones Unidas, en particular 
la determinación de reafirmar la fe en los 
derechos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y el valor de la persona humana y 
en la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres de las naciones grandes y peque-
ñas,

Recordando además la determinación 
expresada en el Preámbulo de la Carta de 
las Naciones Unidas de preservar a las ge-
neraciones venideras del flagelo de la gue-
rra, crear condiciones bajo las cuales pue-
dan mantenerse la justicia y el respeto de 
las obligaciones emanadas de los tratados 
y otras fuentes del derecho internacional, 
promover el progreso social y elevar el 
nivel de vida dentro de un concepto más 
amplio de la libertad, practicar la tolerancia 
y convivir en paz como buenos vecinos y 
emplear un mecanismo internacional para 
promover el progreso económico y social 
de todos los pueblos,

Destacando que la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos, que constituye 
una meta común para todos los pueblos y 
todas las naciones, es fuente de inspiración 
y ha sido la base en que se han fundado 
las Naciones Unidas para fijar las normas 
contenidas en los instrumentos internacio-
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nales de derechos humanos, en particular 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales,

Considerando los cambios fundamen-
tales que se han producido en el escenario 
internacional basado en los principios de 
todos los pueblos a un orden internacional 
basado en los principios consagrados en la 
Carta de las Naciones Unidas, en particular 
la promoción y el fomento de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de 
todos y el respeto del principio de la igual-
dad de derechos y de la libre determinación 
de los pueblos, en condiciones de paz, de-
mocracia, justicia, igualdad, imperio de la 
ley, pluralismo, desarrollo, niveles de vida 
más elevados y solidaridad,

Profundamente preocupada por las di-
versas formas de discriminación y violen-
cia a que siguen expuestas las mujeres en 
todo el mundo,

Reconociendo que las actividades de 
las Naciones Unidas en la esfera de los 
derechos humanos se deben racionalizar 
y mejorar para reforzar el mecanismo de 
las Naciones Unidas en esta esfera y pro-
piciar los objetivos de respeto universal y 
observancia de las normas internacionales 
de derechos humanos,

Teniendo en cuenta las Declaraciones 
aprobadas en las tres reuniones regionales 
celebradas en Túnez, San José y Bangkok 
y las contribuciones de los gobiernos, y 
teniendo presentes las sugerencias formu-
ladas por las organizaciones interguberna-
mentales y no gubernamentales, así como 
los estudios preparados por expertos inde-
pendientes durante el proceso preparato-
rio de la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos,

Acogiendo con beneplácito la celebra-
ción en 1993 del Año Internacional de las 
Poblaciones Indígenas del Mundo como 
reafirmación del compromiso de la comu-
nidad internacional de velar por el disfrute 

de todos los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de esas poblaciones y 
de respetar el valor y la diversidad de sus 
culturas e identidades,

Reconociendo asimismo que la comu-
nidad internacional debe concebir los me-
dios de eliminar los obstáculos existentes 
y de resolver los problemas que impiden 
la plena realización de todos los derechos 
humanos y hacen que se sigan violando los 
derechos humanos en todo el mundo,

Imbuida del espíritu de nuestro tiem-
po y de la realidad actual que exigen que 
todos los pueblos del mundo y todos los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas 
emprendan con renovado impulso la tarea 
global de promover y proteger todos los 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales para garantizar el disfrute pleno y 
universal de esos derechos,

Resuelta a seguir el camino trazado por 
la comunidad internacional para lograr 
grandes progresos en materia de derechos 
humanos mediante renovados y sostenidos 
esfuerzos en pro de la cooperación y la so-
lidaridad internacionales,

APRUEBA SOLEMNEMENTE LA 
DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN 

DE VIENA.
I

1. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma el solemne com-
promiso de todos los Estados de cumplir 
sus obligaciones de promover el respeto 
universal, así como la observancia y pro-
tección de todos los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales de todos 
de conformidad con la Carta de las Nacio-
nes Unidas, otros instrumentos relativos a 
los derechos humanos y el derecho inter-
nacional. El carácter universal de esos de-
rechos y libertades no admite dudas.

En este contexto, el fortalecimiento de 
la cooperación internacional en la esfera de 
los derechos humanos es esencial para la 
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plena realización de los propósitos de Na-
ciones Unidas.

Los derechos humanos y las libertades 
fundamentales son patrimonio innato de 
todos los seres humanos; su promoción y 
protección es responsabilidad primordial 
de los gobiernos.

2. Todos los pueblos tienen el derecho 
de libre determinación. En virtud de este 
derecho, determinan libremente su condi-
ción política y persiguen libremente su de-
sarrollo económico, social y cultural.

Habida cuenta de la situación particu-
lar de los pueblos sometidos a dominación 
colonial o a otras formas de dominación 
u ocupación extranjeras, la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos reconoce 
el derecho de los pueblos a adoptar cual-
quier medida legítima, de conformidad 
con la Carta de las Naciones Unidas, en-
caminada a realizar su derecho inalienable 
a la libre determinación. La Conferencia 
considera que la denegación del derecho a 
la libre determinación constituye una vio-
lación de los derechos humanos y subraya 
la importancia de la realización efectiva de 
este derecho.

Con arreglo a la Declaración sobre los 
principios de derecho internacional refe-
rentes a las relaciones de amistad y a la coo-
peración entre los Estados de conformidad 
con la Carta de las Naciones Unidas, nada 
de lo anterior se entenderá en el sentido de 
que autoriza o fomenta acción alguna en-
caminada a quebrantar o menoscabar, total 
o parcialmente, la integridad territorial o 
la unidad política de Estados soberanos e 
independientes que se conduzcan de con-
formidad con el principio de la igualdad de 
derechos y de la libre determinación de los 
pueblos y estén, por tanto, dotados de un 
gobierno que represente a la totalidad del 
pueblo perteneciente al territorio, sin dis-
tinción alguna.

3. Se deben adoptar medidas interna-
cionales eficaces para garantizar y vigilar la 

aplicación de las normas de derechos hu-
manos respecto de los pueblos sometidos 
a ocupación extranjera, y se debe suminis-
trar una protección jurídica eficaz contra 
la violación de sus derechos humanos, de 
conformidad con las normas de derechos 
humanos del derecho internacional, en 
particular el Convenio de Ginebra relativo 
a la protección de las personas civiles en 
tiempo de guerra, de 12 de agosto de 1949, 
y otras normas aplicables del derecho hu-
manitario.

4. La promoción y protección de todos 
los derechos humanos y libertades funda-
mentales deben ser consideradas como un 
objetivo prioritario de las Naciones Uni-
das, de conformidad con sus propósitos y 
principios, en particular el propósito de la 
cooperación internacional. En el marco de 
esos propósitos y principios, la promoción 
y protección de todos los derechos huma-
nos es una preocupación legítima de la co-
munidad internacional. Los órganos y or-
ganismos especializados relacionados con 
los derechos humanos deben, por consi-
guiente, reforzar la coordinación de sus ac-
tividades tomando como base la aplicación 
consecuente y objetiva de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos.

5. Todos los derechos humanos son 
universales, indivisibles e interdependientes 
y están relacionados entre sí. La comuni-
dad internacional debe tratar los derechos 
humanos en forma global y de manera jus-
ta y equitativa, en pie de igualdad y dándo-
les a todos el mismo peso. Debe tenerse en 
cuenta la importancia de las particularida-
des nacionales y regionales, así como de los 
diversos patrimonios históricos, culturales 
y religiosos, pero los Estados tienen el de-
ber, sean cuales fueren sus sistemas políti-
cos, económicos y culturales, de promover 
y proteger todos los derechos humanos y 
las libertades fundamentales.

6. Los esfuerzos del sistema de las 
Naciones Unidas por lograr el respeto 
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universal y la observancia de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de 
todos contribuyen a la estabilidad y el bien-
estar necesarios para que haya relaciones 
de paz y amistad entre las naciones y para 
que mejoren las condiciones para la paz y 
la seguridad, así como para el desarrollo 
económico y social de conformidad con la 
Carta de las Naciones Unidas.

7. Los procesos de promoción y pro-
tección de los derechos humanos deben 
desarrollarse de conformidad con los 
Propósitos y Principios de la Carta de las 
Naciones Unidas y con el derecho interna-
cional.

8. La democracia, el desarrollo y el 
respeto de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales son conceptos 
interdependientes que se refuerzan mutua-
mente. La democracia se basa en la volun-
tad del pueblo, libremente expresada, para 
determinar su propio régimen político, 
económico, social y cultural, y en su ple-
na participación en todos los aspectos de 
la vida. En este contexto, la promoción y 
protección de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales en los planos 
nacional e internacional deben ser univer-
sales y llevarse a cabo de modo incondi-
cional. La comunidad internacional debe 
apoyar el fortalecimiento y la promoción 
de la democracia, el desarrollo y el respeto 
de los derechos humanos y de las liberta-
des fundamentales en el mundo entero.

9. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reitera que la comunidad 
internacional debe apoyar a los países 
menos adelantados que han optado por 
el proceso de democratización y reforma 
económica, muchos de los cuales se en-
cuentran en África, a fin de que realicen 
con éxito su transición a la democracia y a 
su desarrollo económico.

10. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma el derecho al de-
sarrollo, según se proclama en la Declara-

ción sobre el Derecho al Desarrollo, como 
derecho universal e inalienable y como 
parte integrante de los derechos humanos 
fundamentales.

Como se dice en la Declaración sobre 
el Derecho al Desarrollo, la persona huma-
na es el sujeto central del desarrollo.

El desarrollo propicia el disfrute de to-
dos los derechos humanos, pero la falta de 
desarrollo no puede invocarse como justi-
ficación para limitar los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos.

Los Estados deben cooperar mutua-
mente para lograr el desarrollo y eliminar 
los obstáculos al desarrollo. La comunidad 
internacional debe propiciar una coopera-
ción internacional eficaz para la realización 
del derecho al desarrollo y la eliminación 
de los obstáculos al desarrollo.

El progreso duradero con miras a la 
aplicación del derecho al desarrollo re-
quiere políticas eficaces de desarrollo en el 
plano nacional, así como relaciones econó-
micas equitativas y un entorno económico 
favorable en el plano internacional.

11. El derecho al desarrollo debe rea-
lizarse de manera que satisfaga equitati-
vamente las necesidades en materia de 
desarrollo y medio ambiente de las gene-
raciones actuales y futuras. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos reconoce 
que el vertimiento ilícito de sustancias y 
desechos tóxicos y peligrosos puede cons-
tituir una amenaza grave para el derechos 
de todos a la vida y la salud.

Por consiguiente, la Conferencia Mun-
dial de Derechos Humanos hace un lla-
mamiento a todos los Estados para que 
aprueben y apliquen rigurosamente las 
convenciones existentes en materia de ver-
timiento de productos y desechos tóxicos y 
peligrosos y cooperen en la prevención del 
vertimiento ilícito.

Todos tienen derecho a disfrutar del 
progreso científico y de sus aplicaciones. 
La Conferencia Mundial de Derechos Hu-
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manos toma nota de que ciertos adelantos, 
especialmente en la esfera de las ciencias 
biomédicas y biológicas, así como en la es-
fera de la informática, pueden tener con-
secuencias adversas para la integridad, la 
dignidad y los derechos humanos del indi-
viduo y pide la cooperación internacional 
para velar por el pleno respeto de los dere-
chos humanos y la dignidad de la persona 
en esta esfera de interés universal.

12. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos exhorta a la comunidad 
internacional a que haga cuanto pueda por 
aliviar la carga de la deuda externa de los 
países en desarrollo a fin de complementar 
los esfuerzos que despliegan los gobiernos 
de esos países para realizar plenamente los 
derechos económicos, sociales y culturales 
de sus pueblos.

13. Es indispensable que los Estados y 
las organizaciones internacionales, en coo-
peración con las organizaciones no guber-
namentales, creen condiciones favorables, 
en los planos nacional, regional e interna-
cional, para el disfrute pleno y efectivo de 
los derechos humanos. Los Estados deben 
eliminar todas las violaciones de los dere-
chos humanos y sus causas, así como los 
obstáculos que se opongan a la realización 
de esos derechos.

14. La generalización de la pobreza ex-
trema inhibe el pleno y eficaz disfrute de 
los derechos humanos; la comunidad inter-
nacional debe seguir dando un alto grado 
de prioridad a su inmediato alivio y su ulte-
rior eliminación.

15. El respeto de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales sin dis-
tinción alguna es una regla fundamental de 
las normas internacionales de derechos hu-
manos. La pronta y amplia eliminación de 
todas las formas de racismo y discrimina-
ción racial, de la xenofobia y de otras mani-
festaciones conexas de intolerancia es una 
tarea prioritaria de la comunidad interna-
cional. Los gobiernos deben adoptar medi-

das eficaces para prevenirlas y combatirlas. 
Los grupos, instituciones, organizaciones 
intergubernamentales y no gubernamen-
tales, así como los particulares, deben in-
tensificar sus esfuerzos por cooperar entre 
sí y coordinar sus actividades contra esos 
males.

16. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos celebra los progresos rea-
lizados en el desmantelamiento del apar-
theid y pide a la comunidad internacional 
y al sistema de las Naciones Unidas que 
presten ayuda en este proceso.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos deplora, por otra parte, los per-
sistentes actos de violencia encaminados a 
frustrar el desmantelamiento del apartheid 
por medios pacíficos.

17. Los actos, métodos y prácticas te-
rroristas en todas sus formas y manifesta-
ciones, así como los vínculos existentes en 
algunos países con el tráfico de drogas, son 
actividades orientadas hacia la destrucción 
de los derechos humanos, las libertades 
fundamentales y la democracia, amenazan 
la integridad territorial y la seguridad de los 
Estados y desestabilizan a gobiernos legí-
timamente constituidos. La comunidad in-
ternacional debe tomar las medidas opor-
tunas para reforzar su cooperación a fin de 
prevenir y combatir el terrorismo.

18. Los derechos humanos de la mujer 
y de la niña son parte inalienable, integran-
te e indivisible de los derechos humanos 
universales. La plena participación, en con-
diciones de igualdad, de la mujer en la vida 
política, civil, económica, social y cultural 
en los planos nacional, regional e interna-
cional y la erradicación de todas las formas 
de discriminación basadas en el sexo son 
objetivos prioritarios de la comunidad in-
ternacional.

La violencia y todas las formas de aco-
so y explotación sexuales, en particular las 
derivadas de prejuicios culturales y de la 
trata internacional de personas, son incom-
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patibles con la dignidad y la valía de la per-
sona humana y deben ser eliminadas. Esto 
puede lograrse con medidas legislativas y 
con actividades nacionales y cooperación 
internacional en esferas tales como el de-
sarrollo económico y social, la educación, 
la atención a la maternidad y a la salud y el 
apoyo social.

La cuestión de los derechos humanos 
de la mujer debe formar parte integrante 
de las actividades de derechos humanos de 
las Naciones Unidas, en particular la pro-
moción de todos los instrumentos de de-
rechos humanos relacionados con la mujer.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos insta a los gobiernos, las insti-
tuciones intergubernamentales y las or-
ganizaciones no gubernamentales a que 
intensifiquen sus esfuerzos en favor de la 
protección y promoción de los derechos 
humanos de la mujer y de la niña.

19. Considerando la importancia de las 
actividades de promoción y protección de 
los derechos de las personas pertenecien-
tes a minorías y la contribución de esas 
actividades a la estabilidad política y social 
de los Estados en que viven esas personas,

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reafirma la obligación de los Es-
tados de velar por que las personas perte-
necientes a minorías puedan ejercer plena 
y eficazmente todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales sin discri-
minación alguna y en condiciones de total 
igualdad ante la ley, de conformidad con la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de las personas pertenecien-
tes a minorías nacionales o étnicas, religio-
sas y lingüísticas.

Las personas pertenecientes a minorías 
tienen derecho a su propia cultura, a pro-
fesar y practicar su religión y a emplear su 
propio idioma en público y en privado, con 
toda libertad y sin injerencia ni discrimina-
ción alguna.

20. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reconoce la dignidad in-
trínseca y la incomparable contribución de 
las poblaciones indígenas al desarrollo y al 
pluralismo de la sociedad y reitera firme-
mente la determinación de la comunidad 
internacional de garantizarles el bienestar 
económico, social y cultural y el disfrute de 
los beneficios de un desarrollo sostenible. 
Los Estados deben garantizar la total y li-
bre participación de las poblaciones indíge-
nas en todos los aspectos de la sociedad, en 
particular en las cuestiones que les concier-
nan. Considerando la importancia de las 
actividades de promoción y protección de 
los derechos de las poblaciones indígenas 
y la contribución de esas actividades a la 
estabilidad política y social de los Estados 
en que viven esos pueblos, los Estados de-
ben tomar medidas positivas concertadas, 
acordes con el derecho internacional, a fin 
de garantizar el respeto de todos los dere-
chos humanos y las libertades fundamen-
tales de las poblaciones indígenas, sobre la 
base de la igualdad y la no discriminación, 
y reconocer el valor y la diversidad de sus 
diferentes identidades, culturas y sistemas 
de organización social.

21. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos, acogiendo con benepláci-
to la pronta ratificación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño por un gran 
número de Estados y tomando nota de que 
en la Declaración Mundial sobre la Super-
vivencia, la Protección y el Desarrollo del 
Niño y en el Plan de Acción adoptados por 
la Cumbre Mundial en favor de la Infancia 
se reconocen los derechos humanos del 
niño, encarece la ratificación universal de 
la Convención para 1995 y su efectiva apli-
cación por los Estados Partes mediante la 
adopción de todas las medidas legislativas, 
administrativas o de otro tipo necesarias, 
y la asignación del máximo posible de re-
cursos disponibles. La no discriminación 
y el interés superior del niño deben ser 
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consideraciones primordiales en todas las 
actividades que conciernan a la infancia, 
teniendo debidamente en cuenta la opi-
nión de los propios interesados. Deben 
reforzarse los mecanismos y programas 
nacionales e internacionales de defensa y 
protección de los niños, en particular las 
niñas, los niños abandonados, los niños de 
la calle y los niños explotados económica 
y sexualmente, incluidos los utilizados en 
la pornografía y la prostitución infantil o 
la venta de órganos, los niños víctimas de 
enfermedades, en particular el síndrome 
de inmunodeficiencia adquirida, los niños 
refugiados y desplazados, los niños deteni-
dos, los niños en situaciones de conflicto 
armado y los niños víctimas del hambre 
y la sequía o de otras calamidades. Deben 
fomentarse la cooperación y la solidaridad 
internacionales en apoyo de la aplicación 
de la Convención, y los derechos del niño 
deben ser prioritarios en toda actividad del 
sistema de las Naciones Unidas en materia 
de derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos subraya asimismo que el pleno 
y armonioso desarrollo de la personalidad 
del niño exige que éste crezca en un entor-
no familiar, que merece, por lo tanto, una 
mayor protección.

22. Es menester prestar especial aten-
ción a la no discriminación y al disfrute, en 
igualdad de condiciones, por parte de los 
discapacitados de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, in-
cluida su participación activa en todos los 
aspectos de la sociedad.

23. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma que toda persona, 
sin distinción alguna, tiene derecho, en caso 
de persecución, a buscar asilo y a disfrutar 
de él en otros países, así como a regresar 
a su propio país. A este respecto, destaca 
la importancia de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, la Convención de 
1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, 

su Protocolo de 1967 y los instrumentos 
regionales. Expresa su reconocimiento a 
los Estados que siguen admitiendo y aco-
giendo en sus territorios a un gran número 
de refugiados y a la Oficina del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados por la dedicación que muestra 
en la realización de su tarea. También ex-
presa su reconocimiento al Organismo de 
Obras Públicas y Socorro de las Naciones 
Unidas para los Refugiados de Palestina en 
el Cercano Oriente.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reconoce que las violaciones 
manifiestas de los derechos humanos, en 
particular las cometidas en los conflictos 
armados, son uno de los múltiples y com-
plejos factores que conducen al desplaza-
miento de las personas.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reconoce que, en vista de la 
complejidad de la crisis mundial de refugia-
dos, es necesario que, con arreglo a la Carta 
de las Naciones Unidas, a los instrumen-
tos internacionales pertinentes y a la soli-
daridad internacional, y a fin de repartir la 
carga, la comunidad internacional adopte 
un planteamiento global en coordinación y 
cooperación con los países interesados y las 
organizaciones competentes, teniendo pre-
sente el mandato del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados. 
Dicho planteamiento debe comprender la 
formulación de estrategias para abordar las 
causas profundas y los efectos de los mo-
vimientos de refugiados y otras personas 
desplazadas, la mejora de la preparación 
para situaciones de emergencia y de los 
mecanismos de respuesta, la concesión de 
una protección y asistencia eficaces, tenien-
do presentes las necesidades especiales de 
las mujeres y los niños, así como el logro 
de soluciones duraderas, preferentemente 
mediante la repatriación voluntaria en con-
diciones de seguridad y dignidad, incluidas 
soluciones como las adoptadas por las con-
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ferencias internacionales sobre refugiados. 
La Conferencia subraya la responsabilidad 
de los Estados, particularmente en lo que 
se refiere a los países de origen.

A la luz del planteamiento global, la 
Conferencia Mundial de Derechos Huma-
nos recalca la importancia de que se preste 
atención especial, en particular a través de 
las organizaciones intergubernamentales 
y humanitarias, y se den soluciones dura-
deras a las cuestiones relacionadas con las 
personas desplazadas dentro de su país, in-
cluidos el regreso voluntario en condicio-
nes de seguridad y la rehabilitación.

De conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas y los principios del de-
recho humanitario, la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos destaca asimismo 
la importancia y la necesidad de la asisten-
cia humanitaria a las víctimas de todos los 
desastres, naturales o producidos por el 
hombre.

24. Debe darse gran importancia a la 
promoción y protección de los derechos 
humanos de las personas pertenecientes a 
grupos que han pasado a ser vulnerables, 
en particular los trabajadores migratorios, 
a la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra ellos y al fortaleci-
miento y la aplicación más eficaz de los 
instrumentos de derechos humanos. Los 
Estados tienen la obligación de adoptar y 
mantener medidas adecuadas en el plano 
nacional, en particular en materia de edu-
cación, salud y apoyo social, para promo-
ver y proteger los derechos de los sectores 
vulnerables de su población y asegurar la 
participación de las personas pertenecien-
tes a esos sectores en la búsqueda de una 
solución a sus problemas.

25. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos afirma que la pobreza ex-
trema y la exclusión social constituyen un 
atentado contra la dignidad humana y que 
urge tomar medidas para comprender me-
jor la pobreza extrema y sus causas, en par-

ticular las relacionadas con el problema del 
desarrollo, a fin de promover los derechos 
humanos de los más pobres, poner fin a 
la pobreza extrema y a la exclusión social 
y favorecer el goce de los frutos del pro-
greso social. Es indispensable que los Esta-
dos favorezcan la participación de los más 
pobres en las decisiones adoptadas por la 
comunidad en que viven, la promoción de 
los derechos humanos y la lucha contra la 
pobreza extrema.

26. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos celebra el progreso alcan-
zado en la codificación de los instrumentos 
de derechos humanos, que constituye un 
proceso dinámico y evolutivo, e insta a la 
ratificación universal de los tratados de de-
rechos humanos. Se pide encarecidamente 
a todos los Estados que se adhieran a esos 
instrumentos internacionales; se exhorta a 
todos los Estados a que en lo posible se 
abstengan de formular reservas.

27. Cada Estado debe prever un mar-
co de recursos eficaces para reparar las 
infracciones o violaciones de los derechos 
humanos. La administración de justicia, en 
particular los organismos encargados de 
hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento, 
así como un poder judicial y una abogacía 
independientes, en plena conformidad con 
las normas contenidas en los instrumen-
tos internacionales de derechos humanos, 
son de importancia decisiva para la cabal 
realización de los derechos humanos sin 
discriminación alguna y resultan indispen-
sables en los procesos de democratización 
y desarrollo sostenible. En este contexto, 
las instituciones que se ocupan de la admi-
nistración de justicia deben estar adecua-
damente financiadas, y la comunidad inter-
nacional debe prever un nivel más elevado 
de asistencia técnica y financiera. Incumbe 
a las Naciones Unidas establecer con ca-
rácter prioritario programas especiales de 
servicios de asesoramiento para lograr así 
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una administración de justicia fuerte e in-
dependiente.

28. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos expresa su consternación 
ante las violaciones masivas de los dere-
chos humanos, especialmente el genocidio, 
la limpieza étnica y la violación sistemática 
de mujeres en situaciones de guerra, lo que 
da lugar al éxodo en masa de refugiados y 
personas desplazadas. Condena firmemen-
te esas prácticas odiosas y reitera su llama-
miento para que se castigue a los autores 
de esos crímenes y se ponga fin inmediata-
mente a esas prácticas.

29. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos manifiesta su grave preo-
cupación ante las persistentes violaciones 
de los derechos humanos en todas las re-
giones del mundo, en contravención de las 
normas de los instrumentos internacio-
nales de derechos humanos y del proceso 
humanitario internacional, y ante la falta de 
recursos eficaces para las víctimas.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos está hondamente preocupada 
por las violaciones de los derechos huma-
nos durante los conflictos armados, que 
afectan a la población civil, en particular 
a las mujeres, los niños, los ancianos y los 
discapacitados. Por consiguiente, la Confe-
rencia exhorta a los Estados y a todas las 
partes en los conflictos armados a que ob-
serven estrictamente el derecho humanita-
rio internacional, establecido en los Conve-
nios de Ginebra de 1949 y en otras reglas 
y principios del derecho internacional, así 
como las normas mínimas de protección 
de los derechos humanos enunciadas en 
convenciones internacionales.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reafirma el derecho de las víc-
timas a ser asistidas por las organizaciones 
humanitarias, establecido en los Convenios 
de Ginebra de 1949 y en otros instrumen-
tos pertinentes de derecho humanitario 

internacional, y pide que se tenga acceso a 
esa asistencia con rapidez y seguridad.

30. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos manifiesta asimismo su 
consternación y su condena porque en dis-
tintas regiones del mundo se siguen come-
tiendo violaciones manifiestas y sistemáti-
cas de los derechos humanos y se siguen 
produciendo situaciones que obstaculizan 
seriamente el pleno disfrute de todos los 
derechos humanos. Esas violaciones y obs-
táculos, además de la tortura y los tratos 
o penas crueles, inhumanos y degradantes, 
incluyen las ejecuciones sumarias y arbi-
trarias, las desapariciones, las detenciones 
arbitrarias, el racismo en todas sus formas, 
la discriminación racial y el apartheid, la 
ocupación y dominación extranjeras, la 
xenofobia, la pobreza, el hambre y otras 
denegaciones de los derechos económicos, 
sociales y culturales, la intolerancia religio-
sa, el terrorismo, la discriminación contra 
la mujer y el atropello de las normas jurí-
dicas.

31. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide a los Estados que se 
abstengan de adoptar medidas unilaterales 
contrarias al derecho internacional y la Car-
ta de las Naciones Unidas que creen obstá-
culos a las relaciones comerciales entre los 
Estados e impidan la realización plena de 
los derechos enunciados en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos, en particular el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para 
su salud y bienestar, incluidas la alimenta-
ción y la atención de la salud, la vivienda y 
los servicios sociales necesarios. La Confe-
rencia afirma que la alimentación no debe 
utilizarse como instrumento de presión 
política.

32. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma la importancia de 
garantizar la universalidad, objetividad y no 
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selectividad del examen de las cuestiones 
de derechos humanos.

33. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reitera el deber de los Es-
tados, explicitado en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y en otros instrumen-
tos internacionales de derechos humanos, 
de encauzar la educación de manera que 
se fortalezca el respeto de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales. 
La Conferencia destaca la importancia de 
incorporar la cuestión de los derechos hu-
manos en los programas de educación y 
pide a los Estados que procedan en con-
secuencia. La educación debe fomentar 
la comprensión, la tolerancia, la paz, y las 
relaciones de amistad entre las naciones y 
entre los grupos raciales o religiosos y apo-
yar el desarrollo de las actividades de las 
Naciones Unidas encaminadas al logro de 
esos objetivos. En consecuencia, la educa-
ción en materia de derechos humanos y la 
difusión adecuada, sea de carácter teórico 
o práctico, desempeñan un papel impor-
tante en la promoción y el respecto de los 
derechos humanos de todas las personas 
sin distinción alguna por motivos de raza, 
sexo, idioma o religión y deben integrarse 
en las políticas educativas en los planos 
nacional e internacional. La Conferencia 
observa que la falta de recursos y las inade-
cuaciones institucionales pueden impedir 
el inmediato logro de estos objetivos.

34. Deben desplegarse mayores esfuer-
zos para ayudar a los países que lo soliciten 
a crear condiciones en virtud de las cuales 
cada persona pueda disfrutar de los dere-
chos humanos y las libertades fundamen-
tales universales. Se insta a los gobiernos, 
al sistema de las Naciones Unidas y a otras 
organizaciones multilaterales a que aumen-
ten considerablemente los recursos asigna-
dos a programas encaminados al estableci-
miento y fortalecimiento de la legislación, 

las instituciones y las infraestructuras na-
cionales que defiendan el imperio de la ley 
y la democracia, propicien la participación 
electoral, promuevan la capacitación, la en-
señanza y la educación en materia de de-
rechos humanos, incrementen la participa-
ción popular y fortalezcan la sociedad civil.

Se deben fortalecer y hacer más eficien-
tes y transparentes los programas de ser-
vicios de asesoramiento y de cooperación 
técnica del Centro de Derechos Humanos 
como medio de contribuir al mayor respe-
to de los derechos humanos. Se pide a los 
Estados que aumenten sus aportaciones a 
esos programas, tanto mediante la promo-
ción de asignaciones mayores con cargo 
al presupuesto ordinario de las Naciones 
Unidas como por medio de contribuciones 
voluntarias.

35. La plena y efectiva ejecución de las 
actividades de promoción y protección de 
los derechos humanos de la Naciones Uni-
das debe reflejar la gran importancia que 
se atribuye a los derechos humanos en la 
Carta de la Naciones Unidas, así como las 
condiciones en que deben realizarse las ac-
tividades de derechos humanos de las Na-
ciones Unidas, según el mandato conferi-
do por los Estados Miembros. A tal fin, se 
deben proporcionar a las Naciones Unidas 
más recursos para sus actividades de dere-
chos humanos.

36. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos reafirma el importante 
y constructivo papel que desempeñan las 
instituciones nacionales de promoción y 
protección de los derechos humanos, en 
particular en lo que respecta a su capaci-
dad para asesorar a las autoridades com-
petentes y a su papel en la reparación de 
las violaciones de los derechos humanos, 
la divulgación de información sobre esos 
derechos y la educación en materia de de-
rechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos pide que se creen o refuercen 
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instituciones nacionales, teniendo en cuen-
ta los Principios relativos al estatuto de las 
instituciones nacionales y reconociendo 
que cada Estado tiene derecho a elegir el 
marco que mejor se adapte a sus necesida-
des nacionales específicas.

37. Los acuerdos regionales desempe-
ñan un papel fundamental en la promoción 
y protección de los derechos humanos y 
deben reforzar las normas universales de 
derechos humanos contenidas en los ins-
trumentos internacionales y su protección. 
La Conferencia Mundial de Derechos Hu-
manos apoya los esfuerzos que se llevan a 
cabo para fortalecer esos acuerdos e incre-
mentar su eficacia, al tiempo que subraya la 
importancia que tiene la cooperación con 
las Naciones Unidas en sus actividades de 
derechos humanos.

La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reitera la necesidad de estudiar 
la posibilidad de establecer, donde aún no 
existan, acuerdos regionales o subregiona-
les para la promoción y protección de los 
derechos humanos.

38. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reconoce la importante 
función que cumplen las organizaciones 
no gubernamentales en la promoción de 
todos los derechos humanos y en las activi-
dades humanitarias a nivel nacional, regio-
nal e internacional. La Conferencia aprecia 
la contribución de esas organizaciones a la 
tarea de acrecentar el interés público en las 
cuestiones de derechos humanos, a las acti-
vidades de enseñanza, capacitación e inves-
tigación en ese campo y a la promoción y 
protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Si bien recono-
ce que la responsabilidad primordial por 
lo que respecta en la adopción de normas 
corresponde a los Estados, la Conferencia 
también aprecia la contribución que las or-
ganizaciones no gubernamentales aportan 
a ese proceso. A este respecto, la Conferen-
cia subraya la importancia de que prosigan 

el diálogo y la cooperación entre gobier-
nos y organizaciones no gubernamentales. 
Las organizaciones no gubernamentales y 
los miembros de esas organizaciones que 
tienen una genuina participación en la es-
fera de los derechos humanos deben dis-
frutar de los derechos y las libertades re-
conocidos en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, y de la protección de 
las leyes nacionales. Esos derechos y liber-
tades no pueden ejercerse en forma con-
traria a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas. Las organizaciones no 
gubernamentales deben ser dueñas de rea-
lizar sus actividades de derechos humanos 
sin injerencias, en el marco de la legislación 
nacional y de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos.

39. La Conferencia Mundial de De-
rechos humanos, haciendo hincapié en la 
importancia de disponer de información 
objetiva, responsable e imparcial sobre 
cuestiones humanitarias y de derechos hu-
manos, pide una mayor participación de 
los medios de información, a los que la le-
gislación nacional debe garantizar libertad 
y protección.

II
A. AUMENTO DE LA COORDINACIÓN EN 

LA ESFERA DE LOS DERECHOS HUMANOS 
DENTRO DEL  SISTEMA DE LAS NACIONES 

UNIDAS.
1. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos recomienda el aumento de 
la coordinación en apoyo de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
dentro del sistema de las Naciones Unidas. 
Con este fin, la Conferencia insta a todos 
los órganos y organismos de las Naciones 
Unidas y a los organismos especializados 
cuyas actividades guardan relación con los 
derechos humanos a que cooperen con 
miras a fortalecer, racionalizar y simplificar 
sus actividades, teniendo en cuenta la ne-
cesidad de evitar toda duplicación innece-
saria. La Conferencia recomienda también 
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al Secretario General que en sus reuniones 
anuales los altos funcionarios de los ór-
ganos y organismos especializados per-
tinentes de las Naciones Unidas, además 
de coordinar sus actividades, evalúen los 
efectos de sus estrategias y políticas sobre 
el disfrute de todos los derechos humanos.

2. Además, la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos pide a las organizacio-
nes regionales y a las principales institucio-
nes financieras y de desarrollo internacio-
nales y regionales que evalúen también los 
efectos de sus políticas y programas sobre 
el disfrute de los derechos humanos.

3. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos reconoce que los or-
ganismos especializados y los órganos e 
instituciones pertinentes del sistema de las 
Naciones Unidas, así como otras organi-
zaciones intergubernamentales cuyas acti-
vidades guardan relación con los derechos 
humanos desempeñan un papel esencial en 
la formulación, promoción y aplicación de 
normas de derechos humanos, dentro de 
sus respectivos mandatos, y que esos or-
ganismos, órganos e instituciones deben 
tener en cuenta los resultados de la Confe-
rencia Mundial de Derechos Humanos en 
sus respectivas esferas de competencia.

4. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda vivamente 
que se haga un esfuerzo concertado para 
alentar y facilitar la ratificación de los tra-
tados y protocolos de derechos humanos 
adoptados en el marco del sistema de las 
Naciones Unidas, y la adhesión a ellos, o 
la sucesión en los mismos, con el propó-
sito de conseguir su aceptación universal. 
En consulta con los órganos establecidos 
en virtud de tratados, el Secretario General 
debe estudiar la posibilidad de iniciar un 
diálogo con los Estados que no se hayan 
adherido a esos tratados de derechos hu-
manos, a fin de determinar los obstáculos 
que se oponen a ello y de buscar los me-
dios para superarlos.

5. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos alienta a los Estados a 
que consideren la posibilidad de limitar 
el alcance de cualquier reserva que hagan 
a cualquier instrumento internacional de 
derechos humanos, a que formulen tales 
reservas con la mayor precisión y estrictez 
posibles, a que procuren que ninguna re-
serva sea incompatible con el objeto y pro-
pósito del tratado correspondiente y a que 
reconsideren regularmente cualquier reser-
va que hayan hecho, con miras a retirarla.

6. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos, reconociendo la necesidad 
de mantener un marco normativo acorde 
con la elevada calidad de las normas inter-
nacionales vigentes y de evitar la prolife-
ración de instrumentos de derechos hu-
manos, reafirma las directrices relativas a 
la elaboración de nuevos instrumentos in-
ternacionales que figuran en la resolución 
41/120 de la Asamblea General, de 4 de 
diciembre de 1986, y pide a los órganos de 
derechos humanos de las Naciones Unidas 
que, cuando consideren la posibilidad de 
elaborar nuevas normas internacionales, 
tomen en cuenta dichas directrices, consul-
ten con los órganos de derechos humanos 
creados en virtud de tratados acerca de la 
necesidad de elaborar nuevas normas y 
pidan a la Secretaría que haga un examen 
técnico de los nuevos instrumentos pro-
puestos.

7. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos, recomienda que, si es 
necesario, se destinen funcionarios de de-
rechos humanos a las oficinas regionales 
de las Naciones Unidas, con el propósito 
de difundir información y ofrecer capaci-
tación y otra asistencia técnica en la esfera 
de los derechos humanos a solicitud de los 
Estados Miembros interesados. Se deben 
organizar cursos de capacitación sobre de-
rechos humanos destinados a los funciona-
rios internacionales a los que se encomien-
den tareas relacionadas con esos derechos.
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8. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos acoge con beneplácito, 
como una iniciativa positiva, la celebración 
de períodos extraordinarios de sesiones de 
la Comisión de Derechos Humanos e insta 
a los órganos pertinentes del sistema de las 
Naciones Unidas a que consideren otros 
medios de respuesta a situaciones críticas 
de derechos humanos.

Recursos
9. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos, preocupada por la cre-
ciente disparidad entre las actividades del 
Centro de Derechos Humanos y los recur-
sos humanos, financieros y de otra índole 
de que se dispone para llevarlas a efecto, y 
habida cuenta de los recursos que se nece-
sitan para otros programas importantes de 
las Naciones Unidas, pide al Secretario Ge-
neral y a la Asamblea General que adop-
ten de inmediato medidas para aumentar 
considerablemente los recursos asignados 
al programa de derechos humanos con 
cargo a los presupuestos ordinarios de las 
Naciones Unidas para el período actual y 
los períodos futuros, y adopten con urgen-
cia medidas para obtener más recursos de 
carácter extrapresupuestario.

10. En este marco, deberá asignarse 
directamente al Centro de Derechos Hu-
manos una mayor proporción de recursos 
del presupuesto ordinario para sufragar sus 
costos y todos los demás costos de que se 
hace cargo, incluidos los que correspon-
den a los órganos de derechos humanos 
de las Naciones Unidas. Ese incremento 
del presupuesto deberá complementarse 
mediante contribuciones voluntarias para 
financiar las actividades de cooperación 
técnica del Centro; la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos pide que se hagan 
contribuciones generosas a los fondos fi-
duciarios ya existentes.

11. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide al Secretario General 
y a la Asamblea General que proporcionen 

suficientes recursos humanos, financieros 
y de otra índole al Centro de Derechos 
Humanos para que pueda realizar sus acti-
vidades en forma eficaz, eficiente y rápida.

12. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos, observando la necesidad 
de que se disponga de recursos humanos 
y financieros para llevar a cabo las activi-
dades de derechos humanos, conforme 
al mandato conferido por los órganos 
intergubernamentales, insta al Secretario 
General, de conformidad con el Artículo 
101 de la Carta de las Naciones Unidas, 
y a los Estados Miembros a que adopten 
criterios coherentes con objeto de lograr 
que se asigne a la Secretaría un volumen de 
recursos que corresponda a la ampliación 
de sus mandatos. La Conferencia invita al 
Secretario General a que considere si será 
necesario o útil modificar los procedimien-
tos del ciclo presupuestario a fin de asegu-
rar la realización oportuna y eficaz de las 
actividades de derechos humanos confor-
me al mandato conferido por los Estados 
Miembros.

Centro de Derechos Humanos
13. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos recalca la importancia de 
fortalecer el Centro de Derechos Huma-
nos de las Naciones Unidas.

14. El Centro de Derechos Humanos 
debe desempeñar una importante función 
coordinando la labor de todo el sistema en 
materia de derechos humanos. La mejor 
forma de lograr que el Centro desempeñe 
su función de coordinación consistirá en 
dejar que coopere plenamente con otros 
órganos y organismos de las Naciones 
Unidas. La función de coordinación del 
Centro de Derechos Humanos requiere 
también que se fortalezca su oficina en 
Nueva York.

15. Deben proporcionarse al Centro 
de Derechos Humanos medios suficien-
tes para el sistema de relatores temáticos 
y por países, expertos, grupos de trabajo y 
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órganos creados en virtud de tratados. El 
examen de la aplicación de las recomen-
daciones debe convertirse en una cuestión 
prioritaria para la Comisión de Derechos 
Humanos.

16. El Centro de Derechos Humanos 
debe asumir un papel más importante en 
la promoción de los derechos humanos. 
Se puede dar forma a este papel mediante 
la cooperación con los Estados Miembros 
y la ampliación de los programas de servi-
cios de asesoramiento y asistencia técnica. 
Los fondos voluntarios existentes deberán 
incrementarse de manera considerable 
para alcanzar estos fines y administrarse en 
forma más eficiente y coordinada. Todas 
las actividades deben realizarse con arre-
glo a normas estrictas y transparentes de 
gestión de proyectos, y habrá que llevar a 
cabo evaluaciones periódicas de los diver-
sos programas y proyectos. Con este fin, 
deberán presentarse con regularidad los 
resultados de dichas evaluaciones y demás 
información pertinente. En particular, el 
Centro debe organizar al menos una vez 
por año reuniones de información abier-
tas a la participación de todos los Estados 
Miembros y todas las organizaciones que 
participan directamente en esos proyectos 
y programas.

Adaptación y fortalecimiento del me-
canismo de las Naciones Unidas en la es-
fera de los derechos humanos, incluida la 
cuestión de la creación de un cargo de Alto 
Comisario de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos

17. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reconoce la necesidad de 
adaptar constantemente el mecanismo de 
las Naciones Unidas en la esfera de los de-
rechos humanos a las necesidades actuales 
y futuras de promoción y protección de los 
derechos humanos, como se refleja en la 
presente Declaración, en el marco de un 
desarrollo equilibrado y sostenible para 
todos. En particular, los órganos de de-

rechos humanos de las Naciones Unidas 
deben mejorar su coordinación, eficiencia 
y eficacia.

18. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda a la Asamblea 
General que, al examinar el informe de la 
Conferencia en su cuadragésimo octavo 
período de sesiones, estudie con carácter 
prioritario la cuestión de la creación de un 
cargo de Alto Comisario para los Derechos 
Humanos, con miras a la promoción y pro-
tección de todos los derechos humanos.

B. Igualdad, dignidad y tolerancia
1. Racismo, discriminación racial, xe-

nofobia y otras formas de intolerancia
19. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos considera que la elimina-
ción del racismo y la discriminación racial, 
en particular en sus formas institucionali-
zadas como el apartheid o las resultantes 
de doctrinas de superioridad o exclusivi-
dad racial o las formas y manifestaciones 
contemporáneas de racismo, es un objetivo 
primordial de la comunidad internacional 
y un programa mundial de promoción de 
los derechos humanos. Los órganos y or-
ganismos de las Naciones Unidas deben 
redoblar sus esfuerzos para aplicar un pro-
grama de acción relativo al Tercer Decenio 
de la Lucha contra el Racismo y la Discri-
minación Racial y cumplir las nuevas tareas 
que se les encomienden con ese fin. La 
Conferencia pide encarecidamente a la co-
munidad internacional que contribuya con 
generosidad al Fondo Fiduciario del Pro-
grama para el Decenio de la Lucha contra 
el Racismo y la Discriminación Racial.

20. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos exhorta a todos los go-
biernos a que adopten medidas inmediatas 
y elaboren políticas firmes para prevenir 
y combatir todas las formas de racismo, 
xenofobia o manifestaciones análogas de 
intolerancia, de ser necesario mediante la 
promulgación de leyes apropiadas, inclui-
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das medidas penales, y a través de la crea-
ción de instituciones nacionales para com-
batir tales fenómenos.

21. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos celebra la decisión de la Co-
misión de Derechos Humanos de designar 
un relator especial que examine la cuestión 
de las formas contemporáneas de racismo, 
discriminación racial, xenofobia y mani-
festaciones análogas de intolerancia. La 
Conferencia hace también un llamamiento 
a todos los Estados Partes en la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Racial 
para que consideren la posibilidad de hacer 
la declaración prevista en el artículo 14 de 
la Convención.

22. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide a todos los gobiernos 
que, en cumplimiento de sus obligaciones 
internacionales y teniendo debidamente en 
cuenta sus respectivos sistemas jurídicos, 
adopten las medidas apropiadas para hacer 
frente a la intolerancia y otras formas aná-
logas de violencia fundadas en la religión 
o las convicciones, en particular las prác-
ticas de discriminación contra la mujer y la 
profanación de lugares religiosos, recono-
ciendo que todo individuo tiene derecho a 
la libertad de pensamiento, de conciencia, 
de expresión y de religión. La Conferencia 
invita asimismo a todos los Estados a que 
pongan en práctica las disposiciones de la 
Declaración sobre la eliminación de todas 
las formas de intolerancia y discriminación 
fundadas en la religión o las convicciones.

23. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos subraya que todas las per-
sonas que cometan o autoricen actos de-
lictivos relacionados con la limpieza étnica 
son responsables a título personal de esas 
violaciones de los derechos humanos, y 
que la comunidad internacional debe hacer 
todo lo posible para entregar a la justicia a 
los que sean jurídicamente responsables de 
las mismas.

24. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide a todos los Estados 
que, individual y colectivamente, adopten 
medidas inmediatas para luchar contra la 
limpieza étnica y acabar con ella sin demo-
ra. Las víctimas de la abominable práctica 
de la limpieza étnica tienen derecho a enta-
blar los recursos efectivos que correspon-
dan.

2. Personas pertenecientes a minorías  
nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas

25. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide a la Comisión de De-
rechos Humanos que examine los medios 
de promover y proteger eficazmente los 
derechos de las personas pertenecientes a 
minorías enunciadas en la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los derechos de 
las personas pertenecientes a minorías na-
cionales o étnicas, religiosas y lingüísticas. 
En este contexto, la Conferencia pide al 
Centro de Derechos Humanos que, como 
parte de su programa de servicios de ase-
soramiento y asistencia técnica, proporcio-
ne a los gobiernos que lo soliciten servicios 
de expertos en cuestiones relativas a las mi-
norías y los derechos humanos, así como a 
la prevención y solución de controversias, 
para ayudarlos a resolver situaciones relati-
vas a las minorías que existan o que puedan 
surgir.

26. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a los Estados y a la 
comunidad internacional a promover y 
proteger los derechos de las personas per-
tenecientes a minorías nacionales o étnicas, 
religiosas y lingüísticas de conformidad 
con la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de las personas perte-
necientes a minorías nacionales o étnicas, 
religiosas y lingüísticas.

27. Las medidas que deben adoptarse 
abarcarán, cuando proceda, la facilitación 
de la plena participación de esas minorías 
en todos los aspectos de la vida política, 
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económica, social, religiosa y cultural de la 
sociedad y en el progreso y el desarrollo 
económicos de su país.

Poblaciones indígenas
28. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos pide al Grupo de Trabajo 
sobre Poblaciones Indígenas de la Subco-
misión de Prevención de Discriminaciones 
y Protección a las Minorías que, en su 11o. 
período de sesiones, complete el proyecto 
de declaración sobre los derechos de las 
poblaciones indígenas.

29. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que la Comi-
sión de Derechos Humanos examine la 
posibilidad de renovar y actualizar el man-
dato del Grupo de Trabajo sobre Pobla-
ciones Indígenas, una vez completado el 
proyecto de declaración sobre los derechos 
de las poblaciones indígenas.

30. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda también que 
los programas de servicios de asesora-
miento y asistencia técnica del sistema de 
las Naciones Unidas respondan positiva-
mente a las peticiones de asistencia de los 
Estados que redunden en beneficio directo 
de las poblaciones indígenas. La Conferen-
cia recomienda además que se pongan a 
disposición del Centro de Derechos Hu-
manos recursos de personal y financieros 
suficientes como parte del fortalecimiento 
de las actividades del Centro conforme a lo 
previsto en el presente documento.

31. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a los Estados a que 
velen por la plena y libre participación de 
las poblaciones indígenas en todos los as-
pectos de la sociedad, en particular en las 
cuestiones que les interesen.

32. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda a la Asamblea 
General que proclame un decenio inter-
nacional de las poblaciones indígenas del 
mundo que comience en enero de 1994 y 
comprenda programas orientados a la ac-

ción definidos de común acuerdo con las 
poblaciones indígenas. Debe establecerse 
con este fin un fondo fiduciario volunta-
rio. En el marco de dicho decenio, deberá 
considerarse la creación de un foro perma-
nente para las poblaciones indígenas en el 
sistema de las Naciones Unidas.

Trabajadores migratorios
33. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos insta a todos los Estados 
a que garanticen la protección de los de-
rechos humanos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares.

34. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos asigna particular importan-
cia a la creación de condiciones que pro-
muevan una mayor armonía y tolerancia 
entre los trabajadores migratorios y el resto 
de la sociedad del Estado en que residen.

35. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos invita a los Estados a que 
consideren la posibilidad de firmar y ratifi-
car lo antes posible la Convención interna-
cional sobre la protección de los derechos 
de todos los trabajadores migratorios y de 
sus familiares.

3. La igualdad de condición y los dere-
chos humanos de la mujer

36. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide encarecidamente que 
se conceda a la mujer el pleno disfrute en 
condiciones de igualdad de todos los de-
rechos humanos y que ésta sea una priori-
dad para los gobiernos y para las Naciones 
Unidas. La Conferencia subraya también 
la importancia de la integración y la plena 
participación de la mujer, como agente y 
beneficiaria, en el proceso de desarrollo, y 
reitera los objetivos fijados sobre la adop-
ción de medidas globales en favor de la 
mujer con miras a lograr el desarrollo sos-
tenible y equitativo previsto en la Declara-
ción de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo y en el capítulo 24 del Progra-
ma 21 aprobado por la Conferencia de las 



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

Naciones Unidas sobre el Medio Ambien-
te y el Desarrollo.

37. La igualdad de condición de la mu-
jer y sus derechos humanos deben integrar-
se en las principales actividades de todo el 
sistema de las Naciones Unidas. Todos los 
órganos y mecanismos pertinentes de las 
Naciones Unidas deben tratar estas cues-
tiones en forma periódica y sistemática. En 
particular, deben adoptarse medidas para 
acrecentar la cooperación entre la Comi-
sión sobre la Condición Jurídica y Social 
de la Mujer, la Comisión de Derechos Hu-
manos, el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, el Fondo 
de las Naciones Unidas de Desarrollo para 
la Mujer, el Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo y otros organismos 
de las Naciones Unidas y para promover 
una mayor integración de sus objetivos y 
finalidades. En este contexto, deben for-
talecerse la cooperación y la coordinación 
entre el Centro de Derechos Humanos y la 
División para el Adelanto de la Mujer.

38. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos subraya en especial la im-
portancia de la labor destinada a eliminar la 
violencia contra la mujer en la vida pública 
y privada, a eliminar todas las formas de 
acoso sexual, la explotación y la trata de 
mujeres, a eliminar los prejuicios sexistas 
en la administración de la justicia y a erradi-
car cualesquiera conflictos que puedan sur-
gir entre los derechos de la mujer y las con-
secuencias perjudiciales de ciertas prácticas 
tradicionales o costumbres, de prejuicios 
culturales y del extremismo religioso. La 
Conferencia pide a la Asamblea General 
que apruebe el proyecto de declaración so-
bre la eliminación de la violencia contra la 
mujer e insta a los Estados a que combatan 
la violencia contra la mujer de conformidad 
con las disposiciones de la declaración. Las 
violaciones de los derechos humanos de la 
mujer en situaciones de conflicto armado 
constituyen violaciones de los principios 

fundamentales de los derechos humanos 
y el derecho humanitario internacionales. 
Todos los delitos de ese tipo, en particular 
los asesinatos, las violaciones sistemáticas, 
la esclavitud sexual y los embarazos forza-
dos, requieren una respuesta especialmente 
eficaz.

39. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra 
la mujer, encubiertas o palmarias. Las Na-
ciones Unidas deben promover el objetivo 
de lograr para el año 2000 la ratificación 
universal por todos los Estados de la Con-
vención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer. 
Se debe alentar la búsqueda de soluciones 
habida cuenta del número particularmente 
grande de reservas a la Convención. Entre 
otras cosas, el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer debe 
seguir examinando las reservas a la Con-
vención o incompatibles con el derecho 
internacional convencional.

40. Los órganos de vigilancia creados 
en virtud de tratados deben difundir la 
información necesaria para que las muje-
res puedan hacer un uso más eficaz de los 
procedimientos de ejecución existentes en 
sus esfuerzos por lograr la no discrimina-
ción y la plena igualdad en el disfrute de 
los derechos humanos. Deben también 
adoptarse nuevos procedimientos para re-
forzar el cumplimiento de los compromi-
sos en favor de la igualdad y los derechos 
humanos de la mujer. La Comisión de la 
Condición Jurídica y Social de la Mujer y 
el Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer deben examinar 
rápidamente la posibilidad de introducir el 
derecho de petición, elaborando un proto-
colo facultativo de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discri-
minación contra la mujer. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos acoge con 
satisfacción la decisión de la Comisión de 
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Derechos Humanos de considerar en su 
50o. período de sesiones la designación de 
un relator especial sobre la violencia contra 
la mujer.

41. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reconoce la importancia 
del disfrute por la mujer del más alto ni-
vel de salud física y mental durante toda 
su vida. En el contexto de la Conferencia 
Mundial sobre la Mujer y la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, así como 
de la Proclamación de Teherán de 1968, la 
Conferencia reafirma, sobre la base de la 
igualdad entre hombres y mujeres, el dere-
cho de la mujer a tener acceso a una aten-
ción de salud adecuada y a la más amplia 
gama de servicios de planificación familiar, 
así como a la igualdad de acceso a la educa-
ción a todos los niveles.

42. Los órganos de vigilancia crea-
dos en virtud de tratados deben incluir la 
cuestión de la condición de la mujer y los 
derechos humanos de la mujer en sus de-
liberaciones y conclusiones, utilizando da-
tos concretos desglosados por sexo. Debe 
alentarse a los Estados a que en sus infor-
mes a los órganos de vigilancia creados en 
virtud de tratados suministren informa-
ción sobre la situación de jure y de facto 
de las mujeres. La Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos observa con satisfac-
ción que en su 49o. período de sesiones la 
Comisión de Derechos Humanos adop-
tó la resolución 1993/46, de 8 de marzo 
de 1993, en la que declaraba que también 
debía alentarse a hacerlo a los relatores 
especiales y grupos de trabajo en la esfe-
ra de los derechos humanos. La División 
para el Adelanto de la Mujer debe también 
tomar medidas en cooperación con otros 
órganos de las Naciones Unidas, concre-
tamente el Centro de Derechos Humanos, 
para asegurarse de que en las actividades de 
derechos humanos de las Naciones Unidas 
se traten periódicamente las violaciones de 

los derechos humanos de la mujer, en par-
ticular los abusos concretos motivados por 
su condición femenina. Debe alentarse la 
capacitación de personal de las Naciones 
Unidas especializado en derechos huma-
nos y en ayuda humanitaria, con objeto de 
ayudarlo a reconocer y hacer frente a los 
abusos de derechos humanos de que es 
víctima la mujer y a llevar a cabo su trabajo 
sin prejuicios sexistas.

43. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a los gobiernos y or-
ganizaciones regionales e internacionales a 
que faciliten el acceso de la mujer a puestos 
de dirección y le permitan una mayor par-
ticipación en la adopción de decisiones. La 
Conferencia insta a que se adopten nuevas 
medidas en la Secretaría de las Naciones 
Unidas para nombrar y ascender a funcio-
narias, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, e insta a otros órganos 
principales y subsidiarios de las Naciones 
Unidas a que garanticen la participación de 
la mujer en condiciones de igualdad.

44. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos acoge con satisfacción la 
Conferencia Mundial sobre la Mujer que 
ha de celebrarse en Beijing en 1995, e insta 
a que los derechos humanos de la mujer 
ocupen un lugar importante en sus deli-
beraciones, de conformidad con los temas 
prioritarios de la Conferencia Mundial so-
bre la Mujer: igualdad, desarrollo y paz.

4. Derechos del Niño
45. La Conferencia Mundial de los De-

rechos Humanos reitera el principio de los 
niños ante todo y, a este respecto, subraya 
la importancia de que se intensifiquen los 
esfuerzos nacionales e internacionales, es-
pecialmente los del Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia, con objeto de pro-
mover el respeto del derecho del niño a la 
supervivencia, la protección, el desarrollo y 
la participación.

46. Deben adoptarse medidas a fin de 
lograr la ratificación universal de la Con-
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vención sobre los Derechos del Niño para 
1995 y la firma universal de la Declaración 
Mundial sobre la Supervivencia, la Protec-
ción y el Desarrollo del Niño y el Plan de 
Acción aprobados en la Cumbre Mundial 
en Favor de la Infancia, así como medidas 
para su eficaz aplicación. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos insta a los 
Estados a que retiren las reservas a la Con-
vención sobre los Derechos del Niño que 
sean contrarias al objeto y la finalidad de la 
Convención o incompatibles con el dere-
cho internacional convencional.

47. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a todos los países a 
que, con el apoyo de la cooperación inter-
nacional, pongan en práctica, en el grado 
máximo que les permitan los recursos de 
que dispongan, medidas para alcanzar los 
objetivos establecidos en el Plan de Acción 
aprobado en la Cumbre Mundial. La Con-
ferencia pide a los Estados que integren la 
Convención sobre los Derechos del Niño 
en sus planes nacionales de acción. En 
esos planes nacionales de acción y en los 
esfuerzos internacionales debe concederse 
particular prioridad a la reducción de los 
índices de mortalidad infantil y mortalidad 
derivada de la maternidad, a reducir la mal-
nutrición y los índices de analfabetismo y 
a garantizar el acceso al agua potable y a 
la enseñanza básica. En todos los casos en 
que sea necesario, deben elaborarse planes 
de acción nacionales para hacer frente a 
emergencias devastadoras resultantes de 
desastres naturales o de conflictos arma-
dos y al problema igualmente grave de los 
niños sumidos en la extrema pobreza.

48. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a todos los Estados 
a que, con el apoyo de la cooperación in-
ternacional, se ocupen del grave proble-
ma de los niños que se enfrentan con cir-
cunstancias especialmente difíciles. Deben 
combatirse activamente la explotación y el 
abuso de los niños, resolviendo sus causas. 

Se requieren medidas eficaces contra el 
infanticidio femenino, el empleo de niños 
en trabajos peligros, la venta de niños y de 
órganos, la prostitución infantil, la porno-
grafía infantil y otros tipos de abuso sexual.

49. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos apoya todas las medidas de 
las Naciones Unidas y de sus organismos 
especializados para asegurar la protección 
y promoción eficaces de los derechos hu-
manos de las niñas. La Conferencia insta a 
los Estados a que deroguen leyes y regla-
mentos en vigor y a que eliminen costum-
bres y prácticas que sean discriminatorias y 
perjudiciales para las niñas.

50. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos apoya firmemente la pro-
puesta de que el Secretario General inicie 
un estudio de los medios para mejorar la 
protección del niño en los conflictos ar-
mados. Deben ponerse en práctica normas 
humanitarias y adoptarse medidas para 
proteger y facilitar la asistencia a los niños 
en las zonas de guerra. Las medidas deben 
incluir la protección del niño contra el em-
pleo indiscriminado de todo tipo de arma 
bélica, especialmente de minas antiperso-
nales. La necesidad de atención ulterior y 
la rehabilitación de los niños traumatiza-
dos por la guerra deben examinarse como 
cuestión de urgencia. La Conferencia pide 
al Comité de los Derechos del Niño que 
estudie la cuestión de elevar a 18 años la 
edad mínima de ingreso en las fuerzas ar-
madas.

51. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos recomienda que las 
cuestiones relacionadas con los derechos 
humanos y la situación de los niños sean 
periódicamente examinadas y supervisa-
das por todos los órganos y mecanismos 
competentes del sistema de las Naciones 
Unidas y por los órganos de supervisión 
de los organismos especializados, de con-
formidad con sus respectivos mandatos.
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52. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reconoce el importante 
papel desempeñado por las organizaciones 
no gubernamentales en la aplicación efec-
tiva de todos los instrumentos de derechos 
humanos y, en particular, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño.

53. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos recomienda que con la 
asistencia del Centro de Derechos Huma-
nos se dote al Comité de los Derechos del 
Niño de los medios necesarios para que 
pueda cumplir rápida y eficazmente su 
mandato, especialmente en vista del volu-
men sin precedentes de ratificaciones y de 
la ulterior presentación de informes nacio-
nales.

5. Derecho a no ser sometido a torturas
54. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos celebra la ratificación de 
la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-
gradantes por muchos Estados Miembros 
de las Naciones Unidas e insta a los de-
más Estados Miembros a que la ratifiquen 
prontamente.

55. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos subraya que una de las 
violaciones más atroces de la dignidad hu-
mana es el acto de tortura, que destruye 
esa dignidad de las víctimas y menoscaba 
la capacidad de las víctimas para reanudar 
su vida y sus actividades.

56. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma que, con arreglo a 
las normas de derechos humanos y al dere-
cho humanitario, el derecho a no ser some-
tido a torturas es un derecho que debe ser 
protegido en toda circunstancia, incluso en 
situaciones de disturbio o conflicto arma-
do interno o internacional.

57. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta, pues, a todos los Es-
tados a que pongan fin inmediatamente a 
la práctica de la tortura y erradiquen para 

siempre este mal mediante la plena aplica-
ción de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y de las convenciones per-
tinentes y, en caso necesario, fortaleciendo 
los mecanismos existentes. La Conferencia 
pide a todos los Estados que cooperen ple-
namente con el Relator Especial sobre la 
cuestión de la tortura en el desempeño de 
su mandato.

58. Debe prestarse especial atención al 
logro del respeto universal y la aplicación 
efectiva de los Principios de ética médica 
aplicables a la función del personal de sa-
lud, especialmente los médicos en la pro-
tección de personas presas y detenidas 
contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, aproba-
dos por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas.

59. La Conferencia Mundial de los 
Derechos Humanos subraya la importan-
cia de adoptar otras medidas concretas en 
el marco de las Naciones Unidas a fin de 
prestar asistencia a las víctimas de la tortu-
ra y garantizar recursos más eficaces para 
su rehabilitación física, psicológica y social. 
Debe concederse gran prioridad a la apor-
tación de los recursos necesarios con este 
fin, en particular mediante aportaciones 
adicionales al Fondo de Contribuciones 
Voluntarias para las Víctimas de la Tortura.

60. Los gobiernos deben derogar la 
legislación que favorezca la impunidad de 
los responsables de violaciones graves de 
los derechos humanos, como la tortura, y 
castigar esas violaciones, consolidando así 
las bases para el imperio de la ley.

61. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma que los esfuerzos 
por erradicar la tortura deben concentrarse 
ante todo en la prevención y pide, por lo 
tanto, que se adopte rápidamente un pro-
tocolo facultativo de la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes destinado a 
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establecer un sistema preventivo de visitas 
periódicas a los lugares de detención.

Desapariciones forzadas
62. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos, acogiendo con benepláci-
to la aprobación de la Declaración sobre 
la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas, pide a todos 
los Estados que adopten eficaces medidas 
legislativas, administrativas, judiciales y de 
otra índole para impedir las desapariciones 
forzadas, acabar con ellas y castigarlas. La 
Conferencia reafirma que es obligación 
de todos los Estados, en cualquier cir-
cunstancia, emprender una investigación 
siempre que haya motivos para creer que 
se ha producido una desaparición forzada 
en un territorio sujeto a su jurisdicción y, si 
se confirman las denuncias, enjuiciar a los 
autores del hecho.

6. Los derechos de las personas  
discapacitadas

63. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos reafirma que todos los 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales son universales, por lo que com-
prenden sin reservas a las personas con 
discapacidades. Todas las personas nacen 
iguales y tienen el mismo derecho a la vida 
y al bienestar, a la educación y al trabajo, 
a vivir independientemente y a la partici-
pación activa en todos los aspectos de la 
sociedad. Por tanto, cualquier discrimina-
ción directa u otro trato discriminatorio 
negativo de una persona discapacitada es 
una violación de sus derechos. La Confe-
rencia pide a los gobiernos que, cuando sea 
necesario, adopten leyes o modifiquen su 
legislación para garantizar el acceso a estos 
y otros derechos de las personas discapa-
citadas.

64. El lugar de las personas discapaci-
tadas está en todas partes. A las personas 
con discapacidades debe garantizárseles 
la igualdad de oportunidades mediante la 

supresión de todos los obstáculos determi-
nados socialmente, ya sean físicos, econó-
micos, sociales o psicológicos, que exclu-
yan o restrinjan su plena participación en 
la sociedad.

65. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos, recordando el Programa 
de Acción Mundial para los Impedidos, 
aprobado por la Asamblea General en su 
37o. período de sesiones, pide a la Asam-
blea General y al Consejo Económico y 
Social que en sus reuniones de 1993 adop-
ten el proyecto de normas uniformes so-
bre la igualdad de oportunidades para los 
impedidos.

C. Cooperación, desarrollo y 
fortalecimiento de los derechos humanos
66. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos recomienda que se dé prio-
ridad a la adopción de medidas nacionales 
e internacionales con el fin de promover 
la democracia, el desarrollo y los derechos 
humanos.

67. Debe insistirse especialmente en las 
medidas para ayudar a establecer y fortale-
cer las instituciones que se ocupan de dere-
chos humanos, afianzar una sociedad civil 
pluralista y proteger a los grupos que han 
pasado a ser vulnerables. En este contexto, 
reviste particular importancia la asistencia, 
prestada a petición de los gobiernos, para 
celebrar elecciones libres y con garantías, 
incluidas la asistencia en relación con los 
aspectos de los derechos humanos de las 
elecciones y la información acerca de és-
tas. Igualmente importante es la asistencia 
que debe prestarse para la consolidación 
del imperio de la ley, la administración de 
justicia y la promoción de la libertad de ex-
presión, así como para lograr la participa-
ción real y efectiva de la población en los 
procesos de adopción de decisiones.

68. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos subraya la necesidad de 
reforzar los servicios de asesoramiento y 
asistencia técnica que presta el Centro de 
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Derechos Humanos. El Centro debe po-
ner a disposición de los Estados que la soli-
citen asistencia sobre cuestiones concretas 
de derechos humanos, incluida la prepara-
ción de informes con arreglo a los trata-
dos de derechos humanos y la aplicación 
de planes coherentes e integrales de acción 
para la promoción y protección de los de-
rechos humanos.

Serán elementos de estos programas 
el fortalecimiento de las instituciones de 
defensa de los derechos humanos y de la 
democracia, la protección jurídica de los 
derechos humanos, la capacitación de fun-
cionarios y otras personas y una amplia 
educación e información con el fin de pro-
mover el respeto de los derechos humanos.

69. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda encarecida-
mente que se establezca un programa glo-
bal en el marco de las Naciones Unidas a 
fin de ayudar a los Estados en la tarea de 
elaborar y reforzar estructuras nacionales 
adecuadas que tengan un impacto direc-
to en la observancia general de los dere-
chos humanos y el imperio de la ley. Ese 
programa, que ha de ser coordinado por 
el Centro de Derechos Humanos, deberá 
proporcionar, previa solicitud del gobierno 
interesado, la asistencia técnica y financiera 
necesaria para proyectos nacionales sobre 
reforma de las instituciones penales y co-
rreccionales, formación y capacitación de 
abogados, jueces y personal de las fuerzas 
de seguridad en materia de derechos hu-
manos y cualquier otra esfera de actividad 
que guarde relación con el imperio de la 
ley. Como parte de ese programa también 
se deberá facilitar a los Estados la asisten-
cia necesaria para la ejecución de planes de 
acción destinados a promover y proteger 
los derechos humanos.

70. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide al Secretario General 
de las Naciones Unidas que presente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 

propuestas que definan las opciones para 
el establecimiento, la estructura, las moda-
lidades operacionales y la financiación del 
programa propuesto.

71. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que cada Esta-
do considere la posibilidad de elaborar un 
plan de acción nacional en el que se deter-
minen las medidas necesarias para que ese 
Estado mejore la promoción y protección 
de los derechos humanos.

72. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos reafirma que el derecho 
universal e inalienable al desarrollo, según 
se establece en la Declaración sobre el 
Derecho al Desarrollo, debe ser realidad 
y llevarse a la práctica. En este contexto, 
la Conferencia celebra que la Comisión de 
Derechos Humanos haya constituido un 
grupo de trabajo temático sobre el derecho 
al desarrollo e insta al Grupo de Trabajo 
a que, en consulta y en cooperación con 
otros órganos y organismos del sistema de 
las Naciones Unidas, formule sin demo-
ra, para que las examine prontamente la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 
medidas generales y eficaces con objeto de 
eliminar los obstáculos que se oponen a la 
aplicación y puesta en práctica de la De-
claración sobre el Derecho al Desarrollo 
y recomiende medios para que todos los 
Estados disfruten de ese derecho.

73. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que se permita 
a las organizaciones no gubernamentales y 
otras organizaciones de base que actúan en 
la esfera del desarrollo o de los derechos 
humanos desempeñar un papel importante 
a nivel nacional e internacional en el debate 
y en las actividades que guardan relación 
con el derecho al desarrollo y su realización 
y, en colaboración con los gobiernos, en 
todos los aspectos pertinentes de la coope-
ración para el desarrollo.

74. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos insta a los gobiernos y a los 
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organismos e instituciones competentes a 
que aumenten considerablemente los re-
cursos destinados a fortalecer el ordena-
miento jurídico para la protección de los 
derechos humanos, así como los recursos 
asignados a las instituciones nacionales que 
trabajan en esa esfera. Quienes participan 
en la cooperación para el desarrollo deben 
tener presentes las relaciones mutuamen-
te complementarias entre el desarrollo, la 
democracia y los derechos humanos. La 
cooperación debe basarse en el diálogo 
y la transparencia. La Conferencia pide 
también que se establezcan programas 
amplios, incluidos bancos de datos y per-
sonal especializado, para el fortalecimiento 
del imperio de la ley y de las instituciones 
democráticas.

75. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos alienta a la Comisión de 
Derechos Humanos a que, en colabora-
ción con el Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, siga examinando 
protocolos facultativos del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales.

76. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que se propor-
cionen más recursos para establecer o for-
talecer acuerdos regionales de promoción 
y protección de los derechos humanos 
como parte de los programas de servicios 
de asesoramiento y asistencia técnica del 
Centro de Derechos Humanos. Se alienta 
a los Estados a que soliciten asistencia para 
actividades de nivel regional y subregional 
tales como cursillos, seminarios e inter-
cambio de información destinados a refor-
zar los acuerdos regionales de promoción 
y protección de los derechos humanos, de 
conformidad con las normas universales 
de derechos humano contenidas en los 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos.

77. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos apoya todas las medidas 

adoptadas por las Naciones Unidas y sus 
organismos especializados competentes 
para garantizar la protección y promoción 
efectivas de los derechos sindicales, tal 
como se estipula en el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y en otros instrumentos interna-
cionales. La Conferencia pide a todos los 
Estados que cumplan cabalmente las obli-
gaciones que les imponen a este respecto 
los instrumentos internacionales.

D. Educación en materia de derechos  
humanos

78. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos considera que la educa-
ción, la capacitación y la información pú-
blica en materia de derechos humanos son 
indispensables para establecer y promover 
relaciones estables y armoniosas entre las 
comunidades y para fomentar la compren-
sión mutua, la tolerancia y la paz.

79. Los Estados deben tratar de elimi-
nar el analfabetismo y deben orientar la 
educación hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y el fortalecimiento 
del respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos pide a 
todos los Estados e instituciones que in-
cluyan los derechos humanos, el derecho 
humanitario, la democracia y el imperio de 
la ley como temas de los programas de es-
tudio de todas las instituciones de enseñan-
za académica y no académica.

80. La educación en materia de dere-
chos humanos debe abarcar la paz, la de-
mocracia, el desarrollo y la justicia social, 
tal como se dispone en los instrumentos 
internacionales y regionales de derechos 
humanos, a fin de lograr la comprensión 
y sensibilización de todos acerca de los 
derechos humanos con objeto de afianzar 
la voluntad de lograr su aplicación a nivel 
universal.

81. Habida cuenta del Plan de Acción 
Mundial para la educación en pro de los 
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derechos humanos y la democracia, adop-
tado en marzo de 1993 por el Congreso 
internacional sobre la educación en pro de 
los derechos humanos y la democracia de 
la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 
y otros instrumentos de derechos huma-
nos, la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos recomienda que los Estados ela-
boren programas y estrategias específicos 
para ampliar al máximo el nivel de educa-
ción y difusión de información pública en 
materia de derechos humanos, teniendo 
particularmente en cuenta los derechos 
humanos de la mujer.

82. Los gobiernos, con la asistencia de 
organizaciones intergubernamentales, ins-
tituciones nacionales y organizaciones no 
gubernamentales, deben fomentar una ma-
yor comprensión de los derechos huma-
nos y la tolerancia mutua. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos destaca 
la importancia de intensificar la Campaña 
Mundial de Información Pública realizada 
por las Naciones Unidas. Los gobiernos 
deben emprender y apoyar actividades de 
educación en materia de derechos huma-
nos y difundir efectivamente información 
pública sobre esta cuestión. Los progra-
mas de servicios de asesoramiento y asis-
tencia técnica del sistema de los Estados 
relacionados con las Naciones Unidas de-
ben poder atender inmediatamente a las 
solicitudes de actividades educacionales y 
de formación en la esfera de los derechos 
humanos y con la educación especial en lo 
que respecta a las normas contenidas en 
los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos y en el derecho humanita-
rio, así como a su aplicación, destinada a 
grupos especiales, como fuerzas militares, 
fuerzas del orden, policía y personal de 
salud. Debe considerarse la posibilidad de 
proclamar un decenio de las Naciones Uni-
das para la educación en materia de dere-

chos humanos, a fin de promover, alentar 
y orientar estas actividades educacionales.

E. Aplicación y métodos de vigilancia
83. La Conferencia Mundial de Dere-

chos Humanos insta a los gobiernos a que 
incorporen en su legislación nacional las 
normas contenidas en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y a 
que refuercen los órganos de la sociedad, 
las estructuras y las instituciones nacio-
nales que desempeñan una función en la 
promoción y salvaguardia de los derechos 
humanos.

84. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que se refuer-
cen las actividades y los programas de las 
Naciones Unidas destinados a responder a 
las solicitudes de asistencia de los Estados 
que deseen crear o fortalecer sus propias 
instituciones nacionales de promoción y 
protección de los derechos humanos.

85. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos alienta asimismo a que 
se intensifique la cooperación entre las 
instituciones nacionales de promoción y 
protección de los derechos humanos, en 
particular a través del intercambio de in-
formación y de experiencias, así como la 
cooperación con las organizaciones regio-
nales y las Naciones Unidas.

86. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda encarecida-
mente a este respecto que los represen-
tantes de las instituciones nacionales de 
promoción y protección de los derechos 
humanos convoquen reuniones periódicas 
auspiciadas por el Centro de Derechos a 
fin de examinar los medios de mejorar sus 
mecanismos y compartir experiencias.

87. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda a los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos 
humanos, a las reuniones de presidentes de 
esos órganos y a las reuniones de los Esta-
dos Partes que sigan adoptando medidas 
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para coordinar las múltiples normas y di-
rectrices aplicables a la preparación de los 
informes que los Estados deben presentar 
en virtud de los respectivos convenios de 
derechos humanos, y estudien la sugeren-
cia de que se presente un informe global 
sobre las obligaciones asumidas por cada 
Estado Parte en un tratado, lo que haría 
que esos procedimientos fuesen más efica-
ces y aumentaría su repercusión.

88. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que los Es-
tados Partes en instrumentos internacio-
nales de derechos humanos, la Asamblea 
General y el Consejo Económico y Social 
consideren la posibilidad de analizar los or-
ganismos creados en virtud de tratados de 
derechos humanos y los diversos mecanis-
mos y procedimientos temáticos con miras 
a promover una mayor eficiencia y eficacia 
mediante una mejor coordinación de los 
distintos órganos, mecanismos y procedi-
mientos, teniendo en cuenta la necesidad 
de evitar la duplicación y superposición de 
sus mandatos y tareas.

89. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que se lleve a 
cabo una labor continua de mejora del fun-
cionamiento, incluidas las tareas de super-
visión, de los órganos creados en virtud de 
tratados, teniendo en cuenta las múltiples 
propuestas formuladas a este respecto, en 
particular, las de esos órganos y las de las 
reuniones de sus presidentes. También se 
debe alentar a los órganos creados en vir-
tud de tratados a que hagan suyo el amplio 
enfoque nacional adoptado por el Comité 
de los Derechos del Niño.

90. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que los Es-
tados Partes en los tratados de derechos 
humanos estudien la posibilidad de aceptar 
todos los procedimientos facultativos para 
la presentación y el examen de comunica-
ciones.

91. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos ve con preocupación la 
cuestión de la impunidad de los autores 
de violaciones de los derechos humanos y 
apoya los esfuerzos de la Comisión de De-
rechos Humanos y de la Subcomisión de 
Prevención de Discriminaciones y Protec-
ción a las Minorías por examinar todos los 
aspectos de la cuestión.

92. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que la Comi-
sión de Derechos Humanos examine la 
posibilidad de una mejor aplicación a ni-
vel regional e internacional de los instru-
mentos de derechos humanos existentes, y 
alienta a la Comisión de Derecho Interna-
cional a continuar sus trabajos relativos a 
un tribunal penal internacional.

93. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos hace un llamamiento a los 
Estados que aún no lo hayan hecho para 
que se adhieran a los Convenios de Gine-
bra de 12 de agosto de 1949 y sus Protoco-
los y adopten todas las medidas apropiadas 
a nivel interno, incluidas medidas legislati-
vas, para lograr su plena aplicación.

94. La Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos recomienda la rápida 
finalización y aprobación del proyecto de 
declaración sobre el derecho y el deber de 
los individuos, los grupos y las institucio-
nes de promover y proteger los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
universalmente reconocidos.

95. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos subraya la importancia de 
preservar y fortalecer el sistema de proce-
dimientos especiales, relatores, represen-
tantes, expertos y grupos de trabajo de 
la Comisión de Derechos Humanos, así 
como de la Subcomisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección a las Mino-
rías, a fin de que puedan llevar a cabo sus 
mandatos en todos los países del mundo, 
proporcionándoles los recursos humanos 
y financieros que sean necesarios. Estos 
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procedimientos y mecanismos deberían 
poder armonizar y racionalizar su trabajo 
por medio de reuniones periódicas. Se pide 
a todos los Estados que cooperen plena-
mente con estos procedimientos y meca-
nismos.

96. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que las Nacio-
nes Unidas asuman un papel más activo en 
la promoción y protección de los derechos 
humanos para asegurar el pleno respeto 
del derecho humanitario internacional en 
todas las situaciones de conflicto armado, 
de conformidad con los propósitos y prin-
cipios de la Carta de las Naciones Unidas.

97. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos, reconociendo la importan-
te función que cumplen los componentes 
de derechos humanos de determinados 
acuerdos relativos a operaciones de las 
Naciones Unidas de mantenimiento de la 
paz, recomienda que el Secretario General 
tenga en cuenta la capacidad de presenta-
ción de informes, la experiencia y los co-
nocimientos del Centro de Derechos Hu-
manos y de los mecanismos de derechos 
humanos, de conformidad con la Carta de 
las Naciones Unidas.

98. Para fortalecer el disfrute de los de-
rechos económicos, sociales y culturales, 
deberían examinarse otros métodos, como 
un sistema de indicadores para medir los 
avances hacia la realización de los derechos 
enunciados en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les. Debe hacerse un esfuerzo concertado 
para garantizar el reconocimiento de los 
derechos económicos, sociales y culturales 
a nivel nacional, regional e internacional.

F. Actividades complementarias de la 
Conferencia Mundial

99. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos recomienda que la Asam-

blea General, la Comisión de Derechos 
Humanos y otros órganos y organismos 
del sistema de las Naciones Unidas que se 
ocupan de los derechos humanos estudien 
los medios de lograr la plena aplicación, 
sin dilaciones, de las recomendaciones 
contenidas en la presente Declaración, en 
particular la posibilidad de proclamar un 
decenio de las Naciones Unidas para los 
derechos humanos. La Conferencia reco-
mienda además que la Comisión de Dere-
chos Humanos examine cada año los pro-
gresos realizados.

100. La Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos pide al Secretario General 
de las Naciones Unidas que, en ocasión del 
50o. aniversario de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos, invite a todos 
los Estados y a todos los órganos y orga-
nismos del sistema de las Naciones Unidas 
que se ocupan de los derechos humanos 
a que le informen acerca de los progresos 
realizados en la aplicación de la presen-
te Declaración y a que, por conducto de 
la Comisión de Derechos Humanos y del 
Consejo Económico y Social, presenten 
un informe a la Asamblea General en su 
quincuagésimo tercer período de sesiones. 
Asimismo, las instituciones regionales y, 
cuando proceda, las instituciones nacio-
nales de derechos humanos, así como las 
organizaciones no gubernamentales, po-
drán presentar al Secretario General de las 
Naciones Unidas sus opiniones acerca de 
los progresos realizados en la aplicación 
de la presente Declaración. Se debe pres-
tar especial atención a la evaluación de los 
progresos logrados para alcanzar la meta 
de la ratificación universal de los tratados 
y protocolos internacionales de derechos 
humanos aprobados en el marco del siste-
ma de las Naciones Unidas.

8- CONVENCIÓN PARA LA PREVENCIÓN Y LA SANCIÓN DEL DELITO           	
     DE GENOCIDIO

Las partes contratantes,

Considerando que la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, por su resolu-

ción 96 (I) del 11 de diciembre de 1946, ha 
declarado que el genocidio es un delito de 
derecho internacional contrario al espíritu 
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y a los fines de las Naciones Unidas y que 
el mundo civilizado condena,

Reconociendo que en todos los perío-
dos de la historia el genocidio ha infligido 
grandes pérdidas a la humanidad,

Convencidas de que para liberar a la 
humanidad de un flagelo tan odioso se ne-
cesita la cooperación internacional,

Convienen en lo siguiente:
Artículo I
Las Partes contratantes confirman que 

el genocidio, ya sea cometido en tiempo de 
paz o en tiempo de guerra, es un delito de 
derecho internacional que ellas se compro-
meten a prevenir y sancionar.

Artículo II
En la presente Convención, se entien-

de por genocidio cualquiera de los actos 
mencionados a continuación, perpetrados 
con la intención de destruir, total o parcial-
mente, a un grupo nacional, étnico, racial o 
religioso, como tal:

a) Matanza de los miembros del grupo; 
b) Lesión grave a la integridad física o 

mental de los miembros del grupo;
c) Sometimiento intencional del grupo 

a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o par-
cial;

d) Medidas destinadas a impedir los na-
cimientos en el seno del grupo;

e) Traslado por fuerza de niños del gru-
po a otro grupo. Artículo III Serán castiga-
dos los actos siguientes: a) El genocidio; b) 
La asociación para cometer genocidio; c) 
La instigación directa y pública a cometer 
genocidio; d) La tentativa de genocidio; e) 
La complicidad en el genocidio.

Artículo IV
Las personas que hayan cometido ge-

nocidio o cualquiera de los otros actos 
enumerados en el artículo III, serán casti-
gadas, ya se trate de gobernantes, funciona-
rios o particulares.

Artículo V
Las Partes contratantes se comprome-

ten a adoptar, con arreglo a sus Constitu-

ciones respectivas, las medidas legislativas 
necesarias para asegurar la aplicación de las 
disposiciones de la presente Convención, 
y especialmente a establecer sanciones pe-
nales eficaces para castigar a las personas 
culpables de genocidio o de cualquier otro 
de los actos enumerados en el artículo III.

Artículo VI
Las personas acusadas de genocidio o 

de uno cualquiera de los actos enumerados 
en el artículo III, serán juzgadas por un tri-
bunal competente del Estado en cuyo te-
rritorio el acto fue cometido, o ante la cor-
te penal internacional que sea competente 
respecto a aquéllas de las Partes contratan-
tes que hayan reconocido su jurisdicción.

Artículo VII
A los efectos de extradición, el geno-

cidio y los otros actos enumerados en el 
artículo III no será considerados como de-
litos políticos.

Las Partes contratantes se comprome-
ten, en tal caso, a conceder la extradición 
conforme a su legislación y a los tratados 
vigentes.

Artículo VIII
Toda Parte contratante puede recurrir 

a los órganos competentes de las Naciones 
Unidas a fin de que estos tomen, confor-
me a la Carta de las Naciones Unidas, las 
medidas que juzguen apropiadas para la 
prevención y la represión de actos de ge-
nocidio o de cualquiera de los otros actos 
enumerados en el artículo III.

Artículo IX
Las controversias entre las Partes 

contratantes, relativas a la interpretación, 
aplicación o ejecución de la presente Con-
vención, incluso las relativas a la respon-
sabilidad de un Estado en materia de ge-
nocidio o en materia de cualquiera de los 
otros actos enumerados en el artículo III, 
serán sometidas a la Corte Internacional de 
Justicia a petición de una de las partes en la 
controversia.

Artículo X
La presente Convención, cuyos textos 

inglés, chino, español, francés y ruso serán 
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igualmente auténticos, llevará la fecha de 9 
de diciembre de 1948.

Artículo XI
La presente Convención estará abierta 

hasta el 31 de diciembre de 1949 a la fir-
ma de todos los Miembros de las Naciones 
Unidas y de todos los Estados no miem-
bros a quienes la Asamblea General haya 
dirigido una invitación a este efecto.

La presente Convención será ratifica-
da y los instrumentos de ratificación serán 
depositados en la Secretaría General de las 
Naciones Unidas.

A partir del 1o. de enero de 1950, será 
posible adherir a la presente Convención 
en nombre de todo miembro de las Nacio-
nes Unidas y de todo Estado no miembro 
que haya recibido la invitación arriba men-
cionada.

Los instrumentos de adhesión serán 
depositados en la Secretaría de las Nacio-
nes Unidas.

Artículo XII
Toda parte contratante podrá, en todo 

momento, por notificación dirigida al Se-
cretario General de las Naciones Unidas, 
extender la aplicación de la presente Con-
vención a todos los territorios o a uno 
cualquiera de los territorios de cuyas rela-
ciones exteriores sea posible.

Artículo XIII
En la fecha en que hayan sido depo-

sitados los veinte primeros instrumentos 
de ratificación o de adhesión, el Secretario 
General levantará un acta a todos los Es-
tados miembros de las Naciones Unidas y 
a los Estados no miembros a que se hace 
referencia en el artículo XI.

La presente Convención entrará en vi-
gor el nonagésimo día después de la fecha 
en que se haga el depósito del vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión.

Toda ratificación o adhesión efectuada 
posteriormente a la última fecha tendrá 
efecto el nonagésimo día después de la fe-
cha en que se haga el depósito del instru-
mento de ratificación o adhesión.

Artículo XIV
La presente Convención tendrá una 

duración de diez años a partir de su entra-
da en vigor.

Permanecerá después en vigor por un 
período de cinco años; y así sucesivamente, 
respecto de las partes contratantes que no 
la hayan denunciado por lo menos seis me-
ses antes de la expiración del plazo.

La denuncia se hará por notificación 
escrita dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Artículo XV
Si, como resultado de denuncias, el 

número de las Partes en la presente Con-
vención se reduce a menos de dieciséis, 
la Convención cesará de estar en vigor a 
partir de la fecha en que la última de esas 
denuncias tenga efecto.

Artículo XVI
Una demanda de revisión de la pre-

sente Convención podrá ser formulada en 
cualquier tiempo por cualquiera de las Par-
tes contratantes, por medio de notificación 
escrita dirigida al Secretario General.

La Asamblea General decidirá respecto 
a las medidas que deban tomarse, si hubie-
re lugar, respecto a tal demanda.

Artículo XVII
El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas notificará a todos los Estados 
miembros de las Naciones Unidas y a los 
Estados no miembros a que se hace refe-
rencia en el artículo XI:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes recibidas en aplicación del artículo XI;

b) Las notificaciones recibidas en apli-
cación del título XII;

c) La fecha en que la presente Conven-
ción entrará en vigor en la aplicación del 
artículo XIII;

d) Las denuncias recibidas en aplica-
ción del ar-tículo XIV;

e) La abrogación de la Convención, en 
aplicación del artículo XV;

f) Las notificaciones recibidas en apli-
cación del artículo XVI.
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Artículo XVIII
El original de la presente Convención 

será depositado en los archivos de las Na-
ciones Unidas.

Una copia certificada será dirigida a to-
dos los Estados miembros de las Naciones 

Unidas y a los Estados miembros a que 
hace referencia en el artículo XI. Artículo 
XIX

La presente Convención será registrada 
por el Secretario General de las Naciones 
Unidas en la fecha de su entrada en vigor.

9- CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA ELIMINACIÓN DE  
    TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN RACIAL

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su Resolución 
2106 (xx), de 21 de diciembre de 1965. Entró en vigor el 4 de enero de 1969, de confor-
midad con el artículo 19.

Los Estados partes en la presente 
Convención,

Considerando que la Carta de las Na-
ciones Unidas está basada en los principios 
de la dignidad y la igualdad inherentes a 
todos los seres humanos y que todos los 
Estados Miembros se han comprometido 
a tomar medidas conjunta o separadamen-
te, en cooperación con la Organización, 
para realizar uno de los propósitos de las 
Naciones Unidas, que es el de promover y 
estimular el respeto universal y efectivo de 
los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales de todos, sin distinción por 
motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos proclama 
que todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos, y que toda 
persona tiene todos los derechos y liberta-
des enunciados en la misma, sin distinción 
alguna, en particular por motivos de raza, 
color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres 
son iguales ante la ley y tienen derecho a 
igual protección de la ley contra toda dis-
criminación y contra toda incitación a la 
discriminación,

Considerando que las Naciones Unidas 
han condenado el colonialismo y todas las 
prácticas de segregación y discriminación 
que lo acompañan, cualquiera que sea su 
forma y dondequiera que existan, y que la 

Declaración sobre la concesión de la inde-
pendencia a los países y pueblos coloniales, 
de 14 de diciembre de 1960 [resolución 
1514 (XV) de la Asamblea General], ha 
afirmado y solemnemente proclamado la 
necesidad de ponerles fin rápida e incon-
dicionalmente,

Considerando que la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial, 
de 20 de noviembre de 1963 [resolución 
1904 (XVIII) de la Asamblea General], 
afirma solemnemente la necesidad de eli-
minar rápidamente en todas las partes del 
mundo la discriminación racial en todas 
sus formas y manifestaciones y de asegurar 
la comprensión y el respeto de la dignidad 
de la persona humana,

Convencidos de que toda doctrina de 
superioridad basada en la diferenciación 
racial es científicamente falsa, moralmente 
condenable y socialmente injusta y peligro-
sa, y de que nada en la teoría o en la prác-
tica permite justificar, en ninguna parte, la 
discriminación racial,

Reafirmando que la discriminación 
entre seres humanos por motivos de raza, 
color u origen étnico constituye un obstá-
culo a las relaciones amistosas y pacíficas 
entre las naciones y puede perturbar la paz 
y la seguridad entre los pueblos, así como 
la convivencia de las personas aún dentro 
de un mismo Estado,
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Convencidos de que la existencia de 
barreras raciales es incompatible con los 
ideales de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de 
discriminación racial que todavía existen 
en algunas partes del mundo y por las po-
líticas gubernamentales basadas en la supe-
rioridad o el odio racial, tales como las de 
apartheid, segregación o separación,

Resueltos a adoptar todas las medidas 
necesarias para eliminar rápidamente la 
discriminación racial en todas sus formas 
y manifestaciones y a prevenir y combatir 
las doctrinas y prácticas racistas con el fin 
de promover el entendimiento entre las ra-
zas y edificar una comunidad internacional 
libre de todas las formas de segregación y 
discriminación raciales,

Teniendo presentes el Convenio relati-
vo a la discriminación en materia de em-
pleo y ocupación aprobado por la Organi-
zación Internacional del Trabajo en 1958 
y la Convención relativa a la lucha contra 
las discriminaciones en la esfera de la en-
señanza, aprobada por la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura en 1960,

Deseando poner en práctica los princi-
pios consagrados en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial y 
con tal objeto asegurar que se adopten lo 
antes posible medidas prácticas,

Han acordado lo siguiente:
PARTE I

Artículo 1º
1. En la presente Convención la ex-

presión “discriminación racial” denotará 
toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia basada en motivos de raza, co-
lor, linaje u origen nacional o étnico que 
tenga por objeto o por resultado anular 
o menoscabar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos humanos y libertades funda-
mentales en las esferas política, económica, 

social, cultural o en cualquier otra esfera de 
la vida pública.

2. Esta Convención no se aplicará a las 
distinciones, exclusiones, restricciones o 
preferencias que haga un Estado parte en 
la presente Convención entre ciudadanos y 
no ciudadanos.

3. Ninguna de las cláusulas de la pre-
sente Convención podrá interpretarse en 
un sentido que afecte en modo alguno las 
disposiciones legales de los Estados partes 
sobre nacionalidad, ciudadanía o naturali-
zación, siempre que tales disposiciones no 
establezcan discriminación contra ninguna 
nacionalidad en particular.

4. Las medidas especiales adoptadas 
con el fin exclusivo de asegurar el adecua-
do progreso de ciertos grupos raciales o 
étnicos o de ciertas personas que requie-
ran la protección que pueda ser necesaria 
con objeto de garantizarles, en condicio-
nes de igualdad, el disfrute o ejercicio de 
los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales no se considerarán como 
medidas de discriminación racial, siempre 
que no conduzcan, como consecuencia, al 
mantenimiento de derechos distintos para 
los diferentes grupos raciales y que no se 
mantengan en vigor después de alcanzados 
los objetivos para los cuales se tomaron.

Artículo 2º
1. Los Estados partes condenan la 

discriminación racial y se comprometen a 
seguir, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación racial en todas 
sus formas y a promover el entendimiento 
entre todas las razas, y con tal objeto:

a) Cada Estado parte se compromete 
a no incurrir en ningún acto o práctica de 
discriminación racial contra personas, gru-
pos de personas o instituciones y a velar 
por que todas las autoridades públicas e 
instituciones públicas, nacionales y locales, 
actúen en conformidad con esta obliga-
ción;
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b) Cada Estado parte se compromete 
a no fomentar, defender o apoyar la discri-
minación racial practicada por cualesquiera 
personas u organizaciones;

c) Cada Estado parte tomará medidas 
efectivas para revisar las políticas guber-
namentales nacionales y locales, y para 
enmendar, derogar o anular las leyes y las 
disposiciones reglamentarias que tengan 
como consecuencia crear la discriminación 
racial o perpetuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibirá y hará 
cesar por todos los medios apropiados, 
incluso, si lo exigieran las circunstancias, 
medidas legislativas, la discriminación ra-
cial practicada por personas, grupos u or-
ganizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete 
a estimular, cuando fuere el caso, organi-
zaciones y movimientos multirraciales in-
tegracionistas y otros medios encaminados 
a eliminar las barreras entre las razas, y a 
desalentar todo lo que tienda a fortalecer la 
división racial.

2. Los Estados partes tomarán, cuan-
do las circunstancias lo aconsejen, medidas 
especiales y concretas, en las esferas social, 
económica, cultural y en otras esferas, para 
asegurar el adecuado desenvolvimiento 
y protección de ciertos grupos raciales o 
de personas pertenecientes a estos grupos, 
con el fin de garantizar en condiciones de 
igualdad el pleno disfrute por dichas perso-
nas de los derechos humanos y de las liber-
tades fundamentales. Esas medidas en nin-
gún caso podrán tener como consecuencia 
el mantenimiento de derechos desiguales o 
separados para los diversos grupos raciales 
después de alcanzados los objetivos para 
los cuales se tomaron.

Artículo 3º
Los Estados partes condenan especial-

mente la segregación racial y el apartheid y 
se comprometen a prevenir, prohibir y eli-
minar en los territorios bajo su jurisdicción 
todas las prácticas de esta naturaleza.

Artículo 4º
Los Estados partes condenan toda la 

propaganda y todas las organizaciones que 
se inspiren en ideas o teorías basadas en la 
superioridad de una raza o de un grupo de 
personas de un determinado color u origen 
étnico, o que pretendan justificar o promo-
ver el odio racial y la discriminación racial, 
cualquiera que sea su forma, y se compro-
meten a tomar medidas inmediatas y posi-
tivas destinadas a eliminar toda incitación a 
tal discriminación o actos de tal discrimina-
ción, y, con ese fin, teniendo debidamente 
en cuenta los principios incorporados en 
la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, así como los derechos expresa-
mente enunciados en el artículo 5 de la pre-
sente Convención, tomarán, entre otras, las 
siguientes medidas:

a) Declararán como acto punible con-
forme a la ley toda difusión de ideas ba-
sadas en la superioridad o en el odio ra-
cial, toda incitación a la discriminación 
racial, así como todo acto de violencia o 
toda incitación a cometer tales actos con-
tra cualquier raza o grupo de personas de 
otro color u origen étnico, y toda asistencia 
a las actividades racistas, incluida su finan-
ciación;

b) Declararán ilegales y prohibirán las 
organizaciones, así como las actividades 
organizadas de propaganda y toda otra ac-
tividad de propaganda, que promuevan la 
discriminación racial e inciten a ella, y reco-
nocerán que la participación en tales orga-
nizaciones o en tales actividades constituye 
un delito penado por la ley;

c) No permitirán que las autoridades ni 
las instituciones públicas nacionales o lo-
cales promuevan la discriminación racial o 
inciten a ella.

Artículo 5º
En conformidad con las obligaciones 

fundamentales estipuladas en el artículo 
2 de la presente Convención, los Estados 
partes se comprometen a prohibir y elimi-
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nar la discriminación racial en todas sus 
formas y a garantizar el derecho de toda 
persona a la igualdad ante la ley, sin dis-
tinción de raza, color y origen nacional o 
étnico, particularmente en el goce de los 
derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de trata-
miento en los tribunales y todos los demás 
órganos que administran justicia;

b) El derecho a la seguridad personal 
y a la protección del Estado contra todo 
acto de violencia o atentado contra la inte-
gridad personal cometido por funcionarios 
públicos o por cualquier individuo, grupo 
o institución;

c) Los derechos políticos, en particular 
el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 
elegido, por medio del sufragio universal e 
igual, el de participar en el gobierno y en la 
dirección de los asuntos públicos en cual-
quier nivel, y el de acceso, en condiciones 
de igualdad, a las funciones públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular:
i) El derecho a circular libremente y a 

elegir su residencia en el territorio de un 
Estado;

ii) El derecho a salir de cualquier país, 
incluso del propio, y a regresar a su país;

iii) El derecho a una nacionalidad;
iv) El derecho al matrimonio y a la elec-

ción de la cónyuge;
v) El derecho a ser propietario, indivi-

dualmente y en asociación con otros;
vi) El derecho a heredar;
vii) El derecho a la libertad de pensa-

miento, de conciencia y de religión;
viii) El derecho a la libertad de opinión 

y de expresión;
ix) El derecho a la libertad de reunión y 

de asociación pacíficas;
e) Los derechos económicos, sociales y 

culturales, en particular:
i) El derecho al trabajo, a la libre elec-

ción de trabajo, a condiciones equitativas 
y satisfactorias de trabajo, a la protección 

contra el desempleo, a igual salario por tra-
bajo igual y a una remuneración equitativa 
y satisfactoria;

ii) El derecho a fundar sindicatos y a 
sindicarse;

iii) El derecho a la vivienda;
iv) El derecho a la salud pública, la asis-

tencia médica, la seguridad social y los ser-
vicios sociales;

v) El derecho a la educación y la forma-
ción profesional;

vi) El derecho a participar, en condi-
ciones de igualdad, en las actividades cul-
turales;

f) El derecho de acceso a todos los lu-
gares y servicios destinados al uso públi-
co, tales como los medios de transporte, 
hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y 
parques.

Artículo 6º
Los Estados partes asegurarán a todas 

las personas que se hallen bajo su jurisdic-
ción, protección y recursos efectivos, ante 
los tribunales nacionales competentes y 
otras instituciones del Estado, contra todo 
acto de discriminación racial que, contravi-
niendo la presente Convención, viole sus 
derechos humanos y libertades fundamen-
tales, así como el derecho a pedir a esos 
tribunales satisfacción o reparación justa y 
adecuada por todo daño de que puedan ser 
víctimas como consecuencia de tal discri-
minación.

Artículo 7º
Los Estados partes se comprometen a 

tomar medidas inmediatas y eficaces, espe-
cialmente en las esferas de la enseñanza, la 
educación, la cultura y la información, para 
combatir los prejuicios que conduzcan a 
la discriminación racial y para promover 
la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre las naciones y los diversos grupos 
raciales o étnicos, así como para propagar 
los propósitos y principios de la Carta de 
las Naciones Unidas, de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, de la 
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Declaración de las Naciones Unidas sobre 
la eliminación de todas las formas de dis-
criminación racial y de la presente Conven-
ción.

PARTE II
Artículo 8º
1. Se constituirá un Comité para la 

Eliminación de la Discriminación Ra-
cial (denominado en adelante el Comité) 
compuesto de dieciocho expertos de gran 
prestigio moral y reconocida imparcialidad, 
elegidos por los Estados partes entre sus 
nacionales, los cuales ejercerán sus funcio-
nes a título personal; en la constitución del 
Comité se tendrá en cuenta una distribu-
ción geográfica equitativa y la representa-
ción de las diferentes formas de civiliza-
ción, así como de los principales sistemas 
jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán ele-
gidos en votación secreta de una lista de 
personas designadas por los Estados par-
tes. Cada uno de los Estados partes podrá 
designar una persona entre sus propios na-
cionales.

3. La elección inicial se celebrará seis 
meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Al me-
nos tres meses antes de la fecha de cada 
elección, el Secretario General de las Na-
ciones Unidas dirigirá una carta a los Es-
tados partes invitándoles a que presenten 
sus candidaturas en un plazo de dos meses. 
El Secretario General preparará una lista 
por orden alfabético de todas las personas 
designadas de este modo, indicando los 
Estados partes que las han designado, y la 
comunicará a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité serán ele-
gidos en una reunión de los Estados par-
tes que será convocada por el Secretario 
General y se celebrará en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esta reunión, para la 
cual formarán quórum dos tercios de los 
Estados partes, se considerarán elegidos 
para el Comité los candidatos que obten-

gan el mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes 
de los Estados partes presentes y votantes.

5. a) Los miembros del Comité serán 
elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de nueve de los miembros elegi-
dos en la primera elección expirará al cabo 
de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección el Presidente del Comité 
designará por sorteo los nombres de esos 
nueve miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, 
el Estado parte cuyo experto haya cesado 
en sus funciones como miembro del Co-
mité, designará entre sus nacionales a otro 
experto, a reserva de la aprobación del Co-
mité.

6. Los Estados partes sufragarán los 
gastos de los miembros del Comité mien-
tras estos desempeñen sus funciones.

Artículo 9º
1. Los Estados partes se comprome-

ten a presentar al Secretario General de 
las Naciones Unidas, para su examen por 
el Comité, un informe sobre las medidas 
legislativas, judiciales, administrativas o de 
otra índole que hayan adoptado y que sir-
van para hacer efectivas las disposiciones 
de la presente Convención: a) dentro del 
plazo de un año a partir de la entrada en 
vigor de la Convención para el Estado de 
que se trate; y b) en lo sucesivo, cada dos 
años y cuando el Comité lo solicite. El Co-
mité puede solicitar más información a los 
Estados partes.

2. El Comité informará cada año, 
por conducto del Secretario General, a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 
sobre sus actividades y podrá hacer suge-
rencias y recomendaciones de carácter ge-
neral basadas en el examen de los informes 
y de los datos transmitidos por los Estados 
partes. Estas sugerencias y recomendacio-
nes de carácter general se comunicarán a la 
Asamblea General, junto con las observa-
ciones de los Estados partes, si las hubiere.
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Artículo 10
1. El Comité aprobará su propio regla-

mento.
2. El Comité elegirá su Mesa por un pe-

ríodo de dos años.
3. El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas facilitará al Comité los servicios 
de secretaría.

4. Las reuniones del Comité se celebra-
rán normalmente en la Sede de las Nacio-
nes Unidas.

Artículo 11
1. Si un Estado parte considera que 

otro Estado parte no cumple las disposi-
ciones de la presente Convención, podrá 
señalar el asunto a la atención del Comi-
té. El Comité transmitirá la comunicación 
correspondiente al Estado parte interesa-
do. Dentro de los tres meses, el Estado 
que recibe la comunicación presentará al 
Comité explicaciones o declaraciones por 
escrito para aclarar la cuestión, exponer 
qué medida correctiva hubiere, en su caso, 
adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satis-
facción de ambas partes, mediante nego-
ciaciones bilaterales o algún otro proce-
dimiento adecuado, en un plazo de seis 
meses a partir del momento en que el Esta-
do destinatario reciba la comunicación ini-
cial, cualquiera de los dos Estados tendrá 
derecho a someter nuevamente el asunto al 
Comité mediante la notificación al Comité 
y al otro Estado.

3. El Comité conocerá de un asunto 
que se le someta, de acuerdo con el párra-
fo 2 del presente artículo, cuando se haya 
cerciorado de que se han interpuesto y 
agotado todos los recursos de jurisdicción 
interna, de conformidad con los principios 
del derecho internacional generalmente 
admitidos. No se aplicará esta regla cuan-
do la substanciación de los mencionados 
recursos se prolongue injustificadamente.

4. En todo asunto que se le someta, el 
Comité podrá pedir a los Estados partes 

interesados que faciliten cualquier otra in-
formación pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cual-
quier asunto derivado del presente artícu-
lo, los Estados partes interesados podrán 
enviar un representante, que participará sin 
derecho a voto en los trabajos del Comité 
mientras se examine el asunto.

Artículo 12
1. a) Una vez que el Comité haya obte-

nido y estudiado toda la información que 
estime necesaria, el Presidente nombrará 
una Comisión Especial de Conciliación 
(denominada en adelante la Comisión), in-
tegrada por cinco personas que podrán o 
no ser miembros del Comité. Los miem-
bros de la Comisión serán designados con 
el consentimiento pleno y unánime de 
las partes en la controversia y sus buenos 
oficios se pondrán a disposición de los 
Estados interesados a fin de llegar a una 
solución amistosa del asunto, basada en el 
respeto a la presente Convención.

b) Si, transcurridos tres meses, los Es-
tados partes en la controversia no llegan a 
un acuerdo sobre la totalidad o parte de los 
miembros de la Comisión, los miembros 
sobre los que no haya habido acuerdo en-
tre los Estados partes en la controversia 
serán elegidos por el Comité, de entre sus 
propios miembros, por voto secreto y por 
mayoría de dos tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejer-
cerán sus funciones a título personal. No 
deberán ser nacionales de los Estados par-
tes en la controversia, ni tampoco de un 
Estado que no sea parte en la presente 
Convención.

3. La Comisión elegirá su propio Pre-
sidente y aprobará su propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisión se 
celebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en cualquier otro lugar 
conveniente que la Comisión decida.

5. La secretaría prevista en el párrafo 3 
del ar-tículo 10 prestará también servicios a 
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la Comisión cuando una controversia entre 
Estados partes motive su establecimiento.

6. Los Estados partes en la controversia 
compartirán por igual todos los gastos de 
los miembros de la Comisión, de acuerdo 
con una estimación que hará el Secretario 
General de las Naciones Unidas.

7. El Secretario General podrá pagar, 
en caso necesario, los gastos de los miem-
bros de la Comisión, antes de que los Es-
tados partes en la controversia sufraguen 
los costos de acuerdo con el párrafo 6 del 
presente artículo.

8. La información obtenida y estudiada 
por el Comité se facilitará a la Comisión, y 
ésta podrá pedir a los Estados interesados 
que faciliten cualquier otra información 
pertinente.

Artículo 13
1. Cuando la Comisión haya exami-

nado detenidamente el asunto, preparará 
y presentará al Presidente del Comité un 
informe en el que figuren sus conclusio-
nes sobre todas las cuestiones de hecho 
pertinentes al asunto planteado entre las 
partes y las recomendaciones que la Comi-
sión considere apropiadas para la solución 
amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitirá 
el informe de la Comisión a cada uno de 
los Estados partes en la controversia. Den-
tro de tres meses, dichos Estados notifica-
rán al Presidente del Comité si aceptan o 
no las recomendaciones contenidas en el 
informe de la Comisión.

3. Transcurrido el plazo previsto en el 
párrafo 2 del presente artículo, el Presiden-
te del Comité comunicará el informe de la 
Comisión y las declaraciones de los Esta-
dos partes interesados a los demás Estados 
partes en la presente Convención.

Artículo 14
1. Todo Estado parte podrá declarar 

en cualquier momento que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y exa-
minar comunicaciones de personas o gru-

pos de personas comprendidas dentro de 
su jurisdicción, que alegaren ser víctimas 
de violaciones, por parte de ese Estado, 
de cualquiera de los derechos estipulados 
en la presente Convención. El Comité no 
recibirá ninguna comunicación referente a 
un Estado parte que no hubiere hecho tal 
declaración.

2. Todo Estado parte que hiciere una 
declaración conforme al párrafo I del pre-
sente artículo podrá establecer o designar 
un órgano, dentro de su ordenamiento ju-
rídico nacional, que será competente para 
recibir y examinar peticiones de personas 
o grupos de personas comprendidas den-
tro de su jurisdicción, que alegaren ser víc-
timas de violaciones de cualquiera de los 
derechos estipulados en la presente Con-
vención y hubieren agotado los demás re-
cursos locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en vir-
tud del párrafo 1 del presente artículo y el 
nombre de cualquier órgano establecido o 
designado con arreglo al párrafo 2 del pre-
sente artículo serán depositados, por el Es-
tado parte interesado, en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, quien 
remitirá copias de los mismos a los demás 
Estados partes. Toda declaración podrá 
retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General, 
pero dicha notificación no surtirá efectos 
con respecto a las comunicaciones que el 
Comité tenga pendientes.

4. El órgano establecido o designado 
de conformidad con el párrafo 2 del pre-
sente artículo llevará un registro de las pe-
ticiones y depositará anualmente, por los 
conductos pertinentes, copias certificadas 
del registro en poder del Secretario Gene-
ral, en el entendimiento de que el conte-
nido de las mismas no se dará a conocer 
públicamente.

5. En caso de que no obtuviere repa-
ración satisfactoria del órgano establecido 
o designado con arreglo al párrafo 2 del 
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presente artículo, el peticionario tendrá 
derecho a comunicar el asunto al Comité 
dentro de los seis meses.

6. a) El Comité señalará confidencial-
mente toda comunicación que se le remita 
a la atención del Estado parte contra quien 
se alegare una violación de cualquier dis-
posición de la presente Convención, pero 
la identidad de las personas o grupos de 
personas interesadas no se revelará sin su 
consentimiento expreso. El Comité no 
aceptará comunicaciones anónimas.

b) Dentro de los tres meses, el Estado 
que reciba la comunicación presentará al 
Comité explicaciones o declaraciones por 
escrito para aclarar la cuestión y exponer 
qué medida correctiva, si la hubiere, ha 
adoptado.

7. a) El Comité examinará las comuni-
caciones teniendo en cuenta todos los da-
tos puestos a su disposición por el Estado 
parte interesado y por el peticionario. El 
Comité no examinará ninguna comunica-
ción de un peticionario sin antes cerciorar-
se de que dicho peticionario ha agotado to-
dos los recursos internos disponibles. Sin 
embargo, no se aplicará esta regla cuando 
la substanciación de los mencionados re-
cursos se prolongue injustificadamente.

b) El Comité presentará al Estado par-
te interesado y al peticionario sus sugeren-
cias y recomendaciones, si las hubiere.

8. El Comité incluirá en su informe 
anual un resumen de tales comunicaciones 
y, cuando proceda, un resumen de las ex-
plicaciones y declaraciones de los Estados 
partes interesados, así como de sus propias 
sugerencias y recomendaciones.

9. El Comité será competente para des-
empeñar las funciones previstas en este ar-
tículo sólo cuando diez Estados partes en 
la presente Convención, por lo menos, es-
tuvieren obligados por declaraciones pre-
sentadas de conformidad con el párrafo 1 
de este artículo.

Artículo 15
1. En tanto no se alcancen los objeti-

vos de la Declaración sobre la concesión 
de la independencia a los países y pueblos 
coloniales que figura en la resolución 1514 
(XV) de la Asamblea General, de 14 de 
diciembre de 1960, las disposiciones de la 
presente Convención no limitarán de ma-
nera alguna el derecho de petición concedi-
do a esos pueblos por otros instrumentos 
internacionales o por las Naciones Unidas 
y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud 
del párrafo 1 del artículo 8 de la presente 
Convención recibirá copia de las peticio-
nes de los órganos de las Naciones Uni-
das que entienden de asuntos directamente 
relacionados con los principios y objetivos 
de la presente Convención, y comunicará 
a dichos órganos, sobre dichas peticiones, 
sus opiniones y recomendaciones, al con-
siderar, las peticiones presentadas por los 
habitantes de los territorios bajo adminis-
tración fiduciaria o no autónomos, y de 
cualesquiera otros territorios a los cuales 
se aplique la resolución 1514 (XV) de la 
Asamblea General, relativas a asuntos tra-
tados en la presente Convención y someti-
dos a examen de los mencionados órganos.

b) El Comité recibirá de los órganos 
competentes de las Naciones Unidas copia 
de los informes sobre las medidas legislati-
vas, judiciales, administrativas o de otra ín-
dole que, en relación directa con los princi-
pios y objetivos de esta Convención, hayan 
aplicado las Potencias administradoras en 
los territorios mencionados en el anterior 
inciso a, y comunicará sus opiniones y re-
comendaciones a esos órganos.

3. El Comité incluirá en su informe a 
la Asamblea General un resumen de las 
peticiones e informes que haya recibido de 
los órganos de las Naciones Unidas y las 
opiniones y recomendaciones que les haya 
comunicado acerca de tales peticiones e 
informes.
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4. El Comité pedirá al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas toda la infor-
mación disponible que guarde relación con 
los objetivos de la presente Convención y 
que se refiera a los territorios mencionados 
en el inciso a del párrafo 2 del presente ar-
tículo.

Artículo 16
Las disposiciones de la presente Con-

vención relativas al arreglo de controver-
sias o denuncias regirán sin perjuicio de 
otros procedimientos para solucionar las 
controversias o denuncias en materia de 
discriminación establecidos en los instru-
mentos constitucionales de las Naciones 
Unidas y sus organismos internacionales o 
en convenciones aprobadas por ellos, y no 
impedirán que los Estados Partes recurran 
a otros procedimientos para resolver una 
controversia, de conformidad con conve-
nios internacionales generales o especiales 
que estén en vigor entre ellos.

PARTE III
Artículo 17
1. La presente Convención estará abier-

ta a la firma de todos los Estados Miem-
bros de las Naciones Unidas o miembros 
de algún organismo especializado, así 
como de todo Estado parte en el Estatu-
to de la Corte Internacional de Justicia y 
de cualquier otro Estado invitado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 
a ser parte en la presente Convención.

2. La presente Convención está sujeta 
a ratificación. Los instrumentos de ratifica-
ción se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 18
1. La presente Convención quedará 

abierta a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesión se de-
positarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

Artículo 19
1. La presente Convención entrará en 

vigor el trigésimo día a partir de la fecha 

en que haya sido depositado el vigésimo 
séptimo instrumento de ratificación o de 
adhesión en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la pre-
sente Convención o se adhiera a ella des-
pués de haber sido depositado el vigésimo 
séptimo instrumento de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión.

Artículo 20
1. El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas recibirá y comunicará a todos 
los Estados que sean o lleguen a ser partes 
en la presente Convención los textos de las 
reservas formuladas por los Estados en el 
momento de la ratificación o de la adhe-
sión. Todo Estado que tenga objeciones a 
una reserva notificará al Secretario General 
que no la acepta, y esta notificación deberá 
hacerse dentro de los noventa días siguien-
tes a la fecha de la comunicación del Secre-
tario General.

2. No se aceptará ninguna reserva in-
compatible con el objeto y el propósito 
de la presente Convención, ni se permitirá 
ninguna reserva que pueda inhibir el fun-
cionamiento de cualquiera de los órganos 
establecidos en virtud de la presente Con-
vención. Se considerará que una reserva es 
incompatible o inhibitoria si, por lo menos, 
las dos terceras partes de los Estados par-
tes en la Convención formulan objeciones 
a la misma.

3. Toda reserva podrá ser retirada en 
cualquier momento, enviándose para ello 
una notificación al Secretario General. 
Esta notificación surtirá efecto en la fecha 
de su recepción.

Artículo 21
Todo Estado parte podrá denunciar 

la presente Convención mediante notifi-
cación dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas. La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que 
el Secretario General haya recibido la no-
tificación.
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Artículo 22
Toda controversia entre dos o más Es-

tados parte con respecto a la interpretación 
o a la aplicación de la presente Convención, 
que no se resuelva mediante negociaciones 
o mediante los procedimientos que se esta-
blecen expresamente en ella, será sometida 
a la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia a instancia de cualquiera de las par-
tes en la controversia, a menos que éstas 
convengan en otro modo de solucionarla.

Artículo 23
1. Todo Estado parte podrá formular 

en cualquier tiempo una demanda de revi-
sión de la presente Convención por medio 
de notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas decidirá sobre las medidas que 
deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a 
tal demanda.

Artículo 24
El Secretario General de las Naciones 

Unidas comunicará a todos los Estados 

mencionados en el párrafo 1 del artículo 
17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes conformes con lo dispuesto en los ar-
tículos 17 y 18;

b) La fecha en que entre en vigor la 
presente Convención, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 19;

c) Las comunicaciones y declaraciones 
recibidas en virtud de los artículos 14, 20 y 
23; d) Las denuncias recibidas en virtud del 
artículo 21.

Artículo 25
1. La presente Convención, cuyos tex-

tos en chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositada 
en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas enviará copias certificadas de la 
presente Convención a todos los Estados 
pertenecientes a cualquiera de las catego-
rías mencionadas en el párrafo 1° del artí-
culo 17 supra.

10- CONVENCIÓN SOBRE LA ABOLICIÓN DE LA ESCLAVITUD
Firmada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926. Entró en vigor el 9 de marzo de 1927. 

Texto modificado por el Protocolo del 7 de diciembre de 1953, y así modificado entró en 
vigor el 7 de julio de 1955, fecha en que las enmiendas enunciadas en el anexo al Protocolo 
del 7 de diciembre de 1953 entraron en vigor.

Por cuanto los signatarios del Acta 
General de la Conferencia de Bruselas de 
1889-1890 se declararon animados por 
igual de la firme intención de poner térmi-
no a la trata de esclavos africanos,

Por cuanto los signatarios de la Con-
vención de Saint-Germain -en- Laye de 
1919, destinada a revisar el Acta General 
de Berlín de 1885 y el Acta General y la 
Declaración de Bruselas de 1890, afirma-
ron su propósito de lograr la completa su-
presión de la esclavitud en todas sus for-
mas y la supresión de la trata de esclavos 
por tierra y por mar,

Teniendo en cuenta el informe de la 
Comisión Temporal sobre la Esclavitud 
designada por el Consejo de la Sociedad de 
las Naciones, el 12 de junio de 1924,

Deseando completar y ampliar la labor 
realizada conforme al Acta de Bruselas 
y hallar los medios de poner en práctica 
efectivamente en todo el mundo las inten-
ciones expuestas con respecto a la trata de 
esclavos y a la esclavitud por los signata-
rios de la Convención de Saint-Germain- 
en- Laye, y reconociendo que es necesario 
adoptar a tal fin disposiciones más detalla-
das de las que figuran en esa Convención,
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Considerando asimismo que es necesa-
rio impedir que el trabajo forzoso se con-
vierta en una condición análoga a la de la 
esclavitud,

Han decidido celebrar una Convención 
y han designado al efecto como Plenipo-
tenciarios [se omiten los nombres] ... quie-
nes han convenido lo siguiente:

Artículo 1º
A los fines de la presente Convención 

se entiende que:
1. La esclavitud es el estado o condi-

ción de un individuo sobre el cual se ejerci-
tan los atributos del derecho de propiedad 
o algunos de ellos.

2. La trata de esclavos comprende todo 
acto de captura, adquisición o cesión de un 
individuo para venderle o cambiarle; todo 
acto de cesión por venta o cambio de un 
esclavo, adquirido para venderle o cam-
biarle, y en general todo acto de comercio 
o de transporte de esclavos.

Artículo 2º
Las Altas Partes contratantes se obli-

gan, en tanto no hayan tomado ya las 
medidas necesarias, y cada una en lo que 
concierne a los territorios colocados bajo 
su soberanía, jurisdicción, protección, do-
minio (suzeraineté) o tutela:

a) A prevenir y reprimir la trata de es-
clavos.

b) A procurar de una manera progre-
siva, y tan pronto como sea posible, la su-
presión completa de la esclavitud en todas 
sus formas.

Artículo 3º
Las Altas Partes contratantes se com-

prometen a tomar todas las medidas útiles 
conducentes a prevenir y reprimir el em-
barque, desembarco y transporte de escla-
vos en sus aguas territoriales, así como, en 
general, en todos los barcos que enarbolen 
sus pabellones respectivos.

Las Altas Partes contratantes se com-
prometen a negociar, tan pronto como sea 
posible, una Convención general relativa a 

la trata de esclavos, que conceda a aquéllas 
derechos y les imponga obligaciones de la 
misma naturaleza que los previstos en el 
Convenio de 17 de junio de 1925 sobre 
el comercio internacional de armas (artí-
culos 12, 20, 21, 22, 23, 24 y párrafos 3o., 
4o. y 5o. de la Sección 2a. del anexo 11), 
con reserva de las adaptaciones necesarias, 
entendiéndose que este Convenio general 
no pondrá a los barcos (aún de pequeño 
tonelaje) de ninguna de las Altas Partes 
contratantes en una situación distinta a los 
de las demás Partes contratantes.

Se entiende igualmente que tanto antes 
o después de que entre en vigor dicha Con-
vención general, las Altas Partes contratan-
tes conservarán toda su libertad de ajustar 
entre ellas, sin derogar, sin embargo, los 
principios estipulados en el apartado pre-
cedente, los acuerdos particulares que, por 
razón de su situación especial, les parezcan 
convenientes para llegar lo más pronto po-
sible a la desaparición total de la trata.

Artículo 4º
Las Altas Partes contratantes se pres-

tarán mutua asistencia para llegar a la su-
presión de la esclavitud y de la trata de es-
clavos.

Artículo 5º
Las Altas Partes contratantes recono-

cen que el recurso al trabajo forzoso u obli-
gatorio puede tener graves consecuencias y 
se comprometen, cada una en lo que con-
cierne a los territorios sometidos a su so-
beranía, jurisdicción, protección, dominio 
(suzeraineté) o tutela a tomar las medidas 
pertinentes para evitar que el trabajo forzo-
so u obligatorio lleve consigo condiciones 
análogas a la esclavitud.

Se entiende:
1. Que a reserva de las disposiciones 

transitorias enunciadas en el apartado se-
gundo siguiente, el trabajo forzoso u obli-
gatorio no podrá exigirse más que para fi-
nes de pública utilidad.
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2. Que en los territorios en los cuales 
el trabajo forzoso u obligatorio existe aún 
para otros fines que los de pública utilidad, 
las Altas Partes contratantes se esforzarán 
en ponerle término tan pronto como sea 
posible, y que, mientras subsista ese trabajo 
forzoso u obligatorio, no se empleará sino 
a título excepcional, con una remuneración 
adecuada y a condición de que no pueda 
imponerse un cambio del lugar habitual de 
residencia.

3. Y que, en todo caso, las Autoridades 
Centrales competentes del territorio inte-
resado asumirán la responsabilidad del re-
curso al trabajo forzoso u obligatorio.

Artículo 6º
Las Altas Partes contratantes, cuya le-

gislación no fuere en la actualidad suficien-
te para reprimir las infracciones de las leyes 
y reglamentos dictados con objeto de ha-
cer efectivos los fines de la presente Con-
vención, se obligan a adoptar las medidas 
necesarias para que estas infracciones sean 
castigadas con penas severas.

Artículo 7º
Las Altas Partes contratantes se com-

prometen a comunicarse entre sí y a comu-
nicar a la Secretaría General de la Sociedad 
de las Naciones las leyes y reglamentos que 
dicten para la aplicación de las estipulacio-
nes de la presente Convención.

Artículo 8º
Las Altas Partes contratantes convie-

nen en que todas las diferencias que pu-
dieran surgir entre ellas con motivo de la 
interpretación o de la aplicación de la pre-
sente Convención se someterán, si no pue-
den resolverse por negociaciones directas, 
a resolución de la Corte Permanente de 
Justicia Internacional. Si los Estados en-
tre los que surgiera una diferencia, o uno 
de ellos, no fuera Parte en el Protocolo de 
16 de diciembre de 1920 relativo a la Cor-
te Permanente de Justicia Internacional, 
la diferencia será sometida, a elección de 
aquellos y conforme a las reglas constitu-

cionales de cada uno, bien a la Corte Per-
manente de Justicia Internacional bien a un 
Tribunal de arbitraje constituido conforme 
al Convenio de 18 de octubre de 1907 para 
el arreglo pacífico de los conflictos inter-
nacionales, o a cualquier otro Tribunal de 
arbitraje.

Artículo 9º
Cada una de las Altas Partes contratan-

tes puede declarar, ya sea en el momento 
de la firma, ya en el de la ratificación o en 
el de la adhesión, que por lo que se refiere 
a la aplicación de las estipulaciones de la 
presente Convención o de algunas de ellas, 
su aceptación no obliga, sea al conjunto, 
sea a un determinado territorio colocado 
bajo su soberanía, jurisdicción protección, 
dominio (suzeraineté) o tutela, y podrá 
posteriormente adherirse separadamente, 
en totalidad o en parte, a nombre de cual-
quiera de aquellos.

Artículo 10
Si llegara el caso de que una de las Altas 

Partes contratantes quisiera denunciar la 
presente Convención, la denuncia se noti-
ficará por escrito al Secretario General de 
la Sociedad de las Naciones, el cual comu-
nicará inmediatamente una copia certifica-
da, conforme a la notificación, a todas las 
demás Altas Partes contratantes, haciéndo-
les saber la fecha en que la ha recibido.

La denuncia no surtirá efecto sino res-
pecto del Estado que la haya notificado y 
un año después de la fecha en que la noti-
ficación haya sido recibida en la Secretaría 
General de la Sociedad de las Naciones.

La denuncia podrá hacerse también 
separadamente para cualquier territorio 
colocado bajo su soberanía, jurisdicción, 
protección, dominio (suzeraineté) o tutela.

Artículo 11
La presente Convención, que llevará la 

fecha de este día y cuyos textos francés e 
inglés harán igualmente fe, podrá ser fir-
mada hasta el 1o. de abril de 1927, por los 



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

Estados Miembros de la Sociedad de las 
Naciones.

El Secretario General de la Sociedad 
de las Naciones dará después a conocer 
la presente Convención a los Estados no 
signatarios, incluso a los que no son miem-
bros de la Sociedad de las Naciones, invi-
tándoles a adherirse al mismo.

El Estado que desee adherirse notifica-
rá por escrito su intención a la Secretaría 
General de la Sociedad de las Naciones, 
remitiéndole el acta de adhesión, que se 
depositará en los archivos de la Sociedad.

El Secretario General enviará inme-
diatamente a todas las demás Altas Partes 
contratantes copia certificada conforme de 
la notificación, así como del acta de adhe-
sión, indicando la fecha en que las ha re-
cibido.

Artículo 12
La presente Convención será ratificada 

y los instrumentos de ratificación deposita-
dos en la Oficina del Secretario General de 
la Sociedad de las Naciones, quien lo noti-
ficará a las Altas Partes contratantes.

La Convención surtirá sus efectos para 
cada Estado desde la fecha del depósito de 
su ratificación o de su adhesión.

en fe de lo cual, los plenipotenciarios 
han autorizado la presente Convención 
con su firma.

hecha en ginebra, el 25 de septiembre 
de 1926, en un solo ejemplar, que quedará 
depositado en los archivos de la Sociedad 
de las Naciones y se remitirá a cada uno de 
los Estados signatarios una copia certifica-
da conforme del mismo.

Protocolo para modificar la Conven-
ción sobre la Esclavitud firmada en Gine-
bra el 25 de septiembre de 1926

Los Estados Partes en el presente Pro-
tocolo,

Considerando que la Convención so-
bre la Esclavitud firmada en Ginebra el 
25 de septiembre de 1926 (denominada 
en adelante en el presente instrumento “la 

Convención”) encomendó a la Sociedad de 
las Naciones determinados deberes y fun-
ciones, y

Considerando que es conveniente que 
las Naciones Unidas asuman en adelante el 
ejercicio de esos deberes y funciones,

Han convenido en lo siguiente:
Artículo I
Los Estados Partes en el presente Pro-

tocolo se comprometen entre sí, con arre-
glo a las disposiciones de este Protocolo, 
a atribuir plena fuerza y eficacia jurídica a 
las modificaciones de la Convención que 
figuran en el anexo al Protocolo, y a aplicar 
debidamente dichas modificaciones.

Artículo II
1. El presente Protocolo estará abierto 

a la firma o a la aceptación de todos los Es-
tados Partes en la Convención a los que el 
Secretario General haya enviado al efecto 
copia del Protocolo.

2. Los Estados podrán llegar a ser par-
tes en el presente Protocolo:

a) Por la firma sin reserva en cuanto a 
la aceptación;

b) Por la firma con reserva en cuanto a 
la aceptación y la aceptación ulterior;

c) Por la aceptación.
3. La aceptación se efectuará deposi-

tando un instrumento en debida forma en 
poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

Artículo III
1. El presente Protocolo entrará en 

vigor en la fecha en que hayan llegado a 
ser partes en el mismo dos Estados y, en 
lo sucesivo, respecto de cada Estado, en la 
fecha en que éste llegue a ser parte en el 
Protocolo.

2. Las modificaciones que figuran en 
el anexo al presente Protocolo entrarán en 
vigor cuando hayan llegado a ser partes en 
el Protocolo veintitrés Estados. En conse-
cuencia cualquier Estado que llegare a ser 
parte en la Convención después de haber 
entrado en vigor las modificaciones de la 
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misma será parte en la Convención así mo-
dificada.

Artículo IV
Conforme al párrafo I del Artículo 

102 de la Carta de las Naciones Unidas y 
al reglamento aprobado por la Asamblea 
General para la aplicación de ese texto, el 
Secretario General de las Naciones Unidas 
queda autorizado para registrar, en las fe-
chas de su respectiva entrada en vigor, el 
presente Protocolo, y las modificaciones 
introducidas en la Convención por el Pro-
tocolo, y a publicar, tan pronto como sea 
posible después del registro, el Protocolo y 
el texto modificado de la Convención.

Artículo V
El presente Protocolo, cuyos textos 

chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en 
los archivos de la Secretaría de las Nacio-
nes Unidas. Como los textos auténticos de 
la Convención que ha de ser modificada de 
conformidad con el anexo, son únicamen-
te el inglés y el francés, los textos inglés 
y francés del anexo serán igualmente au-
ténticos y los textos chino, español y ruso 
serán considerados como traducciones. El 
Secretario General preparará copias cer-
tificadas del Protocolo, con inclusión del 
anexo, para enviarlas a los Estados Partes 
en la Convención, así como a todos los 
demás Estados Miembros de las Naciones 
Unidas. Al entrar en vigor las modificacio-
nes con arreglo a lo previsto en el artículo 
III, el Secretario General preparará tam-
bién, para enviarlas a los Estados, inclusive 
los que no son miembros de las Naciones 
Unidas, copias certificadas de la Conven-
ción así modificada.

en testimonio de lo cual los infrascritos, 
debidamente autorizados por sus respecti-
vos Gobiernos, han firmado el presente 
Protocolo en las fechas que figuran al lado 
de sus respectivas firmas.

hecho en la Sede de las Naciones Uni-
das, Nueva York, el 7 de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres.

Anexo al Protocolo para modificar la 
Convención sobre la Esclavitud firmada 
en Ginebra el 25 de septiembre de 1926

En el artículo 7º se reemplazarán las 
palabras “el Secretario General de la So-
ciedad de las Naciones” por “el Secretario 
General de las Naciones Unidas”.

En el artículo 8º se reemplazarán las 
palabras “la Corte Permanente de Justicia 
Internacional” por “la Corte Internacional 
de Justicia”, y las palabras “el Protocolo de 
16 de diciembre de 1920 relativo a la Corte 
Permanente de Justicia Internacional” por 
“el Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia”.

En el primero y segundo párrafos del 
artículo 10 se reemplazarán las palabras “la 
Sociedad de las Naciones” por “las Nacio-
nes Unidas”.

Los tres últimos párrafos del artículo 
11 serán suprimidos y substituidos por los 
párrafos siguientes:

“La presente Convención estará abierta 
a la adhesión de todos los Estados, inclu-
so aquellos que no sean miembros de las 
Naciones Unidas, a los cuales el Secretario 
General de las Naciones Unidas haya en-
viado una copia certificada de la Conven-
ción.

“La adhesión se efectuará depositando 
un instrumento en debida forma en po-
der del Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien la notificará a todos los Es-
tados Partes en la Convención y a todos 
los demás Estados a que se refiere este 
artículo, informándoles de la fecha en que 
se haya recibido en depósito cada uno de 
dichos instrumentos de adhesión.”

En el artículo 12 se reemplazarán las 
palabras “la Sociedad de las Naciones” por 
“las Naciones Unidas”.
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11- CONVENCIÓN SUPLEMENTARIA SOBRE LA ABOLICIÓN DE LA  
      ESCLAVITUD, LA TRATA DE ESCLAVOS Y LAS INSTITUCIONES  
      Y PRÁCTICAS ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD

Hecha en Ginebra el 7 de septiembre de 1956, adoptada por la conferencia de Plenipo-
tenciarios convocada por el Consejo Económico y Social en su Resolución 608 (xxi) de 30 
de abril de 1956. Entró en vigor el 30 de abril de 1975, de conformidad con el artículo 13.

preámbulo
Los Estados Partes en la presente Con-

vención,
Considerando que la libertad es un de-

recho innato de todo ser humano;
Conscientes de que los pueblos de las 

Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en la dignidad y el valor de la 
persona humana;

Considerando que la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, proclamada 
por la Asamblea General como ideal co-
mún que todos los pueblos y naciones han 
de realizar, afirma que nadie estará some-
tido a esclavitud ni a servidumbre y que la 
esclavitud y la trata de esclavos están pro-
hibidas en todas sus formas;

Reconociendo que desde que se con-
certó en Ginebra, el 25 de septiembre de 
1926, el Convenio sobre la Esclavitud, en-
caminado a suprimir la esclavitud y la trata 
de esclavos, se han realizado nuevos pro-
gresos hacia ese fin;

Teniendo en cuenta el Convenio sobre 
el Trabajo Forzoso, de 1930, y las medidas 
adoptadas después por la Organización In-
ternacional del Trabajo en materia de tra-
bajo forzoso u obligatorio;

Advirtiendo, sin embargo, que la escla-
vitud, la trata de esclavos y las instituciones 
y prácticas análogas a la esclavitud no han 
sido aún suprimidas en todas las partes del 
mundo;

Habiendo decidido, por ello, que el 
Convenio de 1926 que continúa en vigor, 
debe ser ampliado ahora por una conven-
ción suplementaria destinada a intensificar 
los esfuerzos nacionales e internacionales 
encaminados a abolir la esclavitud, la trata 

de esclavos y las instituciones y prácticas 
análogas a la esclavitud;

Han convenido en lo siguiente:
SECCIÓN I

INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS 
ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD

Artículo 1º
Cada uno de los Estados Partes en la 

Convención adoptará todas aquellas medi-
das legislativas o de cualquier otra índole 
que sean factibles y necesarias para lograr 
progresivamente y a la mayor brevedad po-
sible la completa abolición o el abandono 
de las instituciones y prácticas que se indi-
can a continuación, dondequiera que sub-
sistan, les sea o no aplicable la definición 
de esclavitud que figura en el artículo I del 
Convenio sobre la Esclavitud, firmado en 
Ginebra en 25 de septiembre de 1926:

a) La servidumbre por deudas, o sea, 
el estado o la condición que resulta del 
hecho de que el deudor se haya compro-
metido a prestar sus servicios personales, o 
los de alguien sobre quien ejerce autoridad, 
como garantía de una deuda, si los servi-
cios prestados, equitativamente valorados, 
no se aplican al pago de la deuda, o si no se 
limita su duración ni se define la naturaleza 
de dichos servicios;

b) La servidumbre de la gleba, o sea, la 
condición de la persona que está obligada 
por la ley, por la costumbre o por un acuer-
do a vivir y a trabajar sobre una tierra que 
pertenece a otra persona y a prestar a ésta, 
mediante remuneración o gratuitamente, 
determinados servicios, sin libertad para 
cambiar su condición;

c) Toda institución o práctica en virtud 
de la cual,

i) Una mujer, sin que la asista el dere-
cho a oponerse es prometida o dada en 
matrimonio a cambio de una contrapartida 
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en dinero o en especie entregada a sus pa-
dres, a su tutor, a su familia o a cualquier 
otra persona o grupo de personas;

ii) El marido de una mujer, la familia 
o el clan del marido tienen el derecho de 
cederla a un tercero a título oneroso o de 
otra manera;

iii) La mujer, a la muerte de su marido, 
puede ser transmitida por herencia a otra 
persona;

d) Toda institución o práctica en virtud 
de la cual un niño o un joven menor de die-
ciocho años es entregado por sus padres, o 
uno de ellos, o por su tutor, a otra persona, 
mediante remuneración o sin ella, con el 
propósito de que se explote la persona o el 
trabajo del niño o del joven.

Artículo 2º
Con objeto de poner fin a las institucio-

nes y prácticas a que se refiere el inciso c 
del artículo 1° de la presente Convención, 
los Estados Partes se comprometen a pres-
cribir, allí donde proceda, edades mínimas 
apropiadas para el matrimonio, a fomen-
tar la adopción de un procedimiento que 
permita a cualquiera de los contrayentes 
expresar libremente su consentimiento al 
matrimonio ante una autoridad civil o reli-
giosa competente, y a fomentar la inscrip-
ción de los matrimonios en un registro.

SECCIÓN II
LA TRATA DE ESCLAVOS

Artículo 3º
1. El acto de transportar o de intentar 

transportar esclavos de un país a otro o por 
cualquier medio de transporte, o la com-
plicidad en dicho acto, constituirá delito 
en la legislación de los Estados Partes en 
la Convención, y las personas declaradas 
culpables de él serán castigadas con penas 
muy severas.

2. a) Los Estados Partes dictarán todas 
las disposiciones necesarias para impedir 
que los buques y las aeronaves autorizados 
a enarbolar su pabellón transporten escla-

vos y para castigar a las personas culpables 
de dicho acto o de utilizar el pabellón na-
cional con ese propósito;

b) Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas necesarias para impedir que 
sus puertos, aeropuertos y costas sean uti-
lizados para el transporte de esclavos.

3. Los Estados Partes en la Conven-
ción procederán a un intercambio de infor-
mación con objeto de conseguir una coor-
dinación práctica de las medidas tomadas 
por ellos para combatir la trata de esclavos 
y se comunicarán mutuamente todo caso 
de trata de esclavos y toda tentativa de co-
meter dicho delito que lleguen a su cono-
cimiento.

Artículo 4º
Todo esclavo que se refugie a bordo de 

cualquier buque de un Estado Parte en la 
Convención quedará libre ipso facto.

SECCIÓN III
DISPOSICIONES COMUNES A LA 

ESCLAVITUD Y A LAS 
INSTITUCIONES Y PRÁCTICAS 
ANÁLOGAS A LA ESCLAVITUD

Artículo 5º
En cualquier país donde la esclavitud 

o las instituciones y prácticas mencionadas 
en el artículo 1 de esta Convención no ha-
yan sido completamente abolidas o aban-
donadas, el acto de mutilar o de marcar a 
fuego, o por otro medio, a un esclavo o a 
una persona de condición servil “ya sea 
para indicar su condición, para infligirle 
un castigo o por cualquier otra razón”, o la 
complicidad en tales actos, constituirá deli-
to en la legislación de los Estados Partes en 
la Convención, y las personas declaradas 
culpables incurrirán en penalidad.

Artículo 6º
1. El hecho de reducir a una persona 

a esclavitud, o de inducirla a enajenar su 
libertad o la de una persona dependiente 
de ella para quedar reducida a esclavitud, la 
tentativa de cometer estos actos o la com-
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plicidad en ellos o la participación en un 
acuerdo para ejecutarlos, constituirán deli-
to en la legislación de los Estados Partes 
en la Convención y las personas declaradas 
culpables de ellos incurrirán en penalidad.

2. A reserva de lo establecido en el 
párrafo primero del artículo 1 de la Con-
vención, las disposiciones del párrafo 1 del 
presente artículo se aplicarán también al 
hecho de inducir a una persona a someter-
se o a someter a una persona dependien-
te de ella a un estado servil que resulte de 
cualquiera de las instituciones o prácticas 
mencionadas en el artículo 1, así como a la 
tentativa de cometer estos actos, o la com-
plicidad en ellos, y a la participación en un 
acuerdo para ejecutarlos.

SECCIÓN IV
DEFINICIONES

Artículo 7º
A los efectos de la presente Conven-

ción:
a) La “esclavitud” tal como esta defi-

nida en el convenio sobre la Esclavitud de 
1926, es el estado o condición de las per-
sonas sobre las que se ejercen todos o par-
te de los poderes atribuidos al derecho de 
propiedad, y “esclavo” es toda persona en 
tal estado o condición;

b) La expresión “persona de condición 
servil” indica toda persona colocada en la 
condición o estado que resulta de alguna 
de las instituciones o prácticas menciona-
das en el artículo 1 de la Convención;

c) “Trata de esclavos” significa y abarca 
todo acto de captura, de adquisición o de 
disposición de una persona con intención 
de someterla a esclavitud; todo acto de ad-
quisición de un esclavo con intención de 
venderlo o de cambiarlo; todo acto de ce-
sión por venta o cambio de una persona, 
adquirida con intención de venderla o cam-
biarla, y, en general, todo acto de comercio 
o de transporte de esclavos, sea cual fuere 
el medio de transporte empleado.

SECCIÓN V
COOPERACIÓN ENTRE LOS 

ESTADOS PARTES Y TRANSMISIÓN 
DE INFORMACIÓN

Artículo 8º
1. Los Estados Partes en la Conven-

ción se comprometen a cooperar entre sí y 
con las Naciones Unidas para dar cumpli-
miento a las anteriores disposiciones.

2. Los Estados Partes se comprome-
ten a transmitir al Secretario General de 
las Naciones Unidas ejemplares de todas 
las leyes, reglamentos y disposiciones ad-
ministrativas promulgados o puestos en 
vigor para dar efecto a las disposiciones de 
la Convención.

3. El Secretario General comunicará 
los datos recibidos en virtud del párrafo 
2 a los demás Estados Partes y al Conse-
jo Económico y Social como elemento de 
documentación para cualquiera examen 
que el Consejo emprenda con el propó-
sito de formular nuevas recomendaciones 
para la abolición de la esclavitud, la trata de 
esclavos o las instituciones y prácticas que 
son objeto de la Convención.

SECCIÓN VI
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 9º
No se admitirá ninguna reserva a la 

presente Convención.
Artículo 10
Cualquier conflicto que surja entre los 

Estados Partes en la Convención respecto 
a su interpretación o a su aplicación, que 
no pueda ser resuelto por negociación, será 
sometido a la Corte Internacional de Justi-
cia a petición de cualquiera de las Partes en 
conflicto, a menos que éstas convengan en 
resolverlo en otra forma.

Artículo 11
1. La presente Convención estará abier-

ta a la firma de cualquiera Estado Miembro 
de las Naciones Unidas o de los organis-
mos especializados hasta el 1o. de julio de 
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1957. Quedará sometida a la ratificación de 
los Estados signatarios, y los instrumentos 
de ratificación serán depositados en po-
der del Secretario General de las Naciones 
Unidas, que lo comunicará a todos los Es-
tados signatarios de la Convención o que 
se adhirieren a ella.

2. Después del 1o. de julio de 1957, la 
Convención quedará abierta a la adhesión 
de cualquier Estado Miembro de las Na-
ciones Unidas o de un organismo espe-
cializado, o a la de cualquier otro Estado a 
quien la Asamblea General de las Naciones 
Unidas haya invitado a adherirse a la Con-
vención. La adhesión se efectuará deposi-
tando un instrumento en debida forma en 
poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas, que lo comunicará a todos los 
Estados signatarios de la Convención o 
que se adhirieren a ella.

Artículo 12
1. La presente Convención se aplicará 

a todos los territorios no autónomos, en 
fideicomiso, coloniales y demás territo-
rios no metropolitanos cuyas relaciones 
internacionales estén encomendadas a 
cualquiera de los Estados Partes; la Parte 
interesada, en el momento de la firma, de 
la ratificación o de la adhesión, y a reserva 
de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente 
artículo, deberá indicar el territorio o los 
territorios no metropolitanos a los que la 
Convención se aplicará ipso facto como 
resultado de dicha firma, ratificación o ad-
hesión.

2. Cuando, en virtud de las leyes o 
prácticas constitucionales del Estado Par-
te o del territorio no metropolitano, sea 
necesario el consentimiento previo de un 
territorio no metropolitano, la Parte debe-
rá procurar obtener el consentimiento del 
territorio no metropolitano dentro de los 
doce meses siguientes a la fecha en que 
el Estado metropolitano haya firmado la 
Convención, y, cuando lo haya obtenido, 
lo notificará al Secretario General. La Con-

vención se aplicará al territorio o a los terri-
torios mencionados en dicha notificación 
desde la fecha en que la reciba el Secretario 
General.

3. A la terminación del plazo de doce 
meses mencionado en el párrafo anterior, 
los Estados Partes interesados comunica-
rán al Secretario General el resultado de 
las consultas con los territorios no metro-
politanos cuyas relaciones internacionales 
les estén encomendadas y que no hubieren 
dado su consentimiento para la aplicación 
de la Convención.

Artículo 13
1. La presente Convención entrará en 

vigor en la fecha en que sean Partes en ella 
dos Estados.

2. La Convención entrará luego en vi-
gor, respecto de cada Estado y territorio, 
en la fecha de depósito del instrumento de 
ratificación o de adhesión de ese Estado o 
de la notificación de su aplicación a dicho 
territorio.

Artículo 14
1. La aplicación de la presente Conven-

ción se dividirá en períodos sucesivos de 
tres años, el primero de los cuales empe-
zará a contarse a partir de la fecha en que 
entre en vigor la Convención, según lo dis-
puesto en el párrafo 1 del artículo 13.

2. Todo Estado Parte podrá denunciar 
la Convención notificándolo al Secretario 
General seis meses, por lo menos, antes de 
que expire el período de tres años que esté 
en curso. El Secretario General informará 
a todos los demás Estados Partes acerca de 
dicha notificación y de la fecha en que la 
haya recibido.

3. Las denuncias surtirán efecto al ex-
pirar el período de tres años que esté en 
curso.

4. En los casos en que, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 12, la Con-
vención se haya hecho aplicable a un terri-
torio no metropolitano de una Parte, ésta, 
con el consentimiento del territorio de que 
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se trate, podrá, desde entonces, notificar 
en cualquier momento al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas que denuncia la 
Convención por lo que respecta a dicho te-
rritorio. La denuncia surtirá efecto un año 
después de la fecha en que haya sido recibi-
da la notificación por el Secretario General, 
quien informará de dicha notificación y de 
la fecha en que la haya recibido a todos los 
demás Estados Partes.

Artículo 15
La presente Convención, cuyos textos 

chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositada en 
los archivos de la Secretaría de las Nacio-

nes Unidas. El Secretario General exten-
derá copias certificadas auténticas de la 
Convención para que sean enviadas a los 
Estados Partes, así como a todos los demás 
Estados Miembros de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados.

en testimonio de lo cual los infrascritos, 
debidamente autorizados por sus respecti-
vos Gobiernos, han firmado la presente 
Convención en las fechas que figuran al 
lado de sus respectivas firmas.

hecho en la Oficina Europea de las Na-
ciones Unidas Ginebra, a los siete días de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y 
seis.

12- CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS  
      CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES

(Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 
1984. Entró en vigor el 26 de junio de 1987, de conformidad con el art. 27).

Los Estados Partes en la presente 
Convención,

Considerando que, de conformidad 
con los principios proclamados en la Carta 
de las Naciones Unidas, el reconocimiento 
de los derechos iguales e inalienables de to-
dos los miembros de la familia humana es 
la base de la libertad, la justicia y la paz en 
el mundo,

Reconociendo que estos derechos 
emanan de la dignidad inherente de la per-
sona humana,

Considerando la obligación que incum-
be a los Estados en virtud de la Carta, en 
particular del Artículo 55, de promover el 
respeto universal y la observancia de los 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales,

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos Resolución 217 A III. y el artículo 
7 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos Resolución 2200 A (XXI), 
anexo., que proclaman que nadie será so-

metido a tortura ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes,

Teniendo en cuenta asimismo la De-
claración sobre la Protección de Todas las 
Personas contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanas o Degradan-
tes, aprobada por la Asamblea General el 
9 de diciembre de 1975 Resolución 3452 
(XXX), anexo.

Deseando hacer más eficaz la lucha 
contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes en todo 
el mundo,

Han convenido en lo siguiente:
PARTE I

Artículo 1º
1. A los efectos de la presente Conven-

ción, se entenderá por el término tortura 
todo acto por el cual se inflija intenciona-
damente a una persona dolores o sufri-
mientos graves, ya sean físicos o mentales, 
con el fin de obtener de ella o de un tercero 
información o una confesión, de castigarla 
por un acto que haya cometido, o se sos-
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peche que ha cometido, o de intimidar o 
coaccionar a esa persona o a otras, o por 
cualquier razón basada en cualquier tipo de 
discriminación, cuando dichos dolores o 
sufrimientos sean infligidos por un funcio-
nario público u otra persona en el ejercicio 
de funciones públicas, a instigación suya, 
o con su consentimiento o aquiescencia. 
No se considerarán torturas los dolores o 
sufrimientos qué sean consecuencia única-
mente de sanciones legítimas, o que sean 
inherentes o incidentales a éstas.

2. El presente artículo se entenderá sin 
perjuicio de cualquier instrumento interna-
cional o legislación nacional que contenga 
o pueda contener disposiciones de mayor 
alcance.

Artículo 2º
1. Todo Estado Parte tomará medidas 

legislativas, administrativas, judiciales o de 
otra índole eficaces para impedir los actos 
de tortura en todo territorio que esté bajo 
su jurisdicción.

2. En ningún caso podrán invocarse 
circunstancias excepcionales tales como 
estado de guerra o amenaza de guerra, 
inestabilidad política interna o cualquier 
otra emergencia pública como justificación 
de la tortura.

3. No podrá invocarse una orden de un 
funcionario superior o de una autoridad 
pública como justificación de la tortura.

Artículo 3º
1. Ningún Estado Parte procederá a la 

expulsión, devolución o extradición de una 
persona a otro Estado cuando haya razo-
nes fundadas para creer que estaría en peli-
gro de ser sometida a tortura.

2. A los efectos de determinar si existen 
esas razones las autoridades competentes 
tendrán en cuenta todas las consideracio-
nes pertinentes, inclusive, cuando proceda, 
la existencia en el Estado de que se trate de 
un cuadro persistente de violaciones mani-
fiestas, patentes o masivas de los derechos 
humanos.

Artículo 4º
1. Todo Estado Parte velará por que to-

dos los actos de tortura constituyan delitos 
conforme a su legislación penal. Lo mismo 
se aplicará a toda tentativa de cometer tor-
tura y a todo acto de cualquier persona que 
constituya complicidad o participación en 
la tortura.

2. Todo Estado Parte castigará esos 
delitos con penas adecuadas en las que se 
tenga en cuenta su gravedad.

Artículo 5º
1. Todo Estado Parte dispondrá lo que 

sea necesario para instituir su jurisdicción 
sobre los delitos a que se refiere el artículo 
4 en los siguientes casos:

a) Cuando los delitos se cometan en 
cualquier territorio bajo su jurisdicción o a 
bordo de una aeronave o un buque matri-
culados en ese Estado;

b) Cuando el presunto delincuente sea 
nacional de ese Estado;

c) Cuando la víctima sea nacional de 
ese Estado y éste lo considere apropiado.

2. Todo Estado Parte tomará asimismo 
las medidas necesarias para establecer su 
jurisdicción sobre estos delitos en los ca-
sos en que el presunto delincuente se halle 
en cualquier territorio bajo su jurisdicción 
y dicho Estado no conceda la extradición, 
con arreglo al artículo 8, a ninguno de los 
Estados previstos en el párrafo 1 del pre-
sente artículo.

3. La presente Convención no excluye 
ninguna jurisdicción penal ejercida de con-
formidad con las leyes nacionales.

Artículo 6º
1. Todo Estado Parte en cuyo territorio 

se encuentre la persona de la que se supone 
que ha cometido cualquiera de los delitos a 
que se hace referencia en el artículo 4º, si, 
tras examinar la información de que dispo-
ne, considera que las circunstancias lo jus-
tifican, procederá a la detención de dicha 
persona o tomará otras medidas para ase-
gurar su presencia. La detención y demás 
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medidas se llevarán a cabo de conformidad 
con las leyes de tal Estado y se mantendrán 
solamente por el período que sea necesario 
a fin de permitir la iniciación de un proce-
dimiento penal o de extradición.

2. Tal Estado procederá inmediata-
mente a una investigación Preliminar de 
los hechos.

3. La persona detenida de conformidad 
con el párrafo 1 del presente artículo ten-
drá toda clase de facilidades para comuni-
carse inmediatamente con el representante 
correspondiente del Estado de su naciona-
lidad que se encuentre más próximo o, si se 
trata de un apátrida, con el representante 
del Estado en que habitualmente resida.

4. Cuando un Estado, en virtud del 
presente artículo, detenga a una persona, 
notificará inmediatamente tal detención y 
las circunstancias que la justifican a los Es-
tados a que se hace referencia en el párrafo 
1 del artículo 5. El Estado que proceda a 
la investigación preliminar prevista en el 
párrafo 2 del presente artículo comunica-
rá sin dilación sus resultados a los Estados 
antes mencionados e indicará si se propo-
ne ejercer su jurisdicción.

Artículo 7º
1. El Estado Parte en el territorio de 

cuya jurisdicción sea hallada la persona de la 
cual se supone que ha cometido cualquiera 
de los delitos a que se hace referencia en el 
artículo 4º, en los supuestos previstos en el 
artículo 5º, si no procede a su extradición, 
someterá el caso a sus autoridades compe-
tentes a efectos de enjuiciamiento.

2. Dichas autoridades tomarán su de-
cisión en las mismas condiciones que las 
aplicables a cualquier delito de carácter gra-
ve, de acuerdo con la legislación de tal Es-
tado. En los casos previstos en el párrafo 2 
del artículo 5, el nivel de las pruebas nece-
sarias para el enjuiciamiento o inculpación 
no será en modo alguno menos estricto 
que el que se aplica en los casos previstos 
en el párrafo 1 del artículo 5°.

3. Toda persona encausada en relación 
con cualquiera de los delitos mencionados 
en el artículo 4° recibirá garantías de un 
trato justo en todas las fases del procedi-
miento.

Artículo 8º
1. Los delitos a que se hace referencia 

en el artículo 4º se considerarán incluidos 
entre los delitos que dan lugar a extradición 
en todo tratado de extradición celebrado 
entre Estados Partes. Los Estados Partes 
se comprometen a incluir dichos delitos 
como caso de extradición en todo tratado 
de extradición que celebren entre sí en el 
futuro.

2. Todo Estado Parte que subordine la 
extradición a la existencia de un tratado, si 
recibe de otro Estado Parte con el que no 
tiene tratado al respecto una solicitud de 
extradición, podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesa-
ria para la extradición referente a tales deli-
tos. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigibles por el derecho del 
Estado requerido.

3. Los Estados Partes que no subor-
dinen la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán dichos delitos como 
casos de extradición entre ellos, a reserva 
de las condiciones exigidas por el derecho 
del Estado requerido.

4. A los fines de la extradición entre Es-
tados Partes, se considerará que los delitos 
se han cometido, no solamente en el lugar 
donde ocurrieron, sino también en el terri-
torio de los Estados obligados a establecer 
su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 
del artículo 5º.

Artículo 9º
1. Los Estados Partes se prestarán todo 

el auxilio posible en lo que respecta a cual-
quier procedimiento penal relativo a los 
delitos previstos en el artículo 4, inclusive 
el suministro de todas las pruebas necesa-
rias para el proceso que obren en su poder.
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2. Los Estados Partes cumplirán las 
obligaciones que les incumban en virtud 
del párrafo 1 del presente artículo de con-
formidad con los tratados de auxilio judi-
cial mutuo que existan entre ellos.

Artículo 10
1. Todo Estado Parte velará por que se 

incluyan una educación y una información 
completas sobre la prohibición de la tortu-
ra en la formación profesional del personal 
encargado de la aplicación de la ley, sea éste 
civil o militar, del personal médico, de los 
funcionarios públicos y otras personas que 
puedan participar en la custodia, el interro-
gatorio o el tratamiento de cualquier perso-
na sometida a cualquier forma de arresto, 
detención o prisión.

2. Todo Estado Parte incluirá esta pro-
hibición en las normas o instrucciones que 
se publiquen en relación con los deberes y 
funciones de esas personas.

Artículo 11
Todo Estado Parte mantendrá siste-

máticamente en examen las normas e ins-
trucciones, métodos y prácticas de interro-
gatoria, así como las disposiciones para la 
custodia y el tratamiento de las personas 
sometidas a cualquier forma de arresto, 
detención o prisión en cualquier territorio 
que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar 
todo caso de tortura.

Artículo 12
Todo Estado Parte velará por que, 

siempre que haya motivos razonables para 
creer que dentro de su jurisdicción se ha 
cometido un acto de tortura, las autorida-
des competentes procedan a una investiga-
ción pronta e imparcial.

Artículo 13
Todo Estado Parte velará por que toda 

persona que alegue haber sido sometida a 
tortura en cualquier territorio bajo su ju-
risdicción tenga derecho a presentar una 
queja y a que su caso sea pronta e impar-
cialmente examinado por sus autoridades 
competentes. Se tomarán medidas para 

asegurar que quien presente la queja y los 
testigos estén protegidos contra malos tra-
tos o intimidación como consecuencia de 
la queja o del testimonio prestado.

Artículo 14
1. Todo Estado Parte velará por que 

su legislación garantice a la víctima de un 
acto de tortura la reparación y el derecho 
a una indemnización justa y adecuada, in-
cluidos los medios para su rehabilitación lo 
más completa posible. En caso de muerte 
de la víctima como resultado de un acto de 
tortura, las personas a su cargo tendrán de-
recho a indemnización.

2. Nada de lo dispuesto en el presente 
artículo afectará a cualquier derecho de la 
víctima o de otra persona a indemnización 
que pueda existir con arreglo a las leyes na-
cionales.

Artículo 15
Todo Estado Parte se asegurará de que 

ninguna declaración que se demuestre que 
ha sido hecha como resultado de tortura 
pueda ser invocada como prueba en nin-
gún procedimiento, salvo en contra de una 
persona acusada de tortura como prueba 
de que se ha formulado la declaración.

Artículo 16
1. Todo Estado Parte se comprome-

terá a prohibir en cualquier territorio bajo 
su jurisdicción otros actos que constituyan 
tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes y que no lleguen a ser tortura 
tal como se define en el artículo 1, cuando 
esos actos sean cometidos por un funcio-
nario público u otra persona que actúe en 
el ejercicio de funciones oficiales, o por 
instigación o con el consentimiento o la 
aquiescencia de tal funcionario o persona. 
Se aplicarán, en particular, las obligaciones 
enunciadas en los artículos 10, 11, 12 y 13, 
sustituyendo las referencias a la tortura por 
referencias a otras formas de tratos o pe-
nas crueles, inhumanos o degradantes.

2. La presente Convención se enten-
derá sin perjuicio de lo dispuesto en otros 
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instrumentos internacionales o leyes na-
cionales que prohíban los tratos y las penas 
crueles, inhumanos o degradantes o que se 
refieran a la extradición o expulsión.

PARTE II
Artículo 17
1. Se constituirá un Comité contra la 

Tortura (denominado en adelante el Comi-
té), el cual desempeñará las funciones que 
se señalan más adelante. El Comité estará 
compuesto de diez expertos de gran inte-
gridad moral y reconocida competencia en 
materia de derechos humanos, que ejer-
cerán sus funciones a título personal. Los 
expertos serán elegidos por los Estados 
Partes teniendo en cuenta una distribución 
geográfica equitativa y la utilidad de la par-
ticipación de algunas personas que tengan 
experiencia jurídica.

2. Los miembros del Comité serán ele-
gidos en votación secreta de una lista de 
personas designadas por los Estados Par-
tes. Cada uno de los Estados Partes podrá 
designar una persona entre sus propios na-
cionales. Los Estados Partes tendrán pre-
senta la utilidad de designar personas que 
sean también miembros del Comité de De-
rechos Humanos establecido con arreglo al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y que estén dispuestas a prestar 
servicio en el Comité contra la Tortura.

3. Los miembros del Comité serán 
elegidos en reuniones bienales de los Es-
tados Partes convocadas por el Secretario 
General de las Naciones Unidas. En estas 
reuniones, para las cuales formarán quó-
rum dos tercios de los Estados Partes, se 
considerarán elegidos para el Comité los 
candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y la mayoría absoluta de los votos 
de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes.

4. La elección inicial se celebrará a más 
tardar seis meses después de la fecha de en-
trada en Vigor de la presente Convención. 
Al menos cuatro meses antes de la fecha 

de cada elección, el Secretario General de 
las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 
Estados Partes invitándoles a que presen-
ten sus candidaturas en un plazo de tres 
meses. El Secretario General preparará una 
lista por orden alfabético de todas las per-
sonas designadas de este modo, indicando 
los Estados Partes que las han designado, y 
la comunicará a los Estados Partes.

5. Los miembros del Comité serán ele-
gidos por cuatro años. Podrán ser reelegi-
dos si se presenta de nuevo su candidatura. 
No obstante, el mandato de cinco de los 
miembros elegidos en la primera elección 
expirará al cabo de dos años; inmediata-
mente después de la primera elección, el 
presidente de la reunión a que se hace refe-
rencia en el párrafo 3 del presente artículo 
designará por sorteo los nombres de esos 
cinco miembros.

6. Si un miembro del Comité muere 
o renuncia o por cualquier otra causa no 
puede ya desempeñar sus funciones en el 
Comité, el Estado Parte que presentó su 
candidatura designará entre sus naciona-
les a otro experto para que desempeñe sus 
funciones durante el resto de su mandato, 
a reserva de la aprobación de la mayoría de 
los Estados Partes. Se considerará otorga-
da dicha aprobación a menos que la mitad 
o más de los Estados Partes respondan 
negativamente dentro de un plazo de seis 
semanas a contar del momento en que el 
Secretario General de las Naciones Unidas 
les comunique la candidatura propuesta.

7. Los Estados Partes sufragarán los 
gastos de los miembros del Comité mien-
tras estos desempeñen sus funciones.

Artículo 18
1. El Comité elegirá su Mesa por un 

período de dos años. Los miembros de la 
Mesa podrán ser reelegidos.

2. El Comité establecerá su propio 
reglamento, en el cual se dispondrá entre 
otras cosas, que:

a) Seis miembros constituirán quórum;
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b) Las decisiones del Comité se toma-
rán por mayoría de votos de los miembros 
presentes.

3. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño efi-
caz de las funciones del Comité en virtud 
de la presente Convención.

4. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas convocará la primera reunión 
del Comité. Después de su primera reu-
nión, el Comité se reunirá en las ocasiones 
que se prevean en su reglamento.

5. Los Estados Partes serán responsa-
bles de los gastos que se efectúen en rela-
ción con la celebración de reuniones de los 
Estados Partes y del Comité, incluyendo el 
reembolso a las Naciones Unidas de cua-
lesquiera gastos, tales como los de personal 
y los de servicios, que hagan las Naciones 
Unidas conforme el párrafo 3 del presente 
artículo.

Artículo 19
1. Los Estados Partes presentarán al 

Comité, por conducto del Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas, los informes 
relativos a las medidas que hayan adoptado 
para dar efectividad a los compromisos que 
han contraído en virtud de la presente Con-
vención, dentro del plazo del año siguiente 
a la entrada en vigor de la Convención en 
lo que respecta al Estado Parte interesado. 
A partir de entonces, los Estados Partes 
presentarán informes suplementarios cada 
cuatro años sobre cualquier nueva dispo-
sición que se haya adoptado, así como los 
demás informes que solicite el Comité.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas transmitirá los informes a to-
dos los Estados Partes.

3. Todo informe será examinado por el 
Comité, el cual podrá hacer los comenta-
rios generales que considere oportunos y 
los transmitirá al Estado Parte interesado. 
El Estado Parte podrá responder al Comité 
con las observaciones que desee formular.

4. El Comité podrá, a su discreción, to-
mar la decisión de incluir cualquier comen-
tario que haya formulado de conformidad 
con el párrafo 3 del presente artículo, junto 
con las observaciones al respecto recibidas 
del Estado Parte interesado, en su informe 
anual presentado de conformidad con el 
artículo 24. Si lo solicitara el Estado Parte 
interesado, el Comité podrá también incluir 
copia del informe presentado en virtud del 
párrafo 1 del presente artículo.

Artículo 20
1. El Comité, si recibe información fia-

ble que a su juicio parezca indicar de forma 
fundamentada que se practica sistemática-
mente la tortura en el territorio de un Esta-
do Parte, invitará a ese Estado Parte a coo-
perar en el examen de la información y a tal 
fin presentar observaciones con respecto a 
la información de que se trate.

2. Teniendo en cuenta todas las obser-
vaciones que haya presentado el Estado 
Parte de que se trate, así como cualquier 
otra información pertinente de que dis-
ponga, el Comité podrá, si decide que ello 
está justificado, designar a uno o varios de 
sus miembros para que procedan a una in-
vestigación confidencial e informen urgen-
temente al Comité.

3. Si se hace una investigación confor-
me al párrafo 2 del presente artículo, el 
Comité recabará la cooperación del Esta-
do Parte de que se trate. De acuerdo con 
ese Estado Parte, tal investigación podrá 
incluir una visita a su territorio.

4. Después de examinar las conclusio-
nes presentadas por el miembro o miem-
bros conforme al párrafo 2 del presente 
artículo, el Comité transmitirá las conclu-
siones al Estado Parte de que se trate, jun-
to con las observaciones o sugerencias que 
estime pertinentes en vista de la situación.

5. Todas las actuaciones del Comité a 
las que se hace referencia en los párrafos 1 
a 4 del presente artículo serán confidencia-
les y se recabará la cooperación del Estado 
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Parte en todas las etapas de las actuaciones. 
Cuando se hayan concluido actuaciones 
relacionadas con una investigación hecha 
conforme al párrafo 2, el Comité podrá, 
tras celebrar consultas con el Estado Par-
te interesado, tomar la decisión de incluir 
un resumen de los resultados de la inves-
tigación en el informe anual que presente 
conforme al artículo 24.

Artículo 21
1. Con arreglo al presente artículo, todo 

Estado Parte en la presente Convención 
podrá declarar en cualquier momento que 
reconoce la competencia del Comité para 
recibir y examinar las comunicaciones en 
que un Estado Parte alegue que otro Esta-
do Parte no cumple las obligaciones que le 
impone la Convención. Dichas comunica-
ciones sólo se podrán admitir y examinar 
conforme al procedimiento establecido 
en este artículo si son presentadas por un 
Estado Parte que haya hecho una declara-
ción por la cual reconozca con respecto a 
sí mismo la competencia del Comité. El 
Comité no tramitará de conformidad con 
este artículo ninguna comunicación relati-
va a un Estado Parte que no haya hecho tal 
declaración. Las comunicaciones recibidas 
en virtud del presente artículo se tramita-
rán de conformidad con el procedimiento 
siguiente:

a) Si un Estado Parte considera que 
otro Estado Parte no cumple las disposi-
ciones de la presente Convención podrá 
señalar el asunto a la atención de dicho Es-
tado mediante una comunicación escrita. 
Dentro de un plazo de tres meses, contado 
desde la fecha de recibo de la comunica-
ción, el Estado destinatario proporcionará 
al Estado que haya enviado la comunica-
ción una explicación o cualquier otra de-
claración por escrito que aclare el asunto, 
la cual hará referencia, hasta donde sea 
posible y pertinente, a los procedimientos 
nacionales y a los recursos adoptados, en 
trámite o que puedan utilizarse al respecto;

b) Si el asunto no se resuelve a satisfac-
ción de los dos Estados Partes interesados 
en un plazo de seis meses contado desde 
la fecha en que el Estado destinatario haya 
recibido la primera comunicación, cual-
quiera de ambos Estados Partes interesa-
dos tendrá derecho a someterlo al Comité, 
mediante notificación dirigida al Comité y 
al otro Estado;

c) El Comité conocerá de todo asun-
to que se le someta en virtud del presen-
te artículo después de haberse cerciorado 
de que se han interpuesto y agotado en tal 
asunto todos los recursos de la jurisdicción 
interna de que se pueda disponer, de con-
formidad con los principios del derecho 
internacional generalmente admitidos. No 
se aplicará esta regla cuando la tramitación 
de los mencionados recursos se prolongue 
injustificadamente o no sea probable que 
mejore realmente la situación de la persona 
que sea víctima de la violación de la pre-
sente Convención;

d) El Comité celebrará sus sesiones a 
puerta cerrada cuando examine las comu-
nicaciones previstas en el presente artículo;

e) A reserva de las disposiciones del 
apartado c), el Comité pondrá sus buenos 
oficios a disposición de los Estados Partes 
interesados a fin de llegar a una solución 
amistosa del asunto, fundada en el respeto 
de las obligaciones establecidas en la pre-
sente Convención. A tal efecto, el Comité 
podrá designar, cuando proceda, una co-
misión especial de conciliación;

f) En todo asunto que se le someta en 
virtud del presente artículo, el Comité po-
drá pedir a los Estados Partes interesados 
a que se hace referencia en el apartado b) 
que faciliten cualquier información perti-
nente;

g) Los Estados Partes interesados a que 
se hace referencia en el apartado b) ten-
drán derecho a estar representados cuan-
do el asunto se examine en el Comité y a 
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presentar exposiciones verbalmente, o por 
escrito, o de ambas maneras;

h) El Comité, dentro de los doce meses 
siguientes a la fecha de recibo de la notifi-
cación mencionada en el apartado b), pre-
sentará un informe en el cual:

i) Si se ha llegado a una solución con 
arreglo a lo dispuesto en el apartado e), se 
limitará a una breve exposición de los he-
chos y de la solución alcanzada;

ii) Si no se ha llegado a ninguna solu-
ción con arreglo a lo dispuesto en el apar-
tado e), se limitará a una breve exposición 
de los hechos y agregará las exposiciones 
escritas y las actas de las exposiciones ver-
bales que hayan hecho los Estados Partes 
interesados.

En cada asunto, se enviará el informe a 
los Estados Partes interesados.

2. Las disposiciones del presente artí-
culo entrarán en vigor cuando cinco Esta-
dos Partes en la presente Convención ha-
yan hecho las declaraciones a que se hace 
referencia en el párrafo 1 de este artículo. 
Tales declaraciones serán depositadas por 
los Estados Partes en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, quien 
remitirá copia de las mismas a los demás 
Estados Partes. Toda declaración podrá 
retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario Gene-
ral. Tal retiro no será obstáculo para que 
se examine cualquier asunto que sea obje-
to de una comunicación ya transmitida en 
virtud de este artículo; no se admitirá en 
virtud de este artículo ninguna nueva co-
municación de un Estado Parte una vez 
que el Secretario General haya recibido la 
notificación de retiro de la declaración, a 
menos que el Estado Parte interesado haya 
hecho una nueva declaración.

Artículo 22
1. Todo Estado Parte en la presente 

Convención podrá declarar en cualquier 
momento, de conformidad con el presente 
artículo, que reconoce la competencia del 

Comité para recibir y examinar las comu-
nicaciones enviadas por personas someti-
das a su jurisdicción, o en su nombre, que 
aleguen ser víctimas de una violación por 
un Estado Parte de las disposiciones de la 
Convención. El Comité no admitirá ningu-
na comunicación relativa a un Estado Parte 
que no haya hecho esa declaración.

2. El Comité considerará inadmisible 
toda comunicación recibida de conformi-
dad con el presente artículo que sea anóni-
ma, o que, a su juicio, constituya un abuso 
del derecho de presentar dichas comuni-
caciones, o que sea incompatible con las 
disposiciones de la presente Convención.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo 2, el Comité señalará las comunica-
ciones que se le presenten de conformidad 
con este artículo a la atención del Estado 
Parte en la presente Convención que haya 
hecho una declaración conforme al párra-
fo 1 y respecto del cual se alegue que ha 
violado cualquier disposición de la Con-
vención. Dentro de un plazo de seis me-
ses, el Estado destinatario proporcionará al 
Comité explicaciones o declaraciones por 
escrito que aclaren el asunto y expongan, 
en su caso, la medida correctiva que ese 
Estado haya adoptado.

4. El comité examinará las comunica-
ciones recibidas de conformidad con el 
presente artículo, a la luz de toda la infor-
mación puesta a su disposición por la per-
sona de que se trate, o en su nombre, y por 
el Estado Parte interesado.

5. El Comité no examinará ninguna 
comunicación de una persona, presentada 
de conformidad con este artículo, a menos 
que se haya cerciorado de que:

a) La misma cuestión no ha sido, ni 
está siendo, examinada según otro proce-
dimiento de investigación o solución inter-
nacional;

b) La persona ha agotado todos los 
recursos de la jurisdicción interna de que 
se pueda disponer; no se aplicará esta regla 



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

cuando la tramitación de los mencionados 
recursos se prolongue injustificadamente o 
no sea probable que mejore realmente la 
situación de la persona que sea víctima de 
la violación de la presente Convención.

6. El Comité celebrará sus sesiones a 
puerta cerrada cuando examine las comu-
nicaciones previstas en el presente artículo.

7. El Comité comunicará su parecer al 
Estado Parte interesado y a la persona de 
que se trate.

8. Las disposiciones del presente artí-
culo entrarán en vigor cuando cinco Esta-
dos Partes en la presente Convención ha-
yan hecho las declaraciones a que se hace 
referencia en el párrafo 1 de este artículo. 
Tales declaraciones serán depositadas por 
los Estados Partes en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, quien 
remitirá copia de las mismas a los demás 
Estados Partes. Toda declaración podrá 
retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General. 
Tal retiro no será obstáculo para que se 
examine cualquier asunto que sea objeto de 
una comunicación ya transmitida en virtud 
de este artículo; no se admitirá en virtud de 
este artículo ninguna nueva comunicación 
de una persona, o hecha en su nombre, una 
vez que el Secretario General haya recibido 
la notificación de retiro de la declaración, a 
menos que el Estado Parte interesado haya 
hecho una nueva declaración.

Artículo 23
Los miembros del Comité y los miem-

bros de las comisiones especiales de con-
ciliación designados conforme el apartado 
e) del párrafo 1 del artículo 21 tendrán 
derecho a las facilidades, privilegios e in-
munidades que se conceden a los expertos 
que desempeñan misiones para las Nacio-
nes Unidas, con arreglo a lo dispuesto en 
las secciones pertinentes de la Convención 

sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas Resolución 22 A (I).

Artículo 24
El Comité presentará un informe anual 

sobre sus actividades en virtud de la pre-
sente Convención a los Estados Partes y a 
la Asamblea General de las Naciones Uni-
das.

PARTE III
Artículo 25
1. La presente Convención está abierta 

a la firma de todos los Estados.
2. La presente Convención está sujeta 

a ratificación. Los instrumentos de ratifica-
ción se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
La presente Convención está abierta a 

la adhesión de todos los Estados. La adhe-
sión se efectuará mediante el depósito de 
un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 27
1. La presente Convención entrará en 

vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión 
en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la pre-
sente Convención o se adhiera a ella des-
pués de haber sido depositado el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión, 
la Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratifi-
cación o de adhesión.

Artículo 28
1. Todo Estado podrá declarar, en el 

momento de la firma o ratificación de la 
presente Convención o de la adhesión a 
ella, que no reconoce la competencia del 
Comité según se establece en el artículo 20.

2. Todo Estado Parte que haya formu-
lado una reserva de conformidad con el 
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párrafo 1 del presente artículo podrá dejar 
sin efecto esta reserva en cualquier mo-
mento mediante notificación al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 29
1. Todo Estado Parte en la presente 

Convención podrá proponer una enmien-
da y depositarla en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Se-
cretario General comunicará la enmienda 
propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles 
que le notifiquen si desean que se convo-
que una conferencia de Estados Partes con 
el fin de examinar la propuesta y someterla 
a votación. Si dentro de los cuatro meses 
siguientes a la fecha de esa notificación 
un tercio al menos de los Estados Partes 
se declara a favor de tal convocatoria, el 
Secretario General convocará una confe-
rencia con los auspicios de las Naciones 
Unidas. Toda enmienda adoptada por la 
mayoría de Estados Partes presentes y vo-
tantes en la conferencia será sometida por 
el Secretario General a todos los Estados 
Partes para su aceptación.

2. Toda enmienda adoptada de confor-
midad con el párrafo 1 del presente artícu-
lo entrará en vigor cuando dos tercios de 
los Estados Partes en la presente Conven-
ción hayan notificado al Secretario General 
de las Naciones Unidas que la han acep-
tado de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales.

3. Cuando las enmiendas entren en 
vigor serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones de la presente 
Convención y por las enmiendas anteriores 
que hayan aceptado.

Artículo 30
1. Las controversias que surjan entre 

dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente 
Convención, que no puedan solucionarse 
mediante negociaciones, se someterán a 

arbitraje, a petición de uno de ellos. Si en 
el plazo de seis meses contados a partir de 
la fecha de presentación de la solicitud de 
arbitraje las Partes no consiguen ponerse 
de acuerdo sobre la forma del mismo, cual-
quiera de las Partes podrá someter la con-
troversia a la Corte Internacional de Justi-
cia, mediante una solicitud presentada de 
conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado, en el momento de la 
firma o ratificación de la presente Conven-
ción o de su adhesión a la misma, podrá 
declarar que no se considera obligado por 
el párrafo 1 del presente artículo. Los de-
más Estados Partes no estarán obligados 
por dicho párrafo ante ningún Estado Par-
te que haya formulado dicha reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formu-
lado la reserva prevista en el párrafo 2 del 
presente artículo podrá retirarla en cual-
quier momento notificándolo al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 31
1. Todo Estado Parte podrá denunciar 

la presente Convención mediante notifi-
cación hecha por escrito al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha 
en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General.

2. Dicha denuncia no eximirá al Estado 
Parte de las obligaciones que le impone la 
presente Convención con respecto a toda 
acción u omisión ocurrida antes de la fecha 
en que haya surtido efecto la denuncia, ni la 
denuncia entrañará tampoco la suspensión 
del examen de cualquier asunto que el Co-
mité haya empezado a examinar antes de la 
fecha en que surta efecto la denuncia.

3. A partir de la fecha en que surta 
efecto la denuncia de un Estado Parte, el 
Comité no iniciará el examen de ningún 
nuevo asunto referente a ese Estado.

Artículo 32
El Secretario General de las Naciones 

Unidas comunicará a todos los Estados 
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Miembros de las Naciones Unidas y a to-
dos los Estados que hayan firmado la pre-
sente Convención o se hayan adherido a 
ella:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesio-
nes con arreglo a los artículos 25 y 26;

b) La fecha de entrada en vigor de la 
presente Convención con arreglo al artícu-
lo 27, y la fecha de entrada en vigor de las 
enmiendas con arreglo al artículo 29;

c) Las denuncias con arreglo al artículo 
31.

Artículo 33
1. La presente Convención, cuyos tex-

tos en árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso son igualmente auténticos, se depo-
sitará en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas remitirá copias certificadas de 
la presente Convención a todos los Esta-
dos.

13- CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 

1989.

preámbulo

Los Estados Partes en la Convención,
Considerando que, de conformidad 

con los principios proclamados en la Carta 
de las Naciones Unidas, la libertad, la jus-
ticia y la paz en el mundo tienen por base 
el reconocimiento de la dignidad intrínseca 
y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana,

Teniendo presente que los pueblos de 
las Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en los derechos fundamenta-
les del hombre y en la dignidad y el valor 
de la persona humana, y su determinación 
de promover el progreso social y elevar el 
nivel de vida dentro de un concepto más 
amplio de la libertad,

Reconociendo que las Naciones Unidas 
han proclamado y acordado en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos y 
en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos que toda persona tiene todos los 
derechos y libertades enunciados en ellos, 
sin distinción alguna, por ejemplo, por mo-
tivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, na-
cimiento o cualquier otra condición,

Recordando que en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos las Naciones 
Unidas proclamaron que la infancia tiene 
derecho a cuidados y asistencia especiales,

Convencidos de que la familia, como 
elemento básico de la sociedad y medio 
natural para el crecimiento y el bienestar 
de todos sus miembros, y en particular de 
los niños, debe recibir la protección y asis-
tencia necesarias para poder asumir plena-
mente sus responsabilidades dentro de la 
comunidad,

Reconociendo que el niño, para el ple-
no y armonioso desarrollo de su persona-
lidad, debe crecer en el seno de la familia, 
en un ambiente de felicidad, amor y com-
prensión,

Considerando que el niño debe estar 
plenamente preparado para una vida in-
dependiente en sociedad y ser educado en 
el espíritu de los ideales proclamados en la 
Carta de las Naciones Unidas y, en particu-
lar, en un espíritu de paz, dignidad, toleran-
cia, libertad, igualdad y solidaridad,

Teniendo presente, que la necesidad de 
proporcionar al niño una protección espe-
cial ha sido enunciada en la Declaración de 
Ginebra de 1924 sobre los Derechos del 
Niño y en la Declaración de los Derechos 
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del Niño adoptada por las Naciones Uni-
das en 1959, y reconocida en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos, en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (en particular, en los artículos 
23 y 24), en el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales 
(en particular, en el artículo 10) y en los 
convenios constitutivos de los organismos 
especializados y de las organizaciones in-
ternacionales que se interesan en el bien-
estar del niño,

Teniendo presente que, como se indica 
en la Declaración de los derechos del Niño, 
adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1959, el niño, por su falta de madurez física 
y mental, necesita protección y cuidado es-
peciales, incluso la debida protección legal, 
tanto antes como después del nacimiento,

Recordando lo dispuesto en la Decla-
ración sobre los principios sociales y jurí-
dicos relativos a la protección y el bienestar 
de los niños con particular referencia a la 
adopción y la colocación en hogares de 
guarda en los planos nacional e internacio-
nal (resolución 41/85 de la Asamblea Ge-
neral, de 3 de diciembre de 1986), las Re-
glas mínimas de las Naciones Unidas para 
la administración de la justicia de menores 
(Reglas de Beijing) (resolución 40/33 de la 
Asamblea General, de 29 de noviembre de 
1985), y la Declaración sobre la protección 
de la mujer y en niño en estados de emer-
gencia o de conflicto armado (resolución 
3318 (XXIX) de la Asamblea General, de 
14 de diciembre de 1974),

Reconociendo que en todos los países 
del mundo hay niños que viven en con-
diciones excepcionalmente difíciles y que 
esos niños necesitan especial considera-
ción,

Teniendo debidamente en cuenta la 
importancia de las tradiciones y los valores 
culturales de cada pueblo en la protección 
y el desarrollo armonioso del niño,

Reconociendo la importancia de la 
cooperación internacional para el mejora-
miento de las condiciones de vida de los 
niños en todos los países, en particular en 
los países en desarrollo,

Han convenido lo siguiente:

PARTE IArtículo 1º
Para los efectos de la presente Conven-

ción, se entiende por niño todo ser huma-
no menor de 18 años de edad, salvo que, 
en virtud de la ley que le sea aplicable, haya 
alcanzado antes la mayoría de edad.

Artículo 2º
1. Los Estados Partes en la presente 

Convención respetarán las derechos enun-
ciados en esta Convención y asegurarán su 
aplicación a cada niño sujeto a su jurisdic-
ción, sin distinción alguna, independiente-
mente de la raza, el color, el sexo, el idio-
ma, la religión, la opinión política o de otra 
índole, el origen nacional, étnico o social, 
la posición económica, los impedimen-
tos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus 
tutores.

2. Los Estados Partes tomarán todas 
las medidas apropiadas para asegurar que 
el niño sea protegido contra toda forma 
de discriminación o castigo por causa de 
la condición, las actividades, las opiniones 
expresadas o las creencias de sus padres, de 
sus tutores o de sus familiares.

Artículo 3º
1. En todas las medidas concernientes 

a los niños, que tomen las instituciones pú-
blicas o privadas de bienestar social, los tri-
bunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen 
a asegurar al niño la protección y el cuida-
do que sean necesarios para su bienestar, 
teniendo en cuenta los derechos y deberes 
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de sus padres, tutores u otras personas res-
ponsables de él ante la ley y, con ese fin, 
tomarán todas las medidas legislativas y ad-
ministrativas adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de 
que las instituciones, servicios e instalacio-
nes responsables del cuidado o la protec-
ción de los niños se ajusten a las normas 
establecidas por las autoridades competen-
tes, especialmente en materia de seguridad, 
sanidad, número e idoneidad de su perso-
nal y supervisión competente.

Artículo 4º
Los Estados Partes adoptarán todas las 

medidas administrativas, legislativas y de 
otra índole apropiadas para dar efectividad 
a los derechos reconocidos en la presente 
Convención. En lo que respecta a los de-
rechos económicos, sociales y culturales, 
los Estados Partes adoptarán esas medidas 
de conformidad con los recursos de que 
dispongan y, cuando sea necesario, dentro 
del marco de la cooperación internacional.

Artículo 5º
Los Estados Partes respetarán las res-

ponsabilidades, los derechos y los deberes 
de los padres o, en su caso, de los fami-
liares o la comunidad, según establezca 
la costumbre local, de los tutores u otras 
personas encargadas legalmente del niño 
de impartirle, en consonancia con la evo-
lución de sus facultades, dirección y orien-
tación apropiadas para que el niño ejerza 
los derechos reconocidos en la presente 
Convención.

Artículo 6º
1. Los Estados Partes reconocen que 

todo niño tiene el derecho intrínseco a la 
vida.

2. Los Estados Partes garantizarán en 
la máxima medida posible la supervivencia 
y el desarrollo del niño.

Artículo 7º
1. El niño será registrado inmediata-

mente después de su nacimiento y tendrá 
derecho desde éste a un nombre, a adquirir 

una nacionalidad y, en la medida de lo po-
sible, a conocer sus padres y a ser cuidado 
por ellos.

2. Los Estados Partes velarán por la 
aplicación de estos derechos de conformi-
dad con su legislación nacional y las obli-
gaciones que hayan contraído en virtud 
de los instrumentos internacionales perti-
nentes en esta esfera, sobre todo cuando el 
niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8º
1. Los Estados Partes se comprometen 

a respetar el derecho del niño a preservar 
su identidad, incluidos la nacionalidad, 
nombre y relaciones familiares de confor-
midad con la ley sin injerencias ilícitas.

2. Cuando un niño sea privado ilegal-
mente de alguno de los elementos de su 
identidad o de todos ellos, los Estados 
Partes deberán prestar la asistencia y pro-
tección apropiadas con miras a restablecer 
rápidamente su identidad.

Artículo 9º
1. Los Estados Partes velarán por que 

el niño no sea separado de sus padres con-
tra la voluntad de estos, excepto cuando, a 
reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad 
con la ley y los procedimientos aplicables, 
que tal separación es necesaria en el inte-
rés superior del niño. Tal determinación 
puede ser necesaria en un caso particular, 
por ejemplo, en un caso en que el niño sea 
objeto de maltrato o descuido por parte de 
sus padres o cuando estos viven separados 
y debe adoptarse una decisión acerca del 
lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento enta-
blado de conformidad con el párrafo 1, 
se ofrecerá a todas las partes interesadas la 
oportunidad de participar en el y de dar a 
conocer sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el de-
recho del niño que esté separado de uno 
o de ambos padres a mantener relaciones 
personales y contacto directo con ambos 
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padres de modo regular, salvo si ello es 
contrario al interés superior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado 
de una medida adoptada por un Estado 
Parte, como la detención, el encarcela-
miento, el exilio, la deportación o el falle-
cimiento (incluido el fallecimiento debido 
a cualquier causa mientras la persona está 
encarcelada por el Estado) de uno de los 
padres o de ambos o bien del niño, el Esta-
do Parte proporcionará, cuando se le pida, 
a los padres, al niño o, si procede, a otro 
familiar, información básica acerca del pa-
radero del familiar o familiares ausentes, a 
no ser que ello resultase perjudicial para el 
bienestar del niño. Los Estados Partes se 
cerciorarán además de que la presentación 
de tal petición no entrañe por sí misma 
consecuencias desfavorables para él o los 
interesados.

Artículo 10
1. De conformidad con la obligación 

que incumbe a los Estados Partes a tenor 
de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
9, toda solicitud hecha por un niño o por 
sus padres para entrar en un Estado Parte 
o para salir de él a los efectos de la reunión 
de la familia será atendida por los Estados 
Partes de manera favorable, humanitaria 
y expeditiva. Los Estados Partes garanti-
zarán, además, que la presentación de tal 
petición no traerá consecuencias desfavo-
rables para los peticionantes ni para sus 
familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Es-
tados diferentes tendrá derecho a mante-
ner periódicamente, salvo en circunstan-
cias excepcionales, relaciones personales y 
contactos directos con ambos padres. Con 
tal fin, y de conformidad con la obligación 
asumida por los Estados Partes en virtud 
del párrafo 1 del artículo 9°, los Estados 
Partes respetarán el derecho del niño y 
de sus padres a salir de cualquier país, in-
cluido el propio, y de entrar en su propio 
país. El derecho de salir de cualquier país 

estará sujeto solamente a las restricciones 
estipuladas por ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad nacional, el or-
den público, la salud o la moral públicas o 
los derechos y libertades de otras personas 
y estén en consonancia con los demás de-
rechos reconocidos por la presente Con-
vención.

Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán medi-

das para luchar contra los traslados ilícitos 
de niños al extranjero y la retención ilícita 
de niños en el extranjero.

2. Para este fin, los Estados Partes pro-
moverán la conclusión de acuerdos bilate-
rales o multilaterales o la adhesión a acuer-
dos existentes.

Artículo 12
1. Los Estados Partes en la presente 

Convención garantizarán al niño que esté 
en condiciones de formarse un juicio pro-
pio el derecho de expresar su opinión li-
bremente en todos los asuntos que afectan 
al niño, teniéndose debidamente en cuenta 
las opiniones del niño, en función de la 
edad y madurez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al 
niño oportunidad de ser escuchado en 
todo procedimiento judicial o administra-
tivo que afecte al niño, ya sea directamente 
o por medio de un representante o de un 
órgano apropiado, de conformidad con las 
normas de procedimiento de la ley nacio-
nal.

Artículo 13
1. El niño tendrá derecho a la libertad 

de expresión, ese derecho incluirá la liber-
tad de buscar, recibir y difundir informa-
ciones e ideas de todo tipo, sin conside-
ración de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o impresas, en forma artística o por 
cualquier otro medio elegido por el niño.

2. El ejercicio de tal derecho podrá es-
tar sujeto a ciertas restricciones, que serán 
únicamente las que la ley prevea y sean ne-
cesarias:
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a) Para el respeto de los derechos o la 
reputación de los demás; o

b) Para la protección de la seguridad 
nacional o el orden público o para proteger 
la salud o la moral públicas.

Artículo 14
1. Los Estados Partes respetarán el de-

recho del niño a la libertad de pensamien-
to, de conciencia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los 
derechos y deberes de los padres y, en su 
caso, de los tutores, de impartir dirección al 
niño en el ejercicio de su derecho de modo 
conforme a la evolución de sus facultades.

3. La libertad de manifestar su religión 
o sus creencias sólo podrá ser objeto de las 
limitaciones prescritas por la ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el 
orden, la salud o la moral públicos o los 
derechos y libertades fundamentales de 
terceros.

Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocen los 

derechos del niño a la libertad de asocia-
ción y a la libertad de celebrar reuniones 
pacíficas.

2. No se impondrán restricciones al 
ejercicio de estos derechos distintas de las 
establecidas en conformidad con la ley y 
que sean necesarias en una sociedad demo-
crática, en interés de la seguridad nacional 
o pública, el orden público, la protección 
de la salud y la moral públicas o la protec-
ción de los derechos y libertades de terce-
ros.

Artículo 16
1. Los Estados Partes reconocen el de-

recho del niño a no ser objeto de injeren-
cias arbitrarias o ilegales en su vida privada, 
su familia, su domicilio o su corresponden-
cia, ni de ataques ilegales a su honra o a su 
reputación.

2. El niño tiene derecho a la protección 
de la ley contra tales injerencias o ataques.

Artículo 17
1. Los Estados Partes reconocen la im-

portante función que desempeñan los me-

dios de comunicación social y velarán por 
que el niño tenga acceso a información y 
material procedentes de diversas fuentes 
nacionales e internacionales, en especial la 
información y el material que tengan por 
finalidad promover su bienestar social, es-
piritual y moral y su salud física y mental. 
Con tal objeto, los Estados Partes:

a) Alentarán a los medios de comuni-
cación de masas a difundir información y 
materiales de interés social y cultural para 
el niño, de conformidad con el espíritu del 
artículo 29;

b) Promoverán la cooperación interna-
cional en la producción, el intercambio y la 
difusión de esa información y esos mate-
riales procedentes de diversas fuentes cul-
turales, nacionales e internacionales;

c) Alentarán la producción y difusión 
de libros para niños;

d) Alentarán a los medios de comunica-
ción de masas a que tengan particularmen-
te en cuenta las necesidades lingüísticas del 
niño perteneciente a un grupo minoritario 
o que sea indígena;

e) Promoverán la elaboración de di-
rectrices apropiadas para proteger al niño 
contra toda información y material perju-
dicial para su bienestar, teniendo en cuenta 
las disposiciones de los artículos 13 y 18.

Artículo 18
1. Incumbirá a los padres o, en su caso, 

a los tutores la responsabilidad primordial 
de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés 
superior del niño.

2. A los efectos de garantizar y pro-
mover los derechos enunciados en esta 
Convención, los Estados Partes prestarán 
la asistencia apropiada a los padres y a los 
tutores para el desempeño de sus funcio-
nes en lo que respecta a la crianza del niño 
y velarán por la creación de instituciones, 
instalaciones y servicios para el cuidado de 
los niños.

3. Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas apropiadas para que los niños 
cuyos padres trabajan tengan derecho a 



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

beneficiarse de los servicios e instalaciones 
de guarda de los niños a los que puedan 
acogerse.

Artículo 19
1. Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas legislativas, administrativas, so-
ciales y educativas apropiadas para prote-
ger al niño contra toda forma de violencia, 
perjuicio o abuso físico o mental, descuido 
o trato negligente, malos tratos o explota-
ción, incluido el abuso sexual, mientras el 
niño se encuentre bajo la custodia de los 
padres, de un tutor o de cualquier otra per-
sona que lo tenga a su cargo.

2. Esas medidas de protección deberían 
comprender, según corresponda, procedi-
mientos eficaces, para el establecimiento 
de programas sociales con objeto de pro-
porcionar la asistencia necesaria al niño y 
a quienes cuidan de él, así como para otras 
formas de prevención y para la identifica-
ción, notificación, remisión a una institu-
ción, investigación, tratamiento y observa-
ción ulterior de los casos antes descritos de 
malos tratos al niño y, según corresponda, 
la intervención judicial.

Artículo 20
1. Los niños temporal o permanen-

temente privados de su medio familiar, 
o cuyo superior interés exija que no per-
manezcan en ese medio, tendrán derecho 
a la protección y asistencia especiales del 
Estado.

2. Los Estados Partes asegurarán, de 
conformidad con sus leyes nacionales, 
otros tipos de cuidado para esos niños.

3. Entre esos cuidados figurarán, entre 
otras cosas, la colocación en otra familia, la 
Kafala del derecho islámico, la adopción, o 
de ser necesario la colocación en institucio-
nes adecuadas de protección de menores. 
Al considerar las soluciones, se prestará 
particular atención a la conveniencia de 
que haya continuidad en la educación del 
niño y a su origen étnico, religioso, cultural 
y lingüístico.

Artículo 21
Los Estados que reconocen y/o permi-

ten el sistema de adopción, cuidarán de que 
el interés superior del niño sea la conside-
ración primordial y:

a) Velarán por que la adopción del niño 
sólo sea autorizada por las autoridades 
competentes, las cuales determinarán con 
arreglo a las leyes y a los procedimientos 
aplicables sobre la base de toda la informa-
ción pertinente y fidedigna, que la adop-
ción es admisible en vista de la situación 
jurídica del niño en relación con sus pa-
dres, parientes y tutores, y que, cuando así 
se requiera, las personas interesadas hayan 
dado con conocimiento de causa su con-
sentimiento a la adopción sobre la base del 
asesoramiento que pueda ser necesario;

b) Reconocerán que la adopción por 
personas que residan en otro país puede 
ser considerada como otro medio de cui-
dar del niño, en el caso de que éste no pue-
da ser colocado en un hogar de guarda o 
entregado a una familia adoptiva o no pue-
da ser atendido de manera adecuada en el 
país de origen;

c) Velarán porque el niño objeto de 
adopción en otro país goce de salvaguar-
dias y normas equivalentes a las existentes 
respecto de la adopción por personas que 
residan en el mismo país;

d) Adoptarán todas las medidas apro-
piadas para garantizar que, en el caso de 
adopción por personas que residan en otro 
país, la colocación no dé lugar a beneficios 
financieros indebidos para quienes partici-
pan en ella;

e) Promoverán, cuando corresponda, 
los objetivos del presente artículo median-
te la concertación de arreglos o acuerdos 
bilaterales o multilaterales y se esforzarán, 
dentro de este marco, por garantizar que la 
colocación del niño en otro país se efectúe 
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por medio de las autoridades u organismos 
competentes.

Artículo 22
1. Los Estados Partes adoptarán medi-

das adecuadas para lograr que el niño que 
solicite el estatuto de refugiado o que sea 
considerado refugiado de conformidad 
con el derecho y los procedimientos inter-
nacionales o internos aplicables reciba, tan-
to si está solo como si está acompañado de 
sus padres o de cualquier otra persona, la 
protección y la asistencia humanitaria ade-
cuadas para el disfrute de los derechos per-
tinentes enunciados en esta Convención y 
en otros instrumentos internacionales de 
derechos humanos o de carácter humani-
tario en que dichos Estados sean partes.

2. A tal efecto, los Estados Partes coo-
perarán, en la forma que estimen apropia-
da, en todos los esfuerzos de las Naciones 
Unidas y demás organizaciones interna-
cionales competentes u organizaciones no 
gubernamentales que cooperen con las 
Naciones Unidas por proteger y ayudar a 
tal niño y localizar a los padres o a otros 
miembros de la familia de todo niño re-
fugiado, a fin de obtener la información 
necesaria para que se reúna con su familia. 
En los casos en que no se pueda localizar 
a ninguno de los padres o miembros de la 
familia, se concederá al niño la misma pro-
tección que a cualquier otro niño privado 
permanente o temporalmente de su medio 
familiar, por cualquier motivo, como se 
dispone en la presente Convención.

Artículo 23
1. Los Estados Partes reconocen que el 

niño mental o físicamente impedido debe-
rá disfrutar de una vida plena y decente en 
condiciones que aseguren dignidad, permi-
tan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten 
la participación activa del niño en la comu-
nidad.

2. Los Estados Partes reconocen el 
derecho del niño impedido a recibir cui-
dados especiales y alentarán y asegurarán, 

con sujeción a los recursos disponibles, 
la prestación al niño que reúna las condi-
ciones requeridas y a los responsables de 
su cuidado de la asistencia que se solicite 
y que sea adecuada al estado del niño y a 
las circunstancias de sus padres o de otras 
personas que cuiden de él.

3. En atención a las necesidades es-
peciales del niño impedido, la asistencia 
que se preste conforme al párrafo 2 será 
gratuita siempre que sea posible, habida 
cuenta de la situación económica de los 
padres o de las otras personas que cuiden 
del niño, y estará destinada a asegurar que 
el niño impedido tenga un acceso efectivo 
a la educación, la capacitación, los servicios 
sanitarios, los servicios de rehabilitación, la 
preparación para el empleo y las oportuni-
dades de esparcimiento y reciba tales ser-
vicios en forma conducente a que el niño 
logre la integración social y el desarrollo 
individual, incluido su desarrollo cultural 
y espiritual, en la máxima medida posible.

4. Los Estados Partes promoverán, con 
espíritu de cooperación internacional, el 
intercambio de información adecuada en 
la estera de la atención sanitaria preventi-
va y del tratamiento médico, psicológico y 
funcional de los niños impedidos, incluida 
la difusión de la información sobre los mé-
todos de rehabilitación y los servicios de 
enseñanza y formación profesional, así 
como el acceso a esa información a fin de 
que los Estados Partes puedan mejorar su 
capacidad y conocimientos y ampliar su 
experiencia en estas esferas. A este respec-
to, se tendrán especialmente en cuenta las 
necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 24
1. Los Estados Partes reconocen el de-

recho del niño al disfrute del más alto nivel 
posible de salud y a servicios para el trata-
miento de las enfermedades y la rehabilita-
ción de la salud. Los Estados Partes se es-
forzarán por asegurar que ningún niño sea 
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privado de su derecho al disfrute de esos 
servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la ple-
na aplicación de este derecho y, en particu-
lar, adoptarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la 
niñez;

b) Asegurar la prestación de la asisten-
cia médica y la atención sanitaria que sean 
necesarias a todos los niños, haciendo hin-
capié en el desarrollo de la atención prima-
ria de salud;

c) Combatir las enfermedades y la mal-
nutrición en el marco de la atención prima-
ria de salud mediante, entre otras cosas, la 
aplicación de tecnologías de fácil acceso y 
el suministro de alimentos nutritivos ade-
cuados y agua potable salubre, teniendo en 
cuenta los peligros y riesgos de contamina-
ción del medio ambiente;

d) Asegurar atención sanitaria apropia-
da a las mujeres embarazadas;

e) Asegurar que todos los sectores de 
la sociedad, y en particular los padres y los 
niños, conozcan los principios básicos de 
la salud y la nutrición de los niños, las ven-
tajas de la lactancia materna, la higiene y 
el saneamiento ambiental y las medidas de 
prevención de accidentes, tengan acceso a 
la educación pertinente y reciban apoyo en 
la aplicación de esos conocimientos;

f) Desarrollar la atención preventiva 
de la salud, la orientación a los padres y la 
educación y servicios en materia de planifi-
cación de la familia;

3. Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas eficaces y apropiadas posibles 
para abolir las prácticas tradicionales que 
sean perjudiciales para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprome-
ten a promover y alentar la cooperación 
internacional con miras a lograr progresi-
vamente la plena realización del derecho 
reconocido en este artículo. A este respec-
to, se tendrán plenamente en cuenta las ne-
cesidades de los países en desarrollo.

Artículo 25
Los Estados Partes reconocen el de-

recho del niño que ha sido internado en 
un establecimiento por las autoridades 
competentes para los fines de atención, 
protección o tratamiento de su salud física 
o mental, a un examen periódico del tra-
tamiento a que esté sometido y de todas 
las demás circunstancias propias de su in-
ternación.

Artículo 26
1. Los Estados Partes reconocerán a 

todos los niños el derecho a beneficiarse de 
la seguridad social incluso del seguro social 
y adoptarán las medidas necesarias para lo-
grar la plena realización de este derecho de 
conformidad con la legislación nacional.

2. Las prestaciones deberían conce-
derse, cuando corresponda, teniendo en 
cuenta los recursos y la situación del niño y 
de las personas que sean responsables del 
mantenimiento del niño, así como cual-
quier otra consideración pertinente a una 
solicitud de prestaciones hecha por el niño 
o en su nombre.

Artículo 27
1. Los Estados Partes reconocen el 

derecho de todo niño a un nivel de vida 
adecuado para su desarrollo físico, mental, 
espiritual, moral y social.

2. A los padres u otras personas res-
ponsables por el niño les incumbe la res-
ponsabilidad primordial de proporcionar, 
dentro de sus posibilidades y medios eco-
nómicos, las condiciones de vida que sean 
necesarias para el desarrollo del niño.

3. Los Estados Partes, de acuerdo con 
las condiciones nacionales y con arreglo a 
sus medios, adoptarán medidas apropiadas 
para ayudar a los padres y a otras personas 
responsables por el niño a dar efectividad a 
este derecho y, en caso necesario, propor-
cionarán asistencia material y programas 
de apoyo, particularmente con respecto a 
la nutrición, el vestuario y la vivienda.



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

4. Los Estados Partes tomarán todas 
las medidas apropiadas para asegurar el 
pago de la pensión alimenticia por parte 
de los padres u otras personas que tengan 
la responsabilidad financiera por el niño, 
tanto si viven en el Estado Parte como si 
viven en el extranjero. En particular, cuan-
do la persona que tenga la responsabilidad 
financiera por el niño resida en un país di-
ferente de aquél en que resida el niño, los 
Estados Partes promoverán la adhesión a 
los convenios internacionales o la conclu-
sión de dichos convenios, así como la con-
certación de cualesquiera otros arreglos 
apropiados.

Artículo 28
1. Los Estados Partes reconocen el de-

recho del niño a la educación y, con objeto 
de conseguir progresivamente y en condi-
ciones de igualdad de oportunidades ese 
derecho, deberán en particular:

a) Implantar la enseñanza primaria 
obligatoria y gratuita para todos;

b) Fomentar el desarrollo, en sus dis-
tintas formas, de la enseñanza secundaria, 
incluida la enseñanza general y profesional, 
hacer que dispongan de ella y tengan acce-
so a ella todos los niños y adoptar medidas 
apropiadas tales como la implantación de 
la enseñanza gratuita y la concesión de asis-
tencia financiera en caso de necesidad;

c) Hacer la enseñanza superior accesi-
ble a todos, sobre la base de la capacidad, 
por cuantos medios sean apropiados;

d) Hacer disponibles y accesibles a to-
dos los niños la información y orientación 
en cuestiones educacionales y profesiona-
les;

e) Adoptar medidas para fomentar la 
asistencia regular a las escuelas y reducir las 
tasas de abandono escolar.

2. Los Estados Partes adoptarán cuan-
tas medidas sean adecuadas para velar por 
que la disciplina escolar se administre de 
modo compatible con la dignidad humana 

del niño y de conformidad con la presente 
Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y 
alentarán la cooperación internacional en 
cuestiones de educación, en particular a fin 
de contribuir a eliminar la ignorancia y el 
analfabetismo en todo el mundo y de faci-
litar el acceso a los conocimientos técnicos 
y a los métodos modernos de enseñanza. 
A este respecto, se tendrán especialmente 
en cuenta las necesidades de los países en 
desarrollo.

Artículo 29
1. Los Estados Partes convienen en 

que la educación del niño deberá estar en-
caminada a:

a) El desarrollo de la personalidad, las 
aptitudes y la capacidad mental y física del 
niño hasta su máximo potencial;

b) El desarrollo del respeto de los dere-
chos humanos y las libertades fundamen-
tales y de los principios consagrados en la 
Carta de las Naciones Unidas;

c) El desarrollo del respeto de los pa-
dres del niño, de su propia identidad cul-
tural, de su idioma y de sus valores, de los 
valores nacionales del país en que vive el 
niño, del país de que sea originario y de las 
civilizaciones distintas de la suya;

d) La preparación del niño para una 
vida responsable en una sociedad libre, con 
espíritu de comprensión, paz, tolerancia, 
igualdad de los sexos y amistad entre to-
dos los pueblos, grupos étnicos, nacionales 
y religiosos y personas de origen indígena;

e) El desarrollo del respecto del medio 
ambiente natural.

2. Nada de lo dispuesto en este artículo 
o en el artículo 28 se interpretará como una 
restricción de la libertad de los particulares 
y de las entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de 
que se respeten los principios enunciados 
en el párrafo 1 de este artículo y de que la 
educación impartida en tales instituciones 



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

se ajuste a las normas mínimas que pres-
criba el Estado.

Artículo 30
En los Estados en que existan minorías 

étnicas, religiosas o lingüísticas o personas 
de origen indígena, no se negará a un niño 
que pertenezca a tales minorías o que sea 
indígena el derecho que le corresponde, 
en común con los demás miembros de 
su grupo, a tener su propia vida cultural, 
a profesar y practicar su propia religión, o a 
emplear su propio idioma.

Artículo 31
1. Los Estados Partes reconocen el 

derecho del niño al descanso y el esparci-
miento, al juego y a las actividades recrea-
tivas apropiadas para su edad y a participar 
libremente en la vida cultural y en las artes.

2. Los Estados Partes respetarán y pro-
moverán el derecho del niño a participar 
plenamente en la vida cultural y artística y 
propiciarán oportunidades apropiadas, en 
condiciones de igualdad, de participar en 
la vida cultural, artística, recreativa y de es-
parcimiento.

Artículo 32
1. Los Estados Partes reconocen el 

derecho del niño a estar protegido contra 
la explotación económica y contra el des-
empeño de cualquier trabajo que pueda ser 
peligroso o entorpecer su educación, o que 
sea nocivo para su salud o para su desarro-
llo físico, mental, espiritual, moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medi-
das legislativas y administrativas, sociales y 
educacionales para asegurar la aplicación de 
este artículo. Con ese propósito y teniendo 
en cuenta las disposiciones pertinentes de 
otros instrumentos internacionales, los Es-
tados Partes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas 
para trabajar;

b) Dispondrán la reglamentación apro-
piada de los horarios y condiciones de tra-
bajo; y

c) Estipularán las penalidades u otras 
sanciones apropiadas para asegurar la apli-
cación eficaz de este artículo.

Artículo 33
Los Estados Partes adoptarán todas 

las medias apropiadas, incluso medidas 
legislativas, sociales y educacionales, para 
proteger a los niños del uso ilícito de los 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas 
enumerados en los tratados internaciona-
les pertinentes, y para impedir que se utilice 
a niños en la producción y el tráfico ilícitos 
de esas sustancias.

Artículo 34
Los Estados Partes se comprometen 

a proteger al niño contra todas las formas 
de explotación y abuso sexuales. Con este 
fin, los Estados Partes tomarán, en particu-
lar, todas las medidas de carácter nacional, 
bilateral y multilateral que sean necesarias 
para impedir:

a) La incitación o la coacción para que 
un niño se dedique a cualquier actividad 
sexual ilegal;

b) La explotación del niño en la pros-
titución u otras prácticas sexuales ilegales;

c) La explotación del niño en espectá-
culos o materiales pornográficos.

Artículo 35
Los Estados Partes tomarán todas las 

medidas de carácter nacional, bilateral y 
multilateral que sean necesarias para impe-
dir el secuestro, la venta o la trata de niños 
para cualquier fin o en cualquier forma.

Artículo 36
Los Estados Partes en la presente Con-

vención protegerán al niño contra todas 
las otras formas de explotación que sean 
perjudiciales para cualquier aspecto de su 
bienestar.

Artículo 37
Los Estados Partes velarán porque:
a) Ningún niño sea sometido a tortu-

ras ni a otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes. En particular, no se 
impondrá la pena capital ni la de prisión 
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perpetua sin posibilidad de excarcelación 
por delitos cometidos por menores de 18 
años de edad.

b) Ningún niño será privado de su li-
bertad ilegal o arbitrariamente. La deten-
ción, encarcelamiento o prisión de un niño 
se utilizará tan solo como medida de últi-
mo recurso y durante el período más breve 
que proceda.

c) Todo niño privado de libertad será 
tratado con la humanidad y respeto que 
merece la dignidad inherente a la persona 
humana, y de manera que se tengan en 
cuenta las necesidades físicas, sociales, cul-
turales, morales y psicológicas de las per-
sonas de su edad. En particular, todo niño 
privado de libertad estará separado de los 
adultos, a menos que ello se considere con-
trario al interés superior del niño, y tendrá 
derecho a mantener contacto con su fami-
lia por medio de correspondencia y de vi-
sitas, salvo en circunstancias excepcionales.

d) Todo niño privado de su libertad 
tendrá derecho a un pronto acceso a la 
asistencia jurídica y otra asistencia adecua-
da, así como derecho a impugnar la lega-
lidad de la privación de su libertad ante 
un tribunal u otra autoridad competente, 
imparcial e independiente, y a una pronta 
decisión sobre dicha acción.

Artículo 38
1. Los Estados Partes se comprometen 

a respetar y velar por que se respeten las 
normas del derecho internacional humani-
tario que son aplicables a ellos en los con-
flictos armados que sean pertinentes para 
el niño.

2. Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas posibles para asegurar que las 
personas que aún no hayan cumplido los 
15 años de edad no participen directamen-
te en las hostilidades.

3. Los Estados Partes se abstendrán de 
reclutar en las fuerzas armadas a las per-
sonas que no hayan cumplido los 15 años 
de edad. Si reclutan personas mayores de 

15 años, pero menores de 18, los Estados 
Partes procurarán dar prioridad a los de 
más edad.

4. De conformidad con las obligacio-
nes dimanadas del derecho internacional 
humanitario de proteger a la población 
civil durante los conflictos armados, los 
Estados Partes adoptarán todas las medi-
das posibles para asegurar la protección y 
el cuidado de los niños afectados por un 
conflicto armado.

Artículo 39
Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas apropiadas para promover la 
recuperación física y psicológica y la reinte-
gración social de todo niño víctima de: cua-
lesquier formas de abandono, explotación, 
o abuso, tortura u otra forma de tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes; 
o conflictos armados. Esa recuperación y 
reintegración se llevarán a cabo en un am-
biente que fomente la salud, el respeto de 
sí mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el de-

recho de todo niño que sea considerado, 
acusado o declarado culpable de infringir 
las leyes penales a ser tratado se manera 
acorde con el fomento de su sentido de la 
dignidad y el valor, que fortalezca el res-
peto del niño por los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de terceros 
y en la que se tenga en cuenta la edad del 
niño y la importancia de promover la rein-
tegración del niño y de que éste asuma una 
función constructiva en la sociedad.

2. Con ese fin, y habida cuenta de las 
disposiciones pertinentes de los instru-
mentos internacionales, los Estados Partes 
garantizarán, en particular que:

a) Ningún niño sea considerado, acu-
sado o declarado culpable de infringir las 
leyes penales por actos u omisiones que no 
estaban prohibidos por las leyes nacionales 
o internacionales en el momento en que se 
cometieron.
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b) El niño considerado culpable o acu-
sado de infringir las leyes penales tenga, 
por lo menos, las siguientes garantías:

i) Será presumido inocente mientras 
no se pruebe su culpabilidad conforme a 
la ley;

ii) Será informado sin demora y direc-
tamente de los cargos que pesan contra 
él, y en casos apropiados, por intermedio 
de sus padres o su tutor, y dispondrá de 
asistencia jurídica u otra asistencia adecua-
da en la preparación y presentación de su 
defensa;

iii) La causa será dirimida sin demora 
por una autoridad u órgano judicial com-
petente, independiente e imparcial en una 
audiencia equitativa conforme a ley, en pre-
sencia de un asesor jurídico u otro tipo de 
asesor adecuado, a menos que se considere 
que ello serla contrario al mejor interés del 
niño, teniendo en cuenta en particular su 
edad o situación, sus padres o tutores;

iv) No será obligado a prestar testimo-
nio o a declararse culpable, y podrá interro-
gar o hacer que se interrogue a testigos de 
cargo y obtener la participación e interro-
gatorio de testigos en su favor en condicio-
nes de igualdad;

En caso de que se considere que ha 
infringido las leyes penales, esta decisión y 
toda medida impuesta como consecuencia 
de la misma será sometida a una autoridad 
u órgano judicial superior competente, 
independiente e imparcial, conforme a lo 
prescrito por la ley;

vi) El niño tendrá la libre asistencia de 
un intérprete si no comprende o no habla 
el idioma utilizado;

vii) Se respetará plenamente su vida pri-
vada en todas las fases del procedimiento.

3. Los Estados Panes tomarán todas 
las medidas apropiadas para promover el 
establecimiento de leyes, procedimientos, 
autoridades e instituciones aplicables espe-
cíficamente a los niños que sean conside-
rados, acusados o declarados culpables de 

infringir las leyes penales y, en particular, 
examinarán:

a) La posibilidad de establecer una edad 
mínima antes de la cual se supondrá que 
los niños no tienen capacidad para infringir 
las leyes penales;

b) Siempre que sea apropiado, la con-
veniencia de tratar a esos niños sin recurrir 
a procedimientos judiciales, respetando 
plenamente los derechos humanos y las 
salvaguardias jurídicas.

4. Se dispondrá de diversas disposi-
ciones, tales como el cuidado, las órdenes 
de orientación y supervisión, el asesora-
miento, la libertad vigilada, la colocación 
familiar, los programas de enseñanza y for-
mación profesional, así como otras posibi-
lidades alternativas a la internación en ins-
tituciones, asegurándose de que los niños 
sean tratados de manera apropiada para su 
bienestar y que guarde proporción tanto 
con las circunstancias como con el delito.

Artículo 41
Nada de lo dispuesto en la presente 

Convención afectará a las disposiciones 
que sean más conducentes a la realización 
de los derechos del niño y que puedan estar 
recogidas en:

a) el derecho de un Estado Parte; o
b) el derecho internacional vigente con 

respecto a dicho Estado.
PARTE II

Artículo 42
Los Estados Partes se comprometen a 

dar a conocer ampliamente los principios 
y disposiciones de la Convención por me-
dios eficaces y apropiados, tanto a los adul-
tos como a los niños.

Artículo 43
1. Con la finalidad de examinar los 

progresos realizados en el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas por los Es-
tados Partes en la presente Convención, se 
establecerá un Comité de los Derechos del 
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Niño que desempeñará las funciones que a 
continuación se estipulan.

2. El Comité estará integrado por diez 
expertos de gran integridad moral y reco-
nocida competencia en las esferas regula-
das por la Convención. Los miembros del 
Comité serán elegidos por los Estados Par-
tes entre sus nacionales y ejercerán sus fun-
ciones a título personal, teniéndose debida-
mente en cuenta la distribución geográfica, 
así como los principales sistemas jurídicos.

3. Los miembros del Comité serán ele-
gidos, en votación secreta, de una lista de 
personas designadas por los Estados Par-
tes. Cada Estado podrá designar una per-
sona escogida entre sus propios nacionales.

4. La elección inicial se celebrará a más 
tardar seis meses después de la entrada en 
vigor de la presente Convención y ulterior-
mente cada dos años. Con cuatro meses, 
como mínimo, de antelación respecto de la 
fecha de cada elección, el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas dirigirá una car-
ta a los Estados Partes invitándoles a que 
presenten sus candidaturas en un plazo de 
dos meses. El Secretario General prepa-
rará después una lista en la que figurarán 
por orden alfabético todos los candidatos 
propuestos, con indicación de los Estados 
Partes que los hayan designado, y la comu-
nicará a los Estados Partes en la presente 
Convención.

5. Las elecciones se celebrarán en una 
reunión de los Estados Partes convocada 
por el Secretario General en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esa reunión, en la que 
la presencia de dos tercios de los Estados 
Partes constituirá quórum, las personas se-
leccionadas para formar parte del Comité 
serán aquellos candidatos que obtengan 
el mayor número de votos y una mayoría 
absoluta de los votos de los representantes 
de los Estados Partes presentes y votantes.

6. Los miembros del Comité serán ele-
gidos por un período de cuatro años. Po-
drán ser reelegidos si se presenta de nuevo 

su candidatura. El mandato de cinco de los 
miembros elegidos en la primera elección 
expirará al cabo de dos años; inmediata-
mente después de efectuada la primera 
elección, el Presidente de la reunión en que 
ésta se celebre elegirá por sorteo los nom-
bres de esos cinco miembros.

7. Si un miembro del Comité muere 
o dimite o declara que por cualquier otra 
causa no puede seguir desempeñando sus 
funciones en el Comité, el Estado Parte 
que propuso a ese miembro designará en-
tre sus propios nacionales a otro experto 
para ejercer el mandato hasta su término, a 
reserva de la aprobación del Comité.

8. El Comité adoptará su propio regla-
mento.

9. El Comité elegirá su Mesa por un pe-
ríodo de dos años.

10. Las reuniones del Comité se ce-
lebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en cualquier otro lugar 
conveniente que determine el Comité. El 
Comité se reunirá normalmente todos los 
años. La duración de las reuniones del Co-
mité será determinada y revisada, si proce-
diera, por una reunión de los Estados Par-
tes en la presente Convención, a reserva de 
la aprobación de la Asamblea General.

Artículo 44
1. Los Estados Partes se comprometen 

a presentar al Comité, por conducto del 
Secretario General de las Naciones Uni-
das, informes sobre las medidas que hayan 
adoptado para dar efecto a los derechos 
reconocidos en la Convención y sobre el 
progreso que hayan realizado en cuanto al 
goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de 
la fecha en la que para cada Estado Parte 
haya entrado en vigor la presente Conven-
ción;

b) En lo sucesivo, cada cinco años.
2. Los informes preparados en virtud 

del presente artículo deberán indicar las 
circunstancias y dificultades, si las hubiere, 
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en que haya sido depositado el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión 
en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la 
Convención o se adhiera a ella después 
de haber sido depositado el vigésimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión, la 
Convención entrará en vigor el trigésimo 
día después del depósito por tal Estado de 
su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 50
1. Todo Estado Parte podrá proponer 

una enmienda y depositarla en poder del 
Secretario General de las Naciones Uni-
das. El Secretario General comunicará la 
enmienda propuesta a los Estados Partes, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que 
se convoque una conferencia de Estados 
Partes con el fin de examinar la propuesta y 
someterla a votación. Si dentro de los cua-
tro meses siguientes a la fecha de esa noti-
ficación un tercio, al menos, de los Estados 
Partes se declara en favor de tal convoca-
toria, el Secretario General convocará una 
conferencia con el auspicio de las Nacio-
nes Unidas. Toda enmienda adoptada por 
la mayoría de Estados Partes, presentes y 
votantes en la conferencia, será sometida 
por el Secretario General a todos los Esta-
dos Partes para su aceptación.

2. Toda enmienda adoptada de con-
formidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor cuando haya sido 
aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y aceptada por una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes.

3. Cuando las enmiendas entren en 
vigor serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones de la presente 

Convención y por las enmiendas anteriores 
que hayan aceptado.

Artículo 51
1. El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas recibirá y comunicará a todos 
los Estados el texto de las reservas formu-
ladas por el Estado en el momento de la 
ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva in-
compatible con el objeto y el propósito de 
la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en 
cualquier momento por medio de una no-
tificación hecha a ese efecto y dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará a todos los Estados. Esa 
notificación surtirá efecto en la fecha de su 
recepción por el Secretario General.

Artículo 52
Todo Estado Parte podrá denunciar 

la presente Convención mediante notifi-
cación hecha por escrito al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha 
en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General.

Artículo 53
Se designa depositario de la presente 

Convención al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Artículo 54
El original de la presente Convención, 

cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténti-
cos, se depositará en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

En testimonio de lo cual, los infrascri-
tos plenipotenciarios, debidamente autori-
zados para ello por sus respectivos gobier-
nos, han firmado la presente Convención.

Hecho en Nueva York el 20 de no-
viembre 1989.

14- CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS  
      DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979. 
Entró en vigor el 3 de septiembre de 1981.
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que afecten al grado de cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de la presente 
Convención. Deberán asimismo, contener 
información suficiente para que el Comité 
tenga cabal comprensión de la aplicación 
de la Convención en el país de que se trate.

3. Los Estados Partes que hayan pre-
sentado un informe inicial completo al 
Comité no necesitan repetir en sucesivos 
informes presentados de conformidad con 
lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 
la información básica presentada anterior-
mente.

4. El Comité podrá pedir a los Estados 
Partes más información relativa a la aplica-
ción de la Convención.

5. El Comité presentará cada dos años a 
la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, por conducto del Consejo Económico 
y Social, informes sobre sus actividades.

6. Los Estados Partes tendrán sus in-
formes a la amplia disposición del público 
de sus países respectivos.

Artículo 45
Con el objeto de fomentar la aplicación 

efectiva de la Convención y de estimular la 
cooperación internacional en la esfera re-
gulada por la Convención:

a) Los organismos especializados, el 
UNICEF y demás órganos de las Nacio-
nes Unidas tendrán derecho a estar re-
presentados en el examen de la aplicación 
de aquellas disposiciones de la presente 
Convención comprendidas en el ámbito 
de su mandato. El Comité podrá invitar 
a los organismos especializados, al UNI-
CEF y a otros órganos competentes que 
considere apropiados a que proporcionen 
asesoramiento especializado sobre la apli-
cación de la Convención en los sectores 
que son de incumbencia de sus respectivos 
mandatos. El Comité podrá invitar a los 
organismos especializados, al UNICEF y 
demás órganos de las Naciones Unidas a 
que presenten informes sobre la aplicación 
de aquellas disposiciones de la presente 

Convención comprendidas en el ámbito 
de sus actividades;

b) El Comité transmitirá, según esti-
me conveniente, a los organismos espe-
cializados, al UNICEF y a otros órganos 
competentes, los informes de los Estados 
Partes que contengan una solicitud de ase-
soramiento o de asistencia técnica, o en los 
que se indique esa necesidad, junto con las 
observaciones y sugerencias del Comité, 
si las hubiere, acerca de esas solicitudes o 
indicaciones;

c) El Comité podrá recomendar a la 
Asamblea General que pida al Secretario 
General que efectúe, en su nombre, estu-
dios sobre cuestiones concretas relativas a 
los derechos del niño;

d) El Comité podrá formular sugeren-
cias y recomendaciones generales basadas 
en la información recibida en virtud de 
los artículos 44 y 45 de la presente Con-
vención. Dichas sugerencias y recomen-
daciones generales deberán transmitirse a 
los Estados Partes interesados y notificarse 
a la Asamblea General, junto con los co-
mentarios, si los hubiere, de los Estados 
Partes.

PARTE III
Artículo 46
La presente Convención estará abierta 

a la firma de todos los Estados.
Artículo 47
La presente Convención está sujeta a 

ratificación. Los instrumentos de ratifica-
ción se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 48
La presente Convención permanecerá 

abierta a la adhesión de cualquier Estado. 
Los instrumentos de adhesión serán depo-
sitados en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas.

Artículo 49
1. La presente Convención entrará en 

vigor el trigésimo día siguiente a la fecha 
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Los Estados Partes en la presente 
Convención,

Considerando que la Carta de las Na-
ciones Unidas reafirma la fe en los dere-
chos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y el valor de la persona humana 
y en la igualdad de derechos del hombre 
y la mujer,

Considerando que la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos reafirma el 
principio de la no discriminación y pro-
clama que todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos y 
que toda persona puede invocar todos los 
derechos y libertades proclamados en esa 
Declaración, sin distinción alguna y, por 
ende, sin distinción de sexo,

Considerando que los Estados Partes 
en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos tienen la obligación de garanti-
zar al hombre y la mujer la igualdad en el 
goce de todos los derechos económicos, 
sociales, culturales, civiles y políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones 
internacionales concertadas bajo los aus-
picios de las Naciones Unidas y de los or-
ganismos especializados para favorecer la 
igualdad de derechos entre el hombre y la 
mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las reso-
luciones, declaraciones y recomendaciones 
aprobadas por las Naciones Unidas y los 
organismos especializados para favorecer 
la igualdad de derechos entre el hombre y 
la mujer,

Preocupados, sin embargo, al compro-
bar que a pesar de estos diversos instru-
mentos las mujeres siguen siendo objeto 
de importantes discriminaciones,

Recordando que la discriminación con-
tra la mujer viola los principios de la igual-
dad de derechos y del respeto de la digni-
dad humana, que dificulta la participación 
de la mujer, en las mismas condiciones que 
el hombre, en la vida política, social, eco-
nómica y cultural de su país, que constituye 

un obstáculo para el aumento del bienestar 
de la sociedad y de la familia y que entorpe-
ce el pleno desarrollo de las posibilidades 
de la mujer para prestar servicio a su país y 
a la humanidad,

Preocupados por el hecho de que en si-
tuaciones de pobreza la mujer tiene un ac-
ceso mínimo a la alimentación, la salud, la 
enseñanza, la capacitación y las oportuni-
dades de empleo, así como a la satisfacción 
de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento 
del nuevo orden económico internacional 
basado en la equidad y la justicia contribui-
rá significativamente a la promoción de la 
igualdad entre el hombre y la mujer,

Subrayando que la eliminación del 
apartheid, de todas las formas de racis-
mo, de discriminación racial, colonialismo, 
neocolonialismo, agresión, ocupación y 
dominación extranjeras y de la injerencia 
en los asuntos internos de los Estados es 
indispensable para el disfrute cabal de los 
derechos del hombre y de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la 
paz y la seguridad internacionales, el alivio 
de la tensión internacional, la cooperación 
mutua entre todos los Estados con inde-
pendencia de sus sistemas económicos y 
sociales, el desarme general y completo y, 
en particular, el desarme nuclear bajo un 
control internacional estricto y efectivo, 
la afirmación de los principios de la justi-
cia, la igualdad y el provecho mutuo en las 
relaciones entre países y la realización del 
derecho de los pueblos sometidos a domi-
nación colonial y extranjera o a ocupación 
extranjera a la libre determinación y la in-
dependencia, así como el respeto de la so-
beranía nacional y de la integridad territo-
rial, promoverán el progreso y el desarrollo 
sociales y, en consecuencia, contribuirán al 
logro de la plena igualdad entre el hombre 
y la mujer,

Convencidos de que la máxima par-
ticipación de la mujer, en igualdad de 
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condiciones con el hombre, en todos los 
campos, es indispensable para el desarrollo 
pleno y completo de un país, el bienestar 
del mundo y la causa de la paz,

Teniendo presente el gran aporte de la 
mujer al bienestar de la familia y al desa-
rrollo de la sociedad, hasta ahora no ple-
namente reconocido, la importancia social 
de la maternidad y la función de los padres 
en la familia y en la educación de los hijos, 
y conscientes de que el papel de la mujer 
en la procreación no debe ser causa de dis-
criminación sino que la educación de los 
niños exige la responsabilidad compartida 
entre hombres y mujeres y la sociedad en 
su conjunto,

Reconociendo que para lograr la plena 
igualdad entre el hombre y la mujer es ne-
cesario modificar el papel tradicional tanto 
del hombre como de la mujer en la socie-
dad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enun-
ciados en la Declaración sobre la elimina-
ción de la discriminación contra la mujer y, 
para ello, a adoptar las medidas necesarias 
a fin de suprimir esta discriminación en to-
das sus formas y manifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1º
A los efectos de la presente Conven-

ción, la expresión discriminación contra la 
mujer denotará toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por 
objeto o por resultado menoscabar o anu-
lar el reconocimiento, goce o ejercicio por 
la mujer, independientemente de su estado 
civil, sobre la base de la igualdad del hom-
bre y la mujer, de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o 
en cualquier otra esfera.

Artículo 2º
Los Estados Partes condenan la dis-

criminación contra la mujer en todas sus 
formas, convienen en seguir, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones, una 

política encaminada a eliminar la discrimi-
nación contra la mujer y, con tal objeto, se 
comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, 
en sus constituciones nacionales y en cual-
quier otra legislación apropiada el principio 
de la igualdad del hombre y de la mujer y 
asegurar por ley u otros medios apropiados 
la realización práctica de ese principio;

b) Adoptar medidas adecuadas, legisla-
tivas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda dis-
criminación contra la mujer;

c) Establecer la protección jurídica de 
los derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garantizar, 
por conducto de los tribunales naciona-
les o competentes y de otras instituciones 
públicas, la protección efectiva de la mujer 
contra todo acto de discriminación;

d) Abstenerse de incurrir en todo acto 
o práctica de discriminación contra la mu-
jer y velar porque las autoridades e insti-
tuciones públicas actúen de conformidad 
con esta obligación;

e) Tomar todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la 
mujer practicada por cualesquiera perso-
nas, organizaciones o empresas;

f) Adoptar todas las medidas adecua-
das, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, 
usos y prácticas que constituyan discrimi-
nación contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones pe-
nales nacionales que constituyan discrimi-
nación contra la mujer.

Artículo 3°
Los Estados Partes tomarán en todas 

las esferas, y en particular en las esferas 
política, social, económica y cultural, todas 
las medidas apropiadas, incluso de carácter 
legislativo, para asegurar el pleno desarro-
llo y adelanto de la mujer, con el objeto 
de garantizarle el ejercicio y el goce de los 
derechos humanos y las libertades funda-
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mentales en igualdad de condiciones con 
el hombre.

Artículo 4°
1. La adopción por los Estados Partes 

de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto 
entre el hombre y la mujer no se conside-
rará discriminación en la forma definida en 
la presente Convención, pero de ningún 
modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento de normas desiguales o se-
paradas; estas medidas cesarán cuando se 
hayan alcanzado los objetivos de igualdad 
de oportunidad y trato.

2. La adopción por los Estados Partes 
de medidas especiales, incluso las conteni-
das en la presente Convención, encamina-
das a proteger la maternidad no se conside-
rará discriminatoria.

Artículo 5º
Los Estados Partes tomarán todas las 

medidas apropiadas para:
a) Modificar los patrones sociocultu-

rales de conducta de hombres y mujeres, 
con miras a alcanzar la eliminación de los 
prejuicios y las prácticas consuetudinarias y 
de cualquier otra índole que estén basados 
en la idea de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los sexos o en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres;

b) Garantizar que la educación fami-
liar incluya una comprensión adecuada 
de la maternidad como función social y el 
reconocimiento de la responsabilidad co-
mún de hombres y mujeres en cuanto a la 
educación y al desarrollo de sus hijos, en 
la inteligencia de que el interés de los hijos 
constituirá la consideración primordial en 
todos los casos.

Artículo 6º
Los Estados Partes tomarán todas las 

medidas apropiadas, incluso de carácter le-
gislativo, para suprimir todas las formas de 
trata de mujeres y explotación de la prosti-
tución de la mujer.

PARTE II
Artículo 7º
Los Estados Partes tomarán todas las 

medidas apropiadas para eliminar la discri-
minación contra la mujer en la vida política 
y pública del país y, en particular, garanti-
zando, en igualdad de condiciones con los 
hombres el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y refe-
réndum públicos y ser elegibles para todos 
los organismos cuyos miembros sean obje-
to de elecciones públicas;

b) Participar en la formulación de las 
políticas gubernamentales y en la ejecución 
de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer 
todas las funciones públicas en todos los 
planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y aso-
ciaciones no gubernamentales que se ocu-
pen de la vida pública y política del país.

Artículo 8º
Los Estados Partes tomarán todas 

las medidas apropiadas para garantizar a 
la mujer, en igualdad de condiciones con 
el hombre y sin discriminación alguna, la 
oportunidad de representar a su gobierno 
en el plano internacional y de participar en 
la labor de las organizaciones internaciona-
les.

Artículo 9º
1. Los Estados Partes otorgarán a las 

mujeres iguales derechos que a los hom-
bres para adquirir, cambiar o conservar su 
nacionalidad. Garantizarán en particular, 
que ni el matrimonio con un extranjero ni 
el cambio de nacionalidad del marido du-
rante el matrimonio cambien automática-
mente la nacionalidad de la esposa, la con-
viertan en apátrida o la obliguen a adoptar 
la nacionalidad del cónyuge.

2. Los Estados Partes otorgarán a la 
mujer los mismos derechos que al hombre 
con respecto a la nacionalidad de sus hijos.

PARTE III
Artículo 10
Los Estados Partes adoptarán todas las 

medidas apropiadas para eliminar la discri-
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minación contra la mujer, a fin de asegurar-
le la igualdad de derechos con el hombre 
en la esfera de la educación y en particular 
para asegurar, en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orienta-
ción en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obten-
ción de diplomas en las instituciones de 
enseñanza de todas las categorías, tanto en 
zonas rurales como urbanas; esta igualdad 
deberá asegurarse en la enseñanza preesco-
lar, general, técnica y profesional, incluida 
la educación técnica superior, así como en 
todos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de 
estudios y los mismos exámenes, personal 
docente del mismo nivel profesional y lo-
cales y equipos escolares de la misma ca-
lidad;

c) La eliminación de todo concepto 
estereotipado de los papeles masculino y 
femenino en todos los niveles y en todas 
las formas de enseñanza, mediante el es-
tímulo de la educación mixta y de otros ti-
pos de educación que contribuyan a lograr 
este objetivo y, en particular, mediante la 
modificación de los libros y programas es-
colares y la adaptación de los métodos de 
enseñanza.

d) Las mismas oportunidades para la 
obtención de becas y otras subvenciones 
para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso 
a los programas de educación complemen-
taria, incluidos los programas de alfabeti-
zación funcional y de adultos, con miras en 
particular a reducir lo antes posible la dife-
rencia de conocimientos existentes entre el 
hombre y la mujer;

f) La reducción de la tasa de abandono 
femenino de los estudios y la organización 
de programas para aquellas jóvenes y mu-
jeres que hayan dejado los estudios prema-
turamente;

g) Las mismas oportunidades para par-
ticipar activamente en el deporte y la edu-
cación física;

h) Acceso al material informativo espe-
cífico que contribuya a asegurar la salud y 
el bienestar de la familia.

Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la esfera del 
empleo a fin de asegurar, en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres, los 
mismos derechos, en particular;

a) El derecho al trabajo como derecho 
inalienable de todo ser humano;

b) El derecho a las mismas oportunida-
des de empleo, inclusive a la aplicación de 
los mismos criterios de selección de cues-
tiones de empleo;

c) El derecho a elegir libremente pro-
fesión y empleo, el derecho al ascenso, a 
la estabilidad en el empleo y a todas las 
prestaciones y otras condiciones de servi-
cio, y el derecho al acceso a la formación 
profesional y al readiestramiento, incluido 
el aprendizaje, la formación profesional y 
el adiestramiento periódico;

d) El derecho a igual remuneración, in-
clusive prestaciones, y a igualdad de trato 
con respecto a un trabajo de igual valor, así 
como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación de la calidad del trabajo;

e) El derecho a la seguridad social, en 
particular en casos de jubilación, desem-
pleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra 
incapacidad para trabajar, así como el de-
recho a vacaciones pagadas;

f) El derecho a la protección de la salud 
y a la seguridad en las condiciones de tra-
bajo, incluso la salvaguardia de la función 
de reproducción.

2. A fin de impedir la discriminación 
contra la mujer por razones de matrimonio 
o maternidad y asegurar la efectividad de 
su derecho a trabajar, los Estados Partes 
tomarán medidas adecuadas para:
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a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el 
despido por motivo de embarazo o licen-
cia de maternidad y la discriminación en 
los despidos sobre la base del estado civil;

b) Implantar la licencia de maternidad 
con sueldo pagado o con prestaciones so-
ciales comparables sin pérdida del empleo 
previo, la antigüedad o beneficios sociales;

c) Alentar el suministro de los servicios 
sociales de apoyo necesarios para permitir 
que los padres combinen las obligaciones 
para con la familia con las responsabilida-
des del trabajo y la participación en la vida 
pública, especialmente mediante el fomen-
to de la creación y desarrollo de una red 
de servicios destinados al cuidado de los 
niños;

d) Prestar protección especial a la mu-
jer durante el embarazo en los tipos de tra-
bajos que se haya probado puedan resultar 
perjudiciales para ella.

3. La legislación protectora relacionada 
con las cuestiones comprendidas en este 
artículo será examinada periódicamente a 
la luz de los conocimientos científicos y 
tecnológicos y será revisada, derogada o 
ampliada según corresponda.

Artículo 12
1. Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera 
de la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la 
planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo 1 supra, los Estados Partes garan-
tizarán a la mujer servicios apropiados en 
relación con el embarazo, el parto y el pe-
ríodo posterior al parto, proporcionando 
servicios gratuitos cuando fuere necesario 
y le asegurarán una nutrición adecuada du-
rante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13
Los Estados Partes adoptarán todas las 

medidas apropiadas para eliminar la dis-

criminación contra la mujer en otras esfe-
ras de la vida económica y social a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres, los mismos derechos, 
en particular:

a) El derecho a prestaciones familiares;
b) El derecho a obtener préstamos 

bancarios, hipotecas y otras formas de cré-
dito financiero;

c) El derecho a participar en activida-
des de esparcimiento, deportes y en todos 
los aspectos de la vida cultural.

Artículo 14
1. Los Estados Partes tendrán en cuen-

ta los problemas especiales a que hace fren-
te la mujer rural y el importante papel que 
desempeña en la supervivencia económica 
de su familia, incluido su trabajo en los 
sectores no monetarios de la economía, y 
tomarán todas las medidas apropiadas para 
asegurar la aplicación de las disposiciones 
de la presente Convención a la mujer de las 
zonas rurales.

2. Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas 
rurales a fin de asegurar, en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres, su 
participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el 
derecho a:

a) Participar en la elaboración y ejecu-
ción de los planes de desarrollo a todos los 
niveles;

b) Tener acceso a servicios adecuados 
de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de 
planificación de la familia;

c) Beneficiarse directamente de los 
programas de seguridad social;

d) Obtener todos los tipos de educa-
ción y de formación, académica y no aca-
démica, incluidos los relacionados con la 
alfabetización funcional, así como, entre 
otros, los beneficios de todos los servicios 
comunitarios y de divulgación a fin de au-
mentar su capacidad técnica;
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e) Organizar grupos de auto ayuda y 
cooperativas a fin de obtener igualdad de 
acceso a las oportunidades económicas 
mediante el empleo por cuenta propia o 
por cuenta ajena;

f) Participar en todas las actividades co-
munitarias;

g) Obtener acceso a los créditos y prés-
tamos agrícolas, a los servicios de comer-
cialización y a las tecnologías apropiadas, y 
recibir un trato igual en los planes de refor-
ma agraria y de reasentamiento;

h) Gozar de condiciones de vida ade-
cuadas, particularmente en las esferas de la 
vivienda, los servicios sanitarios, la electri-
cidad y el abastecimiento de agua, el trans-
porte y las comunicaciones.

PARTE IV
Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocerán a la 

mujer la igualdad con el hombre ante la ley.
2. Los Estados Partes reconocerán a la 

mujer, en materias civiles, una capacidad 
jurídica idéntica a la del hombre y las mis-
mas oportunidades para el ejercicio de esa 
capacidad. En particular, le reconocerán a 
la mujer iguales derechos para firmar con-
tratos y administrar bienes y le dispensa-
rán un trato igual en todas las etapas del 
procedimiento en las cortes de justicia y los 
tribunales.

3. Los Estados Partes convienen en 
que todo contrato o cualquier otro ins-
trumento privado con efecto jurídico que 
tienda a limitar la capacidad jurídica de la 
mujer se considerará nulo.

4. Los Estados Partes reconocerán al 
hombre y a la mujer los mismos derechos 
con respecto a la legislación relativa al de-
recho de las personas a circular libremen-
te y a la libertad para elegir su residencia y 
domicilio.

Artículo 16
1. Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas adecuadas para eliminar la dis-

criminación contra la mujer en todos los 
asuntos relacionados con el matrimonio 
y las relaciones familiares y, en particular, 
asegurarán, en condiciones de igualdad en-
tre hombres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer ma-
trimonio;

b) El mismo derecho para elegir li-
bremente cónyuge y contraer matrimonio 
sólo por su libre albedrío y su pleno con-
sentimiento;

c) Los mismos derechos y responsabili-
dades durante el matrimonio y con ocasión 
de su disolución;

d) Los mismos derechos y responsabi-
lidades como progenitores, cualquiera que 
sea su estado civil, en materias relacionadas 
con sus hijos; en todos los casos, los in-
tereses de los hijos serán la consideración 
primordial;

e) Los mismos derechos a decidir libre 
y responsablemente el número de sus hijos 
y el intervalo entre los nacimientos y a te-
ner acceso a la información, la educación y 
los medios que les permitan ejercer estos 
derechos;

f) Los mismos derechos y responsabili-
dades respecto de la tutela, curatela, custo-
dia y adopción de los hijos, o instituciones 
análogas cuando quiera que estos concep-
tos existan en la legislación nacional; en 
todos los casos, los intereses de los hijos 
serán la consideración primordial;

g) Los mismos derechos personales 
como marido y mujer, entre ellos el dere-
cho a elegir apellido, profesión y ocupa-
ción;

h) Los mismos derechos a cada uno 
de los cónyuges en materia de propiedad, 
compras, gestión, administración, goce 
y disposición de los bienes, tanto a título 
gratuito como oneroso.

2. No tendrán ningún efecto jurídico 
los esponsales y el matrimonio de niños y 
se adoptarán todas las medidas necesarias, 
incluso de carácter legislativo, para fijar una 
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edad mínima para la celebración del matri-
monio y hacer obligatoria la inscripción del 
matrimonio en un registro oficial.

PARTE V
Artículo 17
1. Con el fin de examinar los progresos 

realizados en la aplicación de la presen-
te Convención, se establecerá un Comité 
para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (denominado en adelan-
te el Comité) compuesto, en el momento 
de la entrada en vigor de la Convención, 
de dieciocho y, después de su ratificación 
o adhesión por el trigésimo quinto Esta-
do Parte, de veintitrés expertos de gran 
prestigio moral y competencia en la esfera 
abarcada por la Convención. Los expertos 
serán elegidos por los Estados Partes entre 
sus nacionales, y ejercerán sus funciones a 
título personal; se tendrán en cuenta una 
distribución geográfica equitativa y la re-
presentación de las diferentes formas de 
civilización, así como los principales siste-
mas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán ele-
gidos en votación secreta de una lista de 
personas designadas por los Estados Par-
tes. Cada uno de los Estados Partes podrá 
designar una persona entre sus propios na-
cionales.

3. La elección inicial se celebrará seis 
meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Al menos 
tres meses antes de la fecha de cada elec-
ción, el Secretario General de las Naciones 
Unidas dirigirá una carta a los Estados Par-
tes invitándolos a presentar sus candidatu-
ras en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará una lista por orden alfa-
bético de todas las personas designadas de 
este modo, indicando los Estados Partes 
que las han designado, y la comunicará a 
los Estados Partes.

4. Los miembros del Comité serán ele-
gidos en una reunión de los Estados Par-
tes que será convocada por el Secretario 

General y se celebrará en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esta reunión, para la 
cual formarán quórum dos tercios de los 
Estados Partes, se considerarán elegidos 
para el Comité los candidatos que obten-
gan el mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes 
de los Estados Partes presentes y votantes.

5. Los miembros del Comité serán 
elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de nueve de los miembros elegi-
dos en la primera elección expirará al cabo 
de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección el Presidente del Comité 
designará por sorteo los nombres de esos 
nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros 
adicionales del Comité se celebrará de con-
formidad con lo dispuesto en los párrafos 
2, 3 y 4 del presente artículo, después de 
que el trigésimo quinto Estado Parte haya 
ratificado la Convención o se haya adheri-
do a ella. El mandato de dos de los miem-
bros adicionales elegidos en esta ocasión, 
cuyos nombres designará por sorteo el 
Presidente del Comité, expirará al cabo de 
dos años.

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, 
el Estado Parte cuyo experto haya cesado 
en sus funciones como miembro del Co-
mité designará entre sus nacionales a otro 
experto a reserva de la aprobación del Co-
mité.

8. Los miembros del Comité, previa 
aprobación de la Asamblea General, per-
cibirán emolumentos de los fondos de las 
Naciones Unidas en la forma y condicio-
nes que la Asamblea determine, teniendo 
en cuenta la importancia de las funciones 
del Comité.

9. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño efi-
caz de las funciones del Comité en virtud 
de la presente Convención.
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Artículo 18
1. Los Estados Partes se comprome-

ten a someter al Secretario General de las 
Naciones Unidas, para que lo examine el 
Comité, un informe sobre las medidas le-
gislativas, judiciales, administrativas o de 
otra índole que hayan adoptado para hacer 
efectivas las disposiciones de la presente 
Convención y sobre los progresos realiza-
dos en este sentido:

a) En el plazo de un año a partir de la 
entrada en vigor de la Convención para el 
Estado de que se trate; y

b) En lo sucesivo por lo menos cada 
cuatro años y, además, cuando el Comité 
lo solicite.

2. Se podrán indicar en los informes 
los factores y las dificultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por la presente Convención.

Artículo 19
1. El Comité aprobará su propio regla-

mento. 2. El Comité elegirá su Mesa por un 
período de dos años.

Artículo 20
1. El Comité se reunirá normalmen-

te todos los años por un período que no 
exceda de dos semanas para examinar los 
informes que se le presenten de conformi-
dad con el artículo 18 de la presente Con-
vención.

2. Las reuniones del Comité se celebra-
rán normalmente en la Sede de las Nacio-
nes Unidas o en cualquier otro sitio conve-
niente que determine el Comité.

Artículo 21
1. El Comité, por conducto del Con-

sejo Económico y Social, informará anual-
mente a la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas sobre sus actividades y podrá 
hacer sugerencias y recomendaciones de 
carácter general basadas en el examen de 
los informes y de los datos transmitidos 
por los Estados Partes. Estas sugerencias 
y recomendaciones de carácter general se 
incluirán en el informe del Comité junto 

con las observaciones, si las hubiere, de los 
Estados Partes.

2. El Secretario General transmitirá 
los informes del Comité a la Comisión de 
la Condición Jurídica y Social de la Mujer 
para su información.

Artículo 22
Los organismos especializados tendrán 

derecho a estar representados en el examen 
de la aplicación de las disposiciones de la 
presente Convención que correspondan a 
la esfera de sus actividades. El Comité po-
drá invitar a los organismos especializados 
a que presenten informes sobre la aplica-
ción de la Convención en las áreas que co-
rrespondan a la esfera de sus actividades.

PARTE VI
Artículo 23
Nada de lo dispuesto en la presente 

Convención afectará a disposición algu-
na que sea más conducente al logro de la 
igualdad entre hombres y mujeres y que 
pueda formar parte de:

a) La legislación de un Estado Parte; o
b) Cualquier otra convención, tratado 

o acuerdo internacional vigente en ese Es-
tado.

Artículo 24
Los Estados Partes se comprometen 

a adoptar todas las medidas necesarias en 
el ámbito nacional para conseguir la plena 
realización de los derechos reconocidos en 
la presente Convención.

Artículo 25
1. La presente Convención estará abier-

ta a la firma de todos los Estados.
2. Se designa al Secretario General de 

las Naciones Unidas depositario de la pre-
sente Convención.

3. La presente Convención está sujeta 
a ratificación. Los instrumentos de ratifica-
ción se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

4. La presente Convención estará 
abierta a la adhesión de todos los Estados. 
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La adhesión se efectuará depositando un 
instrumento de adhesión en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
1. En cualquier momento, cualquiera 

de los Estados Partes podrá formular una 
solicitud de revisión de la presente Con-
vención mediante comunicación escrita di-
rigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas.

2. La Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas decidirá las medidas que, en su 
caso, hayan de adoptarse en lo que respecta 
a esa solicitud.

Artículo 27
1. La presente Convención entrará en 

vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas 
el vigésimo instrumento de ratificación o 
de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la 
Convención o se adhiera a ella después 
de haber sido depositado el vigésimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión, la 
Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratifi-
cación o adhesión.

Artículo 28
1. El Secretario General de las Nacio-

nes Unidas recibirá y comunicará a todos 
los Estados el texto de las reservas formu-
ladas por los Estados en el momento de la 
ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva in-
compatible con el objeto y el propósito de 
la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en 
cualquier momento por medio de una no-

tificación a estos efectos dirigida al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, quien 
informará de ello a todos los Estados. Esta 
notificación surtirá efecto en la fecha de su 
recepción.

Artículo 29
1. Toda controversia que surja entre 

dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente 
Convención que no se solucione median-
te negociaciones se someterá al arbitraje a 
petición de uno de ellos. Si en el plazo de 
seis meses contados a partir de la fecha de 
presentación de solicitud de arbitraje las 
partes no consiguen ponerse de acuerdo 
sobre la forma del mismo, cualquiera de las 
partes podrá someter la controversia a la 
Corte Internacional de Justicia, mediante 
una solicitud presentada de conformidad 
con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento 
de la firma o ratificación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, 
podrá declarar que no se considera obliga-
do por el párrafo 1 del presente artículo. 
Los demás Estados Partes no estarán obli-
gados por ese párrafo ante ningún Estado 
Parte que haya formulado esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formu-
lado la reserva prevista en el párrafo 2 del 
presente artículo podrá retirarla en cual-
quier momento notificándolo al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 30
La presente Convención, cuyos textos 

en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se deposi-
tará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

15- DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL  
     HOMBRE

La IX Conferencia Internacional Americana,

considerando:
Que los pueblos americanos han digni-

ficado la persona humana y que sus consti-
tuciones nacionales reconocen, que las ins-

tituciones jurídicas y políticas, rectoras de 
la vida en sociedad, tienen como fin princi-
pal la protección de los derechos esenciales 
del hombre y la creación de circunstancias 
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que le permitan progresar espiritual y ma-
terialmente y alcanzar la felicidad;

Que, en repetidas ocasiones, los Esta-
dos americanos han reconocido que los 
derechos esenciales del hombre no nacen 
del hecho de ser nacional de determinado 
Estado sino que tienen como fundamento 
los atributos de la persona humana;

Que la protección internacional de los 
derechos del hombre debe ser guía prin-
cipalísima del derecho americano en evo-
lución;

Que la consagración americana de los 
derechos esenciales del hombre unida a las 
garantías ofrecidas por el régimen interno 
de los Estados, establece el sistema inicial 
de protección que los Estados americanos 
consideran adecuado a las actuales circuns-
tancias sociales y jurídicas, no sin recono-
cer que deberán fortalecerlo cada vez más 
en el campo internacional, a medida que 
esas circunstancias vayan siendo más pro-
picias,

acuerda:
Adoptar la siguiente

DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS 
DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE

Preámbulo
Todos los hombres nacen libres e igua-

les en dignidad y derechos y, dotados como 
están por naturaleza de razón y conciencia, 
deben conducirse fraternalmente los unos 
con los otros.

En cumplimiento del deber de cada 
uno es exigencia del derecho de todos. De-
rechos y deberes se integran correlativa-
mente en toda actividad social y política del 
hombre. Si los derechos exaltan la libertad 
individual, los deberes expresan la dignidad 
de esa libertad.

Los deberes de orden jurídico presupo-
nen otros, de orden moral, que los apoyan 
conceptualmente y los fundamentan.

Es deber del hombre servir al espíritu 
con todas sus potencias y recursos porque 

el espíritu es la finalidad suprema de la 
existencia humana y su máxima categoría.

Es deber del hombre ejercer, mante-
ner y estimular por todos los medios a su 
alcance la cultura, porque la cultura es la 
máxima expresión social e histórica del es-
píritu.

Y puesto que la moral y buenas mane-
ras constituyen la floración más noble de la 
cultura, es deber de todo hombre acatarlas 
siempre.

CAPÍTULO PRIMERO

DERECHOS
Artículo I. Todo ser humano tiene de-

recho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona.

Artículo II. Todas las personas son 
iguales ante la ley y tienen los derechos y 
deberes consagrados en esta declaración 
sin distinción de raza, sexo, idioma, credo 
ni otra alguna.

Artículo III. Toda persona tiene el de-
recho de profesar libremente una creencia 
religiosa y de manifestarla y practicarla en 
público y en privado.

Artículo IV. Toda persona tiene dere-
cho a la libertad de investigación, de opi-
nión y de expresión y de difusión del pen-
samiento por cualquier medio.

Artículo V. Toda persona tiene derecho 
a la protección de la ley contra los ataques 
abusivos a su honra, a su reputación y a su 
vida privada y familiar.

Artículo VI. Toda persona tiene dere-
cho a constituir familia; elemento funda-
mental de la sociedad, y a recibir protec-
ción para ella.

Artículo VII. Toda mujer en estado de 
gravidez o en época de lactancia, así como 
todo niño, tienen derecho a protección, 
cuidado y ayuda especiales.
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Artículo VIII. Toda persona tiene el 
derecho de fijar su residencia en el territo-
rio del Estado de que es nacional, de transi-
tar por él libremente y no abandonarlo sino 
por su voluntad.

Artículo IX. Toda persona tiene el de-
recho a la inviolabilidad de su domicilio.

Artículo X. Toda persona tiene dere-
cho a la inviolabilidad y circulación de su 
correspondencia.

Artículo XI. Toda persona tiene de-
recho a que su salud sea preservada por 
medidas sanitarias y sociales, relativas a la 
alimentación, el vestido, la vivienda y la 
asistencia médica, correspondientes al ni-
vel que permitan los recursos públicos y 
los de la comunidad.

Artículo XII. Toda persona tiene dere-
cho a la educación, la que debe estar inspi-
rada en los principios de libertad, morali-
dad y solidaridad humanas.

Asimismo tiene el derecho de que, me-
diante esta educación, se le capacite para 
lograr una digna subsistencia, en mejora-
miento del nivel de vida y para ser útil a la 
sociedad.

El derecho de educación comprende el 
de igualdad de oportunidades en todos los 
casos, de acuerdo con las dotes naturales, 
los méritos y el deseo de aprovechar los 
recursos que puedan proporcionar la co-
munidad y el Estado.

Toda persona tiene derecho a recibir 
gratuitamente la educación primaria, por 
lo menos.

Artículo XIII. Toda persona tiene el 
derecho de participar en la vida cultural de 
la comunidad, gozar de las artes y disfrutar 
de los beneficios que resulten de los pro-
gresos intelectuales y especialmente de los 
descubrimientos científicos.

Tiene asimismo derecho a la protec-
ción de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de los in-

ventos, obras literarias, científicas o artísti-
cas de que sea autor.

Artículo XIV. Toda persona tiene de-
recho al trabajo en condiciones dignas y a 
seguir libremente su vocación, en cuanto 
lo permitan las oportunidades existentes 
de empleo.

Toda persona que trabaja tiene derecho 
de recibir una remuneración que, en rela-
ción con su capacidad y destreza le asegure 
un nivel de vida conveniente para sí misma 
y su familia.

Artículo XV. Toda persona tiene dere-
cho a descanso, a honesta recreación y a la 
oportunidad de emplear útilmente el tiem-
po libre en beneficio de su mejoramiento 
espiritual, cultural y físico.

Artículo XVI. Toda persona tiene de-
recho a la seguridad social que le proteja 
contra las consecuencias de la desocupa-
ción, de la vejez y de la incapacidad que, 
proveniente de cualquier otra causa ajena 
a su voluntad, la imposibilite física o men-
talmente para obtener los medios de sub-
sistencia.

Artículo XVII. Toda persona tiene de-
recho a que se le reconozca en cualquier 
parte como sujeto de derecho y obligacio-
nes, y a gozar de los derechos civiles fun-
damentales.

Artículo XVIII. Toda persona puede 
ocurrir a los tribunales para hacer valer 
sus derechos. Asimismo debe disponer de 
un procedimiento sencillo y breve por el 
cual la justicia lo ampare contra actos de la 
autoridad que violen, en perjuicio suyo, al-
guno de los derechos fundamentales con-
sagrados constitucionalmente.

Artículo XIX. Toda persona tiene de-
recho a la nacionalidad que legalmente le 
corresponda y el de cambiarla, si así lo de-
sea, por la de cualquier otro país que esté 
dispuesto a otorgársela.

Artículo XX. Toda persona, legalmente 
capacitada, tiene el derecho de tomar par-
te en el gobierno de su país, directamente 
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o por medio de sus representantes, y de 
participar en las elecciones populares, que 
serán de voto secreto, genuinas, periódicas 
y libres.

Artículo XXI. Toda persona tiene el 
derecho de reunirse pacíficamente con 
otras, en manifestación pública o en asam-
blea transitoria, en relación con sus intere-
ses comunes de cualquier índole.

Artículo XXII. Toda persona tiene el 
derecho de asociarse con otras para pro-
mover, ejercer y proteger sus intereses le-
gítimos de orden político, económico, reli-
gioso, social, cultural, profesional, sindical 
o de cualquier otro orden.

Artículo XXIII. Toda persona tiene 
derecho a la propiedad privada correspon-
diente a las necesidades esenciales de una 
vida decorosa, que contribuya a mantener 
la dignidad de la persona y del hogar.

Artículo XXIV. Toda persona tiene de-
recho de presentar peticiones respetuosas 
a cualquiera autoridad competente, ya sea 
por motivo de interés general, ya de interés 
particular, y el de obtener pronta resolu-
ción.

Artículo XXV. Nadie puede ser priva-
do de su libertad sino en los casos y según 
las formas establecidas por leyes preexis-
tentes.

Nadie puede ser detenido por incum-
plimiento de obligaciones de carácter ne-
tamente civil.

Todo individuo que haya sido privado 
de su libertad tiene derecho a que el juez 
verifique sin demora la legalidad de la me-
dida y a ser juzgado sin dilación injusti-
ficada o, de lo contrario, a ser puesto en 
libertad. Tiene derecho también a un tra-
tamiento humano durante la privación de 
su libertad.

Artículo XXVI. Se presume que todo 
acusado es inocente, hasta que se pruebe 
que es culpable.

Toda persona acusada de delito tiene 
derecho a ser oída en forma imparcial y 

pública, a ser juzgada por tribunales ante-
riormente establecidos de acuerdo con le-
yes preexistentes y a que no se le imponga 
penas crueles, infamantes o inusitadas.

Artículo XXVII. Toda persona tiene el 
derecho de buscar y recibir asilo en territo-
rio extranjero, en caso de persecución que 
no sea motivada por delitos de derecho 
común y de acuerdo con la legislación de 
cada país y con los convenios internacio-
nales.

Artículo XXVIII. Los derechos de cada 
hombre están limitados por los derechos 
de los demás, por la seguridad de todos y 
por las justas exigencias del bienestar ge-
neral y del desenvolvimiento democrático.

Artículo XXIX. Toda persona tiene el 
deber de convivir con las demás de manera 
que todas y cada una puedan formar y des-
envolver integralmente su personalidad.

Artículo XXX. Toda persona tiene el 
deber de asistir, alimentar, educar y ampa-
rar a sus hijos menores de edad, y los hijos 
tienen el deber de honrar siempre a sus pa-
dres y el de asistirlos, alimentarlos y ampa-
rarlos cuando estos lo necesiten.

Artículo XXXI. Toda persona tiene el 
deber de adquirir a lo menos la instrucción 
primaria.

Artículo XXXII. Toda persona tiene el 
deber de votar en las elecciones populares 
del país de que sea nacional, cuando esté 
legalmente capacitada para ello.

Artículo XXXIII. Toda persona tiene 
el deber de obedecer a la ley y demás man-
damientos legítimos de las autoridades de 
su país y de aquél en que se encuentre.

Artículo XXXIV. Toda persona hábil 
tiene el deber de prestar los servicios civiles 
y militares que la Patria requiera para su de-
fensa y conservación, y en caso de calami-
dad pública, los servicios de que sea capaz.

Asimismo tiene el deber de desempe-
ñar los cargos de elección popular que le 
correspondan en el Estado de que sea na-
cional.
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Artículo XXXV. Toda persona tiene el 
deber de cooperar con el Estado y con la 
comunidad en la asistencia y seguridad so-
ciales de acuerdo con sus posibilidades y 
con las circunstancias.

Artículo XXXVI. Toda persona tiene 
el deber de pagar los impuestos estableci-
dos por la ley para el sostenimiento de los 
servicios públicos.

Artículo XXXVII. Toda persona tiene 
el deber de trabajar, dentro de su capacidad 
y posibilidades, a fin de obtener los recur-
sos para su subsistencia o en beneficio de 
la comunidad.

Artículo XXXVIII. Toda persona tiene 
el deber de no intervenir en las actividades 
políticas que, de conformidad con la ley, 
sean privativas de los ciudadanos del Esta-
do en que sea extranjero.

16- CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

Preámbulo
Los Estados Americanos signatarios de 

la presente Convención,
Reafirmando su propósito de consoli-

dar en este Continente, dentro del cuadro 
de las instituciones democráticas, un régi-
men de libertad personal y de justicia so-
cial, fundado en el respeto de los derechos 
esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esen-
ciales del hombre no nacen del hecho de 
ser nacional de determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos 
de la persona humana, razón por la cual 
justifican una protección internacional, de 
naturaleza convencional coadyuvante o 
complementaria de la que ofrece el dere-
cho interno de los Estados americanos;

Considerando que estos principios han 
sido consagrados en la Carta de la Orga-
nización de los Estados Americanos, en la 
Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos que 
han sido reafirmados y desarrollados en 
otros instrumentos internacionales, tanto 
de ámbito universal como regional;

Reiterando que, con arreglo a la Decla-
ración Universal de los Derechos Huma-
nos, sólo puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, exento del temor y de la mi-
seria, si se crean condiciones que permitan 
a cada persona gozar de sus derechos eco-

nómicos, sociales y culturales, tanto como 
de sus derechos civiles y políticos, y

Considerando que la Tercera Conferen-
cia Interamericana Extraordinaria (Buenos 
Aires, 1967) aprobó la incorporación a la 
propia Carta de la Organización de normas 
más amplias sobre derechos económicos, 
sociales y educacionales y resolvió que una 
convención interamericana sobre derechos 
humanos determinara la estructura, com-
petencia y procedimiento de los órganos 
encargados de esa materia,

Han convenido en lo siguiente:
PARTE I

DEBERES DE LOS ESTADOS
Y DERECHOS PROTEGIDOS

CAPÍTULO I
 ENUMERACIÓN DE DEBERES

Artículo 1º. Obligación de respetar los 
derechos

1. Los Estados Partes en esta Conven-
ción se comprometen a respetar los dere-
chos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, 
sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinio-
nes políticas o de cualquier otra índole, ori-
gen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición so-
cial.

2. Para los efectos de esta Convención, 
persona es todo ser humano.
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Artículo 2º. Deber de adoptar disposi-
ciones de derecho interno

Si el ejercicio de los derechos y liber-
tades mencionados en el Artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados 
Partes se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucio-
nales y a las disposiciones de esta Con-
vención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades.

CAPÍTULO II
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Artículo 3º. Derecho al reconocimien-
to de la personalidad jurídica

Toda persona tiene derecho al recono-
cimiento de su personalidad jurídica.

Artículo 4º. Derecho a la vida
1. Toda persona tiene derecho a que se 

respete su vida. Este derecho estará pro-
tegido por la ley y, en general, a partir del 
momento de la concepción. Nadie puede 
ser privado de la vida arbitrariamente.

2. En los países que no han abolido la 
pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse 
por los delitos más graves, en cumplimien-
to de sentencia ejecutoriada de tribunal 
competente y de conformidad con una ley 
que establezca tal pena, dictada con ante-
rioridad a la comisión del delito. Tampoco 
se extenderá su aplicación a delitos a los 
cuales no se la aplique actualmente.

3. No se restablecerá la pena de muerte 
en los Estados que la han abolido.

4. En ningún caso se puede aplicar la 
pena de muerte por delitos políticos ni co-
munes conexos con los políticos.

5. No se impondrá la pena de muerte 
a personas que, en el momento de la co-
misión del delito, tuvieren menos de die-
ciocho años de edad o más de setenta, ni 
se le aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez.

6. Toda persona condenada a muer-
te tiene derecho a solicitar la amnistía, el 
indulto o la conmutación de la pena, los 
cuales podrán ser concedidos en todos 
los casos. No se puede aplicar la pena de 
muerte mientras la solicitud esté pendiente 
de decisión ante autoridad competente.

Artículo 5º. Derecho a la integridad 
personal

1. Toda persona tiene derecho a que se 
respete su integridad física, psíquica y mo-
ral.

2. Nadie debe ser sometido a torturas 
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Toda persona privada de li-
bertad será tratada con el respeto debido a 
la dignidad inherente al ser humano.

3. La pena no puede trascender de la 
persona del delincuente.

4. Los procesados deben estar separa-
dos de los condenados, salvo en circuns-
tancias excepcionales, y serán sometidos a 
un tratamiento adecuado a su condición de 
personas no condenadas.

5. Cuando los menores puedan ser 
procesados, deben ser separados de los 
adultos y llevados ante tribunales especiali-
zados, con la mayor celeridad posible, para 
su tratamiento.

6. Las penas privativas de la libertad 
tendrán como finalidad esencial la reforma 
y la readaptación social de los condenados.

Artículo 6º. Prohibición de la esclavi-
tud y servidumbre

1. Nadie puede ser sometido a esclavi-
tud o servidumbre, y tanto éstas, como la 
trata de esclavos y la trata de mujeres están 
prohibidas en todas sus formas.

2. Nadie puede ser constreñido a ejecu-
tar un trabajo forzoso u obligatorio. En los 
países donde ciertos delitos tengan seña-
lada pena privativa de la libertad acompa-
ñada de trabajos forzosos, esta disposición 
no podrá ser interpretada en el sentido 
de que prohíbe el cumplimiento de dicha 
pena impuesta por juez o tribunal compe-
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tente. El trabajo forzoso no debe afectar a 
la dignidad ni a la capacidad física e intelec-
tual del recluido.

3. No constituyen trabajo forzoso u 
obligatorio, para los efectos de este artícu-
lo:

a) los trabajos o servicios que se exijan 
normalmente de una persona recluida en 
cumplimiento de una sentencia o resolu-
ción formal dictada por la autoridad judi-
cial competente. Tales trabajos o servicios 
deberán realizarse bajo la vigilancia y con-
trol de las autoridades públicas, y los indi-
viduos que los efectúen no serán puestos 
a disposición de particulares, compañías o 
personas jurídicas de carácter privado;

b) el servicio militar y, en los países 
donde se admite exención por razones de 
conciencia, el servicio nacional que la ley 
establezca en lugar de aquél;

c) el servicio impuesto en casos de peli-
gro o calamidad que amenace la existencia 
o el bienestar de la comunidad, y

d) el trabajo o servicio que forme parte 
de las obligaciones cívicas normales.

Artículo 7º. Derecho a la libertad per-
sonal

1. Toda persona tiene derecho a la li-
bertad y a la seguridad personales.

2. Nadie puede ser privado de su liber-
tad física, salvo por las causas y en las con-
diciones fijadas de antemano por las Cons-
tituciones Políticas de los Estados Partes o 
por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a deten-
ción o encarcelamiento arbitrarios.

4. Toda persona detenida o retenida 
debe ser informada de las razones de su 
detención y notificada, sin demora, del car-
go o cargos formulados contra ella.

5. Toda persona detenida o retenida 
debe ser llevada, sin demora, ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la ley para 
ejercer funciones judiciales y tendrá dere-
cho a ser juzgada dentro de un plazo razo-
nable o a ser puesta en libertad, sin perjui-

cio de que continúe el proceso. Su libertad 
podrá estar condicionada a garantías que 
aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad 
tiene derecho a recurrir ante un juez o 
tribunal competente, a fin de que ése de-
cida, sin demora, sobre la legalidad de su 
arresto o detención y ordene su libertad 
si el arresto o la detención fueran ilegales. 
En los Estados Partes cuyas leyes prevén 
que toda persona que se viera amenazada 
de ser privada de su libertad tiene derecho 
a recurrir a un juez o tribunal competente 
a fin de que éste decida sobre la legalidad 
de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido. Los recursos podrán 
interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. 
Este principio no limita los mandatos de 
autoridad judicial competente dictados por 
incumplimientos de deberes alimentarios.

Artículo 8º. Garantías judiciales
1. Toda persona tiene derecho a ser 

oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, es-
tablecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determina-
ción de sus derechos y obligaciones de or-
den civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tie-
ne derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad. Durante el proceso, toda per-
sona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas:

a) Derecho del inculpado de ser asistido 
gratuitamente por el traductor o intérprete, 
si no comprende o no habla el idioma del 
juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al 
inculpado de la acusación formulada;



TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

c) concesión al inculpado del tiempo y 
de los medios adecuados para la prepara-
ción de su defensa;

d) derecho del inculpado de defender-
se personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse 
libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido 
por un defensor proporcionado por el Es-
tado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el inculpado no se defendiere 
por sí mismo ni nombrare defensor dentro 
del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar 
a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o 
peritos, de otras personas que puedan arro-
jar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante 
juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamen-
te es válida si es hecha sin coacción de nin-
guna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sen-
tencia firme no podrá ser sometido a nue-
vo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, 
salvo en lo que sea necesario para preser-
var los intereses de la justicia.

Artículo 9º. Principio de legalidad y de 
retroactividad

Nadie puede ser condenado por ac-
ciones u omisiones que en el momento 
de cometerse no fueran delictivos según el 
derecho aplicable. Tampoco se puede im-
poner pena más grave que la aplicable en el 
momento de la comisión del delito. Si con 
posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más 
leve, el delincuente se beneficiará de ello.

Artículo 10. Derecho a indemnización
Toda persona tiene derecho a ser in-

demnizada conforme a la ley en caso de 
haber sido condenada en sentencia firme 
por error judicial.

Artículo 11. Protección de la honra y 
de la dignidad

1. Toda persona tiene derecho al res-
peto de su honra y al reconocimiento de 
su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injeren-
cias arbitrarias o abusivas en su vida priva-
da, en la de su familia, en su domicilio o en 
su correspondencia, ni de ataques ilegales a 
su honra o reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de la ley contra esas injerencias o 
esos ataques.

Artículo 12. Libertad de conciencia y 
de religión

1. Toda persona tiene derecho a la li-
bertad de conciencia y de religión. Este 
derecho implica la libertad de conservar 
su religión o sus creencias, o de cambiar 
de religión o de creencias, así como la li-
bertad de profesar y divulgar su religión o 
sus creencias, individual o colectivamente, 
tanto en público como en privado.

2. Nadie puede ser objeto de medi-
das restrictivas que puedan menoscabar 
la libertad de conservar su religión o sus 
creencias o de cambiar de religión o de 
creencias.

3. La libertad de manifestar la propia 
religión y las propias creencias está sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas 
por la ley y que sean necesarias para pro-
teger la seguridad, el orden, la salud o la 
moral públicas o los derechos o libertades 
de los demás.

4. Los padres, y en su caso los tutores, 
tienen derecho a que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa y moral que 
esté de acuerdo con sus propias conviccio-
nes.
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Artículo 13. Libertad de pensamiento 
y de expresión

1. Toda persona tiene derecho a la li-
bertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o 
en forma impresa o artística, o por cual-
quier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en 
el inciso precedente no puede estar sujeto 
a previa censura sino a responsabilidades 
ulteriores, las que deben estar expresamen-
te fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la repu-
tación de los demás, o

b) la protección de la seguridad nacio-
nal, el orden público o la salud o la moral 
públicas.

3. No se puede restringir el derecho 
de expresión por vías o medios indirectos, 
tales como el abuso de controles oficiales 
o particulares de papel para periódicos, de 
frecuencias radioeléctricas, o de enseres y 
aparatos usados en la difusión de informa-
ción o por cualesquiera otros medios en-
caminados a impedir la comunicación y la 
circulación de ideas y opiniones.

4. Los espectáculos públicos pueden 
ser sometidos por la ley a censura previa 
con el exclusivo objeto de regular el acceso 
a ellos para la protección moral de la in-
fancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo 
establecido en el inciso 2.

5. Estará prohibida por la ley toda pro-
paganda en favor de la guerra y toda apo-
logía del odio nacional, racial o religioso 
que constituyan incitaciones a la violencia 
o cualquier otra acción ilegal similar con-
tra cualquier persona o grupo de personas, 
por ningún motivo, inclusive los de raza, 
color, religión, idioma u origen nacional.

Artículo 14. Derecho de rectificación o 
respuesta

1. Toda persona afectada por informa-
ciones inexactas o agraviantes emitidas en 
su perjuicio a través de medios de difusión 
legalmente reglamentados y que se dirijan 
al público en general, tiene derecho a efec-
tuar por el mismo órgano de difusión su 
rectificación o respuesta en las condiciones 
que establezca la ley.

2. En ningún caso la rectificación o la 
respuesta eximirán de las otras responsabi-
lidades legales en que se hubiese incurrido.

3. Para la efectiva protección de la 
honra y la reputación, toda publicación o 
empresa periodística, cinematográfica, de 
radio o televisión tendrá una persona res-
ponsable que no esté protegida por inmu-
nidades ni disponga de fuero especial.

Artículo 15. Derecho de reunión
Se reconoce el derecho de reunión pa-

cífica y sin armas. El ejercicio de tal dere-
cho sólo puede estar sujeto a las restriccio-
nes previstas por la ley, que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de 
la seguridad nacional, de la seguridad o del 
orden públicos, o para proteger la salud o 
la moral públicas o los derechos o liberta-
des de los demás.

Artículo 16. Libertad de asociación
1. Todas las personas tienen derecho a 

asociarse libremente con fines ideológicos, 
religiosos, políticos, económicos, laborales, 
sociales, culturales, deportivos o de cual-
quiera otra índole.

2. El ejercicio de tal derecho sólo pue-
de estar sujeto a las restricciones previstas 
por la ley que sean necesarias en una socie-
dad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden pú-
blicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los 
demás.

3. Lo dispuesto en este artículo no im-
pide la imposición de restricciones legales, 
y aún la privación del ejercicio del derecho 
de asociación, a los miembros de las fuer-
zas armadas y de la policía.
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Artículo 17. Protección a la familia
1. La familia es el elemento natural y 

fundamental de la sociedad y debe ser pro-
tegida por la sociedad y el Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y 
la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tienen la edad y las condicio-
nes requeridas para ello por las leyes inter-
nas, en la medida en que éstas no afecten al 
principio de no discriminación establecido 
en esta Convención.

3. El matrimonio no puede celebrarse 
sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes.

4. Los Estados Partes deben tomar me-
didas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y la adecuada equivalencia de 
responsabilidades de los cónyuges en cuan-
to al matrimonio, durante el matrimonio y 
en caso de disolución del mismo. En caso 
de disolución, se adoptarán disposiciones 
que aseguren la protección necesaria a los 
hijos, sobre la base única del interés y con-
veniencia de ellos.

5. La ley debe reconocer iguales de-
rechos tanto a los hijos nacidos fuera del 
matrimonio como a los nacidos dentro del 
mismo.

Artículo 18. Derecho al nombre
Toda persona tiene derecho a un nom-

bre propio y a los apellidos de sus padres 
o al de uno de ellos. La ley reglamentará 
la forma de asegurar este derecho para to-
dos, mediante nombres supuestos, si fuere 
necesario.

Artículo 19. Derechos del niño
Todo niño tiene derecho a las medidas 

de protección que su condición de menor 
requieren por parte de su familia, de la so-
ciedad y del Estado.

Artículo 20. Derecho a la nacionalidad
1. Toda persona tiene derecho a una 

nacionalidad.
2. Toda persona tiene derecho a la na-

cionalidad del Estado en cuyo territorio 
nació si no tiene derecho a otra.

3. A nadie se privará arbitrariamente de 
su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.

Artículo 21. Derecho a la propiedad 
privada

1. Toda persona tiene derecho al uso y 
goce de sus bienes. La ley puede subordi-
nar tal uso y goce al interés social.

2. Ninguna persona puede ser privada 
de sus bienes, excepto mediante el pago 
de indemnización justa, por razones de 
utilidad pública o de interés social y en los 
casos y según las formas establecidas por 
la ley.

3. Tanto la usura como cualquier otra 
forma de explotación del hombre por el 
hombre, deben ser prohibidas por la ley.

Artículo 22. Derecho de Circulación y 
de Residencia

1. Toda persona que se halle legalmente 
en el territorio de un Estado tiene derecho 
a circular por el mismo y, a residir en él con 
sujeción a las disposiciones legales.

2. Toda persona tiene derecho a salir 
libremente de cualquier país, inclusive del 
propio.

3. El ejercicio de los derechos anterio-
res no puede ser restringido sino en virtud 
de una ley, en la medida indispensable en 
una sociedad democrática, para prevenir 
infracciones penales o para proteger la se-
guridad nacional, la seguridad o el orden 
públicos, la moral o la salud públicas o los 
derechos y libertades de los demás.

4. El ejercicio de los derechos recono-
cidos en el inciso 1 puede asimismo ser res-
tringido por la ley, en zonas determinadas, 
por razones de interés público.

5. Nadie puede ser expulsado del terri-
torio del Estado del cual es nacional, ni ser 
privado del derecho a ingresar en el mismo.

6. El extranjero que se halle legalmen-
te en el territorio de un Estado Parte en 
la presente Convención, sólo podrá ser 
expulsado de él en cumplimiento de una 
decisión adoptada conforme a la ley.
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7. Toda persona tiene el derecho de 
buscar y recibir asilo en territorio extranje-
ro en caso de persecución por delitos polí-
ticos o comunes conexos con los políticos 
y de acuerdo con la legislación de cada Es-
tado o los convenios internacionales.

8. En ningún caso el extranjero puede 
ser expulsado o devuelto a otro país, sea o 
no de origen, donde su derecho a la vida 
o a la libertad personal está en riesgo de 
violación a causa de raza, nacionalidad, re-
ligión, condición social o de sus opiniones 
políticas.

9. Es prohibida la expulsión colectiva 
de extranjeros.

Artículo 23. Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar 

de los siguientes derechos y oportunidades:
a) de participar en la dirección de los 

asuntos públicos, directamente o por me-
dio de representantes libremente elegidos;

b) de votar y ser elegidos en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por sufra-
gio universal e igual y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de la voluntad 
de los electores, y

c) de tener acceso, en condiciones ge-
nerales de igualdad, a las funciones públi-
cas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio 
de los derechos y oportunidades a que se 
refiere el inciso anterior, exclusivamente 
por razones de edad, nacionalidad, resi-
dencia, idioma, instrucción, capacidad civil 
o mental, o condena, por juez competente, 
en proceso penal.

Artículo 24. Igualdad ante la ley
Todas las personas son iguales ante la 

ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley.

Artículo 25. Protección Judicial
1. Toda persona tiene derecho a un re-

curso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribuna-
les competentes, que la ampare contra ac-
tos que violen sus derechos fundamentales 

reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aún cuando tal vio-
lación sea cometida por personas que ac-
túen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad compe-

tente prevista por el sistema legal del Es-
tado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso;

b) a desarrollar las posibilidades de re-
curso judicial, y

c) a garantizar el cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión 
en que se haya estimado procedente el re-
curso.

CAPÍTULO III
DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES

Artículo 26. Desarrollo Progresivo
Los Estados Partes se comprometen a 

adoptar providencias, tanto a nivel interno 
como mediante la cooperación internacio-
nal, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efec-
tividad de los derechos que se derivan de 
las normas económicas, sociales y sobre 
educación, ciencia y cultura, contenidas en 
la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo 
de Buenos Aires, en la medida de los recur-
sos disponibles, por vía legislativa u otros 
medios apropiados.

CAPÍTULO IV
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS

INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN
Artículo 27. Suspensión de Garantías
1. En caso de guerra, de peligro público 

o de otra emergencia que amenace la in-
dependencia o seguridad del Estado Parte, 
éste podrá adoptar disposiciones que, en 
la medida y por el tiempo estrictamente 
limitados a las exigencias de la situación, 
suspendan las obligaciones contraídas en 
virtud de esta Convención, siempre que 
tales disposiciones no sean incompatibles 
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con las demás obligaciones que les impone 
el derecho internacional y no entrañen dis-
criminación alguna fundada en motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión u origen 
social.

2. La disposición precedente no autori-
za la suspensión de los derechos determi-
nados en los siguientes artículos: 3° (Dere-
cho al Reconocimiento de la Personalidad 
Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho 
a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de 
la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Princi-
pio de Legalidad y de Retroactividad); 12 
(Libertad de Conciencia y de Religión); 
17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho 
al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 
(Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Dere-
chos Políticos), ni de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales 
derechos.

3. Todo Estado Parte que haga uso del 
derecho de suspensión deberá informar in-
mediatamente a los demás Estados Partes 
en la presente Convención, por conducto 
del Secretario General de la Organización 
de los Estados Americanos, de las dispo-
siciones cuya aplicación haya suspendido, 
de los motivos que hayan suscitado la sus-
pensión y de la fecha en que haya dado por 
terminada tal suspensión.

Artículo 28. Cláusula Federal
1. Cuando se trate de un Estado Par-

te constituido como Estado Federal, el 
gobierno nacional de dicho Estado Par-
te cumplirá todas las disposiciones de la 
presente Convención relacionadas con las 
materias sobre las que ejerce jurisdicción 
legislativa y judicial.

2. Con respecto a las disposiciones re-
lativas a las materias que corresponden a la 
jurisdicción de las entidades componentes 
de la Federación, el gobierno nacional debe 
tomar de inmediato las medidas pertinen-
tes, conforme a su constitución y sus leyes, 
a fin de que las autoridades competentes 
de dichas entidades puedan adoptar las dis-

posiciones del caso para el cumplimiento 
de esta Convención.

3. Cuando dos o más Estados Partes 
acuerden integrar entre sí una federación 
u otra clase de asociación, cuidarán de que 
el pacto comunitario correspondiente con-
tenga las disposiciones necesarias para que 
continúen haciéndose efectivas en el nue-
vo Estado así organizado, las normas de la 
presente Convención.

Artículo 29. Normas de Interpretación
Ninguna disposición de la presente 

Convención puede ser interpretada en el 
sentido de:

a) permitir a alguno de los Estados Par-
tes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reco-
nocidos en la Convención o limitarlos en 
mayor medida que la prevista en ella;

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier 
derecho o libertad que pueda estar recono-
cido de acuerdo con las leyes de cualquie-
ra de los Estados Partes o de acuerdo con 
otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados;

c) excluir otros derechos y garantías 
que son inherentes al ser humano o que se 
derivan de la forma democrática represen-
tativa de gobierno, y

d) excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de De-
rechos y Deberes del Hombre y otros ac-
tos internacionales de la misma naturaleza.

Artículo 30. Alcance de las Restriccio-
nes

Las restricciones permitidas, de acuer-
do con esta Convención, al goce y ejercicio 
de los derechos y libertades reconocidas 
en la misma, no pueden ser aplicadas sino 
conforme a leyes que se dictaren por razo-
nes de interés general y con el propósito 
para el cual han sido establecidas.

Artículo 31. Reconocimiento de Otros 
Derechos

Podrán ser incluidos en el régimen de 
protección de esta Convención otros dere-
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chos y libertades que sean reconocidos de 
acuerdo con los procedimientos estableci-
dos en los artículos 76 y 77.

CAPÍTULO V
DEBERES DE LAS PERSONAS

Artículo 32. Correlación entre Deberes 
y Derechos.

1. Toda persona tiene deberes para con 
la familia, la comunidad y la humanidad.

2. Los derechos de cada persona están 
limitados por los derechos de los demás, 
por la seguridad de todos y por las justas 
exigencias del bien común, en una socie-
dad democrática.

PARTE II
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN

CAPÍTULO VI
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES

Artículo 33
Son competentes para conocer de los 

asuntos relacionados con el cumplimiento 
de los compromisos contraídos por los Es-
tados Partes en esta Convención:

a) la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, llamada en adelante la 
Comisión, y

b) la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, llamada en adelante la Corte.

CAPÍTULO VII
LA COMISIÓN INTERAMERICANA  

DE DERECHOS HUMANOS
SECCIÓN 1. ORGANIZACIÓN

Artículo 34
La Comisión Interamericana de De-

rechos Humanos se compondrá de siete 
miembros, que deberán ser personas de 
alta autoridad moral y reconocida versa-
ción en materia de derechos humanos.

Artículo 35
La Comisión representa a todos los 

Miembros que integran la Organización de 
los Estados Americanos.

Artículo 36
1. Los Miembros de la Comisión serán 

elegidos a título personal por la Asamblea 
General de la Organización de una lista de 

candidatos propuestos por los gobiernos 
de los Estados Miembros.

2. Cada uno de dichos gobiernos puede 
proponer hasta tres candidatos, nacionales 
del Estado que los proponga o de cualquier 
otro Estado Miembro de la Organización 
de los Estados Americanos. Cuando se 
proponga una terna, por lo menos uno de 
los candidatos deberá ser nacional de un 
Estado distinto del proponente.

Artículo 37
1. Los Miembros de la Comisión serán 

elegidos por cuatro años y sólo podrán ser 
reelegidos una vez, pero el mandato de tres 
de los Miembros designados en la prime-
ra elección expirará al cabo de dos años. 
Inmediatamente después de dicha elección 
se determinarán por sorteo en la Asamblea 
General los nombres de estos tres Miem-
bros.

2. No puede formar parte de la Co-
misión más de un nacional de un mismo 
Estado.

Artículo 38
Las vacantes que ocurrieren en la Co-

misión, que no se deban a expiración nor-
mal del mandato, se llenarán por el Con-
sejo Permanente de la Organización de 
acuerdo con lo que disponga el Estatuto 
de la Comisión.

Artículo 39
La Comisión preparará su Estatuto, lo 

someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, y dictará su propio Reglamento.

Artículo 40
Los servicios de secretaría de la Co-

misión deben ser desempeñados por la 
unidad funcional especializada que forma 
parte de la Secretaría General de la Organi-
zación y debe disponer de los recursos ne-
cesarios para cumplir las tareas que le sean 
encomendadas por la Comisión.

SECCIÓN 2. FUNCIONES
Artículo 41
La Comisión tiene la función principal 

de promover la observancia y la defensa de 
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los derechos humanos, y en el ejercicio de 
su mandato tiene las siguientes funciones y 
atribuciones:

a) estimular la conciencia de los dere-
chos humanos en los pueblos de América;

b) formular recomendaciones, cuando 
lo estime conveniente, a los gobiernos de 
los Estados Miembros para que adopten 
medidas progresivas en favor de los de-
rechos humanos dentro del marco de sus 
leyes internas y sus preceptos constitucio-
nales, al igual que disposiciones apropiadas 
para fomentar el debido respeto a esos de-
rechos;

c) preparar los estudios e informes que 
considere convenientes para el desempeño 
de sus funciones;

d) solicitar de los gobiernos de los Es-
tados Miembros que le proporcionen in-
formes sobre las medidas que adopten en 
materia de derechos humanos;

e) atender las consultas que, por medio 
de la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, le formulen 
los Estados Miembros en cuestiones re-
lacionadas con los derechos humanos y, 
dentro de sus posibilidades, les prestará el 
asesoramiento que estos le soliciten;

f) actuar respecto de las peticiones y 
otras comunicaciones en ejercicio de su 
autoridad de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 44 a 51 de esta Conven-
ción, y

g) rendir un informe anual a la Asam-
blea General de la Organización de los Es-
tados Americanos.

Artículo 42
Los Estados Partes deben remitir a la 

Comisión copia de los informes y estudios 
que en sus respectivos campos someten 
anualmente a las Comisiones Ejecutivas 
del Consejo Interamericano Económico y 
Social y del Consejo Interamericano para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de 
que aquélla vele porque se promuevan los 
derechos derivados de las normas econó-

micas, sociales y sobre educación, ciencia 
y cultura, contenidas en la Carta de la Or-
ganización de los Estados Americanos, re-
formada por el Protocolo de Buenos Aires.

Artículo 43
Los Estados Partes se obligan a pro-

porcionar a la Comisión las informaciones 
que ésta les solicite sobre la manera en que 
su derecho interno asegura la aplicación 
efectiva de cualesquiera disposiciones de 
esta Convención.

SECCIÓN 3. COMPETENCIA
Artículo 44
Cualquier persona o grupo de perso-

nas, o entidad no gubernamental legal-
mente reconocida en uno o más Estados 
Miembros de la Organización, puede pre-
sentar a la Comisión peticiones que con-
tengan denuncias o quejas de violación de 
esta Convención por un Estado Parte.

Artículo 45
1. Todo Estado Parte puede, en el mo-

mento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión de esta Conven-
ción, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce la competencia de 
la Comisión para recibir y examinar las 
comunicaciones en que un Estado Parte 
alegue que otro Estado Parte ha incurrido 
en violaciones de los derechos humanos 
establecidos en esta Convención.

2. Las comunicaciones hechas en vir-
tud del presente artículo sólo se pueden 
admitir y examinar si son presentadas por 
un Estado Parte que haya hecho una de-
claración por la cual reconozca la referida 
competencia de la Comisión. La Comisión 
no admitirá ninguna comunicación contra 
un Estado Parte que no haya hecho tal de-
claración.

3. Las declaraciones sobre reconoci-
miento de competencia pueden hacerse 
para que ésta rija por tiempo indefinido, y 
por un período determinado o para casos 
específicos.
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4. Las declaraciones se depositarán en 
la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos, la que transmitirá 
copia de las mismas a los Estados Miem-
bros de dicha Organización.

Artículo 46
1. Para que una petición o comunica-

ción presentada conforme a los artículos 
44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se 
requerirá:

a) que se hayan interpuesto y agotado 
los recursos de jurisdicción interna, con-
forme a los principios del Derecho Inter-
nacional generalmente reconocidos;

b) que sea presentada dentro del plazo 
de seis meses, a partir de la fecha en que 
el presunto lesionado en sus derechos haya 
sido notificado de la decisión definitiva;

c) que la materia de la petición o comu-
nicación no esté pendiente de otro proce-
dimiento de arreglo internacional, y

d) que en el caso del artículo 44 la peti-
ción contenga el nombre, la nacionalidad, 
la profesión, el domicilio y la firma de la 
persona o personas o del representante 
legal de la entidad que somete la petición.

2. Las disposiciones de los incisos 1.a) 
y 1.b) del presente artículo no se aplicarán 
cuando:

a) no exista en la legislación interna del 
Estado de que se trata el debido proceso 
legal para la protección del derecho o dere-
chos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto 
lesionado en sus derechos el acceso a los 
recursos de la jurisdicción interna, o haya 
sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la deci-
sión sobre los mencionados recursos.

Artículo 47
La Comisión declarará inadmisible 

toda petición o comunicación presentada 
de acuerdo con los artículos 44 ó 45 cuan-
do:

a) falte alguno de los requisitos indica-
dos en el artículo 46;

b) no exponga hechos que caractericen 
una violación de los derechos garantizados 
por esta Convención;

c) resulte de la exposición del propio 
peticionario o del Estado manifiestamen-
te infundada la petición o comunicación o 
sea evidente su total improcedencia, y

d) sea sustancialmente la reproducción 
de petición o comunicación anterior ya 
examinada por la Comisión u otro organis-
mo internacional.

SECCIÓN 4. PROCEDIMIENTO
Artículo 48
1. La Comisión, al recibir una petición 

o comunicación en la que se alegue la vio-
lación de cualquiera de los derechos que 
consagra esta Convención, procederá en 
los siguientes términos:

a) si reconoce la admisibilidad de la 
petición o comunicación solicitará infor-
maciones al Gobierno del Estado al cual 
pertenezca la autoridad señalada como res-
ponsable de la violación alegada, transcri-
biendo las partes pertinentes de la petición 
o comunicación;

Dichas informaciones deben ser envia-
das dentro de un plazo razonable, fijado 
por la Comisión al considerar las circuns-
tancias de cada caso;

b) recibidas las informaciones o trans-
currido el plazo fijado sin que sean reci-
bidas, verificará si existen o subsisten los 
motivos de la petición o comunicación. De 
no existir o subsistir, mandará archivar el 
expediente;

c) podrá también declarar la inadmisi-
bilidad o la improcedencia de la petición o 
comunicación, sobre la base de una infor-
mación o prueba sobreviniente;

d) si el expediente no se ha archivado y 
con el fin de comprobar los hechos, la Co-
misión realizará, con conocimiento de las 
partes, un examen del asunto planteado en 
la petición o comunicación. Si fuere nece-
sario y conveniente, la Comisión realizará 
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una investigación para cuyo eficaz cumpli-
miento solicitará, y los Estados interesados 
le proporcionarán, todas las facilidades ne-
cesarias;

e) podrá pedir a los Estados interesa-
dos cualquier información pertinente y re-
cibirá, si así se le solicita, las exposiciones 
verbales o escritas que presenten los inte-
resados;

f) se pondrá a disposición de las partes 
interesadas, a fin de llegar a una solución 
amistosa del asunto fundada en el respeto a 
los derechos humanos reconocidos en esta 
Convención.

2. Sin embargo, en casos graves y ur-
gentes, puede realizarse una investigación 
previo consentimiento del Estado en cuyo 
territorio se alegue haberse cometido la 
violación, tan solo con la presentación de 
una petición o comunicación que reúna 
todos los requisitos formales de admisibi-
lidad.

Artículo 49
Si se ha llegado a una solución amis-

tosa con arreglo a las disposiciones del 
inciso 1.f) del Artículo 48 la Comisión re-
dactará un informe que será transmitido al 
peticionario y a los Estados Partes en esta 
Convención y comunicado después, para 
su publicación, al Secretario General de la 
Organización de los Estados Americanos. 
Este informe contendrá una breve exposi-
ción de los hechos y de la solución logra-
da. Si cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplia 
información posible.

Artículo 50
1. De no llegarse a una solución, y den-

tro del plazo que fije el Estatuto de la Co-
misión, ésta redactará un informe en el que 
expondrá los hechos y sus conclusiones. 
Si el informe no representa, en todo o en 
parte, la opinión unánime de los miembros 
de la Comisión, cualquiera de ellos podrá 
agregar a dicho informe su opinión por 
separado. También se agregarán al infor-

me las exposiciones verbales o escritas que 
hayan hecho los interesados en virtud del 
inciso 1.e) del artículo 48.

2. El informe será transmitido a los Es-
tados interesados, quienes no estarán facul-
tados para publicarlo.

3. Al transmitir el informe, la Comisión 
puede formular las proposiciones y reco-
mendaciones que juzgue adecuadas.

Artículo 51
1. Si en el plazo de tres meses, a partir 

de la remisión a los Estados interesados del 
informe de la Comisión, el asunto no ha 
sido solucionado o sometido a la decisión 
de la Corte por la Comisión o por el Es-
tado interesado, aceptando su competen-
cia, la Comisión podrá emitir, por mayo-
ría absoluta de votos de sus miembros, su 
opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración.

2. La Comisión hará las recomenda-
ciones pertinentes y fijará un plazo dentro 
del cual el Estado debe tomar las medidas 
que le competan para remediar la situación 
examinada.

3. Transcurrido el período fijado, la Co-
misión decidirá, por la mayoría absoluta de 
votos de sus miembros, si el Estado ha to-
mado o no medidas adecuadas y si publica 
o no su informe.

CAPÍTULO VIII
LA CORTE INTERAMERICANA DE 

DERECHOS HUMANOS
SECCIÓN 1. ORGANIZACIÓN

Artículo 52
1. La Corte se compondrá de siete jue-

ces, nacionales de los Estados Miembros 
de la Organización, elegidos a título per-
sonal entre juristas de la más alta autoridad 
moral, de reconocida competencia en ma-
teria de derechos humanos, que reúnan las 
condiciones requeridas para el ejercicio de 
las más elevadas funciones judiciales con-
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forme a la ley del país del cual sean nacio-
nales o del Estado que los proponga como 
candidatos.

2. No debe haber dos jueces de la mis-
ma nacionalidad.

Artículo 53
1. Los jueces de la Corte serán elegi-

dos, en votación secreta y por mayoría ab-
soluta de votos de los Estados Partes en 
la Convención, en la Asamblea General de 
la Organización, de una lista de candidatos 
propuestos por esos mismos Estados.

2. Cada uno de los Estados Partes puede 
proponer hasta tres candidatos, nacionales 
del Estado que los propone o de cualquier 
otro Estado Miembro de la Organización 
de los Estados Americanos. Cuando se 
proponga una terna, por lo menos uno de 
los candidatos deberá ser nacional de un 
Estado distinto del proponente.

Artículo 54
1. Los jueces de la Corte serán elegidos 

para un período de seis años y sólo podrán 
ser reelegidos una vez. El mandato de tres 
de los jueces designados en la primera elec-
ción, expirará al cabo de tres años. Inme-
diatamente después de dicha elección, se 
determinarán por sorteo en la Asamblea 
General los nombres de estos tres jueces.

2. El juez elegido para reemplazar a 
otro cuyo mandato no ha expirado, com-
pletará el período de éste.

3. Los jueces permanecerán en funcio-
nes hasta el término de su mandato. Sin 
embargo, seguirán conociendo de los ca-
sos a que ya se hubieran abocado y que se 
encuentren en estado de sentencia, a cuyos 
efectos no serán sustituidos por los nuevos 
jueces elegidos.

Artículo 55
1. El juez que sea nacional de alguno de 

los Estados Partes en el caso sometido a 
la Corte, conservará su derecho a conocer 
del mismo.

2. Si uno de los jueces llamados a cono-
cer del caso fuere de la nacionalidad de uno 

de los Estados Partes, otro Estado Parte en 
el caso podrá designar a una persona de su 
elección para que integre la Corte en cali-
dad de juez ad hoc.

3. Si entre los jueces llamados a cono-
cer del caso ninguno fuere de la naciona-
lidad de los Estados Partes, cada uno de 
estos podrá designar un juez ad hoc.

4. El juez ad hoc debe reunir las calida-
des señaladas en el artículo 52.

5. Si varios Estados Partes en la Con-
vención tuvieren un mismo interés en el 
caso, se considerarán como una sola parte 
para los fines de las disposiciones prece-
dentes. En caso de duda, la Corte decidirá.

Artículo 56
El quórum para las deliberaciones de la 

Corte es de cinco jueces.
Artículo 57
La Comisión comparecerá en todos los 

casos ante la Corte.
Artículo 58
1. La Corte tendrá su sede en el lugar 

que determinen, en la Asamblea General 
de la Organización, los Estados Partes en 
la Convención, pero podrá celebrar re-
uniones en el territorio de cualquier Es-
tado Miembro de la Organización de los 
Estados Americanos en que lo considere 
conveniente por mayoría de sus miembros 
y previa aquiescencia del Estado respecti-
vo. Los Estados Partes en la Convención 
pueden, en la Asamblea General por dos 
tercios de sus votos, cambiar la sede de la 
Corte.

2. La Corte designará a su Secretario.
3. El secretario residirá en la sede de la 

Corte y deberá asistir a las reuniones que 
ella celebre fuera de la misma.

Artículo 59
La Secretaría de la Corte será estableci-

da por ésta y funcionará bajo la dirección 
del Secretario de la Corte, de acuerdo con 
las normas administrativas de la Secretaría 
General de la Organización en todo lo que 
no sea incompatible con la independencia 
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de la Corte. Sus funcionarios serán nom-
brados por el Secretario General de la Or-
ganización, en consulta con el Secretario 
de la Corte.

Artículo 60
La Corte preparará su Estatuto y lo 

someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, y dictará su Reglamento.

SECCIÓN 2. COMPETENCIA Y 
FUNCIONES

Artículo 61
1. Sólo los Estados Partes y la Comi-

sión tienen derecho a someter un caso a la 
decisión de la Corte.

2. Para que la Corte pueda conocer de 
cualquier caso, es necesario que sean ago-
tados los procedimientos previstos en los 
artículos 48 a 50.

Artículo 62
1. Todo Estado Parte puede, en el mo-

mento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión de esta Conven-
ción, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce como obligatoria de 
pleno derecho y sin convención especial, 
la competencia de la Corte sobre todos los 
casos relativos a la interpretación o aplica-
ción de esta Convención.

2. La declaración puede ser hecha in-
condicionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad, por un plazo determinado o 
para casos específicos. Deberá ser presen-
tada al Secretario General de la Organiza-
ción, quien transmitirá copias de la misma 
a los otros Estados Miembros de la Orga-
nización y al Secretario de la Corte.

3. La Corte tiene competencia para co-
nocer de cualquier caso relativo a la inter-
pretación y aplicación de las disposiciones 
de esta Convención que le sea sometido, 
siempre que los Estados Partes en el caso 
hayan reconocido o reconozcan dicha 
competencia, ora por declaración especial, 
como se indica en los incisos anteriores, 
ora por convención especial.

Artículo 63
1. Cuando decida que hubo violación 

de un derecho o libertad protegidos en 
esta Convención, la Corte dispondrá que 
se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá 
asimismo, si ello fuera procedente, que se 
reparen las consecuencias de la medida o 
situación que ha configurado la vulnera-
ción de esos derechos y el pago de una jus-
ta indemnización a la parte lesionada.

2. En casos de extrema gravedad y ur-
gencia, y cuando se haga necesario evitar 
daños irreparables a las personas, la Corte, 
en los asuntos que esté conociendo, podrá 
tomar las medidas provisionales que con-
sidere pertinentes. Si se tratare de asuntos 
que aún no estén sometidos a su conoci-
miento, podrá actuar a solicitud de la Co-
misión.

Artículo 64
1. Los Estados Miembros de la Orga-

nización podrán consultar a la Corte acerca 
de la interpretación de esta Convención o 
de otros tratados concernientes a la pro-
tección de los derechos humanos en los 
Estados Americanos. Asimismo, podrán 
consultarla, en lo que les compete, los ór-
ganos enumerados en el Capítulo X de la 
Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo 
de Buenos Aires.

2. La Corte, a solicitud de un Estado 
Miembro de la Organización, podrá darle 
opiniones acerca de la compatibilidad entre 
cualquiera de sus leyes internas y los men-
cionados instrumentos internacionales.

Artículo 65
La Corte someterá a la consideración 

de la Asamblea General de la Organización 
en cada período ordinario de sesiones un 
informe sobre su labor en el año anterior. 
De manera especial y con las recomenda-
ciones pertinentes, señalará los casos en 
que un Estado no haya dado cumplimiento 
a sus fallos.



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

SECCIÓN 3. PROCEDIMIENTO
Artículo 66
1. El fallo de la Corte será motivado.
2. Si el fallo no expresare en todo o 

en parte la opinión unánime de los jueces, 
cualquiera de estos tendrá derecho a que 
se agregue al fallo su opinión disidente o 
individual.

Artículo 67
El fallo de la Corte será definitivo e 

inapelable. En caso de desacuerdo sobre 
el sentido o alcance del fallo, la Corte lo 
interpretará a solicitud de cualquiera de las 
partes, siempre que dicha solicitud se pre-
sente dentro de los noventa días a partir de 
la fecha de la notificación del fallo.

Artículo 68
1. Los Estados Partes en la Convención 

se comprometen a cumplir la decisión de la 
Corte en todo caso en que sean partes.

2. La parte del fallo que disponga in-
demnización compensatoria se podrá eje-
cutar en el respectivo país por el procedi-
miento interno vigente para la ejecución de 
sentencias contra el Estado.

Artículo 69
El fallo de la Corte será notificado a las 

partes en el caso y transmitido a los Esta-
dos Partes en la Convención.

CAPÍTULO IX
DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 70
1. Los jueces de la Corte y los miem-

bros de la Comisión gozan, desde el mo-
mento de su elección y mientras dure su 
mandato, de las inmunidades reconocidas 
a los agentes diplomáticos por el derecho 
internacional. Durante el ejercicio de sus 
cargos gozan, además, de los privilegios di-
plomáticos necesarios para el desempeño 
de sus funciones.

2. No podrá exigirse responsabilidad 
en ningún tiempo a los jueces de la Corte 
ni a los miembros de la Comisión por vo-
tos y opiniones emitidos en el ejercicio de 
sus funciones.

Artículo 71
Son incompatibles los cargos de juez 

de la Corte o miembro de la Comisión con 
otras actividades que pudieren afectar su 
independencia o imparcialidad conforme 
a lo que se determine en los respectivos 
estatutos.

Artículo 72
Los jueces de la Corte y los miembros 

de la Comisión percibirán emolumentos y 
gastos de viaje en la forma y condiciones 
que determinen sus estatutos, teniendo en 
cuenta la importancia e independencia de 
sus funciones. Tales emolumentos y gastos 
de viaje serán fijados en el programa-pre-
supuesto de la Organización de lo Estados 
Americanos, el que debe incluir, además, 
los gastos de la Corte y de su Secretaría. A 
estos efectos, la Corte elaborará su propio 
proyecto de presupuesto y lo someterá a 
la aprobación de la Asamblea General, por 
conducto de la Secretaría General. Esta úl-
tima no podrá introducirle modificaciones.

Artículo 73
Solamente a solicitud de la Comisión 

o de la Corte, según el caso, corresponde 
a la Asamblea General de la Organización 
resolver sobre las sanciones aplicables a los 
miembros de la Comisión o jueces de la 
Corte que hubiesen incurrido en las cau-
sales previstas en los respectivos estatutos. 
Para dictar una resolución se requerirá una 
mayoría de los dos tercios de los votos de 
los Estados Miembros de la Organización 
en el caso de los miembros de la Comisión 
y, además, de los dos tercios de los votos de 
los Estados Partes en la Convención, si se 
tratare de jueces de la Corte.

PARTE III
DISPOSICIONES GENERALES 

 TRANSITORIAS
CAPÍTULO X

FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA,  
ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA

Artículo 74
1. Esta Convención queda abierta a la 

firma y a la ratificación o adhesión de todo 
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Estado Miembro de la Organización de los 
Estados Americanos.

2. La ratificación de esta Convención 
o la adhesión a la misma se efectuará me-
diante el depósito de un instrumento de 
ratificación o de adhesión en la Secretaría 
General de la Organización de los Esta-
dos Americanos. Tan pronto como once 
Estados hayan depositado sus respectivos 
instrumentos de ratificación o de adhesión, 
la Convención entrará en vigor. Respecto a 
todo otro Estado que la ratifique o adhiera 
a ella ulteriormente, la Convención entra-
rá en vigor en la fecha del depósito de su 
instrumento de ratificación o de adhesión.

3. El Secretario General informará a 
todos los Estados Miembros de la Orga-
nización de la entrada en vigor de la Con-
vención.

Artículo 75
Esta Convención sólo puede ser objeto 

de reservas conforme a las disposiciones 
de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 
1969.

Artículo 76
1. Cualquier Estado Parte directamen-

te y la Comisión o la Corte por conducto 
del Secretario General, pueden someter a 
la Asamblea General, para lo que estime 
conveniente, una propuesta de enmienda a 
esta Convención.

2. Las enmiendas entrarán en vigor 
para los Estados ratificantes de las mismas 
en la fecha en que se haya depositado el 
respectivo instrumento de ratificación que 
corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados Partes en esta Convención. 
En cuanto al resto de los Estados Partes, 
entrarán en vigor en la fecha en que de-
positen sus respectivos instrumentos de 
ratificación.

Artículo 77
1. De acuerdo con la facultad estableci-

da en el artículo 31, cualquier Estado Parte 
y la Comisión podrán someter a la conside-

ración de los Estados Partes reunidos con 
ocasión de la Asamblea General, proyectos 
de protocolos adicionales a esta Conven-
ción, con la finalidad de incluir progresi-
vamente en el régimen de protección de la 
misma otros derechos y libertades.

2. Cada protocolo debe fijar las moda-
lidades de su entrada en vigor, y se aplicará 
sólo entre los Estados Partes en el mismo.

Artículo 78
1. Los Estados Partes podrán denun-

ciar esta Convención después de la expira-
ción de un plazo de cinco años a partir de 
la fecha de entrada en vigor de la misma 
y mediante un preaviso de un año, noti-
ficando al Secretario General de la Orga-
nización, quien debe informar a las otras 
Partes.

2. Dicha denuncia no tendrá por efecto 
desligar al Estado Parte interesado de las 
obligaciones contenidas en esta Conven-
ción en lo que concierne a todo hecho que, 
pudiendo constituir una violación de esas 
obligaciones, haya sido cumplido por él an-
teriormente a la fecha en la cual la denuncia 
produce efecto.

CAPÍTULO XI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

SECCIÓN 1. COMISIÓN 
INTERAMERICANA DE DERECHOS 

HUMANOS
Artículo 79
Al entrar en vigor esta Convención, 

el Secretario General pedirá por escrito a 
cada Estado Miembro de la Organización 
que presente, dentro de un plazo de no-
venta días, sus candidatos para miembros 
de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos. El Secretario General pre-
parará una lista por orden alfabético de los 
candidatos presentados y la comunicará a 
los Estados Miembros de la Organización 
al menos treinta días antes de la próxima 
Asamblea General.

Artículo 80
La elección de miembros de la Comi-

sión se hará de entre los candidatos que 
figuren en la lista a que se refiere el artícu-



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

lo 79, por votación secreta de la Asamblea 
General y se declararán elegidos los candi-
datos que obtengan mayor número de vo-
tos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Miembros. 
Si para elegir a todos los miembros de la 
Comisión resultare necesario efectuar va-
rias votaciones, se eliminará sucesivamen-
te, en la forma que determine la Asamblea 
General, a los candidatos que reciban me-
nor número de votos.

SECCIÓN       2.         CORTE         INTERAMERICANA  
DE DERECHOS HUMANOS

Artículo 81
Al entrar en vigor esta Convención, 

el Secretario General pedirá por escrito a 
cada Estado Parte que presente, dentro de 
un plazo de noventa días, sus candidatos 
para jueces de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. El Secretario General 

preparará una lista por orden alfabético de 
los candidatos presentados y la comunicará 
a los Estados Partes por lo menos treinta 
días antes de la próxima Asamblea Gene-
ral.

Artículo 82
La elección de jueces de la Corte se 

hará de entre los candidatos que figuren en 
la lista a que se refiere el artículo 81, por 
votación secreta de los Estados Partes en la 
Asamblea General y se declararán elegidos 
los candidatos que obtengan mayor núme-
ro de votos y la mayoría absoluta de los 
votos de los representantes de los Estados 
Partes. Si para elegir a todos los jueces de 
la Corte resultare necesario efectuar varias 
votaciones, se eliminarán sucesivamente, 
en la forma que determinen los Estados 
Partes, a los candidatos que reciban menor 
número de votos.

17- PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA  
     SOBRE DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS  
     ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

(protocolo de san salvador) Suscrito en San Salvador, El Salvador, el 17 de noviem-
bre de 1988, en el décimo octavo período de sesiones de la Asamblea General de  la 
Organización de los Estados Americanos (OEA).

preámbulo

Los Estados partes en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos Pac-
to de San José de Costa Rica,

Reafirmando su propósito de consoli-
dar en este Continente, dentro del cuadro 
de las instituciones democráticas, un régi-
men de libertad personal y de justicia so-
cial, fundado en el respeto de los derechos 
humanos esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esen-
ciales del hombre no nacen del hecho de 
ser nacional de determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos 
de la persona humana, razón por la cual 
justifican una protección internacional, de 
naturaleza convencional coadyuvante o 

complementaria de la que ofrece el dere-
cho interno de los Estados americanos;

Considerando la estrecha relación que 
existe entre la vigencia de los derechos 
económicos, sociales y culturales y la de los 
derechos civiles y políticos, por cuanto las 
diferentes categorías de derechos constitu-
yen un todo indisoluble que encuentra su 
base en el reconocimiento de la dignidad 
de la persona humana, por lo cual exigen 
una tutela y promoción permanente con 
el objeto de lograr su vigencia plena, sin 
que jamás pueda justificarse la violación de 
unos en aras de la realización de otros;

Reconociendo los beneficios que deri-
van del fomento y desarrollo de la coope-
ración entre los Estados y de las relaciones 
internacionales;
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Recordando que, con arreglo a la De-
claración Universal de los Derechos Hu-
manos y a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, sólo puede realizarse 
el ideal del ser humano libre, exento del te-
mor y de la miseria, si se crean condición 
que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y po-
líticos;

Teniendo presente que si bien los de-
rechos económicos, sociales y culturales 
fundamentales han sido reconocidos en 
anteriores instrumentos internacionales, 
tanto de ámbito universal como regional, 
resulta de gran importancia que estos sean 
reafirmados, desarrollados, perfeccionados 
y protegidos en función de consolidar en 
América, sobre la base del respeto integral 
a los derechos de la persona, el régimen 
democrático representativo de gobierno, 
así como el derecho de sus pueblos al de-
sarrollo, a la libre determinación y a dispo-
ner libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, y

Considerando que la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos es-
tablece que pueden someterse a la consi-
deración de los Estados partes reunidos 
con ocasión de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos 
proyectos de protocolos adicionales a esa 
Convención con la finalidad de incluir pro-
gresivamente en el régimen de protección 
de la misma otros derechos y libertades,

Han convenido en el siguiente Proto-
colo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos Protocolo de 
San Salvador.

Artículo 1º. Obligación de adoptar me-
didas

Los Estados partes en el presente Pro-
tocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos se com-
prometen a adoptar las medidas necesarias 
tanto de orden interno como mediante la 

cooperación entre los Estados, especial-
mente económica y técnica, hasta el máxi-
mo de los recursos disponibles y tomando 
en cuenta su grado de desarrollo, a fin de 
lograr progresivamente, y de conformidad 
con la legislación interna, la plena efectivi-
dad de los derechos que se reconocen en el 
presente Protocolo.

Artículo 2º. Obligaciones de adoptar 
disposiciones de derecho interno

Si el ejercicio de los derechos estableci-
dos en el presente Protocolo no estuviera 
ya garantizado por disposiciones legislati-
vas o de otro carácter, los Estados partes 
se comprometen a adoptar, con arreglo 
a sus procedimientos constitucionales y 
a las disposiciones de este Protocolo las 
medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos.

Artículo 3º. Obligación de no discrimi-
nación

Los Estados partes en el presente Pro-
tocolo se comprometen a garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enun-
cian, sin discriminación alguna por moti-
vos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social.

Artículo 4º. No admisión de restriccio-
nes

No podrá restringirse o menoscabar-
se ninguno de los derechos reconocidos 
o vigentes en un Estado en virtud de su 
legislación interna o de convenciones in-
ternacionales, a pretexto de que el presente 
Protocolo no los reconoce o los reconoce 
en menor grado.

Artículo 5º. Alcance de las restricciones 
y limitaciones

Los Estados partes sólo podrán esta-
blecer restricciones y limitaciones al goce 
y ejercicio de los derechos establecidos 
en el presente Protocolo mediante leyes 
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promulgadas con el objeto de presentar el 
bienestar general dentro de una sociedad 
democrática, en la medida que no contra-
digan el propósito y razón de los mismos.

Artículo 6º. Derecho al trabajo
1. Toda persona tiene derecho al traba-

jo, el cual incluye la oportunidad de obte-
ner los medios para llevar una vida digna 
y decorosa a través del desempeño de una 
actividad lícita libremente escogida o acep-
tada.

2. Los Estados partes se comprometen 
a adoptar las medidas que garanticen plena 
efectividad al derecho al trabajo, en espe-
cial las referidas al logro del pleno empleo, 
a la orientación vocacional y al desarrollo 
de proyectos de capacitación técnico- pro-
fesional, particularmente aquellos destina-
dos a los minusválidos. Los Estados partes 
se comprometen también a ejecutar y a 
fortalecer programas que coadyuven a una 
adecuada atención familiar, encaminados a 
que la mujer pueda contar con una efectiva 
posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.

Artículo 7º. Condiciones justas, equita-
tivas y satisfactorias de trabajo

Los Estados partes en el presente Pro-
tocolo reconocen que el derecho al trabajo 
a que se refiere el artículo anterior, supone 
que toda persona goce del mismo en con-
diciones justas, equitativas y satisfactorias, 
para lo cual dichos Estados garantizarán 
en sus legislaciones nacionales, de manera 
particular:

a. Una remuneración que asegure como 
mínimo a todos los trabajadores condicio-
nes de subsistencia digna y decorosa para 
ellos y sus familias y un salario equitativo 
e igual por trabajo igual, sin ninguna dis-
tinción;

b. El derecho de todo trabajador a se-
guir su vocación y a dedicarse a la actividad 
que mejor corresponda a sus expectativas 
y a cambiar de empleo, de acuerdo con la 
reglamentación nacional respectiva;

c. El derecho del trabajador a la promo-
ción o ascenso dentro de su trabajo, para lo 
cual se tendrán en cuenta sus calificaciones, 
competencia, probidad y tiempo de servi-
cio;

d. La estabilidad de los trabajadores 
en sus empleos de acuerdo con las carac-
terísticas de las industrias y profesiones y 
con las causas de justa separación. En ca-
sos de despido injustificado, el trabajador 
tendrá derecho a una indemnización o a la 
readmisión en el empleo o a cualesquiera 
otra prestación prevista por la legislación 
nacional;

e. La seguridad e higiene en el trabajo;
f. La prohibición de trabajo nocturno 

o en labores insalubres o peligrosas a los 
menores de 18 años y, en general, de todo 
trabajo que pueda poner en peligro su sa-
lud, seguridad o moral. Cuando se trate de 
menores de 16 años, la jornada de trabajo 
deberá subordinarse a las disposiciones so-
bre educación obligatoria y en ningún caso 
podrá constituir un impedimento para la 
asistencia escolar o ser una limitación para 
beneficiarse de la instrucción recibida;

g. La limitación razonable de las horas 
de trabajo, tanto diarias como semanales. 
Las jornadas serán de menor duración 
cuando se trate de trabajos peligrosos, in-
salubles o nocturnos;

h. El descanso, el disfrute del tiempo li-
bre, las vacaciones pagadas, así como la re-
muneración de los días feriados nacionales.

Artículo 8º. Derechos sindicales
1. Los Estados partes garantizarán:
a. El derecho de los trabajadores a 

organizar sindicatos y a afiliarse al de su 
elección, para la protección y promoción 
de sus intereses. Como proyección de este 
derecho, los Estados partes permitirán a 
los sindicatos formar federaciones y con-
federaciones nacionales y asociarse a las ya 
existentes, así como formar organizaciones 
sindicales internacionales y asociarse a la 
de su elección. Los Estados partes también 
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permitirán que los sindicatos, federaciones 
y confederaciones funcionen libremente;

b. El derecho a la huelga.
2. El ejercicio de los derechos enun-

ciados precedentemente sólo puede estar 
sujeto a las limitaciones y restricciones 
previstas por la ley, siempre que éstas sean 
propias a una sociedad democrática, nece-
sarias para salvaguardar el orden público, 
para proteger la salud o la moral públicas, 
así como los derechos y las libertades de 
los demás. Los miembros de las fuerzas ar-
madas y de policía, al igual que los de otros 
servicios públicos esenciales, estarán su-
jetos a las limitaciones y restricciones que 
imponga la ley.

3. Nadie podrá ser obligado a pertene-
cer a un sindicato.

Artículo 9º. Derecho a la seguridad so-
cial

1. Toda persona tiene derecho a la segu-
ridad social que la proteja contra las conse-
cuencias de la vejez y de la incapacidad que 
la imposibilite física o mentalmente para 
obtener los medios para llevar una vida 
digna y decorosa. En caso de muerte del 
beneficiario las prestaciones de seguridad 
social serán aplicadas a sus dependientes.

2. Cuando se trate de personas que se 
encuentran trabajando, el derecho a la se-
guridad social cubrirá al menos la atención 
médica y el subsidio o jubilación en casos 
de accidentes de trabajo o de enfermedad 
profesional y, cuando se trate de mujeres, 
licencia retribuida por maternidad antes y 
después del parto.

Artículo 10. Derecho a la salud
1. Toda persona tiene derecho a la sa-

lud entendida como el disfrute del más alto 
nivel de bienestar físico, mental y social.

2. Con el fin de hacer efectivo el dere-
cho a la salud, los Estados partes se com-
prometen a reconocer la salud como un 
bien público y particularmente a adoptar 
las siguientes medidas para garantizar este 
derecho:

a. La atención primaria de la salud, en-
tendiendo como tal la asistencia sanitaria 
esencial puesta al alcance de todos los indi-
viduos y familiares de la comunidad.

b. La extensión de los beneficios de los 
servicios de salud a todos los individuos 
sujetos a la jurisdicción del Estado.

c. La total inmunización contra las 
principales enfermedades infecciosas.

d. La prevención y tratamiento de las 
enfermedades endémicas, profesionales y 
de otra índole.

e. La educación de la población sobre la 
prevención y tratamiento de los problemas 
de salud, y

f. La satisfacción de las necesidades de 
salud de los grupos de más alto riesgo y 
que por sus condiciones de pobreza sean 
más vulnerables.

Artículo 11. Derecho a un medio am-
biente sano

1. Toda persona tiene derecho a vivir 
en un medio ambiente sano y a contar con 
servicios públicos básicos.

2. Los Estados partes promoverán la 
protección, preservación y mejoramiento 
del medio ambiente.

Artículo 12. Derecho a la alimentación
1. Toda persona tiene derecho a una 

nutrición adecuada que le asegure la posi-
bilidad de gozar del más alto grado de de-
sarrollo físico, emocional e intelectual.

2. Con el objeto de hacer efectivo este 
derecho y a erradicar la desnutrición, los 
Estados partes se comprometen a perfec-
cionar los métodos de producción, apro-
visionamiento y distribución de alimentos, 
para lo cual se comprometen a promover 
una mayor cooperación internacional en 
apoyo de las políticas nacionales sobre la 
materia.

Artículo 13. Derecho a la educación
1. Toda persona tiene derecho a la edu-

cación.
2. Los Estados partes en el presen-

te Protocolo convienen que la educación 
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deberá orientarse hacia el pleno desarrollo 
de la personalidad humana y del sentido de 
su dignidad y deberá fortalecer el respeto 
por los derechos humanos, el pluralismo 
ideológico, las libertades fundamentales, 
la justicia y la paz. Convienen, asimismo, 
en que la educación debe capacitar a todas 
las personas para participar efectivamente 
en una sociedad democrática y pluralista, 
lograr una subsistencia digna, favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad en-
tre todas las naciones y todos los grupos 
raciales, étnicos o religiosos y promover las 
actividades en favor del mantenimiento de 
la paz.

3. Los Estados partes en el presente 
Protocolo reconocen que, con objeto de 
lograr el pleno ejercicio del derecho a la 
educación:

a. La enseñanza primaria debe ser obli-
gatoria y asequible a todos gratuitamente;

b. La enseñanza secundaria en sus di-
ferentes formas, incluso la enseñanza téc-
nica y profesional, debe ser generalizada y 
hacerse accesible a todos, por cuantos me-
dios sean apropiados, y en particular por 
la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita.

c. La enseñanza superior debe hacerse 
igualmente accesible a todos, sobre la base 
de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular, 
por la implantación progresiva de la ense-
ñanza gratuita;

d. Se deberá fomentar o intensificar, en 
la medida de lo posible, la educación bá-
sica para aquellas personas que no hayan 
recibido o terminado el ciclo completo de 
instrucción primaria;

e. Se deberán establecer programas de 
enseñanza diferenciada para los minusváli-
dos a fin de proporcionar una especial ins-
trucción y formación a personas con im-
pedimentos físicos o deficiencias mentales.

4. Conforme con la legislación interna 
de los Estados partes, los padres tendrán 

derecho a escoger el tipo de educación que 
habrá de darse a sus hijos, siempre que ella 
se adecue a los principios enunciados pre-
cedentemente.

5. Nada de lo dispuesto en este Proto-
colo se interpretará como una restricción 
de la libertad de los particulares y entida-
des para establecer y dirigir instituciones 
de enseñanza, de acuerdo con la legislación 
interna de los Estados partes.

Artículo 14. Derecho a los beneficios 
de la cultura.

1. Los Estados partes en el presente 
Protocolo reconocen el derecho de toda 
persona a:

a. Participar en la vida cultural y artísti-
ca de la comunidad;

b. Gozar de los beneficios del progreso 
científico y tecnológico;

c. Beneficiarse de la protección de los 
intereses morales y materiales que le co-
rrespondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas se que sea 
autora.

2. Entre las medidas que los Estados 
partes en el presente Protocolo deberán 
adoptar para asegurar el pleno ejercicio de 
este derecho, figurarán las necesarias para 
la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia, la cultura y el arte.

3. Los Estados partes en el presente 
Protocolo se comprometen a respetar la 
indispensable libertad para la investigación 
científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados partes en el presente 
Protocolo reconocen los beneficios que se 
derivan del fomento y desarrollo de la coo-
peración y de las relaciones internacionales 
en cuestiones científicas, artísticas y cultu-
rales, y en este sentido se comprometen a 
propiciar una mayor cooperación interna-
cional sobre la materia.

Artículo 15. Derecho a la constitución 
y protección de la familia

1. La familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y debe ser pro-
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tegida por el Estado quien deberá velar por 
el mejoramiento de su situación moral y 
material.

2. Toda persona tiene derecho a consti-
tuir familia, en que ejercerá de acuerdo con 
las disposiciones de la correspondiente le-
gislación interna.

3. Los Estados partes mediante el pre-
sente Protocolo se comprometen a brindar 
adecuada protección al grupo familiar y en 
especial a:

a. Conceder atención y ayuda especiales 
a la madre antes y durante un lapso razona-
ble después del parto;

b. Garantizar a los niños una adecuada 
alimentación tanto en la época de lactancia 
como durante la edad escolar;

c. Adoptar medidas especiales de pro-
tección de los adolescentes a fin de garanti-
zar la plena maduración de sus capacidades 
física, intelectual y moral;

d. Ejecutar programas especiales de 
formación familiar a fin de contribuir a la 
creación de un ambiente estable y positivo 
en el cual los niños perciban y desarrollen 
los valores de comprensión, solidaridad, 
respeto y responsabilidad.

Artículo 16. Derecho a la niñez
Todo niño sea cual fuere su filiación 

tiene derecho a las medidas de protección 
que su condición de menor requieren por 
parte de su familia, de la sociedad y del Es-
tado. Todo niño tiene el derecho a crecer 
al amparo y bajo la responsabilidad de sus 
padres salvo circunstancias excepcionales, 
reconocidas judicialmente, el niño de corta 
edad no debe ser separado de su madre. 
Todo niño tiene derecho a la educación 
gratuita y obligatoria, al menos en su fase 
elemental, y a continuar su formación en 
niveles más elevados del sistema educativo.

Artículo 17. Protección de los ancianos
Toda persona tiene derecho a protec-

ción especial durante su ancianidad. En tal 
cometido, los Estados partes se compro-
meten a adoptar de manera progresiva las 

medidas necesarias a fin de llevar este dere-
cho a la práctica y en particular a:

a. Proporcionar instalaciones adecua-
das así como la alimentación y atención 
médica especializada a las personas de 
edad avanzada que carezcan de ella y no se 
encuentren en condiciones de proporcio-
nársela por sí mismas;

b. Ejecutar programas laborales especí-
ficos destinados a conceder a los ancianos 
la posibilidad de realizar una actividad pro-
ductiva adecuada a sus capacidades respe-
tando su vocación o deseos;

c. Estimular la formación de organiza-
ciones sociales destinadas a mejorar la cali-
dad de vida de los ancianos.

Artículo 18. Protección de los minus-
válidos

Toda persona afectada por una dismi-
nución de sus capacidades físicas o men-
tales tiene derecho a recibir una atención 
especial con el fin de alcanzar el máximo 
desarrollo de su personalidad. Con tal 
fin, los Estados partes se comprometen 
a adoptar las medidas que sean necesarias 
para ese propósito y en especial a:

a. Ejecutar programas específicos des-
tinados a proporcionar a los minusválidos 
los recursos y el ambiente necesarios para 
alcanzar ese objetivo, incluidos programas 
laborales adecuados a sus posibilidades y 
que deberán ser libremente aceptados por 
ellos o por sus representantes legales, en su 
caso;

b. Proporcionar formación especial 
a los familiares de los minusválidos a fin 
de ayudarlos a resolver los problemas de 
convivencia y controvertirlos en agentes 
activos del desarrollo físico, mental y emo-
cional de estos;

c. Incluir de manera prioritaria en sus 
planes de desarrollo urbano la considera-
ción de soluciones a los requerimientos 
específicos generados por las necesidades 
de este grupo;
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d. Estimular la formación de organiza-
ciones sociales en las que los minusválidos 
puedan desarrollar una vida plena.

Artículo 19. Medios de protección
1. Los Estados partes en el presente 

Protocolo se comprometen a presentar, 
de conformidad con lo dispuesto por este 
artículo y por las correspondientes normas 
que al efecto deberá elaborar la Asamblea 
General de la Organización de los Estados 
Americanos, informes periódicos respec-
to de las medidas progresivas que hayan 
adoptado para asegurar el debido respeto 
de los derechos consagrados en el mismo 
Protocolo.

2. Todos los informes serán presen-
tados al Secretario General de la organi-
zación de los Estados Americanos quien 
los trasmitirá al Consejo Interamericano 
Económico y Social y al Consejo Intera-
mericano para la Educación, la Ciencia y la 
cultura, a fin de que los examinen confor-
me a lo dispuesto en el presente artículo. 
El Secretario General enviará copia de tales 
informes a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos.

3. El Secretario General de la Organi-
zación de los Estados Americanos trans-
mitirá también a los organismos especia-
lizados del sistema interamericano, de los 
cuales sean miembros los Estados partes 
en el presente Protocolo, copias de los in-
formes enviados o de las partes pertinentes 
de estos, en la medida en que tengan rela-
ción con materias que sean de la compe-
tencia de dichos organismos, conforme a 
sus instrumentos constitutivos.

4. Los organismos especializados del 
sistema interamericano podrán presentar 
al Consejo Interamericano Económico y 
Social y al Consejo Interamericano para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura informes 
relativos al cumplimiento de las disposicio-
nes del presente Protocolo, en el campo de 
sus actividades.

5. Los informes anuales que presenten 
a la Asamblea General el Consejo Intera-
mericano Económico y Social y el Consejo 
Interamericano para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura contendrán un resumen de 
la información recibida de los Estados par-
tes en el presente Protocolo y de los orga-
nismos especializados acerca de las medi-
das progresivas adoptadas a fin de asegurar 
el respeto de los derechos reconocidos en 
el propio Protocolo y las recomendaciones 
de carácter general que al respecto se esti-
men pertinentes.

6. En el caso de que los derechos esta-
blecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en 
el artículo 13 fuesen violados por una ac-
ción imputable directamente a un Estado 
parte del presente Protocolo, tal situación 
podría dar lugar, mediante la participación 
de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, y cuando proceda de la 
Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, a la aplicación del sistema de peticio-
nes individuales regulado por los artículos 
44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el pá-
rrafo anterior, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos podrá formular 
las observaciones y recomendaciones que 
considere pertinentes sobre la situación de 
los derechos económicos, sociales y cultu-
rales establecidos en el presente Protoco-
lo en todos o en algunos de los Estados 
partes, las que podrá incluir en el Informe 
Anual a la Asamblea General o en un In-
forme Especial, según lo considere más 
apropiado.

8. Los Consejos y la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos en ejer-
cicio de las funciones que se les confieren 
en el presente artículo tendrán en cuenta 
la naturaleza progresiva de la vigencia de 
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los derechos objeto de protección por este 
Protocolo.

Artículo 20. Reservas
Los Estados partes podrán formular 

reservas sobre una o más disposiciones 
específicas del presente Protocolo al mo-
mento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo o 
adherir a él, siempre que no sean incompa-
tibles con el objeto y el fin del Protocolo.

Artículo 21. Firma, ratificación o adhe-
sión. Entrada en vigor

1. El presente Protocolo queda abierto 
a la firma y a la ratificación o adhesión de 
todo Estado parte de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos.

2. La ratificación de este Protocolo o la 
adhesión al mismo se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de ratificación 
o de adhesión en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.

3. El Protocolo entrará en vigor tan 
pronto como once Estados hayan deposi-
tado sus respectivos instrumentos de ratifi-
cación o de adhesión.

4. El Secretario General informará a 
todos los Estados miembros de la Organi-
zación de la entrada en vigor del Protocolo.

Artículo 22. Incorporación de otros 
derechos y ampliación de los reconocidos

1. Cualquier Estado parte y la Comi-
sión Interamericana de Derechos Huma-
nos podrán someter a la consideración de 
los Estados partes, reunidos con ocasión 
de la Asamblea General, propuestas de 
enmienda con el fin de incluir el recono-
cimiento de otros derechos y libertades, o 
bien otras destinadas a extender o ampliar 
los derechos y libertades reconocidos en 
este Protocolo.

2. Las enmiendas entrarán en vigor 
para los Estados ratificantes de las mismas 
en la fecha en que se haya depositado el 
respectivo instrumento de ratificación que 
corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados partes en este Protocolo. 
En cuanto al resto de los Estados partes, 
entrarán en vigor en la fecha en que de-
positen sus respectivos instrumentos de 
ratificación.




